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I. INTRODUCCIÓN

REBELIONES, POBLADOS Y NACIÓN

Este libro registra los turbulentos acontecimientos en las 
localidades rurales mexicanas durante la crítica centuria de 1750 a 1850, 
cuando las instituciones republicanas nacionales poco a poco sustituye-
ron al régimen colonial. No fue sencilla la transición a un nuevo orden 
constitucional basado en la ciudadanía individual desde el sistema 
monárquico paternalista. Es legendario el caos político de este periodo: 
en los primeros treinta y tres años de régimen republicano, México 
contó cuarenta y nueve administraciones nacionales, registro que, a pri-
mera vista, imposibilita el análisis.1 El nuevo Estado se mostró incapaz de 
salvaguardar el territorio nacional y, con mayor razón, las nuevas liberta-
des que tanta sangre costaron durante las guerras independentistas. El 
desorden invita al escrutinio.

En las décadas de 1970 y 1980, varios estudios reveladores a cargo 
de Leticia Reina, Jean Meyer y John Coatsworth documentaron el nota-
ble incremento de rebeliones campesinas en el siglo XIX.2 No sólo hubo 
más rebeliones, sino que éstas manifestaron más violencia y abarcaron 
mayores áreas geográficas. Tras la Independencia, los campesinos se 
sumaron a rebeliones que afectaron a más poblados y duraron más que 
los disturbios breves y controlados que se registraron en el periodo 
colonial. Fue drástico el viraje de la política campesina. Estos levanta-

1  Donald Fithian Stevens, Origins of Instability in Early Republican Mexico, p. 59.
2  Jean Meyer, Problemas campesinos y revueltas agrarias (1821-1910); Leticia Reina, Las 

rebeliones campesinas en México (1819-1906); John H. Coatsworth, “Patterns of Rural 
Rebellion in Latin America: Mexico in Comparative Perspective”, Riot, Rebellion, 
and Revolution: Rural Social Conflict in Mexico, pp. 21-62; William B. Taylor, Drin-
king, Homicide, and Rebellion in Colonial Mexican Villages, señala que las revueltas 
aumentaron al final del periodo colonial.
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mientos regionales incorporaron grandes cantidades de pobladores de 
México rural y forjaron alianzas entre mexicanos de todos los sectores. 
Los participantes rebasaron las modestas quejas del periodo colonial 
para agregarse a la política violenta del Estado nacional. La región de la 
Huasteca presenta una buena oportunidad para explorar estos cam-
bios. El área fue testigo de varias revueltas durante este periodo y una 
de las regiones problemáticas para los gobernantes nacionales después 
de 1810: además de operar como reducto en la guerra de Independen-
cia, la Huasteca fue el escenario de dos importantes insurrecciones que 
movilizaron a miles de campesinos de 1836 a 1839 y de 1845 a 1849. Dos 
fenómenos enfrentan a los historiadores que estudian este periodo: en 
el ámbito nacional, el Estado daba la impresión de desintegrarse, mien-
tras las comunidades campesinas participaban cada vez más en las 
hostilidades sociales. Estas dos tendencias mostraban un vínculo cau-
sal y concluyo en estas páginas que no se puede entender la inestabili-
dad política nacional sin tener en cuenta las realidades locales de la 
sociedad rural.

En esta investigación, adopto un análisis de largo plazo de una 
región de México para entender cómo el pueblo rural moldeó la crea-
ción de un Estado republicano. La historia regional posibilita un pro-
fundo análisis que devela las historias de resistencia y acomodo del 
nuevo orden. Explorar la historia local del cambio político en este rin-
cón de México permite comprender cómo se desenvolvieron los grandes 
asuntos constitucionales del periodo en los pequeños pueblos mestizos 
y las localidades indígenas. Durante las reformas borbónicas surgieron 
actores políticos y permanecieron sorprendentemente activos a lo largo 
del periodo. ¿Cómo se convirtieron en ciudadanos mexicanos los súb-
ditos coloniales del Imperio español que habitaban en los pueblos 
indios, regidos por tradiciones locales? El proceso de creación de una 
nueva cultura política fue conflictivo, pues diversas clases sociales y 
grupos étnicos pretendían limitar a quien tuviese el derecho de cons-
tituir la nación.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   12 07/01/16   14:06



13

I. INTRODUCCIÓN

En los últimos quince años, los historiadores dirigieron a los “años 
olvidados” del pasado de México una mirada cada vez más atenta.3 En el 
ámbito nacional hay nuevos estudios que toman en serio las disputas 
políticas de los hombres públicos en el siglo xix en lugar de descartarlas 
como resultado de ambiciones personales. Los investigadores se esfuer-
zan enormemente en entender el significado de los problemas constitu-
cionales que dividieron a la clase política mexicana. El efecto de la Cons-
titución de 1812 y el establecimiento de la República Federal en 1824 se 
ven ahora como momentos definitorios en la historiografía.4 Para 
Timothy Anna, el “caos” de los años formativos no fue destructivo, sino 
un reflejo del papel de las regiones en la creación de un Estado que pro-
tegiese cierto grado de autonomía provincial. En lugar de ver en las iden-
tidades regionales obstáculos para la identidad nacional, Anna sugiere 
que la nación se edificó a partir de las regiones.5 Michael Costeloe y Tor-
cuato Di Tella ofrecen explicaciones sociológicas que recurren a las 
características económicas y sociales de los defensores del centralismo y 
del federalismo.6 Costeloe ve el ascenso del centralismo como un 
esfuerzo por crear una república que excluyese de la participación a las 
clases desordenadamente populares. Si bien Costeloe centró su análisis 
en las acciones de las clases acomodadas en busca de orden político, Di 
Tella está consciente del papel de los nuevos actores en la escena política. 
Observó que la política nacional consistió en el forjamiento de coalicio-
nes que una y otra vez se vieron perturbadas por la llegada de nuevos 

3  Josefina Zoraida Vázquez, “Los años olvidados”, MS/EM, pp. 313-326; Timothy E. 
Anna describió con el término “agujero negro” al periodo de la Independencia a la 
Reforma de 1856 en “Demystifying Early Nineteenth-Century Mexico”, MS/EM,  
p. 119-137; Florencia Mallon, “Beyond Insularity: The Challenge of Nineteenth-
Century Mexican History”, LARR, pp. 247-256. 

4  Virginia Guedea, En busca de un gobierno alterno. Los Guadalupes de México.
5  Timothy E. Anna, Forging Mexico 1821-1835, pp. 23-24.
6  Michael P. Costeloe, The Central Republic in Mexico, 1835-1846: Hombres de bien in 

the Age of Santa Anna; Torcuato di Tella, National Popular Politics in Early Indepen-
dent Mexico, 1820-1847; Will Fowler, Mexico in the Age of Proposals, 1821-1853, 
ofrece una perspectiva importante sobre el desenvolvimiento ideológico de los 
diversos actores políticos.
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intermediarios políticos prestos a movilizar a las clases bajas. Ambos 
autores señalan que no surgió ningún sistema duradero de dominación 
política elitista.

Durante el siglo que nos ocupa, las poblaciones rurales enfrenta-
ron una sucesión vertiginosa de cambios políticos. Después de 1750, la 
monarquía borbónica instituyó modificaciones en la administración 
local que, vistas en conjunto, constituyeron un desafío sistemático a la 
manera como sus habitantes conducían sus asuntos y se relacionaban 
con la Corona. La guerra de Independencia, que se aborda en el capítulo iii, 
llegó a la región desde el exterior, pero detonó conflictos internos que 
siguieron a las divisiones al interior de la sociedad local. El efecto trans-
formador de la insurgencia se aprecia en el surgimiento de nuevos voca-
bularios de la disensión popular y en la recién descubierta capacidad de 
organizar oposiciones violentas al Estado. En el capítulo iv describo la 
forma en que los habitantes de estas pequeñas comunidades acomoda-
ron el orden constitucional tras la guerra. En los dos últimos capítulos 
detallo cómo, con dos revueltas regionales masivas, los campesinos par-
ticiparon en la política nacional al adoptar el lenguaje de las facciones 
políticas nacionales en favor de sus propios intereses. Estas rebeliones 
demuestran que los habitantes de estas provincias aprovecharon las lec-
ciones del tumultuoso ambiente político del México independiente. Los 
políticos de las poblaciones menores organizaron sus rebeliones para 
apoderarse de los mecanismos de la administración estatal local de forma 
semejante a los golpes nacionales que derrocaron presidencias. Los habi-
tantes rurales no aceptaron pasivos las acciones para crear un sistema 
político que los excluyese; en cambio, adoptaron un papel activo para 
moldear respuestas políticas regionales al escenario nacional.

En años recientes, los estudios rurales se desplazaron de la explo-
ración de las raíces económicas de la rebelión a la profundización en el 
problema del ejercicio del poder por parte de las élites sobre las clases 
subalternas. Las investigaciones sobre el campesinado se alejaron del 
análisis de la organización material de la vida agraria y se acercaron al 
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estudio de la dominación ideológica y política. Por ejemplo, James Scott 
proporciona un marco útil para entender un tema de este estudio: las 
conexiones entre la práctica política popular y el discurso de la élite.7 
Scott habla de formas de resistencia pasiva y, más importante aún, de un 
animado e independiente mundo ideológico de los grupos subordina-
dos. Plantea la existencia de un “discurso oculto” que consiste en las 
tradiciones subversivas que las clases subalternas expresan cuando 
están fuera del alcance de los oídos de sus gobernantes. Scott sostiene 
que las clases dominantes nunca subordinan por completo la vida de la 
gente común mediante un proceso de “falsa conciencia” o hegemonía 
ideológica. Los subordinados tienen clara conciencia de las ideologías 
con que las élites justifican su férula. Los ejemplos que analizo en los 
siguientes capítulos puntualizan la manera como los habitantes rurales 
aprovecharon con destreza las promesas políticas del nuevo orden repu-
blicano para proteger sus intereses y tradiciones locales.

Sin embargo, las ideas de Scott tienen también sus limitaciones. 
Presentan la dinámica del comportamiento subalterno sin un marco 
histórico. En la Huasteca, el mundo político de sus habitantes evolu-
cionó conforme incorporaban a su lenguaje elementos del orden consti-
tucional. Después de la Independencia, la incapacidad de las élites pro-
vinciales para imponer el orden dio asimismo a los campesinos más 
oportunidades de desafiar a sus superiores con técnicas que trascendían 
la resistencia pasiva que tan bien retrata Scott.

7  Tres influyentes obras de James C. Scott, The Moral Economy of the Peasant. Rebel-
lion and Subsistence in Southeast Asia; Weapons of the Weak: Everyday Forms of 
Peasant Resistance; y por último Domination and the Arts of Resistance: Hidden 
Transcripts, demuestran los cambios de mentalidad respecto del pensamiento social 
rural en las últimas tres décadas. El primero de estos textos se enfoca en los funda-
mentos económicos de las sociedades agrarias de Vietnam y las causas de las guerras 
revolucionarias, mientras el segundo hace un análisis profundo de las formas ruti-
narias de resistencia en un pueblo de Malasia. Su texto crítico de 1990 ofrece una 
perspectiva mundial sobre las relaciones de poder entre las clases dominantes y los 
subordinados y el papel de las ideologías de dominación y rebeldía. Así que, de una 
perspectiva económica, Scott ha dado un viraje hacia el mundo de las ideas y su 
función en sistemas de dominación.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   15 07/01/16   14:06



MICHAEL T. DUCEY

16

En México, cuando el Estado abandonó las tradiciones paternalis-
tas del orden colonial (proceso que comenzó antes de que cayera el 
gobierno virreinal), la respuesta de los habitantes rurales no fue afe-
rrarse con tenacidad a los preceptos coloniales sino, en cambio, mani-
pular la nueva identidad de los ciudadanos para preservar sus comuni-
dades e intereses. Los pueblos indígenas aceptaron el limitado paternalismo 
del Estado virreinal como instrumento ideológico con el cual resistir los 
aspectos abusivos del régimen español, pero no existió nunca una era 
dorada colonial. Las instituciones indígenas, que surgieron durante la 
dominación española, fueron producto de un compromiso imperfecto 
con el poder estatal. Los gobiernos indígenas en los pueblos durante la 
Colonia fueron instituciones políticas que sirvieron para defender inte-
reses comunales, pero el Estado también dependió de ellos para vigilar 
y cobrar impuestos a su población. Más aún, la vida comunitaria fue 
también producto de negociaciones constantes y compromisos diarios 
entre los habitantes de estos lugares. Cuando los pobladores enfrentaron 
la modernización de la relación entre el Estado y el individuo, no se 
declararon monárquicos o “reaccionarios”; en cambio, adoptaron el 
idioma nacional y constitucional para sus propios fines.

Las relaciones de poder no fueron estáticas, sino resultado de acuer-
dos y conflictos entre diversos actores sociales. Tal vez la élite criolla ejer-
ció su hegemonía sobre las comunidades indígenas que heredaron del 
Estado colonial, pero su dominio nunca fue completo ni su estableci-
miento un proceso automático. Los historiadores suelen suponer que la 
desaparición de los elementos paternalistas del gobierno colonial, las 
Cortes de Indias, la propiedad corporativa de la tierra y, en especial, los 
gobiernos locales semiautónomos (llamados “repúblicas de indios”), 
tuvo un efecto desastroso en el bienestar de los indígenas. En el capítulo II 
reseño la vida política de las comunidades nativas bajo el régimen espa-
ñol, y me centro en los disturbios de los últimos sesenta años del periodo 
borbónico. Para la ley española, los gobiernos indígenas operaban con-
forme a administraciones separadas de la población “española” (es decir, 
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“no indígena”). Poco a poco, durante el siglo XVI, los gobernantes colo-
niales introdujeron elementos semejantes a los ayuntamientos europeos 
en los gobiernos indígenas locales con el fin de administrar a la pobla-
ción conquistada. Se elegía de entre los miembros de la comunidad indí-
gena al personal de estas repúblicas, y si bien los no indígenas no tenían 
el derecho de ocupar puestos en éstas, sería un error suponer que, como 
la ley española reconocía una esfera étnica aparte de la sociedad española, 
estas unidades indígenas fueran alguna vez autárquicas. Las repúblicas 
de indios, en lugar de ser refugios para la conservación indígena, fueron 
sitios de poder en donde las autoridades coloniales y las comunidades 
indígenas negociaban los términos de la dominación.8

Durante la guerra de Independencia y la introducción del régimen 
constitucional, los pobladores rurales enfrentaron nuevas realidades 
políticas en sus propias comunidades. Comenzó una militarización de la 
vida cotidiana sólo comparable con el periodo de la Revolución mexi-
cana. Poblados enteros se unieron a la insurrección. Como señala Juan 
Ortiz Escamilla, apareció una nueva cultura de la violencia.9 La veloz y 
definitiva desintegración de la pax hispanica y la incapacidad del gobierno 
virreinal para imponer de nuevo el orden indican la fragilidad que pade-
cía la dominación española. Los políticos mexicanos se dedicaron el 
medio siglo siguiente a restaurar la subordinación de la población rural.

La guerra también atestiguó una transformación de la cultura 
política de las comunidades cuando el Estado español adoptó la Consti-
tución de Cádiz, en 1812. El estudio pionero de Terry Rugeley sobre los 

8  Felipe Castro Gutiérrez, Nueva ley y nuevo rey. Reformas borbónicas y rebelión popu-
lar en Nueva España, pp. 24-28, señala que las relaciones políticas entre el gobierno 
colonial español y los pueblos indígenas se negociaban constantemente. Sobre la 
evolución de la república colonial, véase Arij Ouweneel, “Altepeme and Pueblos de 
Indios: Some Comparative Theoretical Perspectives of the Colonial Indian Commu-
nities”, The Indian Community of Colonial Mexico: Fifteen Essays on Land Tenure, 
Corporate Organizations, Ideology and Village Politics, pp. 1-37; y Bernardo García 
Martínez, Los pueblos de la sierra. El poder y el espacio entre los indios del norte de 
Puebla hasta 1700. Esta última fuente es en especial útil, pues aborda algunas comu-
nidades que se analizan en esta obra.

9  Juan Ortiz Escamilla, Guerra y gobierno. Los pueblos y la independencia de México, p. 17.
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orígenes de la Guerra de Castas presenta pruebas convincentes de que 
esa Constitución desempeñó un papel central para que estallara la 
masiva revuelta maya. En Yucatán, los líderes mayas no tardaron en 
percatarse de las oportunidades que representaban el régimen constitu-
cional y el sufragio universal, y si algunos de ellos permanecieron a la 
sombra al respecto, apareció en escena una nueva clase de políticos libe-
rales para ilustrarlos. Aunque las comunidades enfrentaron cambios 
económicos, Rugeley argumenta que el cambio esencial no fueron las 
amenazas crecientes a las economías rurales, sino la transformación 
política que hizo intolerable la explotación “de costumbre”.10

La nueva retórica de la ciudadanía permitió a los campesinos 
rechazar las categorías coloniales y desafiar prácticas políticas arraiga-
das después de 1812. Antonio Annino sostiene que la expansión de los 
gobiernos municipales al campo representó un verdadero rompimiento 
con los precedentes coloniales. El municipio constitucional ofreció a 
los pueblos la oportunidad de reordenar el espacio político en la nación 
en torno a la unidad básica del pueblo.11 Tanto Alicia Hernández como 
Antonio Escobar pormenorizan la rápida difusión de las nuevas nor-
mas constitucionales, pero llegan a conclusiones muy distintas sobre 
su significado.12 La guerra de Independencia promovió un nuevo len-
guaje de derechos que los habitantes rurales aprovecharon con gran 
efecto en 1820.

Los campesinos adoptaron una estrategia doble respecto de la 
transformación del orden político. Hablaron el nuevo lenguaje de la ciu-
dadanía, pero, una vez más, nunca abandonaron por completo sus iden-
tidades tradicionales. En lugar de descartar este dualismo como conser-

10  Terry Rugeley, Yucatán's Maya Peasantry and the Origins of the Caste War, pp. xviii 
y 39-45. Véase también Robert W. Patch, Maya Revolt and Revolution in the Eigh-
teenth Century, pp. 209-210, sobre las rebeliones coloniales en la península.

11  Antonio Annino, “Cádiz y la revolución territorial de los pueblos mexicanos, 1812-
1821”, pp. 176-226.

12  Alicia Hernández Chávez, La tradición republicana del buen gobierno; Antonio 
Escobar Ohmstede, “Del gobierno indígena al ayuntamiento constitucional en las 
Huastecas hidalguense y veracruzana, 1780-1853”, pp. 13-17.
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vadurismo campesino, en el estudio reconozco en esta actitud una 
estrategia política funcional. Los habitantes rurales reconocieron tanto 
los beneficios como los escollos del nuevo orden constitucional. Como el 
nuevo orden reemplazó a las repúblicas de indios coloniales con ayunta-
mientos municipales étnicamente ciegos, también representó una opor-
tunidad para que los comerciantes y terratenientes no indígenas ejercie-
ran una mayor autoridad sobre la sociedad indígena. En el capítulo iv 
abordo la estrategia dual con que los habitantes rurales tanto reivindica-
ron sus nuevos derechos como salvaguardaron sus territorios tradicio-
nales. Los historiadores tienden a describir los primeros tiempos de la 
república como un periodo en el que las comunidades indígenas perdie-
ron su autonomía política y, a la larga, sus recursos económicos.13 John 
Tutino considera que la guerra de Independencia debilitó la salud econó-
mica de las grandes propiedades privadas, creando oportunidades para 
que los pueblos y pequeños productores pudieran aumentar su acceso a 
la tierra y mejorar sus posiciones económicas vis a vis las haciendas.14 
Los casos detallados a continuación confirman el planteamiento de 
Tutino. Pese a la abolición de las instituciones paternalistas coloniales, 
los campesinos mantuvieron su acceso a la tierra hasta las décadas fina-
les del siglo XIX y en algunos casos incrementaron sus posesiones.

Al tener en cuenta la naturaleza polémica de la creación del Estado, 
los historiadores del México rural ahora colocan a las revueltas pueble-
rinas en el contexto de la formación del Estado.15 El estudio de Peter 
Guardino sobre la política campesina en el sur de México aborda las 
acciones políticas del campesinado en términos de las luchas para mol-

13  Brian Hamnett, “Liberales y conservadores ante el mundo de los pueblos, 1840-
1870”, Los pueblos indios y el parteaguas de la Independencia de México, p. 181.

14  John Tutino, “The Revolution in Mexican Independence: Insurgency and the Rene-
gotiation of Property, Production, and Patriarchy in the Bajío, 1800-1855”, HAHR, pp. 
378-393; véase también su importante estudio sobre los orígenes agrarios de las 
rebeliones From Insurrection to Revolution in Mexico: Social Bases of Agrarian Vio-
lence, 1750-1940, pp. 212, 259-261.

15  Gilbert M. Joseph y Daniel Nugent, “Popular Culture and State Formation in Revo-
lutionary Mexico”, p. 12.
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dear el Estado.16 Guardino invirtió los enfoques usuales al periodo, 
cuando destacó que los campesinos no sólo pretendían negar los pro-
yectos estatales de la élite, sino que participaron de forma activa en 
favor de sus propios intereses. La región que estudió estaba muy aso-
ciada a las trayectorias de dos prominentes caudillos: Vicente Guerrero 
y Juan Álvarez. El tratamiento que dio Guardino a estos actores políti-
cos subraya que su prestigio dependía de la movilización de una base 
popular de apoyo en los pueblos.

Sin embargo, en México los grupos subalternos enfrentaron a múl-
tiples actores que competían por el predominio, y estos grupos sociales 
contaban con varios niveles de poder.17 Fue imposible recrear la domina-
ción antes de la segunda mitad del siglo XIX. Los contemporáneos, que 
observaron la turbulencia de la política popular, se quejaban de que los 
“agitadores” controlaban a las masas indias, con lo que promovían o 
anulaban a voluntad su acción política; Justo Sierra, por ejemplo, mante-
nía que las clases populares “servía[n] a quien demostraba tener mayor 
fuerza”, y poco recibían por su participación.18 Hasta hace poco, muchos 
historiadores aceptaban esta interpretación, dando por hecho que las 
masas seguían a sus caudillos por la fuerza de su carisma o porque fueron 
manipuladas maquiavélicamente como carne de cañón por actores más 
astutos en sus luchas interminables por el poder. Por ejemplo, Fernando 
Díaz y Díaz identifica los intereses económicos y políticos de las élites 
que apoyaban a distintos dirigentes en el siglo XIX, sin embargo, nos falta 
entender las razones por las que el pueblo se identificaba con un caudillo 
o con otro. En contraste con la opinión de que las élites manipulaban con 

16  Peter F. Guardino, Peasants, Politics, and the Formation of Mexico's National State, 
Guerrero, 1800-1857, pp. 3-4, observa algunas limitaciones de la bibliografía sobre la 
formación del Estado que analizan Joseph y Nugent.

17  William Roseberry, “Hegemony and the Language of Contention”, pp. 356-358.
18  Fernando Díaz Díaz, Caudillos y caciques. Antonio López de Santa Anna y Juan 

Álvarez, p. 121. Samuel L. Popkin, The Rational Peasant: The Political Economy of 
Rural Society in Vietnam, p. 22, observa que los patrones nunca tuvieron una forma 
tan sencilla de dominación sobre sus subordinados, y sugiere que su estatus es 
objeto de una renegociación constante.
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facilidad a los campesinos o de que la relación patrón-cliente sólo tenía 
un sentido, donde los de arriba dictaban a los de abajo, los habitantes 
rurales de la Huasteca desafiaron constantemente a la élite local a lo largo 
de esta turbulenta centuria. Los políticos huastecos movilizaban a los 
campesinos a su favor, pero los pobladores resultaron ser muy difíciles de 
controlar. Los campesinos manifestaron una considerable iniciativa 
política. La insurrección les dio nuevos métodos violentos y nuevos len-
guajes para presionar por sus propios fines.

La gente hace política, y una ventaja de estudiar una región con el 
paso del tiempo es que llega a conocerse a los actores políticos. Salen a 
la luz los actores de las poblaciones pequeñas, y sus posturas políticas 
revelan una coherencia no obvia de inmediato desde el punto de vista 
de la capital nacional. El siglo XIX generó nuevos operativos que actua-
ron como intermediarios entre el campo remoto y el escenario político 
nacional. Como apunta Di Tella, la difusión de los ayuntamientos signi-
ficó que a lo largo y ancho del país hubiese hombres de campo que 
habían probado las mieles del poder y adquirido experiencia en campa-
ñas electorales.19 Estos líderes de provincia sirvieron para conectar el 
escenario local con las realidades políticas nacionales. El ciclo de movi-
mientos armados (pronunciamientos) durante el periodo republicano 
reflejó estas nuevas circunstancias. Las disputas no quedaron acotadas 
en los círculos de la élite o en la capital nacional; al contrario, formaron 
parte de la vida política del México rural. Los incidentes en la Huasteca 
revelan que las lealtades regionales y la competencia local crearon fideli-
dades partidarias que moldearon los resultados de estos movimientos 
nacionales.

Durante el siglo XIX, los administradores y las élites locales tenían 
que considerar los intereses campesinos porque, a diferencia de los fun-
cionarios coloniales, no podían contar con el respaldo del gobierno 
superior en horas difíciles. Los representantes gubernamentales tuvie-

19  Di Tella, National Popular Politics..., p. 167.
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ron que negociar su propia autoridad con la gente que esperaban gober-
nar. La resistencia campesina obstaculizó los esfuerzos de la antigua 
élite colonial por reafirmar su hegemonía económica y política hasta 
bien entrado el siglo XIX.20 La resistencia rural frustró los sucesivos pro-
yectos nacionales que pretendían crear un Estado centralizado conser-
vador en los años posteriores a la Independencia.21

El periodo de 1810 a 1821 representó un parteaguas en la política 
local en tanto que el lenguaje del nacionalismo se incorporó al discurso 
de los poblados. Los rebeldes emitían cada vez más pronunciamientos a 
la nación para justificar sus acciones y atraer aliados políticos. ¿Cómo 
fue que el idioma nacionalista llegó a formar parte del vocabulario polí-
tico de los habitantes indígenas rurales en un remoto rincón de México? 
El texto más influyente de las últimas décadas sobre el tema ha sido el de 
Benedict Anderson, Imaginar la nación, el cual propone que el naciona-
lismo nace en los textos compartidos entre la sociedad de lectores y los 
burócratas de los estados coloniales. Tal perspectiva ha rendido muchas 
ventajas para entender los movimientos nacionales, pero su análisis de 
América Latina enfatiza los aspectos excluyentes de la creación de las 
naciones independientes. ¿Sería posible concebir un proceso de imagi-
nar la nación, desde abajo, en el caso de México? Florencia Mallon rea-
lizó una contribución significativa para responder estas preguntas. 
Observa que las expectativas de que cualquier clase o grupo subordinara 
sus intereses a los de la nación no son un “rasero” realista que pudiese 
cumplir algún grupo social.22 Los terratenientes y comerciantes que con-
formaban las élites provinciales de México tenían sus propias reservas 

20  John Tutino, “The Revolution in Mexican Independence”, pp. 369-372.
21  John H. Coatsworth, “Los orígenes del autoritarismo moderno en México”, p. 211. 

Di Tella expresa un argumento semejante en National Popular Politics; Dewitt  
Kenneth Pittman, Jr., Hacendados, campesinos y políticos. Las clases agrarias y la 
instalación del Estado oligárquico en México, 1869-1876, también observa que fue 
sobre todo la desconexión entre campesinos y hacendados lo que, al final, desestabi-
lizó al estado de Morelos.

22  Florencia E. Mallon, Peasant and Nation. The Making of Postcolonial Mexico and 
Peru, p. 3.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   22 07/01/16   14:06



23

I. INTRODUCCIÓN

ante el nacionalismo, no menos desalentadoras que las de los campesi-
nos.23 Mallon y colaboradores proponen que la nación se edificó de abajo 
hacia arriba, y observan específicamente que las instituciones con las que 
los habitantes rurales entendían el mundo que les rodeaba eran sus muni-
cipios locales. Timothy Anna sugiere que a la creación de la nación mexi-
cana la acompañó un impulso federalista. Al mismo tiempo que los  
mexicanos empezaron a verse como miembros de una nación, también 
comenzaron a definirse como productos de distintas regiones y culturas 
locales. Luis González observa que los municipios siempre habían sido el 
sitio de la identidad emocional popular, y propone que el nacionalismo 
mexicano tendría una naturaleza más democrática si se hubiese basado 
en las múltiples “matrias” de las numerosas regiones de México.24 Este 
acentuado sentido localista no es por fuerza una contradicción de la 
identidad nacional, y, a lo largo del siglo XIX, los políticos radicales bus-
caron construir la patria “desde abajo” para que incluyera este impulso 
en un orden federal. 

Los habitantes rurales no necesariamente comprendían las sutile-
zas de los proyectos políticos que enarbolaban los distintos grupos que 
pretendían crear un nuevo Estado nacional, pero sí conocían el poder y 
sabían cómo afectaba su vida cotidiana. Los debates políticos que se 
filtraban hasta los pueblos, y los problemas para gobernar a esos habi-
tantes, formaron una parte crítica del proceso de construcción del 
Estado. México era una nación abrumadoramente rural en el siglo xix 
y, al final, lo que acontecía en los poblados pequeños determinó la 
gobernabilidad de la sociedad. El régimen colonial se fundó sobre un 
sistema de control de los gobiernos indios locales, y el nuevo orden 
republicano hizo del gobierno municipal la base del nuevo Estado-
nación. El pensamiento constitucional que guió a los autores de las car-

23  Ibid., p. 7. Luis Alberto de la Garza observa que un resultado de la economía regio-
nalizada fue que la clase comerciante mexicana no logró actuar como debió hacerlo 
una burguesía nacional “decente” para crear una nación fuerte; véase Luis Alberto 
de la Garza, “El México posindependiente”, Evolución del Estado mexicano, p. 33.

24  Luis González, “Patriotismo y matriotismo, cara y cruz de México”, p. 490.
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tas magnas nacionales y estatales supuso que los ayuntamientos no 
serían más que órganos administrativos sencillos, pero pronto se con-
virtieron en puntos focales para las disputas políticas locales y, más 
tarde, en órganos de “opinión pública”, en donde los mexicanos deba-
tían el destino del Estado-nación. El nacionalismo no hace a una nación, 
y los inventores nacionalistas decidieron construir un Estado primero y 
una nación después.25 Los habitantes rurales no tardaron en darse cita 
para participar en el proceso de la formación del Estado.

Las primeras discusiones públicas sobre la Independencia tuvieron 
lugar en los ayuntamientos de las ciudades de México. La antigua tradi-
ción de la autonomía municipal y los derechos de los ayuntamientos en 
la ley española hicieron del ayuntamiento el punto focal natural para las 
contiendas políticas.26 Cuando los criollos prósperos en el ayunta-
miento de la Ciudad de México comenzaron a pedir autonomía, se 
basaron en las tradiciones de los ayuntamientos como órganos sobera-
nos de gobierno. Alan Knight, al citar al distinguido liberal Ignacio 
Ramírez, “el municipio es la nación”, observa que el Estado y la identidad 
de la nación se originaron en la “patria chica” de todo habitante rural.  
A lo largo del confuso periodo del régimen nacional, los ayuntamientos 
reprodujeron la lógica del avanzado ayuntamiento de la Ciudad de 
México y reclamaron ser órganos de opinión popular. Los organizado-
res de golpes militares, o pronunciamientos, buscaron el apoyo de los 
ayuntamientos para “secundar” sus programas políticos precisamente 
por el lugar privilegiado que éstos ocupaban en las costumbres legales 
de España. Los disidentes políticos consideraban las declaraciones de los 
cabildos como expresiones de la opinión pública, con la facultad de alte-

25  Clifford Geertz, “After the Revolution: The Fate of Nationalism in the New States”, 
p. 238. Anna sostiene que no debemos confundir la Independencia con la creación 
de la nación, Anna, Forging Mexico, p. 9.

26  Luis Villoro, El proceso ideológico de la Independencia, pp. 83 passim, señala el papel 
del municipio en el pensamiento de personajes como Mier y Terán. Véase asimismo 
Helen Nader, Liberty in Absolutist Spain: The Hapsburg Sale of Towns, 1516-1700, y 
Jaime E. Rodríguez O., “From Royal Subject to Republican Citizen: The Role of the 
Autonomists in the Independence of Mexico”.
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rar la naturaleza del Estado. Quizá la nación haya sido una abstracción 
distante para los habitantes rurales, pero el campo de batalla de la 
nación y el Estado era tan cercano como la sede municipal más próxima. 
Inmersos en la tradición política española, todos los mexicanos, no sólo 
los habitantes rurales indígenas, pensaban en la nación en términos 
locales y municipales.27 El municipio reunió los aspectos de poder y 
nación, con lo que proporcionó un contexto concreto en donde la for-
mación del Estado adoptó la forma de una lucha cotidiana.

ALGUNAS DEFINICIONES. INSTITUCIONES COLONIALES

Los pueblos eran inprecindibles en la vida de los habitantes rurales, así 
como las instituciones de gobierno asociadas a ellos. Estas instituciones 
ejercieron una profunda influencia en los movimientos sociales, y la 
evolución del gobierno local es indispensable para entender la interac-
ción entre los campesinos indígenas y el Estado. Florencia Mallon 
señala que las comunidades mismas eran sitios de contención.28 Los 
pueblos también tuvieron que forjar tradiciones culturales que regula-
sen las relaciones entre sus miembros. Los pueblos no presentaban un 
frente unido ante el mundo exterior; mantenían una estratificación 
interna, a menudo con divisiones entre facciones locales. Las aldeas 
tenían su propia tradición de gobierno autónomo consistente en cabil-
dos electos, conocidos como repúblicas de indios con el derecho de 
poseer tierras y otorgar derechos para cultivarlas a los “hijos del pue-
blo”; es decir, los herederos residentes de la comunidad. 29 Los gobiernos 

27  Carmagnani también observa que las ideas sobre ciudadanía se arraigaban en las de 
“vecino”, el ciudadano de un pueblo con el derecho de voto y de influir en los asuntos 
locales. Marcello Carmagnani, “Del territorio a la región. Líneas de un proceso en la 
primera mitad del siglo XIX”, Cincuenta años de historia mexicana. En el cincuente-
nario del Centro de Estudios Históricos, pp. 221-241.

28  Mallon, Peasant and Nation..., p. 18, describe la comunidad como resultado de un 
precario proceso hegemónico. Hamnett, “Liberales y conservadores”, p. 175.

29  Bernardo García Martínez, Los pueblos de la sierra..., es un extraordinario estudio 
sobre la evolución de la sociedad indígena local y del gobierno de las comunidades 
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pueblerinos operaron asimismo como el escalón más bajo de la admi-
nistración colonial y los españoles dependieron de ellos para mantener 
el orden y recaudar impuestos. El puesto más elevado de la república, el 
de gobernador, revestía una importancia especial para los colonizado-
res porque delegaban en este funcionario la responsabilidad de cobrar 
impuestos a los pobladores. Los funcionarios del gobierno local contro-
laban los fondos comunitarios, vigilaban la recaudación tributaria y 
por lo general asignaban tanto recursos del pueblo como cargas fiscales 
y servicios laborales. Los funcionarios indios también ostentaban una 
autoridad judicial sobre sus propias comunidades, pues regulaban la 
vida diaria de sus moradores. Aunque tenían sus propias instituciones 
étnicamente separadas, estas localidades no estaban aisladas de otros 
grupos sociales. En su mayoría, estas aldeas albergaban a habitantes no 
indios, quienes vivían y trabajaban junto con sus vecinos indígenas.

La Corona estableció reglas para el debido funcionamiento de las 
repúblicas, pero, en la práctica, cada localidad tenía sus propias tradi-
ciones específicas para elegir a sus funcionarios comunitarios, definir 
sus funciones y, más importante aún, determinar quiénes podían votar 
y ser votados. Como es de esperarse en una sociedad del antiguo régi-
men, las repúblicas de indios fueron producto de una lenta evolución 
donde cada lugar iba estableciendo sus derechos y privilegios con base 
en sus tradiciones. Estos gobiernos comunitarios funcionaron como 
oligarquías en pequeña escala basadas en la edad y, hasta cierto grado, 
en la posición económica. Sólo algunos residentes del pueblo que paga-
ran impuestos tenían voz en las elecciones locales.30 Además, los fun-

totonacas coloniales de la Sierra de Puebla. Rodolfo Pastor, Campesinos y reformas. 
La Mixteca, 1700-1856, describe el lento declive de las tradiciones indígenas en las 
repúblicas.

30  Silvio Zavala y José Miranda, “Instituciones indígenas en la Colonia”, p. 81, sólo 
encontró dos pueblos en los que el sufragio abarcaba a todos los hombres. Tam-
bién concluyó que los poblados más pequeños tendían a ser más “democráticos”, 
en el sentido de que sus derechos de voto y el acceso a los puestos públicos de los 
pueblos eran más amplios, mientras que el gobierno en los pueblos grandes era 
más oligárquico.
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cionarios de los gobiernos de los pueblos provenían de un grupo muy 
pequeño de individuos conocidos como “principales”. Se trataba de los 
miembros más prestigiados de la comunidad en términos de edad, 
riqueza o lazos familiares. Los exfuncionarios influían en el gobierno 
local, con una voz prominente en las elecciones, y también aparecían en 
numerosas peticiones del pueblo en calidad de “gobernador pasado”, o 
sólo “pasado”.

En Nueva España, un pueblo era un conglomerado de varias 
comunidades, todas dependientes del pueblo cabecera donde residiese 
la república de indios. Un tema central de la historia rural mexicana 
consiste en las relaciones desiguales entre estos pueblos y los poblados 
sujetos al gobierno de la república. Como implica su nombre, los pue-
blos cabecera tenían autoridad sobre los sujetos dependientes. Los 
documentos coloniales distinguen asimismo entre ciertos pueblos 
dependientes y otros, en ocasiones denominados poblados, y algunos 
más, rancherías y barrios. Los pueblos por lo general reclamaban sus 
derechos al interior de la república; a menudo tenían iglesias y asenta-
mientos con una larga historia, mientras que las rancherías o barrios 
eran por lo común asentamientos constituidos como colonias de un 
pueblo bien establecido. La organización de las cabeceras y sujetos 
manifestó una sorprendente resistencia al paso del tiempo.31 Los pue-
blos cabeceras coloniales tendieron a convertirse en las cabeceras 
municipales del periodo republicano, y conservaron su poder sobre 
sus sujetos tradicionales. A lo largo de los cien años estudiados, una 
constante en la vida de los pueblos fue el conflicto entre los sujetos y 
las cabeceras por los recursos de la república y las cargas fiscales. Los 
movimientos políticos en los sujetos que buscaban liberarse de su 

31  Gibson muestra que las relaciones entre cabeceras y sujetos en localidades espe-
cíficas tenían sus orígenes en el periodo precolombino. Charles Gibson, The 
Aztecs under Spanish Rule: A History of the Indians of the Valley of Mexico, 1519-
1810, p. 34; Eduardo Fages, “Noticias estadísticas sobre el Departamento de Tux-
pan”, p. 187.
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pueblo cabecera fueron elementos fundamentales en la lógica de la 
política local.32

Estas distinciones políticas tuvieron consecuencias importantes 
para los habitantes de los pueblos. Las cabeceras controlaban los recursos 
y no los destinaban con igualdad entre todos los asentamientos. Los resi-
dentes de los pueblos cabeceras esperaban que las comunidades depen-
dientes contribuyeran con jornadas laborales y apoyo pecuniario para los 
festivales del santo patrón del pueblo, y para diversas cargas de la admi-
nistración colonial. Así, el pueblo colonial estaba estratificado en térmi-
nos tanto de riqueza y de acceso al poder político como de la geografía 
de las cabeceras que disfrutaban de privilegios respecto de los caseríos 
vecinos. Este sistema de estratificación fue resultado de la evolución de 
los pueblos bajo el régimen español. Bernardo García Martínez demos-
tró con detalle que el orden colonial tendía a concentrar la autoridad de 
las cabeceras, con lo que suplantó las ideas de los mesoamericanos sobre 
la organización espacial y destacó la dominación de los asentamientos 
cabeceras respecto de las poblaciones del interior.33

El personal español que ejercía el mayor efecto inmediato en la vida 
rural era el de los alcaldes mayores. Estos funcionarios eran los jefes dis-
tritales que designaba el Estado colonial para vigilar tanto a los pueblos 

32  Véase García Martínez, Los pueblos de la sierra..., pp. 210-223; William B. Taylor, 
“Conflict and Balance in District Politics: Tecali and the Sierra Norte de Puebla in the 
Eighteenth Century”, pp. 270-294; Daniele Dehouve, “The ‘Secession’ of Villages in  
the Jurisdiction of Tlapa (Eighteenth Century)”, pp. 175-181, observa en especial los 
cálculos económicos que se incorporaban en las divisiones entre los pueblos cabeceras 
y los sujetos. Marcello Carmagnani, El regreso de los dioses. El proceso de reconstitución 
de la identidad étnica en Oaxaca, siglos XVII y XVIII, pp. 74-77, conecta la división pue-
blos sujetos-cabeceras con las nociones prehispánicas de espacio territorial. Claudio 
Lomnitz Adler, Exits from the Labyrinth: Culture and Ideology in the Mexican National 
Space, pp. 114-115, ofrece otra perspectiva sobre la división entre pueblos cabeceras y 
sujetos al observar las diferencias de la cultura al interior de los municipios.

33  De acuerdo con García Martínez, Los pueblos de la sierra..., el término totonaca 
original para pueblo, chuchutsipi, equivalía a la palabra náhuatl altepetl, que signi-
ficaba más que sólo un pueblo en tanto localidad e implicaba otro significado de la 
palabra “pueblo”: la de un grupo de personas con características geográficas, idio-
máticas o culturales afines. Para finales del periodo colonial, el término totonaca 
empleado era cachikin, que significa “lugar donde se erigen las casas”, pp. 304-305.
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indios como a la “gente de razón” que residían en una región pequeña. 
(El término “gente de razón” implicaba que los indios no eran del todo 
competentes y necesitaban ser guiados por los colonizadores.) El puesto 
conllevaba deberes tanto judiciales como administrativos para hacer 
cumplir las órdenes del gobierno y operar como el primer paso del sis-
tema legal.34 Estos funcionarios fueron a menudo el centro de polémicas 
en los pueblos indios, y en el capítulo II describo a profundidad los con-
flictos entre los alcaldes mayores españoles y los pueblos indios.

En 1786, la Corona promulgó la Real Ordenanza de Intendentes 
que sustituyó el puesto de alcalde mayor con un nuevo funcionario, 
conocido como subdelegado. En esencia, gobernaban los mismos dis-
tritos que el alcalde mayor, y asumieron la mayoría de los deberes de 
recaudar impuestos y aplicar la ley. Si bien la Corona, con estos puestos 
nuevos, pretendió eliminar algunos abusos que se asociaban a los 
alcaldes mayores, no previó un cambio en las relaciones entre la buro-
cracia española y la población colonizada. El objetivo de los reforma-
dores de 1786 fue centralizar la autoridad en las áreas rurales. La 
reforma también estableció gobiernos provinciales (intendencias) para 
supervisar de manera más estrecha las actividades de los subdelegados. 
La ordenanza otorgó a los subdelegados amplias facultades para inter-
venir en las finanzas y la selección de funcionarios para las repúblicas 
de indios.35

34  Los españoles pagaban por el privilegio de ocupar el puesto de alcalde mayor. Véase 
Brian R. Hamnett, Politics and Trade in Southern Mexico 1750-1821, p. 16.

35  Si bien el gobierno logró afianzar su autoridad en el México rural y aumentar la 
cantidad de impuestos recaudados a los pobladores, no le fue fácil eliminar los abu-
sos. Los párrocos tenían asimismo un papel preponderante en la vida de las comu-
nidades. La iglesia era el centro ceremonial de toda comunidad indígena, y el 
reclamo de los pueblos cabeceras para dirigir las comunidades dependía en parte del 
lugar donde residiese la parroquia. Además de sus importantes deberes ceremonia-
les, los clérigos desempeñaban una función de supervisión de la vida del pueblo. 
Vigilaban las elecciones en las localidades e intervenían en la administración de la 
caja de comunidad. Censaban a la población, y su conocimiento de las comunidades 
los hacía esenciales para la vigilancia de la población sujeta. Durante el siglo XVIII, la 
Corona aligeró la influencia de los párrocos en la administración de los pueblos, y 
favoreció para esto en su lugar a los funcionarios seculares.
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La región

No es empresa fácil definir la Huasteca (véase el mapa 1.1).36 Ninguna 
entidad política abarcaba toda la región. La dividían cuatro estados 
modernos: Veracruz, Hidalgo, San Luis Potosí y Tamaulipas. En el 
siglo XIX, la geografía política era aún más compleja; un quinto estado, 
Puebla, controló la Sierra de Chicontepec y la costa de Tuxpan hasta 
1853, y en su origen, el territorio que se convirtió en Hidalgo formó 
parte del Estado de México (y permaneció así hasta 1869). Las fronte-
ras políticas tienen un tremendo efecto en las formaciones regionales. 
Los estados recopilan datos en archivos y publican las estadísticas que 
describen a las regiones. Financian universidades y les encargan el 
deber de redactar la historia regional. En las capitales estatales se con-
centran los flujos de poder y económicos, por ejemplo, lo que pro-
mueve la infraestructura en respuesta al cabildeo de la élite local. La 
Huasteca nunca tuvo estas ventajas. La calidad de estado fue la eterna 
aspiración de muchos residentes a lo largo del periodo nacional. 
Manuel Fernando Soto y Eduardo Fages, dos defensores del proyecto 
de formar un estado de la Huasteca, elaboraron descripciones estadís-
ticas del “protoestado” e incluso crearon el mapa correspondiente.37 
Nunca se concretó la entidad federativa tantas veces propuesta, pero el 
resurgimiento constante del plan durante el periodo indica que había 
una “voluntad de regionalizar”.

36  Un ensayo reciente y provocador de Jean-Yves Marchal y Rafael Palma Grayeb 
deconstruye las categorías para definir la Huasteca, “Las regiones ambiguas de 
Veracruz. Un ejercicio”, en Nueve estudios sobre el espacio. Representación y formas 
de apropiación, pp. 103-106. O, como señala Eric van Young: “Las regiones son como 
el amor: son difíciles de definir, pero las reconocemos cuando las vemos”. “Are 
Regions Good to Think?”, p. 3.

37  La declaración más completa de la causa quizá se halle en Manuel Fernando Soto, El 
nuevo estado. Necesidad de formarlo inmediatamente con los distritos de Tuxpan, 
Tampico de Veracruz, Tancanhuitz, Huejutla y el sur de Tamaulipas.
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Mapa 1.1. Pueblos y subdelegaciones coloniales, c. 1800 (adaptado 
de A Guide to the Historical Geography of New Spain, de Peter Gerhard; 
edición revisada (c) 1993, University of Oklahoma Press, Norman)
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La Huasteca fue en muchos sentidos una región fronteriza. Los aconte-
cimientos cruciales del periodo colonial temprano fueron la causa del 
declive vertiginoso de la población nativa y la subsecuente pérdida de 
interés en la región por parte de los españoles. El Estado colonial logró 
un control efectivo sobre la región al norte del río Pánuco sólo hasta la 
segunda mitad del siglo XVIII. En 1743, únicamente había un pueblo de 
“chichimecas pacificados” al norte del río Pánuco, y el sitio donde hoy 
se ubica Tampico era aún en gran parte tierra deshabitada.38

Conforme a su calidad fronteriza, la economía del área estaba sub-
desarrollada. Hoy en día, Tampico es el centro de la economía local, pero 
de ningún modo fue el centro de la vida económica antes de la segunda 
mitad del siglo XIX. Incluso la ubicación del puerto fue problemática en el 
periodo estudiado. Había tres poblaciones que competían por el ascenso 
en la independencia: Altamira, Tampico Viejo y Tampico, el cual obtuvo 
esta última por casualidad. Había asimismo otros puertos en la costa que 
buscaban establecer sus propias regiones, como Tuxpan, Nautla y Teco-
lutla. Así, aunque en la actualidad Tampico sea la ciudad en torno a la 
cual se desenvuelve la región, sería anacrónico proyectar este predomi-
nio al pasado. La Huasteca no tuvo un centro comercial o político sobre-
saliente en el periodo colonial tardío. Durante los siglos XVIII y XIX, esta 
completa falta de infraestructura dificultó, en gran medida, el comercio. 
Si bien la región cuenta con muchos ríos, a corta distancia se vuelven 
inútiles para la navegación en las abruptas cumbres de la sierra. Los 
caminos eran senderos sólo aptos para caballos y mulas, intransitables 
en temporada de lluvias. Los mercados locales dominados y los costos de 
transportación limitaron el potencial de la región. El resultado natural 
fueron las grandes fincas ganaderas. Requerían poca mano de obra o 
capital, las tierras eran baratas, y los vaqueros llevaban el ganado sin 
marcar a la sierra para su venta.

38  Véase Joseph Antonio de Villaseñor y Sánchez, Theatro americano. Descripción 
general de los reynos y provincias de la Nueva-España, y sus jurisdicciones, p. 126.
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El escaso comercio de entonces fluía de las llanuras a las ciudades 
del México central. Los caminos, pobres senderos de lodo que sirviesen 
para transitar en el siglo xix, por lo general se recorrían de este a oeste. 
Desde el distrito de Pánuco y Tampico, el comercio llegaba a la sierra a 
través de Tantoyuca, Yahualica, Tianguistengo, Zacualtipán, Pachuca y 
Tulancingo. Otra ruta era por Chicontepec para conectarse al otro 
camino en Yahualica.39 Desde Papantla, los caminos por lo general iban 
a Teziutlán, y después a Perote y Puebla, o a Huachinango y de allí a 
Tulancingo.40 La otra forma de transporte era por mar, desde los puer-
tos subdesarrollados en la costa hasta la ciudad comercial de Veracruz. 
Los puertos de la región se ubicaban en las bocas de los ríos, donde los 
bancos de arena a menudo impedían el ingreso de navíos interoceáni-
cos. La terrible infraestructura, además de la limitante actividad econó-
mica del área, desalentó la creación de una élite cohesionada, centrada 
en una ciudad que aprovechara la riqueza y manejara la política de la 
región.

Todos los observadores del siglo xix presentaban estas tierras como 
extremadamente fértiles. En las descripciones de la región se menciona-
ban las numerosas clases de cultivos en el área y soñaban con la poten-
cialidad agrícola aprisionada en su suelo. La Huasteca era peligrosa-
mente fecunda (imagen 1.1). Uno de los intercesores del área, Eduardo 
Fages, advirtió que 

. . .  la fertilidad de estos terrenos que en algunas partes raya en viciosa, hace 

que por el espacio de algunas leguas, de altos árboles, arbustos y matorra-

les enlazados por bejucos y multitud de enredaderas, se forme un tejido 

39  Sobre las redes comerciales de las llanuras de la costa, Anath Ariel de Vidas, “La bella 
durmiente. El norte de Veracruz”, pp. 50-51. Véase también el mapa de Soto, que 
sugiere el itinerario general de los caminos, Soto, El nuevo estado. José María Bausa, 
“Bosquejo geográfico y estadístico del partido de Papantla”, p. 376. Véase asimismo 
Juan Carlos Grosso, “El comercio interregional entre Puebla y Veracruz. De la etapa 
borbónica al México independiente”, La Palabra y el Hombre, pp. 85, 88-90.

40  Véase Bausa, “Bosquejo geográfico y estadístico...”, pp. 383-384, 396-397.
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espeso e impenetrable, que si bien admira y agrada, infunde pavor por los 

innumerables insectos y reptiles que oculta en medio de tanta pompa.41

Antes, un observador colonial comentó sobre “la espantosa germina-
ción de las plantas en este terreno que es muy caliente y húmedo”.42 
Creían que la prolífica tierra hacía la vida demasiado fácil, con el resul-
tado de que la población se volvía perezosa: “. . .  pues por desgracia hay 
muchos que viven en la holgazanería, y no basta el convencimiento aun 
de su propio interés,… pues como el vestido y la subsistencia les cuesta 
muy poco, prescinden fácilmente de la industria, que para fomentarse 
necesita algunas otras medidas”.43 

Los promotores del desarrollo de la región lamentaban la “dejadez” 
de los habitantes.44 Los administradores atribuían la falta de actividad 
económica en la región a sus moradores, quienes podían hacer más, pero 
“siembran sin curia, beneficio ni otro trabajo que arrojar la semilla en 
unos hoyos”.45 Estos comentaristas se quejaban en esencia del subdesa-
rrollado mercado laboral. Los residentes locales ganaban lo suficiente 
para sobrevivir sin vender su trabajo a fincas privadas haciendo difícil 
emprender proyectos comerciales en el campo por falta de jornaleros.

41  Fages, “Noticias estadísticas de Tuxpan”, p. 188. Hay listas de productos cultivados 
en el área en Manuel Fernando Soto, Noticias estadísticas de la Huasteca y parte de 
la Sierra Alta formadas en el año de 1853, pp. 39, 64.

42   Informe de Pedro Cabezas, Huejutla, 11 de febrero de 1794, AGN-H, vol. 578B, exp. 1, f. 84v.
43  Esto en lo que se refiere a los habitantes del distrito de Tantoyuca, José María Igle-

sias, “Estadística del estado libre y soberano de Veracruz que comprende los depar-
tamentos de Acayucan, Xalapa, Orizaba y Veracruz”, p. 305. Alfred Siemens tiene 
un análisis llamativo de esta crítica frecuente que se hacía a los habitantes de la tierra 
caliente, “Tal como se ve desde el mirador: una visión del espacio,” pp. 46, 53-54. 

44  Lamentaba Eduardo Fages que a pesar de tener tierra fértil y abundantes aguas, la 
“población muy corta y desparramada, que sólo produce lo que le es absolutamente 
preciso para su subsistencia” no puede progresar, en su texto, “Noticias estadísticas de 
Tuxpan”, p. 201. “Porque aunque se da con abundancia siembran poco por ser los hijos 
muy flojos y enemigos del trabajo.” AGN-S, vol. 34, exp. 56, f. 383v. Un estudio revelador 
de las opiniones de los fuereños acerca de los veracruzanos y las llanuras es el de Alfred 
H. Siemens, Between the Summit and the Sea: Central Veracruz in the Nineteenth Cen-
tury.

45  AGN-P, vol. 3, f. 374. Esto proviene de un informe de 1791 sobre Huejutla; el mismo autor 
se quejaba de “la suma pereza, ociosidad y ninguna aplicación de todos los habitantes”.
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Imagen 1.1. Monte Virgen, una litografía de Carl Nebel, el talen-
toso visitante e ilustrador alemán, presenta una visión romántica 
de las selvas de tierra caliente de Veracruz. Nebel incluyó casas e 
individuos para destacar las abrumadoras dimensiones de los ár-
boles. Describió la vegetación selvática como gigantesca y peli-
grosa aunque también estaba consciente de la gran utilidad que 
los nativos del país sacaban de sus productos. Véase Viaje pinto-
resco y arqueológico sobre la parte más interesante de la República 
Mexicana, en los años transcurridos desde 1829 hasta 1834, 1840.

Si bien la Huasteca fue una región prehispánica asociada a la cultura tee-
neka (o huasteca), siempre albergó a hablantes de náhuatl, tepehua, otomí 
y totonaca. Para el siglo XVIII fue también hogar de una significativa 
población no indígena, consistente en criollos, mestizos y afromestizos.46

Había sobre todo dos clases principales de formación geográfica: 
sierra y llanura. Aunque gran parte de la Huasteca consta de llanuras 
costeras, también incluye las elevaciones menores de la Sierra Madre 
Oriental. La Sierra de Tantima, hilera de colinas con un pico que sobre-
sale más de mil metros, divide la Huasteca a la mitad. Varias cuencas 

46  Antonio Escobar Ohmstede, “La población en el siglo XVIII y principios del siglo xix. 
¿Conformación de una sociedad multiétnica en las Huastecas?”, pp. 278-279; y del 
mismo autor, “Los pueblos indios en las Huastecas, México, 1750-1810. Formas para 
conservar y aumentar su territorio”, Colonial Latin American Historical Review, p. 33.
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hidráulicas cortan la región para crear “subregiones” al interior de la 
Huasteca, las más notables son los ríos Pánuco y Pantepec. La topogra-
fía de estas tierras ejerció una influencia profunda en su aprovecha-
miento, sus estructuras agrarias y su carácter étnico. Las fincas ganade-
ras y privadas caracterizaron las llanuras mientras, en la sierra, la 
producción agrícola y las tierras de propiedad comunal dominaban el 
paisaje. En general, la presencia indígena era más dominante en la sierra 
que en la llanura costera, en gran parte porque la conquista española 
devastó a las poblaciones nativas de la costa tanto por la introducción de 
enfermedades como por las actividades especialmente abusivas de los 
primeros conquistadores. Los españoles al mando del tristemente céle-
bre Nuño de Guzmán perpetraron terribles cacerías de esclavos en la 
Huasteca.47 Así que, para el siglo xviii, mientras más alto y agreste era 
el terreno, más indígena era la población. Los no indígenas controlaban 
las llanuras, y las comunidades indígenas se ubicaban en el terreno más 
inhóspito y se dedicaban a producir los alimentos básicos mesoameri-
canos: maíz y frijol. También solían cultivar con fines de comercializa-
ción, en especial azúcar y, en Papantla, vainilla. El piloncillo, azúcar 
gruesa y morena que se producía en la región, era un artículo de inter-
cambio debido a la facilidad de su transporte y alto valor. La caña de 
azúcar fue asimismo la materia prima del aguardiente o licor de caña. 
La densidad de la población era mayor en las serranías.

Sería un error recurrir a la imagen del poderoso Estado colonial 
que sofocaba a los pueblos indígenas y favorecía a los propietarios de 
grandes latifundios. Si bien los pueblos no necesariamente estaban en 
buenos términos con las fincas privadas, esas propiedades no eran 
haciendas protoindustriales bien capitalizadas, como las de Morelos o el 
México central. Aunque las fincas de la Huasteca solían ser muy extensas 
en superficie, en términos de su valor económico eran modestas, en par-

47  El estudio clásico del periodo temprano es de David Chipman, Nuño Guzmán and the 
Province of Pánuco in New Spain, 1518-1533. De Vidas, “La bella durmiente”, pp. 45-46.
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ticular en comparación con las propiedades bien desarrolladas cercanas 
a la Ciudad de México. Por ejemplo, la hacienda Buena Vista, de 15 000 
hectáreas, se vendió por menos de 3 500 pesos en 1826.48 Los habitantes 
locales a menudo disponían de las propiedades privadas como condue-
ñazgos, con múltiples accionistas que reclamaban “acciones” de la pro-
piedad. Los condueños regulaban el acceso al terreno según la costumbre, 
en lugar de dividirlo en parcelas. Los propietarios hipotecaban, vendían y 
compraban sus acciones en los terrenos, con lo que con frecuencia se 
creaban historias complicadas de derechos de posesión. Los condueños 
de estos terrenos, en esencia, explotaban ranchos individuales de dimen-
siones muy variadas al interior de los linderos de una hacienda.49

Las fincas ganaderas privadas dominaban las llanuras de Tuxpan y 
Tampico, aprovechando los “pastizales siempre verdes”.50 Un informe 
de 1831 del jefe político distrital registró treinta y siete haciendas en 
Tampico-Pánuco, con 87 838 cabezas de ganado.51 En las llanuras, hasta 

48  Temapache ACAM, exp. 341, ff. 49-56; para contrastar, véase Brigida von Mentz, Pue-
blos de indios, mulatos y mestizos, 1770-1870. Los campesinos y transformaciones 
protoindustriales en el poniente de Morelos, estudio de las grandes fincas de Morelos 
durante este mismo periodo, cuando la inversión en una sola finca a menudo alcan-
zaba la suma de 150 000 pesos.

49  Controlar el ganado, no el territorio, fue la lógica de muchos de los condueñazgos 
donde tener un derecho a la tierra permitía introducir ganado y “hacer un rancho” 
dentro de los límites de la propiedad. Los condueñazgos frecuentemente surgían 
como producto del reparto de “derechos a la tierra” entre los descendientes del 
dueño original. Por ejemplo, se decía que la finca de La Laja, en Ozuluama, tenía 
muchos propietarios que la disfrutaban en común, Soto, Noticias estadísticas de la 
Huasteca. . . , p. 20. También Cacahuatl, en Papantla, y la hacienda de La Jamaya, en 
Espinal, fueron asimismo objeto de explotación conjunta de numerosos dueños, 
quienes en esencia eran pequeños agricultores. Muchas veces el uso del suelo en 
las haciendas en manos particulares se asemejaba al de la tierra comunal de los 
pueblos. La hacienda tenía las características de una comunidad donde los dere-
chos se establecían por parentesco. anp, legs. 1847, 1848, 1851, 1857, 1859, 1860; las 
escrituras datan del 8 de octubre de 1847, 18 de enero de 1848, 29 de enero de 1848, 
4 de junio de 1851, 16 de febrero de 1857, octubre de 1859, 28 de enero de 1860 y 2 
de febrero de 1860. acam, exp. 42/67, pp. 6970. Sobre los condueñazgos, véase 
Escobar, “Los pueblos de indios...”, pp. 41-42.

50  Arturo Ortiz Wadgymar, “Antecedentes de la actividad ganadera en la región Huas-
teca”, p. 147.

51  Iglesias, “Estadística del estado libre. . .”, p. 315. Hay un informe colonial sobre el 
ganado en “Misiones de la Huasteca, 1790”, AGN-IG, vol. 23A, exp. 4, f. 49. Observe 
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los indígenas eran ganaderos; de acuerdo con un informe de 1790, los 
comuneros de la región de Tampico vivían de la crianza de ganado. Los 
informes del siglo XIX observaron que los indígenas tenían ganado en 
tierras comunales de Ozuluama, Temapache y Tepetzintla.52 Los fun-
cionarios de la Corona se quejaban de que los moradores del área efec-
tuaban un activo contrabando de ganado en navíos que anclaban en las 
afueras de la costa de Tuxpan.53 La tradición local del contrabando con-
tinuó durante el periodo republicano. Los comerciantes de Tampico 
eran conocidos por este tipo de actividades delictivas.54

Aunque los observadores comentaban respecto de la naturaleza 
desierta del área y la falta de población, los pueblos registraron un cre-
cimiento constante durante la última parte del siglo XVIII (véanse los 
cuadros 1.1 y 1.2, págs. 39 y 41).55

La alcaldía mayor de Papantla manifiesta las características de 
una región serrana aunque esté en la costa con una elevación poco con-
siderable. 

que en este volumen empleé el término “jefe político” en lugar de “jefe de cantón”. 
Este último se acostumbró durante la primera república, pero el primero es más 
conocido.

52  “Misiones de la Huasteca, 1790”, AGN-H, vol. 30, exp. 2, ff. 24, 27. Soto, Noticias esta-
dísticas de la Huasteca. . . , pp. 19-21, 23.

53  “Explicación del mapa y compañías sueltas de urbanos de Miqueletalla y la costa del 
Barlovento,” AGN-IG, vol. 23A, exp. 4, f. 47, de acuerdo con este informe de 1779, once 
navíos al año “comerciaban ilegalmente” en el puerto. Véase también “Informe del 
Alcalde Mayor de Pánuco y Tampico, Manuel Vázquez”, 25 de octubre de 1783, Tan-
toyuca, AGN-C, vol. 662, exp. 30, f. 406, sobre más referencias de comercio ganadero 
“de contrabando” en 1783. La demanda de carne en Cuba elevó el precio del ganado 
huasteco de dos pesos por cabeza a siete por cabeza. El alcalde mayor recomendaba 
prohibir la exportación de cabezas de ganado de la provincia porque el aumento  
de precio “provocó el perjuicio general al público, en especial de los pobres”. El 
fiscal de la Real Audiencia aprobó la prohibición el 12 de mayo de 1783.

54  Torcuato S. Di Tella, National Popular Politics. . . , p. 139, ofrece el punto de vista de 
Carlos Bustamante sobre el contrabando en Tampico.

55  Las listas tributarias del periodo colonial tardío son una medida un poco engañosa 
de la población porque la Corona también promovía un registro más estrecho de los 
funcionarios locales hacia finales de ese siglo. Como resultado, las cifras tal vez 
reflejen también una recaudación más eficaz en lugar de un aumento de población. 
Véase el análisis del capítulo II.
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Cuadro 1.1. Población de tributarios, 1743-1803

aLCaLdía Mayor TribuTarios 
en 1743

TribuTarios 
 en 1763

TribuTarios 
 en 1785

TribuTarios 
 en 1800-1803

Chicontepec 3 558 3 538 3 871a 4 289
Huejutla     884    756 - 1 761b

Papantla 1 614 - 1 550c 2 269d

Tampico/Pánuco 1 582 -1 499 - 3 566
Tuxpane 1 486f - - -
Yahualica 2 272 2 903 3 592

aAdultos varones.
bagn, Intendentes 74/9/146-149, sostiene que había 1 562 contribuyentes en 1807; sin 
embargo, parece que no se incluye el pueblo de Huehuetla.
cCon fecha de 1779, agn-ig, vol. 23A, exp. 4, f. 43v. El mismo informe da las cifras siguien-
tes sobre la cantidad de no indígenas: “29 familias europeas, 76 de mestizos, 196 de 
razón”.
dDe acuerdo con Enrique Florescano e Isabel Gil Sánchez (eds.), Descripciones económi-
cas regionales de Nueva España. Provincias del centro, sureste y sur, 1766-1827, vol. 2 (Ciu-
dad de México, SEP-INAH, 1976), había 2 337 indios en el distrito en 1804.
eTuxpan no fue una alcaldía mayor colonial; las cifras aquí presentadas se derivan de la 
descripción de Villaseñor y Sánchez sobre la alcaldía mayor de Huachinango a la que, 
en el periodo colonial, pertenecía el área que se convirtió en el distrito de Tuxpan.
fIncluye a las familias mulatas.
FuenTes: Villaseñor y Sánchez, Theatro americano...; Florescano y Sánchez, Descrip-
ciones económicas regionales...; agn, Historia..., vol. 72, exp.22, f.244; agn, Intenden-
tes..., vol. 74, exp. 16,ff. 314-24; Gerhard, A Guide...

Los funcionarios coloniales consideraron particularmente desalentador 
su terreno agreste y montañoso (“quebradísimo”), así como sus densas 
malezas.56 Una mayoría totonaca ocupaba los once pueblos del distrito: de 
acuerdo con un censo de 1804, había 2 317 contribuyentes indios y 520 
familias no indígenas.57 El predominio de los indígenas se mantuvo a lo 
largo del siglo XIX. En 1845, tres cuartas partes de la población eran indí-

56  “Explicación del mapa y compañías sueltas de urbanos de Miqueletalla y la costas del 
Barlovento,” AGN-IG, vol. 23A, exp. 4, ff. 43v-44. La irregularidad del terreno frustró 
muchas persecuciones de oficiales realistas durante la guerra de Independencia.

57  Enrique Florescano e Isabel Gil Sánchez (eds.), Descripciones económicas regionales 
de Nueva España. Provincias del centro, sureste y sur, 1766-1827, 2 vols., p. 104. Es 
posible que la cantidad de no indígenas haya sido un poco más elevada que la que se 
menciona aquí, pues, en su mayoría, los “pardos” y castas estaban exentos del cobro 
fiscal porque habían servido en las milicias costeras. Véase AGN-IG, vol. 23A, exp. 3, 
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genas, y los no indígenas residían en los pueblos cabeceras de Papantla, Teco-
lutla y Chicualoque. El área se ganó una buena reputación en el siglo XVIII  
por los productos tan valiosos que se recolectaban en las extensas selvas: 
vainilla, cera de abeja, pimienta y zarzaparrilla. La demanda comercial de 
la vainilla apenas estaba en desarrollo, y los pequeños productores indíge-
nas descubrieron que sus esfuerzos eran bien remunerados. La produc-
ción de vainilla se mantuvo en la provincia de pequeños agricultores toto-
nacas a lo largo del periodo en estudio.58 La producción de alimentos fue 
la principal actividad de los labriegos indígenas, y el método preferido en 
la región era la agricultura de roza y quema, práctica posible gracias a la 
gran extensión de las tierras comunales. Las fincas privadas de la región, 
aunque vastas, estaban subutilizadas, con pocas manadas o residentes, y 
la población no indígena vivía en gran medida del comercio y residía en la 
cabecera con la excepción notable de los pobladores descendientes de 
africanos quienes se dedicaban a la pesca y vivían en las riberas del río y 
en el pequeño puerto de Tecolutla.

Había tensiones crecientes por las tierras, y Antonio Escobar demos-
tró que, como resultado de la competencia por la tierra, los pueblos 
expulsaron a los pobladores que después se asentaron en fincas priva-
das.59 De acuerdo con Schryer, la mitad norteña del distrito de Huejutla 
consistía en fincas privadas, mientras que las tierras comunales domi-
naban el sur de Huejutla y el distrito de Yahualica.60 Las cifras de la 
población confirman esta observación, pues 31 por ciento de los contri-
buyentes indígenas en Huejutla vivía en las fincas en 1794.61

f. 37. La población era también dos veces más densa que la de Tampico. Iglesias, 
“Estadística del estado libre...”, p. 305.

58  Sobre el comercio de vainilla, el estudio más completo es el de Emilio H. Kouri, “The 
Business of the Land: Agrarian Tenure and Enterprise in Papantla, Mexico, 1800-
1910”, caps. 1 y 4; véase también Victoria Chenaut, Aquellos que vuelan. Los totona-
cos en el siglo XIX, pp. 166-175, 245-257.

59  Escobar, “Los pueblos indios...”, p. 37.
60  Frans J. Schryer, Ethnicity and Class Conflict in Rural Mexico, p. 82.
61  AGN-INT, vol. 74, exp. 9, ff. 146-149. En comparación, sólo 6 por ciento de los indíge-

nas adultos varones vivía en haciendas en Chicontepec, AGN-H, vol. 72, exp. 22, f. 
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Cuadro 1.2. Crecimiento de la población en el siglo xix

disTriTo 1794a 1830 1848-1849 1869-1870 1883
Chicontepec 17 783 16 862 23 442 34 296 41 830
Huejutla, Yahualica 17 346 31 513b 39 890 51 988
Papantla 26 028c 8 504 10 029d 20 272 31 846
Tampico 23 377 39 399 50 474 61 625
Tuxpan 12 332 12 332 17 801 26 938 31 148
Zacualtipán 20 009 17 489 28 235

aEsta columna incluye fechas de 1803 y 1804 de Tuxpan y Papantla.
bLorenzo de Zavala, Memoria en que el Gobierno del Estado Libre de México, da 
cuenta al Honorable Congreso, de todos los ramos que han estado a su cargo en el 
último año económico, presentada el día 30 de marzo de 1833 (Toluca, 1833), 18, men-
ciona que la población combinada de Huejutla y Zacualtipán era de 71 744 habitantes.
cDe acuerdo con Florescano y Sánchez, Descripciones económicas regionales..., 2, 105, con 
fecha de 1804.
dDel censo de 1837.
FuenTes: Florescano y Sánchez, Descripciones económicas regionales; Fages, “Noticias-
del departamento...”, Soto, Noticias...; Iglesias, “Estadística...”; Doria, Memoria...; Bausa, 
“Bosquejo...”; Barragán, “Noticia...”; Hernández y Hernández, “Memoria...”; Zavala, 
Memoria...; Castillo, “Memoria...”

Como en las llanuras, en estas propiedades el ganado era la actividad 
principal mientras el azúcar desempeñaba también un papel impor-
tante en la región. Los observadores mencionan la presencia de muchos 
“trapichillos” en los ranchos; tan sólo en Chicontepec, un funcionario 
registró treinta y tres alambiques “para hacer aguardiente que consu-
men con demasiada afición”.62

Otra región, con gran población indígena,  formaba parte del dis-
trito de Pánuco-Tampico, y consistía en la Sierra de Tantima y el agreste 

244.  De acuerdo con Villaseñor y Sánchez, Theatro americano..., pp. 120-121, 52 por 
ciento de los contribuyentes indígenas vivía en haciendas, en 1743.

62  Los trapichillos eran pequeños molinos de caña; como implica su nombre, eran 
rudimentarios, Florescano y Sánchez, Descripciones económicas regionales..., vol. 2,  
p. 179. Para 1878 había 194 pequeñas “fábricas” de aguardiente, piloncillo y azúcar 
en el distrito de Chicontepec. El gobierno valuó el más elaborado de estos estableci-
mientos en quinientos pesos, y la inversión promedio era de 80.7 pesos. Véase Luis 
Mier y Terán, “Memoria del gobernador del estado, 17 de septiembre de 1878”, cua-
dro 20. Villaseñor y Sánchez, Theatro americano..., p. 120, afirma que el azúcar y el 
piloncillo eran los principales productos de las haciendas de Huejutla en 1746.
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terreno de Tantoyuca y Tempoal. En estas colinas predominaban las 
rancherías indígenas que practicaban la agricultura en tierras comuna-
les y a menudo competían con las fincas ganaderas de población no 
indígena del área. Los informes sobre la agricultura en las comunidades 
indígenas señalan que los pobladores también producían azúcar, “pilon-
cillo”, como cultivo comercial.63

Entre los ríos Pánuco y Cazones se extendían llanos que alberga-
ban gran parte de los distritos de Pánuco y Tuxpan. Si bien el terreno es 
relativamente plano, hay “cerros y lomas que por todos lados hacen sus 
terrenos desiguales, regados en todas direcciones de ríos, esteros, lagu-
nas e innumerables arroyos”.64 En el siglo XVIII, la región costera de Tux-
pan se administraba desde el pueblo serrano de Huachinango. Tras la 
Independencia se convirtió en un distrito autónomo, pero permaneció 
dentro del estado de Puebla. Durante la república, Pánuco se convirtió 
en el distrito de Tampico de Veracruz, y se caracterizó por su escasa 
población y sus pueblos poco organizados. En su mayoría, éstos se ubi-
caban en la porción sureña del distrito a lo largo de la Sierra de Tantima. 
Muchas comunidades costeras eran en gran medida no indígenas. Por 
ejemplo, desde 1743, vivían casi tantos no indígenas como indígenas en 
ese distrito y los no indígenas (mulatos) dominaban el pueblo cabecera 
de Tamiahua, y los sujetos eran hablantes de náhuatl y teeneka.65 Los 
indígenas de la región practicaban la agricultura de roza y quema, por lo 
general en milpas esparcidas en el monte de seis “almudes” (más o menos 
1.8 hectáreas) a la vez.66 Aunque la mayoría de estas comunidades 

63  Fages, “Noticias estadísticas sobre el departamento de Tuxpan”, passim. Véase tam-
bién Luis Mier y Terán, “Memoria...”, vol. 4, cuadros 19, 20.

64  Fages, ibid., p. 188.
65  Villaseñor y Sánchez, Theatro Americano..., p. 313. Había 660 familias mulatas, 45 

europeas y 826 indígenas.
66  De acuerdo con Fages, “Noticias estadísticas de Tuxpan”, p. 197. Un almud de tierra 

es igual a tres mil metros cuadrados. Este mismo autor ofrece una descripción de la 
milpa: “Generalmente mudan de lugar después de tres o cuatro cosechas, y son 
pocos los que labran más tiempo en uno mismo, a no ser que tengan una predilec-
ción determinada por alguno. Tan luego como llega el tiempo de la siembra escogen 
el sitio que juzgan más a propósito, queman los árboles y malezas que en él se hallan; 
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poseía tierras, los observadores de principios del siglo xix describieron 
los municipios de Tepetzintla y Amatlán como tierra ociosa. Este último 
era también el municipio con mayor densidad de población en el dis-
trito de Tuxpan. Un grupo más o menos amplio de familias poseía las 
precarias fincas ganaderas y rentaba parcelas a inquilinos mestizos e 
indígenas.67

Si bien había variación en la región, en general compartía densida-
des de población relativamente bajas, un terreno escarpado, redes defi-
cientes de transporte y mercados subdesarrollados. A lo largo del 
periodo, la población aumentó de forma constante, así como la cantidad 
de residentes no indígenas. En su mayoría, los campesinos no padecie-
ron escasez de tierras, pero esto no evitó la posibilidad de conflictos 
sociales. En los trastornos políticos que se reseñan más adelante, el 
acceso a los mercados y el trabajo obligado a menudo tuvieron que ver 
en las motivaciones de la rebeldía. El atraso creó sus propias tensiones 
en estas comunidades.

lo escombran hasta dejarlo limpio, y con los despojos cercan un cuadro cuyo objeto 
es el de impedir que los animales destruyan los sembrados: en uno de los ángulos 
fabrican una choza”. Fages también observó que los productores indígenas desem-
peñaron un papel básico en la economía local al transportar bienes en sus canoas 
por los ríos de la región, pp. 198-199.

67  El azúcar y el aguardiente complementaban la producción ganadera en la década de 
1840, ibid., p. 242.
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II. VIVIR “SIN DIOS, SIN LEY Y SIN REY.” REVUELTAS 
COLONIALES Y LA MODERNIZACIÓN DEL ESTADO 

COLONIAL

El periodo colonial tardío representa un necesario punto de partida 
para estudiar el cambio rural y social decimonónico, pues el colonia-
lismo sentó los cimientos de la cultura política de los pueblos. Los histo-
riadores enfrentan considerables dificultades para develar las actitudes 
políticas de los habitantes rurales en las sociedades coloniales. Sin 
embargo, los breves momentos de conflicto en los pueblos del siglo XVIII 
proporcionan importantes claves sobre la manera en que operaron las 
comunidades rurales, en que sus habitantes experimentaron el Estado 
colonial y en que enfrentaron los retos políticos del periodo borbónico. 
En los disturbios del periodo colonial que se detallan en este capítulo 
surgen dos características: la primera es la importancia de las reformas 
borbónicas en la transformación de las instituciones locales con fines de 
obtener ingresos para la Corona, y la segunda, el surgimiento de faccio-
nes políticas en las comunidades.

Quienes estudian los movimientos sociales campesinos sugieren 
que las motivaciones de los rebeldes fueron los casos extraordinarios  
de funcionarios locales que se excedían en las normas tradicionales de 
explotación, es decir, las normas “morales” de conducta que fijaba la 
comunidad.1 E. P. Thompson, en su estudio pionero de los disturbios por 
los precios del siglo XVIII en Inglaterra, acuñó la frase “economía moral”, 
y quizá sea útil regresar a ese texto por un momento. Thompson observó 
que, si bien los artesanos ingleses pedían el regreso de las prácticas ante-

1  Ward Stavig, “Ethnic Conflict, Moral Economy, and Population in Rural Cuzco on 
the Eve of the Thupa Amaro II Rebellion”, p. 747, y Kevin Gosner, “Religion and 
Rebellion in Colonial Chiapas”, pp. 51-52, aplicaron esta idea a los disturbios colo-
niales.
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riores respecto de las leyes vigentes sobre control de precios, el escruti-
nio de la “época de oro” no logró confirmar la existencia de una “econo-
mía moral”.2 La economía moral fue una herramienta ideológica en 
defensa de los intereses económicos de los artesanos; después de todo, el 
objetivo de Thompson era criticar las descripciones de “reacción visce-
ral” de las causas económicas con que se explicaban los disturbios.3 En 
la América española, las tradiciones políticas de los Habsburgo tenían 
el mismo propósito. Los pobladores aprovecharon con creatividad los 
códigos legales y apelaron a la costumbre para lanzar ataques contra 
esos mercaderes-prestamistas-funcionarios que fungían como alcaldes 
mayores o subdelegados. En lugar de señalar una reducción objetiva de 
la calidad de vida, los llamados a la economía moral fueron reclamos 
políticos que recurrían a una tradición inventada de “la manera como 
era antes” para justificar la acción política.

Los disturbios en los pueblos de la Huasteca reflejaron la percep-
ción que tenían los indígenas de los derechos políticos que heredaron 
por ser “hijos del pueblo”. Se esperaría que el problema de la pertenencia 
a los pueblos hubiese sido sencillo: un individuo pertenecía al pueblo si 
nacía en él, de padres indígenas o no. En la práctica, la pertenencia al 
pueblo y los derechos que otorgaba eran motivo de agrias querellas, en 
especial los derechos de participar en su gobierno. Las rebeliones devi-
nieron conflictos por la relación entre las diferentes comunidades que 
conformaban el pueblo, entre el centro y la periferia, y, en última ins-

2  E. P. Thompson, “The Moral Economy of the English Crowd in the Eighteenth Cen-
tury”, p. 78. El título de este capítulo se refiere a un comentario del subdelegado de 
Yahualica José de Ulibarrí donde se queja que los indios quieren “vivir a rienda 
suelta, sin Dios, sin ley, sin rey.” 28 de septiembre, AGN-C vol. 361, exp. 2, f. 104.

3  Scott encuentra otro caso en Malasia: “Crearon [los habitantes pobres de los pue-
blos] de forma colectiva un pueblo recordado y una economía recordada que opera 
como un eficaz telón de fondo respecto del cual deplorar el presente” (cursivas en el 
original), Scott, Weapons of the Weak..., p. 178. Esto también es visible en su obra 
Domination and Resistance: Hidden Transcripts, pp. 18, 54, passim. Anthony McFar-
lane, en “Rebellions in Late Colonial Spanish America: A Comparative Perspective”, 
p. 315, observa la importancia de una “visión distintiva de la sociedad” presente en 
las grandes revueltas del periodo de finales de la Colonia.
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tancia, entre el Estado español y el pueblo indígena. Las rebeliones expre-
saron las opiniones de los pobladores sobre la constitución de la autori-
dad y su ejercicio debido. El proceso de elegir repúblicas de pueblos se 
convertiría en momentos de intensos conflictos, pues los moradores 
peleaban por definir quién tenía derecho sobre ellas.

En los pueblos se sintió de inmediato la pretensión de los monarcas 
del siglo xviii de racionalizar la administración colonial, secularizar la 
autoridad y aumentar los ingresos fiscales. Se añadieron impuestos, 
como el del monopolio del tabaco, a las cargas habituales de la Corona. 
Los cambios en la Iglesia y la administración civil también perturbaron 
las históricas relaciones de poder en la Nueva España rural. Como 
demostró hace poco Felipe Castro, las iniciativas provocaron un amplio 
disenso político.4 Las reformas administrativas y fiscales borbónicas 
hicieron más que sólo aumentar los impuestos: requirieron una mayor 
intervención en la cotidianidad de los pueblos.

Estas poblaciones no eran simplemente el escalón más bajo de la 
administración colonial; eran asimismo comunidades vivas, y el centro 
de la identidad política y social de las masas rurales. La sociedad rural no 
era igualitaria, y había constantes disputas por la administración de la 
riqueza comunal y las cargas colectivas (como la fiscal y la de jornadas 
laborales).5 Algunos individuos gozaban de mayor acceso a los recursos, 
derechos electorales, puestos políticos y funciones de control fiscal. Aun-
que muchas desigualdades tenían orígenes “tradicionales”, no estaban 
libres de polémica. Las revueltas del periodo colonial tardío a menudo 

4  Castro Gutiérrez, Nueva ley, nuevo rey..., pp. 24, 28, 106, observa que los Borbones 
abandonaron cada vez más los conceptos tradicionales de justicia en favor de admi-
nistradores inflexibles (y más impuestos).

5  Tanto Pastor, Campesinos y reformas..., pp. 76-77, 80, como García Martínez, Los 
pueblos de la sierra..., pp. 187-203, describen el lento declive de los caciques durante 
la férula española. En la Huasteca, los poderosos caciques Cortés sobrevivieron 
hasta el siglo XVIII, tras transformarse en hacendados. Sin embargo, para la década 
de 1780, la familia había empobrecido, y los herederos restantes solicitaron a la 
Corona un estipendio en reconocimiento por sus anteriores servicios al Estado. 
“Sumaria presentada por Doña María Teresa Cortés”, 26 de mayo de 1788, AGI, 
México, 1880. Véase, también, Schryer, Ethnicity and Class..., p. 31.
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giraron en torno a quién tenía el derecho de gobernar las localidades. 
Los pueblos ejercían su poder en el espacio geográfico, y con frecuencia 
surgieron agrias disputas entre los pueblos cabecera y los sujetos. La 
lucha por el control sobre los recursos comunales y los puestos políticos 
a menudo adoptó la forma de retos provenientes de las comunidades 
periféricas en la jurisdicción de un pueblo. Ante la consternación de los 
funcionarios de la Corona, los pueblos eran tierra fértil para una intensa 
política de facciones en donde los “bandos” de pobladores que se forma-
ban en torno a los parentescos y las afiliaciones geográficas competían 
para dominar el gobierno de la localidad. El acceso a la administración 
de los pueblos era el motor de la política rural en el siglo XVIII.6

La región estudiada experimentó al menos catorce disturbios en los 
pueblos indígenas entre 1750 y 1810. Las revueltas se concentraron geo-
gráficamente en dos regiones, en lugar de distribuirse de manera equita-
tiva en todas ellas: seis ocurrieron en Papantla (1762, 1764, tres en 1767, 
y 1787), y cuatro en el distrito de Yahualica (1788, 1792, 1800 y 1807). Los 
otros tumultos ocurrieron en Ilamatlán (1750), Huayacocotla (1784), 
Tenampulco (1773) y Misantla (1808). Las fechas de las rebeliones sugie-
ren la importancia de las exigencias fiscales borbónicas en los pueblos, 
pues sus moradores se alzaron con más frecuencia en los años en que los 
Borbones comenzaron a poner en marcha sus nuevas tributaciones y 
monopolios. Los Borbones crearon una amplia variedad de nuevas 
imposiciones sobre la población rural de México, pero no sólo las presio-
nes fiscales y demográficas determinaron el momento en que se rebela-
ron los indígenas. Las nuevas obligaciones económicas devinieron  
causas de desasosiego según su impacto político en las comunidades. Las 

6  Ya desde el siglo XVI, los habitantes descontentos de los pueblos sujetos intentaron 
formar pueblos independientes para resolver sus problemas. Véase Pastor, Campesi-
nos y reformas..., p. 75; García Martínez, Los pueblos de la sierra..., p. 207-223; y Taylor, 
“Conflict and Balance in District Politics”, pp. 270-294. Véase también William B. 
Taylor, Magistrates of the Sacred: Priests and Parishioners in Eighteenth-Century 
Mexico, pp. 371-376; Robert Haskett, Indigenous Rulers: An Ethnohistory of Town 
Government in Colonial Cuernavaca, pp. 14-16.
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reformas y las contribuciones estuvieron mediadas por las instituciones 
políticas del pueblo y las parroquias, dando por resultado que el descon-
tento se expresara contra éstas. El gobierno de los pueblos determinó 
cómo experimentaron los campesinos el proyecto de reforma, y, en con-
secuencia, sus revueltas tuvieron una dimensión política considerable.

Una mirada atenta a estas comunidades revela que los disturbios 
no fueron espontáneos. Tuvieron lugar en el contexto de extensos con-
flictos judiciales y operaron como una opción más de los pobladores en 
contra de la autoridad para luchar por los recursos de la comunidad. 
Los dos pueblos donde se presentó la mayor parte de la violencia de 
manera repetida, enviaron peticiones legales a los tribunales de la Ciu-
dad de México. En los últimos sesenta años de la Colonia, Papantla 
entabló diez demandas, y Yahualica (en especial sus pueblos subordina-
dos), diecinueve. Los residentes de Papantla y Yahualica acudieron pri-
mero a las vías legales de resolución antes de recurrir a los alzamientos, 
y muchas veces éstos fueron tan sólo un capítulo de una batalla legal 
continua. Las comunidades litigantes también tendieron a ser las rebel-
des, conexión que sugeriría que los tribunales no hicieron mucho para 
apaciguar el descontento campesino en lo que se refiere a proporcionar 
un foro más donde expresarlo.

Las rebeliones contra los impuestos y abusos de los funcionarios 
coloniales despóticos fueron un componente común de los disturbios. 
Sin embargo, la forma como los pobladores manifestaron su oposición 
a los impuestos fue más significativa que su renuencia a saldar sus deu-
das con el Estado. La monarquía gozaba de una legitimidad considera-
ble, y los rebeldes de los pueblos tenían que expresar su disenso con 
gran cuidado. Esto fue así, incluso en el caso de las innovaciones en el 
sistema fiscal.

El monopolio del tabaco fue lo habitual en las iniciativas borbóni-
cas que desafiaron las añejas tradiciones de los pueblos indígenas, y un 
ejemplo excelente de las características perturbadoras de las políticas de 
la Corona en las áreas rurales. El gobierno real restringió la producción 
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de tabaco en la región cercana a Córdoba y Orizaba para después com-
prarla en su totalidad y comercializarla en toda la colonia.7 El Estado 
disfrutó una bonanza financiera, pero los pobladores indígenas perdie-
ron un valioso cultivo de su inventario comercial y el monopolio intro-
dujo a un nuevo actor, el policía, en el México rural. En lugar de  
la rebelión, la resistencia campesina a la prohibición tomó la ruta de la 
resistencia pasiva. Los habitantes rurales nunca se rebelaron contra el 
impuesto; en vez de ello, cambiaron sus plantaciones de tabaco a áreas 
remotas. El Estado respondió con el establecimiento del “resguardo” al 
monopolio del tabaco: una fuerza policial encargada de buscar en el 
campo cultivos ilegales de esta planta. Antes del resguardo, los funcio-
narios españoles casi nunca se internaban en las vastas áreas interiores 
de los poblados de la “tierra caliente” que administraban. Un indicio de 
lo poco que la población no indígena conocía el campo es que las fabu-
losas ruinas de El Tajín permanecieron sin develar hasta que una patru-
lla de resguardo las descubrió, en 1785.8 De un momento a otro, los 
espacios más allá del asentamiento de los pueblos devinieron una preo-
cupación para una cantidad creciente de administradores estatales. La 
policía del monopolio quemaba todo el tabaco que hallaba en posesión 
de los indígenas en la plaza de Papantla, y elaboraba listas meticulosas de 
los campos ilegales descubiertos y las plantas destruidas. Aunque algu-
nos de estos cultivos de tabaco fuesen pequeños, muchos producían 
considerablemente más de lo que los campesinos pudiesen consumir en 
sus localidades.9 Durante los disturbios, los participantes nunca denun-

7  José González Sierra, Monopolio del humo. Elementos para la historia del tabaco en 
México y algunos conflictos de tabaqueros veracruzanos, pp. 48-61; y Susan Deans- 
Smith, Bureaucrats, Planters, and Workers: The Making of the Tobacco Monopoly in 
Bourbon Mexico.

8  Manuel B. Trens, Historia de Veracruz, p. 534. La visión ilustrada de estos funciona-
rios también se revela porque publicaron noticias del “descubrimiento” en la Gaceta 
de México, órgano oficial del gobierno borbónico en la Colonia.

9  agn-c, vol. 714, exp. 5, ff. 91-129. En 1791, el resguardo de Papantla reportó la des-
trucción de 111 plantíos de tabaco (Andrés Olarte, líder de las revueltas de 1767, 
tenía 3 129 plantas en su campo). Otro indígena de Papantla, Santiago García, tenía 
10 147 plantas de tabaco en sus campos: “todas estaban sembradas en filas, sin hier-
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ciaron el monopolio, y en realidad negaron toda oposición a él. Pero las 
acciones dicen más que las palabras, y no cabía duda de que la policía 
del tabaco se convirtió en objeto de la violencia popular en toda la 
extensión de la tierra caliente.

Las políticas “ilustradas” del gobierno Borbón requerían el conteo 
de la población en las colonias. La Corona elaboró censos de las pobla-
ciones no indígenas en 1791 con el fin de determinar la cantidad de 
hombres elegibles para el servicio militar. El intento de estrechar la 
administración de las listas tributarias también formó parte de las 
motivaciones fiscales de los reformistas ilustrados. Los subdelegados 
elaboraron nuevos censos en sus pueblos para actualizar dichas listas.10 
El gobierno Borbón estimuló la recaudación fiscal cuando introdujo a 
los subdelegados, quienes, a diferencia de los alcaldes mayores a los que 
sustituyeron, ganaban su salario con base en un porcentaje de los 
impuestos que recaudaban.11 Las comunidades a menudo “ocultaban” a 
algunos contribuyentes de esas listas, en ocasiones con la connivencia 
de miembros de la élite no indígena que deseaba mantener en la locali-
dad los recursos indígenas. El nuevo motivo para aumentar la base fis-
cal generó subdelegados dinámicos, como Bernardo Miramón, quien 
aumentó en un tercio la cantidad de contribuyentes en Metztitlán.12

bas, perfectamente cuidadas y listas para la cosecha”. García también tenía posesión 
de tabaco seco, y el resguardo lo quemó públicamente en la plaza de Papantla.

10  El gobierno ordenó nuevos censos de contribuyentes fiscales en Huejutla en 1771, en 
Yahualica en 1775 y 1808, y en Misantla en 1808, Joaquín Meade, La Huasteca hidal-
guense, pp. 93-95.

11  Hamnett, Politics and Trade in Southern Mexico..., pp. 64-65, 67. Sobre las dificulta-
des de contar a los pobladores de la Huasteca, véase Francisco de la Mora Villegas, 18 
de octubre de 1808, agn-i, vol. 77, exp. 4, f. 70. En el mismo expediente, el subdele-
gado de Yahualica, Fernando de la Vega, escribió que cuando exigieron contribucio-
nes para reconstruir la iglesia de Xochiatipan provocó el despoblamiento del pueblo 
al huir sesenta familias, f. 73. Un informe de Huayacocotla declaró que cobrar a los 
indios era casi imposible porque “se huye y no la paga porque es un Bosque el de esta 
jurisdicción…[y] él que se huye no hay quien lo halle.” AGN-S, vol. 34, exp. 56, f. 384.

12  AGN-IG, vol. 218A, exp. 7, f. 9. Un objetivo de los reformadores era justamente intere-
sar más a los administradores en la recaudación de impuestos que en su comercio 
privado. Brian R. Hamnett, “Between Bourbon Reforms and Liberal Reforma: The 
Political Economy of a Mexican Province-Oaxaca, 1750-1850”, pp. 44-45.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   51 07/01/16   14:07



MICHAEL T. DUCEY

52

Para los pobladores rurales, el pago de impuestos estaba atado al 
asunto de la ciudadanía en la comunidad y el reino. Cuando formaliza-
ban peticiones a la Corona por cualquier razón, los habitantes invaria-
blemente comenzaban por identificarse como “indios tributarios”. 
Cuando estos pobladores mencionaban las razones de sus rebeliones, 
nunca se referían a los impuestos, pues los campesinos eran reacios a 
enfrentar de manera directa a la autoridad real por una cuestión con 
tanta carga de legitimidad. Al contrario, cuando los funcionarios espa-
ñoles querían describir el descontento indígena bajo una luz negativa, 
los acusaban de rebelión contra los recaudadores de impuestos. Los 
pobladores respondían con acusaciones de que los alcaldes mayores 
defraudaban al tesoro real porque empleaban el dinero recaudado por 
impuestos para cubrir deudas comerciales.13 Es notable que los indígenas 
incluso llegasen a declarar que se rebelaban para proteger el ingreso real.

Las disputas por tierras no aparecieron como los motivos principales 
de los disturbios. Las tierras se mencionan directamente como causa de 
revuelta en dos casos, Huautla en 1807 y Huayacocotla en 1784. Hubo asi-
mismo un intento de despojo de tierras en la región de Papantla en 1787 que 
bien pudo contribuir a los trastornos de ese año. El caso de Huayacocotla se 
vería como el ejemplo clásico de un pueblo indígena que combate a un terra-
teniente aristócrata, el poderoso conde de Regla. El pueblo había perdido 
una querella legal contra el propietario de la hacienda vecina de San Pedro 
de las Vaquerías, y cuando el alcalde mayor trató de llevar a cabo el “acto de 
posesión” oficial, los indígenas se sublevaron para impedirlo. Incluso, en este 
caso, la disputa de tierras aparece sólo como una de varias quejas, y las pre-
tensiones de los disturbios se entretejieron con la política de facciones.14  

13  La revuelta de Papantla de 1767 generó acusaciones entre los bandos referentes a los 
impuestos. Véase AGN-C, vol. 333, exp. 2, f. 3v; vol. 301, exp. 3, ff. 19, 52v. Los aliados 
indígenas del alcalde mayor, De la Barga, acusaron a los sublevados de Papantla de 
negarse a pagar impuestos “y no obedecer a su majestad, confiados en que pueden 
correr al monte y esconderse [...] Dicen que si vamos a sus casas a cobrar [los 
impuestos] nos matan”, AGN-C, vol. 303, exp. 3, f. 301v.

14  AGN-CV, vol. 15, f. 181, 180; AGN-C, vol. 314, exp. 5, ff. 213, 219.
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Los funcionarios de la república testificaron contra el administrador de las 
alcabalas (impuestos internos) e impuestos al licor, y se quejaron de que el 
administrador recaudaba dinero de los habitantes legalmente exentos de 
impuestos.15 De manera notable, el director de alcabalas escribió para 
defender a su subordinado, y declaró que “ el motivo fue la discordia que 
tuvieron los indios con el Alcalde Mayor y el Párroco sobre la elección  
de Gobernador queriendo éstos que el electo fuese un indio a quien aque-
llos repugnaban. En esto no se mezcla el receptor ni directa ni indi-
rectamente.”16

La lectura de las páginas anteriores, quizá lleve a apreciar una sen-
cilla división entre el Estado español y el poblador indígena. Sin 
embargo, el descontento rural manifestó una dinámica mucho más 
compleja, en la que los conflictos internos a menudo pesaban más que 
las tensiones con el mundo exterior. Las divisiones políticas durante los 
disturbios demostraron un fuerte elemento geográfico. Había una dis-
tribución desigual del poder al interior de la comunidad indígena entre 
los pueblos cabecera, donde se asentaba el gobierno de la comunidad, y los 
pueblos sujetos, dependientes de la administración de los primeros. Las 
cabeceras recaudaban los impuestos de los pueblos sujetos y adminis-
traban la justicia dentro de la comunidad indígena. La creación de cabe-
ceras como centros de control administrativo fue resultado de políticas 
españolas. El popular dicho mexicano “el que parte y reparte se queda 
con la mayor parte” se aplica bien a las cabeceras y sus encargados, quie-
nes tendían a favorecer sus propios intereses cuando “partían” las car-
gas fiscales y los recursos de los pueblos. Incluso en Huayacocotla, en 
1784, donde las causas parecían muy claras, el descontento pronto 
devino cuestión de divisiones al interior de la comunidad. El alcalde 

15  agn-c, vol. 314, exp. 5, f. 219v. Los indígenas también criticaban al clérigo, quien 
no hablaba el idioma local (otomí) y los abusos del alcalde mayor, incluso su nega-
tiva a pagar un impuesto por el ganado, que la república reclamaba. AGN-CV, vol. 
15, f. 183.

16  Administrador de Alcabalas, José María Zavala, al director de Alcabalas, informe 
sobre el receptor de rentas José Melo, 7 de abril de 1785, AGN-C, vol. 314, exp. 5, f. 224.
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mayor señaló a los residentes de los pueblos sujetos como causantes de 
la inconformidad.17

El conflicto entre distintas facciones de los pueblos quedó de mani-
fiesto, sobre todo, durante las elecciones anuales de los puestos impor-
tantes en las repúblicas de indios. Los alcaldes tenían funciones judicia-
les al interior de la comunidad, mientras que el gobernador vigilaba la 
recaudación fiscal y controlaba las finanzas de la misma. La administra-
ción comunitaria tenía funciones económicas inmediatas para los 
moradores, pues controlaba tierras, ganado, trabajo e ingresos fiscales.18

La república de indios operaba también como punto de contacto 
entre la población indígena sujeta y los administradores reales. Como 
tal, ambos grupos tenían intereses creados en hacer oír su voz en el 
gobierno local. Los subdelegados dependían de los funcionarios indíge-
nas para efectuar con eficacia el trabajo sucio de recaudar impuestos e 
incluso cobrar deudas comerciales a las comunidades. El gobierno de 
los pueblos sirvió como conducto a través del cual accedían los curas y 
funcionarios de la Corona a los recursos de la comunidad, como trabajo 
y fondos comunitarios. Los miembros de los pueblos indígenas tenían 
interés en asegurarse de que los gobernadores no se acercaran mucho a 
los funcionarios reales, y los funcionarios de la Corona querían repúbli-
cas acomodaticias. Como el gobierno del pueblo a menudo recaudaba 
nuevos impuestos, se convirtieron en el primer campo de batalla para 
las tributaciones del Estado. Los pobladores inconformes dirigían su ira 

17  AGN-CV, 15, f. 178; AGN-C, 314, exp. 5, f. 212v. Había asimismo diferencias étnicas 
entre el pueblo cabecera y el sujeto.

18  Véase por ejemplo las listas de bienes comunales de Huejutla de finales del periodo 
colonial, Subdelegado Pedro Cabezas, Huejutla, 3 de febrero de 1794, AGN-I, vol. 81, exp. 
2, f. 68. Escobar observa que, incluso después de la Ordenanza de 1786, los subdelega-
dos casi nunca informaban sobre el estado de los bienes comunales. Véase también 
Daniele Dehouve, “El pueblo de indios y el mercado. Tlalpa en el siglo XVIII”, pp. 86-102. 
La “cofradía” fue otra institución importante en la cual se concentraban los recursos 
comunales. El capital de las cofradías a menudo desempeñaba un papel preponderante 
en la producción campesina, pues era una de las escasas fuentes disponibles de créditos 
en pequeña escala. De nuevo, los miembros de la élite local se interesaron profunda-
mente en controlar estos dineros, en especial los curas, quienes aprovechaban su cali-
dad eclesiástica para reclamar derechos en estas confraternidades seglares.
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a los funcionarios indígenas que recaudaban impuestos, mientras los 
españoles presionaban a los gobernadores para satisfacer las necesida-
des de la Corona.

El aumento de población a lo largo del siglo XVIII dio a los habitantes 
rurales la oportunidad de que sus comunidades evadiesen impuestos. En 
Yahualica, el censo tributario se elevó de 2 272 familias indígenas en 1743 
a 3 592 en 1803.19 Estas cantidades reflejan un crecimiento demográfico 
real, pero también la intensificación de la recaudación fiscal. Bernardo 
Miramón, el enérgico subdelegado de Metztitlán, trabajó también en 
Zacatlán, donde descubrió que la Real Hacienda perdía dos mil pesos al 
año “en los tributarios que ocultaron en las anteriores matrículas y exi-
gen su importe, lo que disfrutan los gobernadores y alcaldes”.20 En 
Yahualica, el alcalde mayor observó que los habitantes habían “escon-
dido” a unos doscientos contribuyentes potenciales de las listas.21 Los 
comentarios de Miramón indicarían que los principales de los pueblos 
no compartían estas ganancias inesperadas con los indígenas más 
pobres; en cambio, manipulaban las listas tributarias para aumentar su 
propio ingreso a partir de sus funcionarios electos. En el caso de Yahua-
lica, los indígenas relacionados con querellas judiciales por el control de 
la república ofrecían exentar de impuestos a los indígenas que dieran 
fondos para el mantenimiento de la demanda legal.22 Antonio Escobar 
sostiene que la creciente población creó presiones agrarias en las comuni-
dades, pues sus recursos ya no satisfacían sus necesidades. Sin embargo, 
es importante recordar que los pobladores rurales experimentaron esta 
presión en términos políticos: como rebatiña por los escasos recursos 
comunales y como batalla por las cargas fiscales coloniales.

19  Gerhard, A Guide to the Historical Geography..., pp. 243-244; Joaquín Meade, La 
Huasteca veracruzana, pp. 92, 94.

20  AGN-IG, vol. 218A, exp. 7, f. 14v.
21  AGN-C, vol. 662, exp. 14, f. 228v.
22  Véase AGN-C, vol. 280, exp. 2. Nancy Farriss observa que la élite maya también evitó 

pagar impuestos en virtud de su control del sistema de recaudación; Nancy M. Farriss, 
Maya Society under Colonial Rule: The Collective Enterprise of Survival, p. 185.
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Las evidencias de finales del siglo XVIII muestran con claridad que 
el sistema jerárquico de los funcionarios de la república no operó como 
tal para la redistribución de la riqueza, y más bien parece haber refor-
zado la estratificación interna. En un caso en que el subdelegado de 
Yahualica instituyó un sistema progresivo de evaluación fiscal, un 
grupo de habitantes protestó, declarando que “no fue arreglada, sino 
violenta y excesiva, pues los que tenían más bienes, las tasaron más, 
debiendo, según advierten los que responden, ser igual el prorrateo”.23 
Las revisiones de las finanzas de los pueblos dejaron al descubierto irre-
gularidades que indican que los administradores de la comunidad 
manipulaban el ingreso de la localidad. El subdelegado de Huejutla 
observó que “aunque el importe del real y medio anual parece que debía 
ser distinto en cada año, según el mayor o menor número de individuos 
pero ello es que no ha habido alteración alguna sino que constante-
mente han entrado los Gobernadores a la Arca treinta pesos anuales 
cuya costumbre permanece hasta el día”.24 Los registros hacendarios de 
la comunidad en Papantla indican que en su administración abunda-
ban irregularidades semejantes.25

Los conflictos en los pueblos a menudo giraban en torno a la 
manera de definir la ciudadanía de la localidad. Las facciones indígenas 
locales demostraron estar más que dispuestas a manipular las costum-
bres no escritas que regulaban la participación en la política para la 
ganancia inmediata de su bando. Las facciones descartaban las accio-

23  Respuesta de “los naturales del gobierno de Yahualica,” Antonio Serna, Francisco  
de San Juan (gobernador pasado), Domingo Santiago, José Patricio, Domingo de 
San Juan, Pedro Pascual, Rafael Agustín de la Cruz ante José María Zavala,  
29 de febrero de 1800, Huazalingo, AGN-C, vol. 333, exp. 2, f. 52. El carácter regresivo  
de los impuestos más antiguos se exacerbó cuando las comunidades abandonaron 
los sistemas colectivos de recaudación de los ingresos, como la renta de tierras o la 
siembra de una parcela para generar ingreso fiscal, durante la década de 1760. Las 
comunidades volvieron a cobrar el impuesto de “real de comunidad” a indígenas 
individuales. Pedro Cabezas, Huejutla, 3 de febrero de 1794, AGN-I, vol. 81, exp. 2, 
f. 68v.

24  Pedro Cabezas, Huejutla, 3 de febrero de 1794, AGN-I, vol. 81, exp. 2, f. 69.
25  AGN-C, vol. 308, exp. 4, ff. 93-116.
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nes de sus opositores con afirmaciones de que no reflejaban la voluntad 
popular o que “usurpaban” el nombre de los comunes.26 Los bandos 
opuestos presentaban peticiones para hablar por toda la comunidad. 
Los moradores disidentes provenían de las comunidades sujetas y recla-
maban que las cabeceras los excluían de la votación. Una ventaja de 
seguir la historia local de los disturbios es que revela que, en los dos 
centros de descontento, hay una continuidad considerable en las perso-
nas alzadas. En los sucesos que se detallan a continuación, surgieron 
grupos bien definidos de políticos de los pueblos indígenas que pelearon 
por el control del gobierno local. Los representantes de la Corona se 
quejaban de manera periódica del espíritu partidista que caracterizaba 
a las comunidades en donde sus moradores pertenecían a uno u otro 
bando.27 Las facciones otorgaban beneficios a sus seguidores leales. 
Antonio San Juan, partidario de la facción disidente en Yahualica, testi-
ficó que los pobladores tenían que participar en la política de partidos. 
Estaban “… obligándolos a contribuir, o por bien o por mal, diciéndoles 
que en dando dinero, les darían empleos de república, porque en 
ganando el pleito serían gobernadores, y si no dan dinero ahora, des-
pués darían muchos azotes”.28 Como ya mencionamos, se decía que los 
habitantes rurales se unían a facciones con la esperanza de que así no 
pagarían impuestos.29

26  Del testimonio de un caso en Yahualica de Juan José Herrera, gobernador actual, 23 
de octubre de 1803, AGN-C, vol. 361, exp. 2, 118, y también en ff. 114-114v, toda la 
república de indios declaró “la verdadera república que somos nosotros les aborre-
cemos por sus excesos criminales y principalmente por las derramas que han echado 
sobre los pueblos”.

27  Pedimento fiscal de Sagarrurrieta, 11 de julio de 1800, México agn-c, vol. 333, exp. 
2, f. 13. El estudio de Paul Vanderwood sobre Tomochic ahonda en el faccionalismo 
de los pueblos; véase su análisis político de las “camarillas”. En el siglo XIX, estas 
bandas se alineaban conforme a las disputas políticas nacionales, The Power of God 
against the Guns of the Government: Religious Upheaval in Mexico at the Turn of the 
Nineteenth Century, pp. 95-99, 118-124. Véase también Haskett, Indigenous Rulers..., 
pp. 34-39.

28  Declaración de Antonio de San Juan, AGN-C, vol. 361, exp. 2, f. 61v.
29  Declaración de Lucas de la Serna, indio principal y miembro de la república, Ibid., f. 49.
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LAS REVUELTAS DE PAPANTLA. LAS REFORMAS BORBÓNICAS 
EN TIERRA CALIENTE

La conflictiva historia de Papantla permite ver los motivos del gobierno 
colonial para intensificar su supervisión sobre las comunidades indíge-
nas. En su estudio referente a las rebeliones populares que sacudieron el 
virreinato de Nueva España en 1767, Felipe Castro observó que los nue-
vos motivos borbónicos para racionalizar el gobierno e incrementar la 
eficiencia de la recaudación fiscal fueron el común denominador de las 
rebeliones a lo largo y ancho de la colonia.30 Estallaban los disturbios 
conforme los funcionarios de la Corona instituían nuevas políticas en la 
administración de los pueblos, y, más importante aún, el espíritu de  
la reforma se reflejó en la manera en cómo los funcionarios locales trata-
ban con los rebeldes mismos. Las revueltas revelan las tensiones entre los 
grupos totonacas y los representantes del Estado, en especial los alcaldes 
mayores, por el control de la república de indios. Los funcionarios reales 
llegaron incluso a tratar de transformar el espacio geográfico del pueblo 
mediante el dominio del “monte”, el campo que circundaba al pueblo, 
con habitantes reacios a talar los árboles. Los españoles pretendieron 
regularizar el gobierno de los pueblos de modo que se ajustase más a la 
ley española eliminando el papel tradicional de los líderes del barrio, 
conocidos como “mahuinas”,31 en la república de Papantla. En otras 
palabras, mientras las acciones arbitrarias y los abusos pecuniarios de 
los alcaldes mayores sobrepasaban todo proyecto borbónico, muchas de  

30  Véase Castro Gutiérrez, Nueva ley..., capítulo 4.
31  “Mahuina” es una palabra totonaca que significa “el que manda” según Cresencio 

García, un especialista del Instituto de Investigaciones Antropológicas de la Univer-
sidad Veracruzana. Según Isis Marlene Alvarado Sil, Repartimiento de mercancías y 
sublevación en Papantla, siglo XVIII, p. 41, n. 42, el término ha desaparecido del toto-
naco de la costa, sin embargo en la sierra quiere decir “el que da de comer.” Dada la 
relación tradicional entre la comida y el poder en las sociedades mesoamericanas 
esta interpretación también sigue cargada de significado político. Los mahuinas 
eran los representantes de cada uno de los ocho barrios de Papantla que servían 
como adjuntos a la república de indios “oficial”.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   58 07/01/16   14:07



59

II. VIVIR “SIN DIOS, SIN REY Y SIN LEY”. REVUELTAS COLONIALES Y LA MODERNIZACIÓN...

sus acciones encajaban bien en el impulso estatal del periodo tardío de la 
Colonia de relegar a los pueblos al papel de apéndices del gobierno real.

Como señala Robert Haskett, el imperialismo español nunca logró 
imponer por completo las formas ibéricas de gobierno local en las socie-
dades indígenas.32 Los mahuinas eran una señal de la forma como los 
totonacas de las llanuras acomodaban el sistema de la república en su 
ambiente y en su disperso patrón de residencia. En términos espaciales, 
Papantla era un pueblo muy grande, pero los papantecos disidentes no 
intentaron formar pueblos nuevos, como sí lo hicieron los rebeldes de la 
sierra de la Huasteca. Da la impresión de que el propósito de los mahui-
nas fue regular los asuntos entre el pueblo cabecera y la mayoría de los 
totonacas que vivían en el interior. Cada uno de los ocho barrios elegía 
a cuatro mahuinas, para un total de treinta y dos. Cuatro barrios forma-
ban parte del pueblo cabecera; los demás estaban en el interior. Las 
escasas referencias parecen indicar que cada barrio elegía a sus mahui-
nas independientemente de los demás, de modo que el proceso no se 
centraba en la cabecera. Este sistema era de suyo sospechoso a los ojos 
de los funcionarios españoles; los puestos de los mahuinas no estaban 
sancionados por el Estado, y, a diferencia del proceso en la república, 
ningún español supervisaba la selección de los mahuinas. Aún más per-
turbador para los funcionarios de la Corona era que, al parecer, los 
mahuinas ejercían una gran influencia en la selección de quienes traba-
jaban en el gobierno del pueblo. En efecto, creaban una lista de candida-
tos sin supervisión real.

Los acontecimientos de 1767 indican que los mahuinas fungieron 
como fuente alterna de autoridad en el pueblo. Cuando la república se 
negó a ayudar a la esposa del disidente Nicolás de Olmos, ella solicitó la 
asistencia de estos representantes autóctonos. Hay asimismo una consi-
derable superposición entre los mahuinas y los funcionarios de la repú-
blica. A los principales del pueblo, como Domingo Olmedo, José Suárez 

32  Haskett, Indigenous Rulers..., pp. 5 passim.
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y Andrés Olarte, se les menciona como mahuinas y ocupantes de pues-
tos del gobierno del pueblo en diversos momentos.

Los lectores de los registros criminales de 1767 contra los “indios 
tumultuosos de Papantla” descubrirán múltiples historias que cambian 
según quien recopile el testimonio.33 El alcalde mayor Alonso de la 
Barga y Segura, participante en los sucesos, escribió la primera recopi-
lación de declaraciones, mientras que un juez comisionado para sofocar 
lo que pareció haber sido un levantamiento subversivo muy peligroso, 
Domingo Blas de Basaraz, elaboró el segundo registro de testimonios. 
Los testigos modificaron su discurso según su público: los múltiples 
relatos de los mismos acontecimientos ofrecen una oportunidad poco 
común de comparar las palabras de los mismos actores sobre los mis-
mos hechos. Un ejercicio de este tipo no revela directamente la “trans-
cripción oculta” de los pobladores, pero sí deja ver las distintas estrate-
gias que adoptaban al enfrentar al Estado.

La imagen que así surge de la personalidad de De la Barga no es 
halagadora; su arrogancia ofendía a todos: españoles, castizos e indíge-
nas por igual. Hasta sus clientes en la comunidad india se quejaban de 
que era arbitrario. Por ejemplo, los topiles34 de la república lo abando-
naron de inmediato durante los disturbios. Miguel Barrera, quien afir-
maba ser el único topil que permanecía leal a De la Barga, explicó que lo 
hacía sólo porque lo ayudó a obtener “un pedazo de tierra para que 
hiciera un jacal”. Aún así, no vacilaba en detallar los abusos que cometía 
De la Barga: “que a los mismos que dan de comer a dicho Alcalde Mayor 
los maltrataba, aún más que le sirvan bien, nunca se da por contento”.35 
Juan López, uno de los milicianos pardos que acudió para poner orden 
después de la revuelta, se quejó que no recibió “ni un pedazo de pan” 

33  Las citas de la revuelta de 1767 provienen de los extensos archivos sobre los aconte-
cimientos conservados en AGN-C, vols. 303, exps. 2, 3, 4, y 304 y 308, exp. 3, y de AGI, 
México, 1934 y 1935, salvo que se indique otra cosa.

34  El “topil” era miembro de la clase más baja del gobierno del pueblo. A menudo cum-
plía deberes policiales.

35 AGI, México 1935, f. 74r.
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por sus servicios.36 Francisco Pérez, testigo indígena, declaró: “Que 
desde que nació el declarante no ha visto Alcalde Mayor más bravo”.37 
Los vecinos españoles testificaron que vivían con temor de represalias, 
“si no obedecemos, toma nota, y [el desobediente] corre el riesgo de 
padecer algún acto arbitrario”. Se puede observar en estas declaraciones 
que Papantla era una sociedad multiétnica y que la inconformidad no se 
limitaba a la población indígena. 

De la Barga tenía una opinión muy elevada de su influencia en la 
corte, y decía a los pobladores: “… porque no hay quien me haga nada ni 
en México, que sólo en España y nosotros como inocentes le creemos 
todo”.38 Pasó más de ocho años en servicio real en la madre patria y se 
consideraba merecedor de un jugoso puesto en las Américas como 
recompensa. Había solicitado una y otra vez una de las lucrativas alcal-
días mayores de Oaxaca antes de que se le asignase al fin el modesto 
premio de Papantla. El tardado y costoso proceso de conseguir un 
puesto también explica por qué declaró que sus órdenes debían cum-
plirse debido a “que era preciso hacer aquello que traía orden de España 
para poder compensar los trabajos que había pasado, en el camino, y el 
dinero que había costado”.39 En resumen, sentía que merecía cosechar 
un gran beneficio de su puesto, y su arrogancia lo llevó a suponer que los 
habitantes estarían dispuestos a dejarlo lograr sus objetivos.

Domingo Blas de Basaraz, la otra fuente clave de información en el 
caso, disfrutaba su papel de juez prudente y emprendió con energía su 

36  Testimonio de Juan López, agi, México 1935, f. 131r. Existen tres peticiones de los 
milicianos pardos de Papantla que ofrecen observaciones muy llamativas sobre el 
gobierno local de De la Barga y las relaciones entre indios y pardos en AGN, C, vol. 303 
exp. 3, 222-r, 225-26r y 227-r. Los milicianos pardos fueron muy dispuestos a testifi-
car contra el alcalde mayor.

37 AGI, México, 1935, f. 128r.
38  AGN-C, vol. 303, exp. 4, f. 352. 
39  Testimonio de Juan López, AGI, México, 1935, f. 131v. En una de sus peticiones, 

recordaba al Consejo de Indias el servicio que prestó su padre a la Corona, y especi-
ficaba su largo registro de servicios reales como “oficial mayor de la Intendencia del 
Real Palacio” para sustentar su solicitud. De la Barga elaboró once peticiones para 
un puesto, y Papantla no fue su primera elección. Véase, por ejemplo, AGI, Indife-
rente, 171, núm. 43.
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labor de investigar a todo el poblado. Su metódica dedicación al proceso 
legal demostró tanto las virtudes como las limitaciones de la justicia 
española. Era un recién llegado a la colonia, en tránsito a su puesto de 
oidor de la Suprema Corte de Manila. Congruente con su elevada posi-
ción, Basaraz se interesó en los problemas generales relacionados con la 
revuelta. Su meticulosa conducta judicial (dedicó dos meses en Papantla 
a reunir testimonios de todos los bandos) demostró su compromiso con 
los intereses reales. Su preocupación reflejó asimismo el sentido de crisis 
que predominó en el liderazgo colonial en 1767, cuando las revueltas a 
gran escala parecieron amenazar el principio mismo de la jerarquía. Lo 
que parece que más le molestó sobre los sucesos en Papantla no fue la 
violencia del desorden, sino la violación del procedimiento legal tanto de 
los pobladores como del alcalde mayor. Instituyó procedimientos legales 
contra De la Barga, por abusar de sus facultades legales, cuando falsificó 
testimonios contra los rebeldes, pero el juez castigó también a los rebeldes 
que se apropiaron de documentos legales de los militares durante la rebe-
lión. A Basaraz no le agradó ver mancillada la santidad de los tribunales.

Basaraz recopiló abundantes testimonios no sólo sobre los distur-
bios de 1767, sino también de los de 1762 y 1764. Al juez le interesaban 
todas las señales de subversión, en especial las protestas contra los 
impuestos, como el monopolio del tabaco. En las primeras revueltas, 
aunque los impuestos fueron un problema, los conflictos por las eleccio-
nes de la república y la competencia entre los residentes españoles del 
pueblo estaban muy cerca de la superficie. Los dos conjuntos de relatos 
revelan temas algo divergentes: De la Barga insistió en que los papante-
cos eran unos insolentes rebeldes contra toda autoridad real, mientras 
que los testigos que entrevistó Basaraz subrayaron una tradición de fac-
cionalismo al interior del pueblo. Los registros de Basaraz revelan una 
crónica de los conflictos entre los clientes de los fuereños españoles y los 
indígenas que ostentaban la calidad de mahuinas, como De Olmos, 
Olarte y Martín. Por ejemplo, los testigos indígenas dieron una gran 
importancia a lo que sucedió en torno a las elecciones, pues observaron 
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que el alcalde mayor excluyó de la participación a varios barrios. Estos 
conflictos databan al menos de 1764, cuando el alcalde mayor de aquel 
momento excluyó a varios principales, como Manuel González, de par-
ticipar en las elecciones. González también tuvo que ver en demandas 
legales contra De la Barga en los meses anteriores a la revuelta de 1767.

La explosiva rebelión de octubre de 1767 tuvo su origen inmediato 
en el intento de De la Barga de castigar a Nicolás de Olmos por incitar a 
la revuelta en la iglesia en dos ocasiones (24 de mayo y 5 de julio de 
1767). De la Barga calificó los disturbios como ataques sin provocación 
a la autoridad del párroco, Mariano Díaz, cuando cumplía su deber de 
verificar la asistencia indígena a la iglesia. Los registros de Basaraz reve-
lan que las autoridades locales no utilizaban la asistencia a la iglesia tan 
sólo para vigilar la piedad de los habitantes: era una oportunidad para 
aplicar la recaudación de impuestos. Un testigo español, Juan Massip, 
declaró que los problemas comenzaron cuando Díaz intentó azotar a un 
indígena insumiso, quien había faltado a la misa varias semanas. 
Cuando intervino la esposa del indígena gritando “¿Por qué los había de 
azotar tanto?”, De Olmos la secundó, no sólo para cuestionar el mal-
trato físico sino también para quejarse sobre la desaparición de dinero 
del erario de la comunidad.40

Las protestas de De Olmos, en estas dos ocasiones, ilustran un 
tema común de los enfrentamientos. Tanto en Papantla como en Yahua-
lica, los disidentes cuestionaban el buen estado de las finanzas del pue-
blo y la intervención fuereña en asuntos de la república. Otra faceta 
perturbadora de los dos motines de la iglesia fue que terminaron con la 
huida impune de De Olmos y algunos de sus partidarios a los montes 
cercanos. De la Barga vio en estos incidentes un desafío al Estado: los 

40  Declaración de Juan Massip, criollo, originario de la Ciudad de México, estudiante 
de doctor en filosofía “que ha de dos años que reside en este pueblo dedicado a 
aprender el idioma totonaca”, 8 de enero de 1768, AGN-C, vol. 308, exp. 3, f. 85. En 
varias ocasiones de su declaración, Massip ofrece traducciones de lo que dijeron los 
actores indígenas durante el tumulto. Este individuo se quedó en el pueblo donde 
después fue nombrado miembro del resguardo del estanco.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   63 07/01/16   14:07



MICHAEL T. DUCEY

64

indígenas se negaban a que los censaran, a asistir a misa y a apoyar el 
monopolio del tabaco, y cuando intervenía la autoridad civil, una y otra 
vez huían al refugio del monte.

La masiva rebelión del 17 de octubre de 1767 estalló unas cuantas 
semanas después de que el alcalde mayor por fin lograra arrestar a Nicolás 
de Olmos. Tras una investigación un tanto irregular, De la Barga ordenó 
enviar al rebelde a una prisión en la Ciudad de México. La orden no se 
cumplió porque la rebelión estalló en el pueblo cuando un escuadrón 
militar escoltaba a De Olmos a la salida de la cárcel, a las cinco de la 
mañana. De la Barga acusó a De Olmos de dar una señal de alerta, acor-
dada de antemano con sus seguidores y comenzar el tumulto. Sin embargo, 
según un testimonio indígena, fue la esposa de De Olmos quien alertó a 
los mahuinas de que el alcalde mayor iba a sacar del pueblo a su esposo sin 
ningún proceso legal. Como efectuó su investigación en secreto, sin soli-
citar declaraciones de los indígenas ni del prisionero mismo, no es invero-
símil la acusación. Ni siquiera los militares que escoltaban al prisionero 
hacia la capital sabían por qué estaba arrestado.41 En sus comentarios a 
Basaraz, los indígenas especularon que De la Barga iba a “vender” al pri-
sionero a la Ciudad de México.42 Otros pobladores declararon que los dis-
turbios en la iglesia fueron un pretexto, y que la causa verdadera del 
arresto de De Olmos fue su viaje anterior a la capital para conferenciar 
con el entonces encarcelado disidente indígena Manuel González.43

Ambos conjuntos de recuentos coinciden en que algunos mahui-
nas, José Suárez, Andrés Olarte, Miguel Vicente, Lucas Hernández y la 

41  Testimonio de Pioquinto Reyes, militar pardo, agi, México, 1934, f. 187. El teniente 
de la milicia Francisco Ramírez también dijo a Basaraz que no sabía por qué De 
Olmos estaba prisionero, “Testimonio de autos, 4”, AGI, México, 1935, ff. 12r-13.

42  AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 108v. Parece que De la Barga también modificó una parte 
del testimonio para fortalecer su caso contra De Olmos. Véase el testimonio de 
Mateo Gaspar, indígena de Papantla, AGI, México, 1935, f. 67, sobre la “venta” de De 
Olmos. Juan Massip también nos informa que escuchaba a los indígenas gritando en 
totonaco, “¿Por qué nos lo ha de llevar fuera? ¿Por qué ha de vender los hombres?” 
AGN-C, vol. 308, exp. 3, f. 84.

43  Declaración de Miguel Santiago, indígena de Papantla, declaración dada al juez 
Basaraz en Huachinango por medio de un intérprete, AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 108v.
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familia Ortiz dirigieron la revuelta. Organizaron con presteza una 
expedición de indígenas en persecución de los militares que escoltaban 
a De Olmos. Los indígenas, armados con palos, alcanzaron el destaca-
mento cerca del pueblo de El Espinal y liberaron al prisionero tras some-
ter a los soldados. Mientras tanto, una multitud de indígenas, hombres y 
mujeres, se congregó en la plaza cuando comenzaron a repicar las cam-
panas de la iglesia. Otros pobladores corrieron por el pueblo gritando 
“vengan, vengan, que ya se huye el alcalde mayor”.44

El funcionario se escondió en la casa de su socio comercial local, Plá-
cido Pérez, y los pobladores, suspicaces, rodearon el lugar en tres ocasiones 
y exigieron su presencia. En un momento determinado, De la Barga  
se enrolló en un petate para ocultarse de sus perseguidores. Según otro 
testimonio, logró escapar de la casa de Pérez vestido de mujer. De la 
Barga destacó el peligro mortal que enfrentó, y reportó que si los indí-
genas lo hubiesen encontrado lo habrían matado, y que los gritos de 
“maten a ese perro pícaro del alcalde mayor” reverberaban en todo el 
pueblo.45 Los indígenas corrían por el pueblo en busca de los socios de 
De la Barga, Joseph de Córdoba y Joseph Villavicencio, al grito de “mal-
vados” y “vellacos” y de que Córdoba “era el vellaco el que maleaba al 
Alcalde Mayor”.46 El gobernador indígena tampoco se salvó; la multi-
tud enardecida lo tundió a golpes y se llevó su bastón de mando, o vara. 
De la Barga trató de hacer ver a los rebeldes como radicales retando  
la legitimidad de la monarquía, pues declaró que llevaban varas y que 
José Suárez proclamó que él era el “rey” y “quien mandaba aquí”. Todos 
estos comentarios tenían el propósito de alarmar a las autoridades 
virreinales.

El domingo 18 de octubre, una vez que los indígenas habían humi-
llado a don Alonso de la Barga, golpeado a sus aliados indígenas y libe-

44  Declaración de Francisco Muñoz, criollo “de este comercio”, 7 de enero de 1768, 
AGN-C, vol. 308, exp. 3, f. 77.

45  AGN-C, vol. 303, exp. 3, f. 255v.
46  El teniente Ramírez reportó estas palabras en su declaración de 7 de enero de 1768, 

AGN-C vol. 308, exp. 3, f. 72.
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rado a De Olmos, los pobladores cedieron las calles a las autoridades 
españolas después de que el cura Miguel Solano ofició misa y desfiló por 
la plaza con la hostia. Cabe observar que este cura no había protagoni-
zado ninguna disputa con la comunidad indígena, como otros prelados 
del pueblo. Los indígenas consideraban al vicario, Joseph Antonio 
Ortiz, “un amigo cercano del alcalde mayor” y desoyeron sus súplicas 
de restaurar el orden. Del mismo modo, cuando el cura Miguel Már-
quez trató de calmar a la multitud mostrando el santísimo sacramento, 
los indígenas, según la declaración del alcalde mayor, le espetaron que 
“le volviesen a la iglesia, que ellos estaban en su negocio”, sin descu-
brirse la cabeza debidamente.47 En cambio, Solano logró negociar con 
los indígenas, y en un momento dado prometió que interrogaría a este 
último.48 De la Barga buscaba retratar a los rebeldes como irrespetuosos 
de la fe, lo cual era una exageración. Aun así hubo varias muestras de 
que la insubordinación indígena retaba al orden ideológico de Nueva 
España. Por ejemplo, un testigo que tenía algunas simpatías para los 
rebeldes, Juan Massip, atestiguó que cuando llegó a la iglesia la mañana 
del tumulto, “preguntó a un indizuelo de edad de como de 16 o 18 años… 
¿por qué tocaban las campanas? y le respondió en Totonaco riéndose, 
era porque estaba subcediendo [sic] los muertos”.49 Para este joven toto-
naco el tumulto fue un momento que provocaba alegría y daba cabida a 
burlarse del sistema.

47  AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 118. De la Barga al virrey De la Croix, “consulta” del 29 de 
octubre de 1767, AGI, México, 1934, f. 5. De la Barga siempre se empeñaba en retratar 
a los tumultuosos en los colores más oscuros, así que enfatiza su insubordinación 
tanto a la Corona como a la Iglesia. Su informe ofrece otra versión de la forma como 
se restauró el orden en el pueblo para destacar el papel de la milicia. Varios testigos 
indígenas contradijeron el informe de De la Barga, enfatizando que cuando apareció 
Marqués con el sacramento mostraron el debido respeto. El juez Basaraz obvia-
mente los interrogó sobre este punto.

48  Declaración de Massip, AGN-C, vol. 308, exp. 3, f. 88v. Los indígenas insistieron en 
que si Solano hiciera que De la Barga se presentara para hacer públicos los cargos 
contra De Olmos, se regresarían al orden. Según el testimonio del indígena “ladino” 
Gaspar García, los tumultuosos le dijeron a Solano “si usted nos lo ha de entregar  
[a Alonso de la Barga] mañana, nos sosegamos”.

49 [Declaración de Massip, AGN-C, vol. 308, exp. 3, f. 84.]
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Cuando Solano apaciguó a la turba, De la Barga salió de su petate; 
pero sólo se hizo presente en el pueblo después de que movilizó a la 
compañía de milicia, con la cual estableció una tensa paz armada.50 Los 
rebeldes más comprometidos se retiraron al monte. Después, el alcalde 
mayor redactó una apresurada acusación judicial en la que describía el 
asalto a su dignidad y el contenido subversivo de los motines. El virrey 
Carlos Francisco de Croix quedó tan sorprendido que no sólo envió una 
tropa de soldados regulares, como esperaba De la Barga, sino que des-
pachó al juez Basaraz para investigar los acontecimientos y castigar a 
los indígenas traidores. Esto fue la perdición de De la Barga. El alcalde 
mayor se percató de que era crucial para sus intereses controlar la infor-
mación sobre las condiciones en Papantla, y en un momento solicitó 
que el virrey arrestase a todo indígena que intentara enviar una petición 
a los tribunales porque, en su opinión, esas misivas sólo podían tener 
una “intención siniestra y mil mentiras”. Incluso, había girado órdenes 
a las autoridades colindantes a su jurisdicción para detener a cualquier 
indígena de Papantla que no portara un pasaporte expedido por su ofi-
cina.51 La llegada del juez terminó con sus posibilidades de controlar las 
noticias sobre los sucesos locales.52 

Basaraz comenzó a trabajar incluso antes de llegar a la tierra 
caliente, con entrevistas a los totonacas y a los españoles de Papantla 
que encontraba en camino a su destino. Los testimonios revelan asi-
mismo los estrechos lazos económicos y sociales entre la región de 
Papantla y los centros comercializadores tan lejanos como Tulancingo y 
Huachinango. Esos testigos pronto revelaron que las acusaciones de De 
la Barga eran muy engañosas, y aún antes de que llegara a Papantla el 

50  La milicia tardó algún tiempo en reunirse, pues, en su mayoría, los hombres eran 
pescadores que trabajaban en los ríos Tecolutla y Cazones. Por lo tanto, Papantla 
experimentó una semana sin la presencia del representante de la autoridad real.

51 De la Barga, 29 de octubre de 1767, AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 95.
52  Por ejemplo, el indígena Manuel Santiago fue interrogado por Basaraz en Huachi-

nango y declaró que los lugareños no presentaban quejas en la capital porque De la 
Barga azotaba a cualquier indígena que fuera a México, AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 109r.
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nuevo juez escribió: “el motivo del tumulto… no era de la gravedad que 
se había ponderado el marqués De Croix por el alcalde mayor”.53 Basa-
raz, en una demostración de valor pero también de confianza en sus 
informantes, despidió a su escolta y entró desarmado en el pueblo. Una 
de sus primeras acciones allí fue convocar a la milicia “con bandera ple-
gada y sin batir caja” para darles órdenes de “que todos se retiren a sus 
pueblos… de uno en uno, portando la arma baja sin ruido y sin ges-
tión… que diese en qué sospechar a los indios”.54 Los totonacas debieron 
observar con gran alivio que, en lugar de acudir a residir en las casas 
reales, el juez se instalara en el pochigui, o casa comunitaria y asiento de 
la república. Fue una declaración simbólica de imparcialidad que con-
venció a los “rebeldes inveterados” en el monte.

Basaraz descubrió que De la Barga manipuló con soltura los hechos 
para dejar a los rebeldes lo peor parados posible; incluso falsificó las 
declaraciones de los residentes españoles para apoyar sus acusaciones. 
El juez inició un proceso criminal contra el alcalde mayor por levantar 
falso testimonio y también arrestó a los españoles criollos que firmaron 
las declaraciones espurias como testigos de asistencia. Un testigo de 
asistencia, Egidio Fernández, declaró que firmó los testimonios sin 
haberlos leído ni presenciado las declaraciones de los testigos, “lo hizo 
de miedo de que en negarse a hacerlo le pusiera en la cárcel y en el cepo 
por lo temerario que es”. Juan de Dios Muñoz firmó como testigo de 
asistencia sin leer las declaraciones porque De la Barga le dijo que “no 
era cosa mayor”.55 Cuando Basaraz preguntó a De la Barga por qué los 

53  Basaraz, 26 de febrero de 1768, AGI, México, 1934, f. 7r. De la Barga al virrey De la 
Croix, “consulta” del 29 de octubre de 1767, AGI, México, 1934, f. 8r.

54  Basaraz, 11 de diciembre de 1767, Papantla, AGI, México, 1934, f. 156.
55  Un testigo de asistencia era un vecino que fungiese como testigo del testimonio 

juramentado de otras personas. El juez receptor del caso, Joseph Galicias, por ejem-
plo, testificó que no asistió a las sesiones cuando De la Barga registró las declaracio-
nes de los principales testigos y que el alcalde mayor tan sólo lo llamó para firmar los 
testimonios sin leerlos. Tanto los testigos de asistencia como el juez acompañado 
declararon que no sabían cuáles eran las responsabilidades de sus “oficios”, “Testi-
monio de autos por el Señor Comisionado contra el Juez acompañado y testigos de 
asistencia supuestas y la ilegalidad del Alcalde Mayor”, Declaración de Egidio Fer-
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testigos no cumplieron con los procedimientos judiciales asistiendo a 
las declaraciones y leyendo los documentos antes de firmarlos, tuvo el 
descaro de contestar que los testigos de asistencia y el juez acompañado 
“no concurrieron… por estar en sus ocupaciones”. 

Según los testimonios que recopiló Basaraz, los pobladores, si bien 
manifestaron una gran hostilidad hacia los funcionarios indígenas elec-
tos, no “usurparon” los símbolos de gobierno dando uso a las varas. Los 
rebeldes golpearon al gobernador y a los alcaldes indígenas y se llevaron 
sus varas, pero los testigos indígenas insistieron en que las depositaron 
con el debido respeto en las casas reales.56 Quienes padecieron las golpi-
zas no sintieron mucho consuelo en el respeto de los rebeldes por las 
varas, pero para Basaraz fue señal de que no desafiaron a la autoridad. 
Los pobladores negaron toda intención homicida, y con ingenuidad 
refutaron que tan sólo buscaban al alcalde mayor porque querían saber 
por qué había enviado a De Olmos a México. Sin duda los lugareños se 
pusieron de acuerdo para manipular su relato en busca del beneplácito 
del juez, pero, seguramente, las intenciones de los indígenas no fueron 
tan drásticas como De la Barga había puesto en sus acusaciones. Por 
ejemplo, los rebeldes sabían que De la Barga se había refugiado en casa 
de Pérez, pero no intentaron de manera concertada entrar por la fuerza 
ni incendiar el lugar.57 En las tres ocasiones que rodearon la casa, se 

nández, 2 de febrero de 1768, AGI, México, 1934, exp. 3, ff. 10-11; Declaración de Juan 
De Dios Muñoz, ff. 14; Declaración de De la Barga, f. 24r. AGI, México, 1934, exp. 3, 
ff. 5-6, 10-11, 13-15. El mismo documento se encuentra en el AGN-C, vol. 303, exp. 4. 

56  En una declaración del cabildo de indígenas sin fecha, los representantes de la repú-
blica denunciaron que “José Juárez anduvo con él [el bastón] todo el día diciendo 
que él gobernaba,” AGN-C, vol. 303, exp. 4, f. 347, y exp. 3, f. 88v. Se dice que Alonso 
Martín declaró durante los disturbios ante un grupo de indígenas “que cargó un 
bastón y les dijo que aquel bastón les había costado dinero”, frase ambigua que tal 
vez significaba que los abusos de la república costaban dinero a los pobladores o que 
costaba dinero a los funcionarios de la república ocupar sus puestos. Martín había 
sido un líder durante los tumultos anteriores de 1764 también. Testimonio de Fran-
cisco Pérez, indio de Papantla “algo ladino”, Huachinango, AGI, México, 1935, f. 126. 
Llama la atención que Pérez fue miliciano aunque gozaba del estatus de “indio.”

57  Declaración de Francisco Muñoz, comerciante, 7 de enero de 1768, AGN-C, vol. 308, 
exp. 3, f. 77v-8.
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limitaron a gritar insultos y lanzar alguna pedrada a la puerta. Tam-
poco recurrieron a las armas de fuego durante la revuelta, pese a que 
muchos pobladores indígenas las tenían. Las acciones de los rebeldes 
indicaron que deseaban intimidar al abusivo funcionario, no matarlo.58

La disputa sobre el destino de las varas y el grado de violencia es un 
ejemplo de la habilidad con que los pobladores manipularon la visión de 
poder del Estado. Después de los hechos, los indígenas insistieron en 
que sus intenciones fueron pacíficas y se ajustaron a los límites de la 
conducta de súbditos leales. No negaron la toma ilegal de las varas; tan 
sólo insistieron en que su intención fue sana. Los pobladores disidentes 
consiguieron uno de sus objetivos en las revueltas. Al esconderse en un 
petate y disfrazarse de mujer para escapar de la ira del pueblo, el alcalde 
mayor se humilló ante el pueblo. Los testigos indígenas, en un ejemplo 
de “inversión” del discurso del poder, disfrutaron describiéndolo como 
“el alcalde mayor que se vistió de mujer”. Las declaraciones demuestran 
que fue posible desafiar al gobierno colonial en un nivel simbólico: la 
fachada de autoridad que construyó De la Barga se derrumbó ante el 
fulminante ridículo de los locales en las secuelas de la rebelión.59

Los símbolos del poder se ubicaron en el centro de contención de 
estos testimonios contrastantes; De la Barga acusó a los indígenas de usur-
par la autoridad del rey. Los pobladores, en su testimonio ante Basaraz, 
replicaron con sutileza al acusar al alcalde mayor de socavar los intereses 
de la monarquía. Comenzaron su testimonio con la observación de que 
siempre que ordenaba a los indígenas hacer algo para su beneficio perso-
nal, como construirle una casa o aceptar bienes de repartimiento, afir-
maba que el rey así lo ordenaba. Cuando se les pidió que explicaran por 

58  Taylor observa que a menudo los indígenas invertían el papel de gobernador y 
subordinado al aplicar el mismo lenguaje abusivo que los funcionarios les habían 
aplicado antes a ellos. Taylor, Drinking..., p. 117; Scarlet O'Phelan Godoy, Rebellions 
and Revolts in Eighteenth Century Peru and Upper Peru, p. 134.

59  Scott, Domination and the Arts of Resistance..., p. 49. Sobre la inversión de las señales de 
subordinación, véase Ranajit Guha, Elementary Aspects of Peasant Insurgency in Colonial 
India, pp. 75-76.
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qué los rebeldes corrían por el pueblo al grito de “¿Dónde se ha ido el Rey? 
¿Que se ha huido, y no aparece?”, los mahuinas respondieron que “lo 
hacían porque siempre les decía el Alcalde Mayor que él era el Rey, y por 
este motivo repetían este nombre”. La cita no sólo demuestra el amargo 
humor de los rebeldes, sino indica también que los indígenas estaban 
muy conscientes de que había excedido su autoridad. Para llamar la aten-
ción del implacable juez, los indígenas se quejaron de que los manejos de 
este funcionario desviaban el dinero que los pobladores normalmente 
depositarían en los cofres reales. Así, los pobladores replicaron que la 
orden de De la Barga de cortar los árboles destruía el ingreso con que 
pagaban sus impuestos. El testimonio indígena también destacó que en 
las elecciones siempre participaban: “los ocho barrios eligen el goberna-
dor… para que cobre los reales tributos”,60 con lo que hacían de la defensa 
de la autonomía política una defensa del ingreso real. Los indígenas utili-
zaron las proclamaciones de De la Barga de inmunidad respecto de los 
canales normales de reparación como justificación de su rebelión: como 
el alcalde mayor reclamaba que “no hay quien me hace nada ni en México, 
que sólo en España”, y su único recurso era el alzamiento.61 Los poblado-

60  Es importante notar que cuando se refieren a “los ocho barrios”, quieren decir por 
medio de los representantes de dichos barrios, los mahuinas. Testimonio del indí-
gena mahuina Miguel Pérez, agi, México, 1934, f. 300. Todos los mahuinas repetían 
estos relatos. A quienes protestaban por el “reparto” de mulas también se les replicaba 
que el alcalde mayor “tenía órdenes de llevarlo a cabo”, Petición al virrey de los indí-
genas de Papantla, AGN-C, vol. 303, exp. 4, ff. 352-353; Representación de los carpinte-
ros naturales, Santiago Ximénez y Lucas Herdez. “y también le dijimos vamos a bus-
car el dinero de tributo y respondió el Alcalde [mayor], primero está lo que yo mando 
que el rey”, AGN-C, vol. 303, exp. 2, f. 251, o sea el alcalde mayor ponía sus necesidades 
por encima de las del rey. Incluso los milicianos pardos describían como De la Barga 
abusaba de la autoridad del rey. Testimonio de Juan López, miliciano pardo natural 
de Papantla, AGI, México, 1935, f. 131r, declaró que este funcionario afirmaba “que 
traía orden de España” siempre que pedía hombres para servicios militares.

61  Esta idea se repite tanto en los testimonios de indígenas rebeldes como en el de su 
abogado defensor (fiscal protector de indios). Una petición de los indios del pueblo 
declaró que “nosotros como inocentes creemos todo” sobre su supuesta influencia e 
inmunidad respecto de los canales normales de petición, Petición al virrey de los 
indígenas de Papantla, AGN-C, vol. 303, exp. 4, ff. 352. El fiscal escribió: “en cuya 
ignorada inteligencia como voceaba regularmente que como provisto Alcalde 
Mayor por el Rey, no tenía en este Reyno Juez que pudiera conocer de sus causas ni 
mis partes ni los demás Indios se animaban a hacer ocurso contra él ante el Exmo. 
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res, en esencia, argumentaron que su revuelta restauró el orden colonial 
subvertido por el alcalde mayor.

Basaraz descubrió que De la Barga tenía un activo programa comer-
cial, con ventas forzosas para distribuir mulas, ropa, azúcar, jabón, velas, 
sombreros y otras mercancías a los campesinos indígenas. De la Barga y 
su socio comercial local, Plácido Pérez, también se dedicaban a comprar 
toda clase de bienes silvestres y agrícolas, como vainilla, cera de abeja, 
licor de caña e incluso maíz a precios fijos.62 Sin embargo, es interesante 
notar que las víctimas que más se quejaban de estas prácticas monopóli-
cas no eran los indígenas, sino los vecinos españoles que vieron obstacu-
lizadas sus actividades comerciales. Un comerciante de Huachinango se 
quejó de que el alcalde mayor arrestó y multó a su mozo cuando lo 
enviaba a vender mercancías a los indios de Papantla.63

Uno de los problemas más insólitos que surgieron fue el deseo de  
De la Barga de cortar los árboles en el pueblo, por una supuesta orden del 
rey. El impopular cura José Ortiz y De la Barga exigieron que los poblado-

Señor Virrey de este Reyno, o Real Audienca para reparar remedio de las obstilida-
des que havian y estaban experimentando…”, Joaquín Antonio Guerrero y Tagle, 
Procurador de naturales, AGI, México, 1934, f. 454. Este argumento no carecía por 
completo de méritos, pues, como ya se mencionó, De la Barga intentó prohibir las 
acciones para acudir a tribunales más altos.

62  Petición de los hijos naturales de este pueblo de Papantla, sin fecha, AGN-C, vol. 
303, exp. 4, f. 346; Testimonio de Juan Diego Ugarte, Teniente de Alcalde Mayor 
de Huachinango, AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 98; Testimonio del regidor de El Espi-
nal, 3 de enero de 1768, AGN-C, vol. 312, exp. 9, f. 248, sobre el esfuerzo del Alcalde 
Mayor de acaparar la producción de vainilla de dicho pueblo. El alcalde mayor 
publicó una ordenanza en El Espinal para obligar a los indígenas a venderle vaini-
lla sólo a él, so pena de una multa de veinticinco pesos. Cuando Basaraz llegó a 
Papantla, De la Barga se apresuró a enviar a su sobrino y teniente, Francisco de la 
Barga, a recuperar y destruir la ordenanza, en un vano intento de cubrir sus hue-
llas, Declaración de Francisco de la Barga, 3 de enero de 1768, AGN-C, vol. 312, exp. 
9, exps. 248, 249r.

63  Declaración de Martín Gamboa, Huachinango, AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 102. Según 
testigos mulatos que llegaban a Huachinango “de lo que acaecía [en Papantla] no 
tenían la culpa sino el Alcalde Mayor que los tenían hostigados con sus reparti-
mientos”, Gamboa, AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 102. Mientras un testigo español 
declaró que los motivos de la revuelta fueron que “los azota con exceso y […] no les 
deja en plena libertad de comercio y por otras varias cosas”, Muñoz, AGN-C, vol. 308, 
exp. 3, f. 82.
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res limpiaran de maleza y árboles desde el Monte del Campanario, 
supuestamente con el objetivo de evitar actividades criminales. En pala-
bras del alcalde mayor: “que se cometiesen ofensas a Dios a la sombra de 
dichos árboles y estos presentan obstáculo para la captura de los 
agresores...”64  Por su experiencia con los disturbios de la iglesia de Nicolás 
de Olmos, De la Barga concluyó que el monte fomentaba la desobediencia.

Los totonacas criticaron de manera constante esta política que, 
para el lector moderno, resulta del todo extraña. Los nativos presenta-
ron la campaña de cortar árboles como una carga económicamente 
irracional impuesta a la comunidad. Los pobladores contaron los árbo-
les derribados, resaltaron el valor monetario de cada árbol y exigieron 
arreglo. En lugar de ser escenario de conducta criminal, las docenas de 
árboles frutales y de sombra cortados representaban una fuente impor-
tante de alimento, cuando las cosechas de maíz no eran buenas y los 
pobres dependían de la venta de fruta para ganarse la vida y pagar sus 
impuestos. En total, 266 individuos registraron pérdidas debido a la 
campaña contra los árboles. Las víctimas describieron la campaña 
como un ataque a su modo de vida, por no mencionar el incalculable 
valor de los árboles de sombra en el clima tropical de Papantla. El 
alcalde mayor también se apropiaba la madera de los árboles tumbados 
con la cual construyó su granero privado. Si bien los españoles recién 
llegados tal vez considerasen al monte un espacio económicamente des-
perdiciado, los comuneros lo veían como el lugar donde se desarrolla-
ban las actividades productivas más importantes. El campo no era sólo 
selva indistinta, sino que allí había tierras que habían sido sembradíos 
de milpas en el pasado y lo serían en el futuro. Los árboles frutales quizá 
no formasen un huerto, pero eso no significaba que no tuviesen dueño. 
El campo era también donde los totonacas recolectaban la valiosa vaini-
lla y donde cosechaban la amplia variedad de productos silvestres que 

64  Declaración de Plácido Pérez, 28 de diciembre de 1767, AGN-C, vol. 303, exp. 2, ff. 
243-43r. Para una lista de todos los árboles cortados véase ff. 245-49r.
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conformaban sus “cultivos” comerciales más apreciados. Los poblado-
res tenían un sentido de propiedad respecto de las tierras de los alrede-
dores y de los árboles que explotaban a pesar de que eran parte del 
monte.

En el centro del pueblo, hacia arriba de la iglesia, había un monte 
boscoso donde, a falta de una torre en la construcción, se encontraban 
las campanas. Este pedazo de monte localizado en medio del pueblo, 
conocido como el “cerro campanario”, era un buen símbolo de la selva 
urbana de Papantla y dominaba el pueblo. Como cada solar de 
vivienda era asimismo un jardín donde las familias indígenas recrea-
ban una pequeña porción del monte junto a su choza, el trazo urbano 
de la comunidad se perdía entre un monte que invadía sus espacios.65 
El hecho de que las campanas del pueblo, símbolo físico de su identi-
dad, estuviesen en el monte indica que, para muchos papantecos, la 
plaza no representaba el centro espiritual del poblado. Las campanas 
regulaban la rutina diaria de la localidad, con ellas se llamaba a la 
misa y se convocaba a los habitantes a las reuniones generales. En 
1767, los rebeldes las usaron para arengar a los pobladores contra el 
alcalde mayor, y como estaban en el monte, nadie pudo decir quién las 
había repicado. Era casi como si el monte mismo hubiese convocado a 
sus hijos para expulsar al abusivo administrador. Los visitantes en el 
pueblo, como Basaraz y De la Barga, quedaron sorprendidos por esta 
anomalía y se quejaron de la “irregularidad” y el desorden del diseño 
del poblado.

El monte tiene significados profundos para los totonacas modernos, 
con su propia vida y su propia deidad. Este tiene “dueño”, “Quihuikolu”, 
que protege los campos y recursos necesarios para la supervivencia de los 
lugareños. Alain Ichon describe el poder del “dueño del monte”, a quien 
los totonacas elevan sus plegarias cuando salen a cazar o a recolectar miel 

65  Isabel Kelly y Ángel Palerm, The Tajín Totonac, Part 1, History, describen que las 
parcelas familiares en el siglo xx en el barrio de El Tajín incluían un pequeño huerto 
irregular cerca de la vivienda.
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y cera de abeja virgen.66 El monte era territorio indígena, un espacio dis-
tinto del dominio supervisado por españoles, que era el pueblo. Así, si 
bien los testigos totonacos subrayaron sus intereses económicos raciona-
les al protestar por la actividad perjudicial para el monte de De la Barga, 
su lenguaje enmascaraba preocupaciones culturales más profundas.

En lugar de ser producto de alguna extraña peculiaridad en la perso-
nalidad de De la Barga, esta acción contraria al monte fue quizá una de las 
más coherentes, y a todas luces ambiciosa, que emprendió. El hecho de que 
fuese capaz de obtener el apoyo de otros funcionarios reales y eclesiásticos 
en el pueblo y, al final, del juez Basaraz, fue otra señal de que una parte de 
la población española compartía sus sentimientos sobre la exuberante vege-
tación que rodeaba al asentamiento. Las descripciones de De la Barga del 
“pueblo revoltoso de Papantla” apuntan que la ley y el orden eran el motivo 
por la campaña contra los árboles. En su versión, los campos selváticos eran 
un refugio de los enemigos de la ley del rey. En su acusación declaró que 
Manuel González, líder disidente de larga data, convocaba a reuniones en el 
monte para concertar sus actividades.67 El mensaje era que, más allá de los 
ojos vigilantes de la iglesia y los funcionarios del rey, los indígenas conspi-
raban con fines subversivos. De la Barga se refiere a los indígenas como 
“cimarrones”, término empleado para el ganado (y los esclavos) que volvía 
a ser “silvestre”, que escapaba a su domesticación para vivir, sin amo, en el 
monte. Incluso, el teniente de alcalde mayor de Huachinango informó a 
Basaraz que los totonacos habían formado un “nuevo pueblo” en el interior 
de su territorio, obviamente sin ninguna intervención de las autoridades 
reales. [Declaración de Juan Domingo Ugarte.68 Esta información la pre-
sentó de una manera muy tentativa, diciendo que “le parece haberle oído” 
del teniente de alcalde mayor de Tamiahua.] No había una política borbó-

66  José Luis Blanco Rosas, “La muerte de Quihuikolo. Territorialidad de tres municipios 
totonacos del siglo XIX”, p. 106; Alain Ichon, La religión de los totonacas de la Sierra, 
pp. 154-155.

67  De la Barga al virrey De la Croix, “consulta” del 29 de octubre de 1767, AGI, México, 
1934, f. 4.

68 AGN-C, vol. 304, exp. 2, f. 97r.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   75 07/01/16   14:07



76

MICHAEL T. DUCEY

nica explícitamente declarada contra el monte, pero la preocupación del 
juez refleja el impulso modernizador de ordenar el peligroso espacio tropi-
cal de la tierra caliente. Esto recuerda las batallas simbólicas por las culturas 
locales que entablaron los estados europeos en su intento de modernizar el 
uso de la campiña.69

Aunque Basaraz revirtió la mayoría de las acciones del deshonesto 
alcalde mayor, ratificó la campaña contra el monte. Como castigo por su 
papel en los disturbios, Basaraz ordenó a los mahuinas que retirasen toda 
la vegetación de los campos alrededor de Papantla, a una legua de distancia 
en todas direcciones, y en especial en la del Cerro Campanario. Basaraz, 
pese a su obvio disgusto por los abusos de De la Barga, en esencia compar-
tió su opinión sobre los papantecos. Dijo a los indígenas “que no les era 
lícito valerse en delante de semejantes medios para libertarse de las opre-
siones y agravios que se les irroguen [sic] por su alcalde mayor”.70 Basaraz 
no toleró el desorden, y como resultado sentenció a los cabecillas a pasar los 
tres años siguientes despejando el monte. Más tarde, cuando describió sus 
servicios al Consejo de Indias, incluyó el haber “restituido el pueblo”, y 
declaró con optimismo que “ningún indio se quedó en el monte”.

Los comentarios de Basaraz ilustran el temor que infundía el monte 
entre los gobernantes españoles de los pueblos indígenas. Basaraz no 
escribió que los indígenas se rebelaron, sino que “desampararon entera-
mente el pueblo y se amontaron en todos los cerros”. Un buen gobierno 
significaba sacar a los indígenas del monte y llevarlos a los pueblos, donde 
se les podía vigilar, contar y fiscalizar. Obligar a los indios a talar el monte 
era, en su opinión, un servicio positivo: “no les son sino de infestar la 
sanidad de madrigueras, de fieras, y sabandijas, y de refugio, y abrigo 
próximo en los desórdenes, y fugas de los naturales”.71

69  Peter Sahlins, Forest Rites: The War of the Demoiselle in Nineteenth-Century France, 
pp. 129-131 passim, describe los ritos de los campesinos en la defensa del campo, 
proceso con claras semejanzas con este caso.

70  29 de junio de 1768, AGI, México, 1934, f. 7r.
71  “Sentencia”, con fecha del 24 de febrero de 1768, AGI, México, 1934, f. 460.
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iMagen 2.1. Papantla en 1767. Dibujo del pueblo a cargo de Domin-
go Blas de Basaraz, que elaboró como parte de los registros judicia-
les que describen la rebelión de 1767. Observe la ubicación del Cerro 
del Campanario. La leyenda original reza: “Diagrama de el pueblo 
de Santa María de Papantla, obispado de Puebla de los Ángeles en 
las costas de barlovento, distante de México 70 leguas, cuya pobla-
ción fuera de 117 familias españolas, mestizas y mulatas, se compo-
ne de ocho barrios de indios totonacas en número de 3 734 almas 
con 818 tributarios enteros los que se sublevaron el 17 de octubre 
de 1767 amontados a los cerros fueron pacificados y reducidos a la 
población por el oidor de Manila, alcalde del crimen interino don 
Domingo Blas de Basaraz que, por comisión del Exmo. Marqués de 
Croix, virrey de Nueva España, pasó a aquella jurisdicción y entró 
en ella acompañado sólo por dos criados”. ((C) Ministerio de Educa-
ción, Cultura y Deporte, Archivo General de Indias, MP-México, 235.)

El juez también elaboró un nuevo conteo fiscal para establecer una lista 
tributaria más precisa.72 La máxima tan citada del gobierno español, 
“gobernar es poblar”, implicaba más que sólo colonizar; significó esfor-

72  El resultado fue 818 contribuyentes y un total de 3 134 indígenas de todas edades y 
ambos géneros. Basaraz presumió que pudo realizar el censo mientras “que no lo 
había podido practicar el apoderado fiscal”, Basaraz, 26 de febrero de 1768, AGI, 
México, 1934, f. 1r; en los ff. 399-435r se encuentra la lista de contribuyentes. Los 
totonacas cumplieron sin dilación; para gran regocijo del juez, incluso aprovecha-
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zarse porque la población viviese en los pueblos que fungían como 
puestos de avanzada de la civilización y del gobierno real. En el informe 
de sus actividades, Basaraz incluyó un dibujo de Papantla de gran rele-
vancia (véase la imagen 2.1). El bosquejo representa un pueblo con las 
viviendas acomodadas en línea recta y ocupando la página entera, y el 
monte limitado a los márgenes de un espacio ordenado y numerado. 
Pese a la orden judicial, la campaña contra el bosque parece haber desa-
parecido después de 1768, pues la selva mantuvo su dominio del paisaje 
hasta bien entrado el siglo XX. Los rebeldes posteriores siguieron huyen-
do a la selva; en 1773, los rebeldes de Tenampulco se ocultaron en el 
monte de Papantla, y en 1787 los papantecos recurrieron a su refugio 
acostumbrado. El monte era fuerte, como señaló Plácido Pérez, coman-
dante de la compañía militar, cuando criticó el orden original de De la 
Barga: el monte estaba en todas partes.73

Basaraz y De la Barga coincidían en otro punto: el gobierno indígena 
de Papantla era desordenado, y los mahuinas no autorizados habían sub-
vertido la república debidamente constituida. La revuelta de 1767 reveló 
una extendida oposición al gobierno indígena y una disputa entre faccio-
nes al interior de la misma comunidad, exacerbada por las actividades de 
los funcionarios españoles. Los pobladores se quejaban de que este nume-
rario de la Corona, en colusión con cinco exgobernadores, arregló la elec-
ción de Nicolás de Nava, quien malversó los fondos del impuesto de la 
“real de comunidad”. “No ha pagado la comunidad que dan, cada año, los 
hijos a real; eso no aparece en la caja de comunidad”. Se trataba del mismo 
impuesto por el que protestó De Olmos en los disturbios de la iglesia rela-
cionados con Díaz. Durante los tumultos de octubre, cuando los poblado-
res apalearon a Nava, gritaban “que él tenía la culpa porque no los defen-

ron la ocasión para denunciar a varios residentes españoles que “ocultaban” a sus 
sirvientes indígenas de las listas de contribuyentes, AGI, México, 1934, ff. 435r-436.

73  Señaló lo absurdo de la ordenanza de De la Barga debido a que tenía demasiada tie-
rra arbolada para controlar. También testificó que no conocía ningún caso en que 
los agresores se escondiesen en los árboles, AGN-C, vol. 303, exp. 2, f. 244.
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día de que el Alcalde Mayor no los azotara tanto”.74 De la Barga contaminó 
el proceso de las elecciones al abultar las cuentas en favor de sus candida-
tos. Hubo asimismo una disputa por el lugar donde debía celebrarse la 
elección; los pobladores querían el pochigui, como se acostumbraba, y De 
la Barga les ordenó que se efectuara en las casas reales.

Basaraz culpó a la organización política totonaca de los problemas 
electorales. Para el juez, los mahuinas representaban una peligrosa abe-
rración porque su existencia trascendía el gobierno indígena sancio-
nado de manera oficial. La ley española, si bien otorgaba autonomía a 
las repúblicas de indios, contenía abundantes regulaciones que permi-
tían a los funcionarios españoles “supervisar” el gobierno nativo, desde 
vigilar las elecciones hasta revisar los libros de contabilidad del pueblo 
y conservar las llaves del tesoro local. En cambio, los mahuinas no reci-
bían ninguna supervisión. Eran demasiado independientes y podían  
“. . .  como mandones, y diputados que siempre han presumido ser de los 
ocho Barrios, con facilidad han solido arrastrar, a todos los naturales de 
ellos, a la ejecución de sus acuerdos […] ocasionando alternaciones, 
particularmente en las elecciones anuales de Oficiales de República”. 

Estos líderes indígenas locales podían, por ende, anular el control 
que la Corona y la Iglesia ejercían sobre los puestos indígenas. Los 
mahuinas operaban más allá de la mirada vigilante de los funcionarios 
de la Corona, y tomaban sus decisiones en “juntas privadas y conciliá-
bulos [sic]”.75

Al hacer responsables a los mahuinas por la rebelión, el juez falló 
“en primer lugar desterrar como destierro abolir y abrogar, como lo 
hago, la mala usanza de elegir, nombrar, y tener en la República Mahui-
nas”. Basaraz también solicitó una reforma de la tesorería de la comuni-
dad. Sorprendido al ver que la caja fuerte no tenía siquiera una tapa, 

74  Declaración de Francisco Ramírez, teniente de milicias, 7 de enero de 1768, agn-c, 
vol. 308, exp. 3, f. 75. Véase también la declaración de Juan Massip, AGN-C, vol. 308, 
exp. 3, f. 85; y Petición a Vuestra Alteza de los indios de Papantla, AGN-C, vol. 303, 
exp. 4, f. 353v.

75  “Sentencia”, AGI, México, 1934, f. 459-59r.
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señal de que los funcionarios indígenas podían recurrir a los fondos del 
pueblo, sin consultar al párroco o al alcalde mayor, ordenó que se fabri-
cara una sólida caja fuerte con las tres chapas necesarias. Basaraz se 
esforzó en hacer que el pueblo retornara al sendero debido de los proce-
dimientos legales.

La actitud de los pobladores es un poco sorprendente a primera 
vista. Los mahuinas, a quienes se calificó como los “más salvajes” 
durante la rebelión, acompañaron sin chistar al juez a la Ciudad de 
México, y éste elogió su conducta humilde durante el trayecto. Sus tes-
timonios tienden a destacar su papel de víctimas obligadas a rebelarse 
porque no les quedaban otros medios para remediarlo. Los líderes insis-
tieron en que no usurparon ninguna autoridad y que sólo querían plan-
tear unas preguntas al alcalde mayor. En muchas ocasiones, durante el 
proceso, la táctica de ofuscación y resistencia, disimulada como confor-
midad, fue notoria. Francisco García rindió una declaración típica de 
los mahuinas en la que afirmó que no se había rebelado “con intención 
de faltarle el respeto que siempre ha tenido del Rey y la Real Justicia sino 
que movido por el amor que, como a hijo del pueblo, le tenía a Nicolás 
de Olmos… de ver si impedía, con ruegos y súplicas, conseguir que su 
Alcalde Mayor no lo vendiese…” Cuando se le preguntó cómo tuvo la 
audacia de tomar los documentos legales del sargento militar que escol-
taba a De Olmos, contestó que “quiso… tener el gusto de ser él, el que 
entregara dicho pliego al Alcalde Mayor”.76 Incluso De Olmos sostuvo 
que nunca había desafiado a la justicia real. Sólo gritó de desesperación 
cuando lo sacaban de la cárcel: “no con el propósito de incitar a los nati-
vos a la rebelión contra la justicia real, ante la cual él siempre había sido 
obediente”. Estos comportamientos astutos demuestran una clara com-
prensión de las relaciones de poder que sus actos desafiaban. Pretendían 

76  Apoderarse de documentos se consideraba un asalto a la justicia real, un crimen 
grave, Testimonio de Francisco García “Lecuacín”, AGI, México, leg. 1934, ff. 339-
341r. Después de esta declaración, García dejó de contestar las preguntas decla-
rando que no tenía más qué decir.
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reinterpretar su conducta rebelde al afirmar que sólo deseaban restau-
rar el orden que habían violado las acciones de De la Barga. En este 
sentido, la revuelta fue el ejemplo clásico de una estrategia de “econo-
mía moral”: justificar sus acciones con base en los valores del orden 
colonial.

No refutaron las órdenes judiciales que abolían a los mahuinas ni 
la ardua labor de talar el monte. Simplemente las ignoraron. Los rebel-
des consiguieron su objetivo principal: el retiro del administrador abu-
sivo. Mejor aún, De la Barga fue a la cárcel, y debió eliminarse toda 
autoridad que tuviese en el pueblo. Los papantecos tenían fe en que el 
monte fuese más fuerte que el juez, y el tiempo demostraría que tenían 
razón. El juez se fue, llegó un nuevo alcalde mayor y los mahuinas sobre-
vivieron, y quedó intacta su influencia sobre los asuntos de la comuni-
dad. En las nuevas elecciones de 1768 resultó gobernador Andrés Olarte, 
uno de los líderes de la rebelión.

Veinte años después, otra fuerte revuelta sacudió a la comunidad, 
que demostró haber cambiado muy poco. Sin embargo, en este caso de 
1787, los conflictos dentro de ella y la injerencia de fuereños españoles 
representaron un papel aún más protagónico. A diferencia de la mayoría 
de otras rebeliones registradas, la del 23 de agosto manifestó una violen-
cia poco común. Parece que la revuelta comenzó en las afueras del edifi-
cio del monopolio del tabaco, donde se congregaron los indígenas: “die-
ron voz contra el resguardo de la Renta de Tabaco”. Otro indígena, Miguel 
Pérez, intervino e impidió a los rebeldes que prendieran fuego al edificio 
del monopolio, diciéndoles que “era casa del Rey, porque allí estaban los 
bienes de su majestad”,77 pero los pobladores obligaron a los funciona-
rios de la guardia del tabaco a huir para salvar su vida. Los rebeldes 

77  Juan Macijo, 28 de agosto de 1787, AGN-IG, vol. 414a, exp. 8, f. 1r. No queda claro si se 
trata del mismo Miguel Pérez que fungió como mahuina en 1767. Macijo escribió en 
su carta que temía por su vida: “Esta noticia doy a Vuestra Merced y no lo hace el 
cabo porque no puede firmar por las avechanjas [sic] que de sus movimientos hacen 
los Indios, y aún yo escribo con el riesgo de que sorprendan las valijas y encuentren 
esta carta, que no sería nada favorable a mi salud”.
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“hirieron de gravedad” al recién nombrado subdelegado (puesto nuevo 
que sustituyó al tradicional alcalde mayor), José María Morcillo, y gol-
pearon con rudeza a otros residentes.78 Morcillo quedó herido y perdió 
todo su equipaje mientras rescataba los archivos de la turba enfurecida. 
El subdelegado y los funcionarios del tabaco se refugiaron en la iglesia 
con algunos milicianos, y en un momento dado los rebeldes intentaron 
incendiar la iglesia.79 Los pobladores sitiaron al subdelegado en el templo, 
emplearon armas de fuego, y el pueblo regresó al orden sólo después de la 
llegada de un contingente de 180 tropas regulares y 249 milicianos.

Por desgracia, esta vez no hubo ningún Basaraz meticuloso que 
detallara los sucesos de 1787, pero al observar los objetos de la ira popu-
lar, se entienden las razones del levantamiento. La comunidad estaba 
dividida y, en realidad, los nativos hirieron a Morcillo cuando se dis-
puso a intervenir en un enfrentamiento entre las dos “facciones” indí-
genas.80 Además, los grupos tenían patrocinadores en la comunidad 
española, uno aliado al subdelegado y otro que quizá se relacionaba con 
Manuel Cornejo, exalcalde mayor que hacía poco había dejado el 
puesto. Un grupo de pobladores asaltó a dos alcaldes de la república y 
los acusó de someterse a ciegas al nuevo subdelegado, y después de la 
llegada de las tropas, el comandante consideró necesario asignar escol-
tas militares a los alcaldes. Antes de la rebelión, hubo quejas sobre las 
elecciones de 1787. Morcillo había escrito a la Ciudad de México para 
protestar por la elección “ilegal” de Domingo Olmedo porque una vez 
robó fondos de los tributos.81 Después de la rebelión intervinieron los 
militares en las nuevas elecciones para impedir la victoria de Miguel 

78  AGN-C, vol. 315, exp. 2, f. 35v. A diferencia de los disturbios de 1767, los incidentes de 
1787 provocaron que los habitantes españoles del pueblo se sintiesen amenazados 
por la mayoría indígena, y pidieron que se estableciese un cuartel permanente en 
Papantla.

79  AGN-C, vol. 315, exp. 2, f. 34. Véase virrey Manuel Antonio Flores, “José María Mor-
cillo, Méritos”, 26 de marzo de 1788, AGI, Secretaría de Guerra, 6957, exp. 21, 1788-
1789.

80  Macijo, 28 de agosto de 1787, AGN-IG, vol. 414a, exp. 8, f. 1r.
81  AGN-I, vol. 69, exp. 347, f. 268.
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Morales. Si bien Morales había defendido “la autoridad real” durante la 
revuelta, el comandante no quiso permitir la elección de alguien cono-
cido como “cabeza de partido, aunque sea justo”.82 Pese a que los docu-
mentos no mencionan la organización de los mahuinas, algunos de los 
mahuinas de 1767 reaparecieron en estos sucesos. En ausencia de un 
informe judicial detallado, es difícil decir si el sistema totonaca de lide-
razgo había dejado de existir o si tan sólo permanecía oculto debajo del 
radar de los funcionarios que nos informan sobre los acontecimientos.

Las divisiones internas de la comunidad fueron sólo una parte del 
problema, pues había asimismo un conflicto entre los españoles del pue-
blo. En enero de 1787, el virrey retiró al alcalde mayor Cornejo por 
“varias irregularidades”. Pero este alcalde mayor de larga trayectoria 
(estaba en el puesto desde su llegada de España, en 1779) se rehusó a 
renunciar a su influencia en el pueblo. Dejó tras de sí a varios subordi-
nados en Papantla y abrió su hogar en la Ciudad de México a totonacas 
que visitaban aquella urbe para litigar en los tribunales. Morcillo culpó 
a los subordinados de Cornejo, en particular al sargento de milicias José 
Chávez, por instigar a los rebeldes.83 Durante la crisis de 1786 de la 
desastrosa escasez de maíz en toda la colonia, el alcalde mayor también 
protagonizó un conflicto con un comerciante, Joaquín Suárez, por el 
plan de este último de exportar granos del distrito a los puertos de Vera-
cruz y Tabasco. Cornejo protestó porque las exportaciones habrían 
creado faltantes locales durante ese año de intensa hambruna.84 Parece 
que Cornejo era un tipo beligerante, quien alguna vez tuvo problemas 

82  Carta de Arias de Saavedra, 6 de noviembre de 1787, Papantla, AGN-C 315, exp.2, f. 15r.
83  Morcillo, 10 de diciembre de 1787, AGN-C, vol. 539, exp. 5, f. 161r-62, 165. Morcillo 

denunció a Chávez como desertor porque había servido en el regimiento de Flandes 
y del rey, pero no presentó su licencia cuando se lo solicitó y “su mala conducta está 
verificada con haber servido en China, adonde no creo vaya nadie que no sea desti-
nado por delitos”. En su hoja de alistamiento en la milicia de Papantla, Juan Vidal 
Villamil notó que sí presentó sus licencias, f. 163.

84  Suárez también ocupó el puesto de subdelegado de la Marina. Los documentos que 
detallan la disputa y escasez de maíz en Papantla pueden verse en Enrique Flores-
cano y Rodolfo Pastor, Fuentes para la historia de la crisis agrícola de 1785-1786, vol. 
2, pp. 155-175.
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con la Inquisición por cuestión de blasfemias.85 Antes de la rebelión, 
Morcillo había entablado un pleito legal contra Cornejo con la acusa-
ción de que había hecho uso fraudulento de los dineros de la comuni-
dad. Esto tal vez explique la solícita actitud de Cornejo hacia el descon-
tento indígena dirigido contra su rival.86

Queda claro que una parte de la comunidad no recibió bien al 
nuevo subdelegado. Hirieron a Morcillo, lo obligaron a refugiarse en la 
iglesia y prendieron fuego a las casas reales. Incendiar este edificio fue 
algo tan frecuente que el coronel Ildefonso Arias de Saavedra (el coman-
dante militar de la expedición de pacificación a Papantla) recomendó 
que el subdelegado lo reconstruyese de piedra. Tras la revuelta, el inten-
dente de Veracruz lo destituyó pero no sin avisarle: “Que S.E. [el virrey] 
no tiene otro motivo para su separación que el de evitarle una desgracia 
por la poca fe y resentimientos de aquellos naturales, y quitar a estos 
todo pretexto de quietud, pero que S.E. está muy satisfecho en su 
mérito”.87 Si bien el gobierno exoneró a Morcillo de toda mala conducta, 
los papantecos lograron que el gobierno considerara contraproducente 
su presencia en el pueblo. Este lenguaje para salvar las apariencias no 
oculta el hecho de que los indígenas disidentes hicieron que se retirara 
el desagradable funcionario.

Los demás objetos de la ira de la multitud durante la rebelión, los 
guardias del tabaco, a diferencia de Morcillo, sí asumieron parte de la 
culpa oficial por la revuelta. Los guardias cometieron abusos, y el 

85  Denuncia de Juan de los Ríos Montes, presbítero en el oratorio de S. Phelipe Neri, 
México, AGN-INQ, vol. 1216, exp. 9, f. 297-8.

86  Morcillo, 10 de diciembre de 1787, AGN-C, vol. 539, exp. 5, f. 161.
87  Hoja suelta de instrucciones para Ildefonso Arias, sin fecha ni firma, AGN-C, vol. 315, 

exp. 2, s/f (se encuentra insertada entre las ffs. 91-92). La recomendación de remo-
verlo se originó con una carta reservada al Gobernador de Veracruz Bernardo Tron-
coso fechada el 31 de octubre de 1787, f. 52. El orden formal con fecha de 13 de 
noviembre de 1787, contiene un lenguaje parecido enfatizando que quieren “evitarle 
una desgracia que quedaría expuesto entre esos Indios de quienes no podría tener la 
debida seguridad y confianza”, f. 53v. El virrey Flores también exoneró a Morcillo, 
con la recomendación de que se le compensara por las pérdidas que sufrió durante 
la revuelta, Manuel Antonio Flores, “José María Morcillo, Méritos”, 26 de marzo de 
1788, AGI, Secretaría de Guerra, vol. 6957, f. 21, 1788-1789.
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Comandante de milicias de Teziutlán, capitán Rafael Padrés, sugirió a 
sus superiores que se estableciese una nueva guardia con gente más 
“respetable,” capaz de frenar la siembra de tabaco por los indígenas.88 El 
monte fue una vez más el centro de la política de Papantla por ser el 
espacio donde se producía el tabaco de contrabando. El objetivo del 
monopolio de eliminar los plantíos ilegales en el monte fue un factor 
que contribuyó a la rebelión, y, como siempre, conforme se desarro-
llaba, los pobladores se refugiaron en él.89

Morcillo también participó en el intento de un comerciante espa-
ñol local, Juan Vidal, y del ambicioso Joaquín Suárez de adjudicarse 
tierras entre las propiedades de los indígenas del pueblo de Coatzintla 
(a unos cuantos kilómetros al norte de Papantla) como “tierras Realen-
gas” o tierras sin dueño.90 No se trataba de un pleito por linderos entre 
la comunidad y una hacienda establecida, al contrario, estos comer-
ciantes españoles intentaban crear una propiedad nueva en tierras 
supuestamente baldías mediante sus relaciones políticas con el recién 
llegado subdelegado. En mayo de 1787, tres meses antes de la rebelión, 
Morcillo inició una investigación judicial respecto de la propiedad de 
las tierras. Aunque los indígenas no tenían los títulos originales, sí 
lograron presentar un certificado de propiedad fechado en 1710. Debido 
a los disturbios, Morcillo no completó la investigación, pero hay indi-

88  Rafael Padrés al Virrey Flores, Papantla, 10 de septiembre de 1787, AGN-C, vol. 315, 
exp. 2, f. 36. Padrés señaló que solamente había dos guardias y un “anciano cabo” y 
“pues es constante que entre estos Indios no han cesado las siembras clandestinas 
desde el Establecimiento de la Renta”. Padrés estaba en Papantla como comandante 
de las milicias de Tezuitlán, enviados para suprimir la revuelta.

89  Bernardo Troncoso, gobernador de Veracruz al Virrey Flores, 19 de septiembre de 
1787, AGN-C, vol. 315, exp. 2, fs. 72-72v relata un informe de Pedro Hernández un 
“criado” de Francisco Lavarga, un capitán de milicias de Papantla que tanto los 
rebeldes como los “que estaban de parte del Alcalde Mayor” huyeron al monte.

90  En este caso, Vidal declaró que los indígenas ocupaban tierras de las que no tenían 
títulos, Dictamen del asesor, AGN-T, vol. 1225, exp. 17, fs. 2-3v. La solicitud de esas 
tierras por parte de Vidal y Suárez fue muy amplia, y se refería a predios que se 
encontraban dentro de los terrenos comunales tanto de Papantla como de Coatzintla. 
No mencionaban linderos e incluyeron referencias a tierras de Tecolutla (sureste  
de Papantla), Cazones (noreste) y a terrenos a un cuarto de legua de la cabecera de 
Coatzintla.
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cios de que los funcionarios apoyaron la táctica de Suárez y Vidal. 
Cuando Esteban Tizón (sucesor de Morcillo) reanudó la investigación, 
descubrió que el certificado de 1710 había desaparecido de la oficina de 
Morcillo.91 En 1789, Tizón pronto zanjó la disputa en favor de los pobla-
dores. Es interesante observar que el influyente Andrés Olarte testificó 
en favor de Coatzintla y después trabajó en la comisión para fijar los 
límites del pueblo.

Las frecuentes revueltas causaron que los siguientes administrado-
res de Papantla cambiaran sus tácticas. Tizón, que se mantuvo como sub-
delegado durante la mayor parte de la década de 1790, aprovechó su posi-
ción para cultivar alianzas con los pobladores. Evitó conflictos por las 
prácticas que habían salido a la luz en las revueltas anteriores. Cerró la 
demanda de tierras contra los indígenas de Coatzintla y miraba para otro 
lado cuando los campesinos violaban las leyes del tabaco. En 1796, el 
comandante local de los guardias del tabaco, Francisco Zamitis y Urbina, 
se quejó amargamente ante sus superiores de que el subdelegado no coo-
peraba con sus esfuerzos por erradicar el tabaco ilegal. Tizón liberó a los 
campesinos que los guardias arrestaron con cargos de contrabando y 
amonestó en público a Zamitis por azotar a un indígena. Esto no implica 
que el nuevo subdelegado fuese un servidor público altruista. En su con-
flicto con Zamitis aparecieron abundantes pruebas de que efectuaba 
repartimientos y de que aprovechó la construcción de la nueva casa real 
como excelente oportunidad para hacer chanchullos.92 La acusación de 
comercio ilegal provino de un funcionario español competidor, no  
de ésta, lo que indica que la comunidad indígena no se interesaba tanto en 
este asunto, como a menudo se describe.93

91  Diligencias de Esteban Tizón, 3 de septiembre de 1789, AGN-T, vol. 1225, exp. 17, f. 6v.
92  Sobre los desacuerdos de Tizón con Zamitis, véase AGN-INT, vol. 80, exp. 9, f. sin 

número. Respecto de las casas reales, véase “Informe de Peritos,” 12 de noviembre de 
1804, Papantla, Carta de García Dávila, 8 de noviembre de 1804, Veracruz, AGN-IG, 
vol. 460, exp. 2, ff. 3-3r, 1-1r.

93  Jeremy Baskes, Indians, Merchants, and Markets: A Reinterpretation of the Reparti-
miento and Spanish-Indian Economic Relations in Colonial Oaxaca, 1750-1821,  
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Papantla experimentó el programa del Estado de reordenar el espa-
cio político en las tierras del interior de Nueva España. Los totonacos 
presentaron una resistencia violenta así como demandas legales o pasi-
vas, “armas de los débiles,” para socavar el proyecto borbónico. Los 
pobladores, incluso cuando tomaron las armas, tuvieron la precaución 
de racionalizar su resistencia en términos de los derechos del pueblo 
dentro del sistema colonial. También vale la pena observar el intenso 
faccionalismo en que participaron los españoles en la política indígena. 
El pueblo presenció además un fiero debate sobre el significado de ser un 
pueblo, debate aún más destacado en el otro centro importante de desor-
den, las comunidades de Yahualica-Huazalingo, que en Papantla.

FACCIONALISMO EN LA SIERRA. HABLAR EN NOMBRE  
DEL PUEBLO

Yahualica representa un ejemplo bien documentado de resistencia sos-
tenida ante los funcionarios eclesiásticos y civiles, y también de faccio-
nalismo al interior de la localidad. Conforme se aproximaba el final del 
periodo colonial, había cuatro lugares con desasosiego: Chiatipán, pue-
blo sujeto de Huazalingo (1788); Cochuiscoatitlán, dependencia de 
Huazalingo (1800); Huautla (1807) y Yahualica (1792), donde, en 1803, 
el subdelegado reportó una conspiración rebelde. Los disturbios se cen-
traron en los pueblos sujetos de Huazalingo, pero también en pueblos 
independientes con su propia república de indios, como Huautla. Sin 
embargo, debe observarse que los funcionarios se apresuraban a etique-
tar todo tipo de resistencia como rebelión. En estos desórdenes no par-
ticipó, ni siquiera cercanamente, tanta gente como en los de Papantla; 
pero representaron profundas fisuras en la sociedad de los pueblos que 
perduraron a lo largo de este periodo. En lugar de sucesos definitorios 

pp. 71-76, 132-137, cuestionó hace poco la noción de que los repartimientos fuesen 
un obstáculo para el comercio campesino.
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que marcasen un parteaguas en la sociedad local, estos acontecimientos 
representan escaramuzas en una guerra de largo plazo por los recursos 
de la comunidad, en las cuales la violencia acompañaba a las demandas 
legales y a las elecciones como una mera herramienta más a disposición 
de los pobladores. Lo que vinculó a estos sucesos fue una red de políti-
cos indígenas que se embarcaron en un desafío sostenido al poder de los 
funcionarios eclesiásticos y de la Corona.

El caso ilustra el intenso faccionalismo político que se desarrollaría al 
interior de la sociedad indígena durante el periodo colonial.94 Los docu-
mentos revelan la presencia de una facción cohesionada de políticos indí-
genas con sede en el pueblo de Huazalingo, cohesión que mantuvo durante 
veinte años. Había un fuerte elemento geográfico en las rebeliones, pues 
las facciones se arraigaban en los pueblos sujetos que luchaban por el con-
trol de la república de indios en la cabecera. Sin embargo, y de manera 
sorprendente, la organización trascendió los límites de un solo pueblo y 
reclutó a seguidores de varias repúblicas dentro de la subdelegación de 
Yahualica. Los inconformes sujetos en Huazalingo hallaron a nahuas  
de Huautla dispuestos a apoyar sus acciones contra el subdelegado. Los disi-
dentes también movilizaron a diferentes comunidades contra sus respecti-
vos párrocos por los impuestos eclesiales. Así, el movimiento concentró  
a los habitantes locales opuestos a la administración de sus diversas cabece-
ras en un conflicto de carácter regional con el subdelegado de Yahualica.

Como sucedió en Papantla en 1787, los pobladores rebeldes busca-
ron patrocinio para su causa entre los habitantes españoles del distrito 
y de algunos elementos de la administración colonial; al mismo tiempo, 
curas y subdelegados consideraron necesario reclutar seguidores entre 
los pobladores indígenas con el objeto de efectuar sus deberes oficiales. 
Los recursos de las comunidades atrajeron a los patrones españoles, 
pues contar con aliados en las repúblicas de indios podía permitirles el 

94  Haskett describe casos de prolongadas y agrias querellas electorales en Cuernavaca 
durante el siglo XVIII; véase Indigenous Rulers..., pp. 39-40; Taylor, Magistrates of the 
Sacred..., pp. 354-356, 371-376.
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acceso a las tierras que rentaba la comunidad y facilitaba la administra-
ción fiscal y judicial. Durante los últimos treinta años del régimen espa-
ñol, los gobiernos indígenas en la subdelegación de Yahualica fueron 
campos de batalla entre facciones que tenían características multiétni-
cas. La historia se complica con las múltiples demandas legales y manio-
bras políticas que emprendieron estos actores y con los casos en que los 
funcionarios parecieron cambiar de bando.

La evidencia documental comienza en 1789, y describe una situación 
política ya tensa que databa de dos años atrás. Los desórdenes en Yahualica 
empezaron como un conflicto entre algunos miembros de la comunidad 
indígena y el párroco, Agustín Mateo de Villanueva.95 Los disidentes pro-
venían de los pueblos sujetos de Tecahuaco, Santa Teresa, Zoquiatipán, 
Atotómac y Suchitlán. Los pobladores pretendieron reducir el diezmo 
acostumbrado, obligando al cura parroquial a adoptar las tarifas aproba-
das en otros lugares de la colonia. Los campesinos también emplazaron 
demandas legales contra el teniente de justicia local, Casimiro Bustos, en 
las que lo acusaban de forzar ventas con precios elevados, de arrestos arbi-
trarios, exigencias de trabajos y de alterar las elecciones comunitarias.96

El cura que reemplazó a Villanueva, Mariano José de Paz, culpó de 
los excesos de los indígenas a varios líderes nativos: Juan Bautista Nana-
huaco, Francisco Melchor “el Rey” y Juan Antonio “Papa”.97 Según De 

95  Sin duda hubo conflictos al interior de la comunidad indígena antes de 1787; treinta 
años antes, algunos miembros de dicha comunidad, aliados con el cura José Porayo 
de la Serna, presentaron una demanda legal de largo plazo contra el cacique indígena 
Antonio de Cortés que, según se informó, “arruinó” la fortuna de Cortés, “Declara-
ción de D. Antonio Ricos”, AGI, México, 1880, f. sin número. Escobar confirma que las 
alguna vez extensas tierras de Cortés estuvieron en poder indígena para la década de 
1780, “Los pueblos indios”, p. 44. La hija de Cortés solicitó un estipendio real con la 
justificación de la pobreza en que vivía y de los numerosos servicios que su padre 
había prestado a la Corona. Su petición contó con el apoyo de José Angulo Busta-
mante, un actor en los acontecimientos que se relatan más adelante.

96  “Expediente formado a pedimiento de los naturales de los pueblos de… Yahualica 
contra su Párroco D. José Angulo Bustamante”, AGN-T, vol. 2832, exp. 7, ff. 1-3.

97  Informe de Mariano José de Paz, cura de Yahualica, 19 de febrero de 1790, AGN-T, 
vol. 2832, exp. 4, f. 10-10r. Cabe preguntarse si los apodos eran obra de la burocracia 
local para desacreditar a los agitadores indígenas.
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Paz, “que hasta en los nombres de Papa y Rey han querido ellos [los 
indígenas] simbolizar o para entender la ninguna subordinación con 
que se manejan…” Más tarde, para confirmar el carácter subversivo de 
estos pobladores, Pedro Cabezas, partidario de De Paz, afirmó que Juan 
Antonio se negó a recibir los últimos sacramentos o a confesarse en su 
lecho de muerte. Los curas y funcionarios describieron a Nanahuaco 
como un personaje quejumbroso y muy “ladino”. Este término se refería 
a su capacidad bilingüe, pero los españoles también tendían a conside-
rar conflictivos a los indios ladinos, “corrompidos” por influencias 
extrañas. Nanahuaco fue un político hábil para organizar a las comuni-
dades nahuas, así como un diestro litigante. Encontró seguidores en 
toda la región que lo apoyaron con dinero y que en ocasiones expulsa-
ron a las autoridades reales de los pueblos entre tumultos. Ya en esta 
etapa temprana, los líderes de la facción disidente habían forjado lazos 
que trascendían los límites de una sola república.

En 1788, el conflicto entre curas y pobladores se tornó violento por 
primera vez en Huazalingo, a causa de las tarifas y diezmos excesivos y 
también al nombramiento de fiscales del pueblo.98 El cura, José Angulo 
y Bustamante, respondió con el encarcelamiento del gobernador indí-
gena, Juan Miguel, con cargos de adulterio. En calidad de abogado de 
Juan Miguel, Mariano Zuibiri, recaudador fiscal de Huejutla, obtuvo 
una orden de la Ciudad de México para liberarlo el 22 de septiembre  
de 1788.99 Pero el cura persistió, y en febrero de 1789, con el auxilio de 

98  Hay descripciones de las particularidades de los disturbios en AGN-T, vol. 2832, exp. 
4, y en AGN-C, vol. 280, exp. 11, en especial ff. 364, 370-373, 380, 382-383. De nuevo, 
los pueblos sujetos estuvieron en primer plano: Santa María Chiatipán, San Agustín 
Tlamamalan, Santo Tomás, San Juan y San Francisco Tlamaxac. El 10 de marzo de 
1788, cuando el padre De la Paz tomó posesión de su puesto, también recibió órde-
nes de arrestar a los agitadores si cometían más excesos, AGN-T, vol. 2832, exp. 4, f. 4, 
y exp. 7, ff. 1-2. De acuerdo con el maestro de escuela de Chiatipán, el incidente de 
Huazalingo giró en torno al nuevo arancel de obvenciones y a la contribución  
de limosna que los pobladores debían pagar todos los domingos y días festivos, 
Francisco Xavier Rodríguez a Casimiro Bustos, 11 de febrero de 1789, Huazalingo, 
AGN-C, vol. 280, exp. 11, f. 364, febrero de 1789.

99  Fiscal de la real hacienda encargado de la protectoría de indios, 22 de septiembre, 
1788, México, AGN-C, vol. 280, exp. 11, f. 336.
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Bustos, logró retirar al gobernador con el argumento de que su reelec-
ción fue ilegal y por su “actitud sediciosa”. Bustos convocó a los “exgo-
bernadores y otros ancianos” que eligieron a Juan Domingo para ese 
puesto, en una elección que excluyó a Juan Miguel y a sus seguidores.100 
Angulo vio la mano de Nanahuaco detrás de las acciones de Juan 
Miguel, y añadió que los problemas comenzaron cuando solicitaron la 
introducción del arancel de servicios religiosos en el pueblo.101

Cuando el arzobispo encargó a Francisco Xavier Rodríguez Bar-
quero que investigase las quejas contra Angulo, proporcionó el cataliza-
dor para una violenta revuelta. El comisionado tomó el partido de 
Angulo en la disputa y comenzó por arrestar y enjuiciar a los seguidores 
de Juan Miguel. Bustos escribió que la chispa que encendió la violencia 
fue un edicto que leyó el cura comisionado desde el púlpito el que 
inflamó los ánimos indígenas “con grandísimo escándalo”.102 La violen-
cia estalló durante la misa en San Francisco Chiatipán, un pueblo sujeto 
de Huazalingo, cuando los pobladores atacaron al vicario y “le faltaron 
el respeto al Padre Vicario despidiéndole del pueblo en forma tumul-
tuaria el día 22 de febrero de 1788”.103 Además, “los indios capturaron a 
todos los que no cooperasen con el tumulto (incluyendo a gobernado-
res, fiscales y hasta al mismo teniente de justicia…), los encarcelaron y 
los golpearon y los azotaron… tanto que uno murió a las seis horas”.104 

100  Casimiro Bustos, AGN-C, vol. 280, exp. 11 ff. 358-359.
101  AGN-T, vol. 2832, exp. 7, f. 3. José de la Paz, el cura que más adelante reemplazó a 

Villanueva en Yahualica, afirmó lo mismo, AGN-T, vol. 2832, exp. 4, f. 11. El arancel 
de derechos parroquiales y obvenciones fijaba las cantidades que los sacerdotes 
podrían cobrar por sus servicios sacramentales como bautizos, matrimonios y 
entierros. Durante el siglo XVIII estos derechos fueron de creciente importancia para 
los curas, provocando frecuentes conflictos con sus feligreses. Taylor, Magistrates..., 
pp. 134-36.

102  Bustos acusó al comisionado de abusar de su autoridad cuando comenzó a perseguir 
a los indígenas por su insubordinación ante el cura, Bustos al virrey, 23 de marzo de 
1789, AGN-C, vol. 280, exp. 11, f. 363.

103  José Angulo Bustamante, Huazalingo, 17 de marzo de 1789, AGN-C, vol. 280, exp. 11, 
f. 370. Culpó al gobernador Juan Miguel y a su república por propagar el “contagio” 
de la rebelión a otros pueblos sujetos.

104  Cura Mariano José de la Paz, 1789, AGN Tierras, vol. 2832, exp. 4, f. 15. En su carta 
arriba citada, Angulo y Bustamante escribió que maltrataron a los fiscales “con 
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Las mujeres de Chiatipán tomaron por asalto ese pueblo cabecera y se 
apoderaron del tesoro de la comunidad, y se llevaron el dinero y los 
libros de contabilidad. Los indígenas varones se excusaron de toda 
culpa, afirmando que ellos no abrieron el cofre: fue obra de las mujeres, 
a quienes no pudieron controlar. Un grupo de mujeres indígenas tam-
bién se abalanzaron contra las seguidoras del cura, les desgarraron la 
ropa frente a la multitud y las obligaron a comer intestinos crudos, acto 
humillante que simbólicamente deshumanizaba a sus opositores.Cuando 
la turba alcanzó a los funcionarios indígenas, los ató y estiró sobre 
ramas de ortigas, “planta que, al contacto, causa extremos dolores”. 
Durante la rebelión y a su término, los pobladores también cargaron 
contra los maestros aislados en los barrios del interior. Los disidentes 
los golpearon tanto a ellos y a sus familias, y gritaban que ellos debían 
nombrarlos maestros, y no los curas, “porque nosotros pagamos sus 
salarios”. Las brutales golpizas y humillaciones que perpetraron los 
pobladores a toda la república reflejaron el grado de animosidad hacia 
los gobernadores indígenas y la frágil legitimidad del gobierno del pue-
blo. Las acciones de la turba estuvieron imbuidas de simbolismo polí-
tico. Se apoderaron del cofre de la comunidad, que a menudo se conside-
raba la personificación de la república, y el propósito de las humillaciones 
cometidas fue deslegitimar a las aliadas del sacerdote.

El padre Angulo y Bustamante sostuvo que los pobladores intenta-
ron lapidarlo. Abandonó el distrito con una escolta militar y se rehusó a 
regresar incluso después de que las tropas hubiesen restaurado el orden 
y los indígenas en la cabecera solicitasen sus servicios. Angulo se man-
tuvo apartado de las súplicas de su feligresía hasta que Bustos prometió 
embargar los bienes de los pobladores para recuperar los diezmos que 

palabras y obras” en la iglesia, José Angulo Bustamante, Huazalingo, 17 de marzo de 
1789, AGN-C, vol. 280, exp. 11, f. 370. Francisco Manuel, otro indio de Chiatipán, 
testificó que los fiscales fueron elegidos por el cura y no por el pueblo y que el mayor-
domo le informó al cura que “las campanas no eran del cura sino de ellos y que así 
que no las volviesen a tocar para nada”. Declaración 20 de marzo de 1789, AGN-C, vol. 
280, exp. 11, f. 374 y 374r.
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Angulo reclamó conforme a los aranceles tradicionales. En otras pala-
bras, el cura se negó a trabajar hasta que se le asegurase que recibiría su 
paga completa.

En lugar de dirigirse a un solo individuo, el descontento en la región 
tuvo un alcance más amplio como resultado de las divisiones al interior 
de la comunidad indígena. Angulo tenía sus propios seguidores indíge-
nas, e hizo que Bustos arreglara su elección para el gobierno indígena del 
pueblo. El nuevo gobernador presentó cargos contra Juan Miguel, cul-
pándolo a él y a sus partidarios (en especial José Cortés y Agustín Soni) 
de los disturbios. En efecto, el representante de los indígenas disidentes 
sostuvo que los cargos de adulterio formulados contra Juan Miguel en 
1787 se originaron con sus opositores indígenas, y el cura de la parroquia 
ordenó su arresto a pesar de que no existían evidencias en su contra por-
que durante las “varias revoluciones que ha habido sobre diversos parti-
culares entre los indios… el cura… ha tomado interés en ellos”.105

La división política por la actividad del cura adoptaba facetas 
geográficas: los indios de la cabecera pedían el regreso del cura, mien-
tras que “los pueblos sujetos aún se mantienen rebeldes”.106 Cuando las 
mujeres de Chiatipán se apoderaron del cofre de la comunidad y lo 
llevaron a su propia localidad, reclamaron para sí el símbolo físico del 
pueblo. Fue asimismo un reproche a sus administradores; dejaron 
implícito que los fondos del pueblo se habían malversado. Las mujeres 
cuestionaron la capacidad de los hombres para controlar los recursos, 
igual que los del interior desafiaron el estatus del pueblo cabecera. Fue 
“voltear al mundo de cabeza”, donde los subalternos tanto geográficos 
como de género reprendieron a los hombres por sus fracasos.

El botín por el que peleaban los indígenas y españoles de Yahualica 
lo constituyeron las instituciones del pueblo: la caja de comunidad, los 

105  José María de Estrada, apoderado de los indios de Huazalingo, AGN-C, vol. 280, exp. 
11, ff. 334-335. Sobre los cargos contra Cortés y Soni, véase Carta de Francisco 
Xavier Rodríguez Barquero a Bustos, 11 de febrero de 1789, Huazalingo, AGN-C, vol. 
280, exp. 11, f. 364r.

106  Bustos, 17 de abril de 1789, AGN-C, vol. 280, exp. 11, f. 384.
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puestos de la república y los puestos de fiscales de iglesia. La profusión 
de demandas legales indica que los recursos del pueblo, sus ingresos y 
las tierras de la comunidad ya no satisfacían las necesidades de la pobla-
ción indígena. En lugar de experimentar este dilema económico como 
afrenta exterior para la integridad del pueblo, los nahuas lo vieron 
como problema político de distribución de los recursos internos. La 
crisis precipitó el faccionalismo interno, no la unidad comunitaria.

En mayo de 1789 se revirtió la situación, cuando Rodríguez de 
Castro llegó a Yahualica como nuevo subdelegado y de inmediato reem-
plazó a Bustos. Al llegar, era obvio que Rodríguez ya había forjado una 
alianza con Nanahuaco.107 Los individuos que suscribieron la fianza 
que Rodríguez ofreció como garantía de su buena conducta en el puesto 
fueron quienes apoyaron el bando de Nanahuaco. Rodríguez supervisó 
las elecciones que designaron gobernador durante el resto de 1789 a un 
indígena pariente de Nanahuaco, y a este último para este mismo puesto 
en 1790. Es significativo que los documentos electorales especificaran 
que el subdelegado atendiera la elección en ausencia del cura De Paz 
porque “no era de su gusto”.

La victoria electoral de Nanahuaco fue producto de los “indios de 
las visitas [pueblos sujetos] a quienes”, de acuerdo con el cura, “se les 
indujo el voto mediante promesas y amenazas”.108 Según sus enemigos, 
a cambio de la protección que el subdelegado le ofrecía, Nanahuaco lo 
recompensó con el arrendamiento de las tierras de Tlatlaxqueco, perte-
necientes a la comunidad y dinero recolectado de la comunidad indíge-

107  Los enemigos de Nanahuaco sostuvieron que éste sobornaba a Rodríguez de Castro 
y que hacía “derramas” para pagarle. Nanahuaco incluso escoltó al nuevo subdele-
gado al pueblo, Mariano José de la Paz, AGN-T, vol. 2832, exp. 4, f. 13r. Dos de los 
cuatro individuos que ofrecieron la fianza al subdelegado eran principales indíge-
nas: Lucas de la Serna y Bernardo López. Paz también acusó a los fiadores del subde-
legado de ser gente “insolvente”. f. 18.

108  Informe de Pedro Cabezas, AGN-T, vol. 2832, exp. 5, f. 127. Respecto de las fianzas, 
véase ff. 124v-125. La fianza que ofrecieron los principales era ilegal, pues las leyes de 
las Indias prohibían que los indígenas emitieran fianzas de más de cinco pesos. De Paz 
descartó la elección, y declaró que solamente “unos cuantos díscolos que se juntaron” 
votaron para la república. Mariano José de la Paz, AGN-T, vol. 2832, exp. 4, f. 13r.
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na.109 Lo que es evidente de estos casos es que los recursos comunales 
fueron utilizados por los indígenas para conseguir aliados externos ya 
que repartir las riquezas del pueblo era uno de los incentivos para par-
ticipar en la política pueblerina. Los disidentes buscaban colocar a sus 
secuaces como fiscales de la iglesia en los pueblos, puestos importantes 
para supervisar a los pueblos coloniales. Como lo declaró el cura 
Mariano José de la Paz, “El oficio de fiscales en los curatos de indios 
es… riguroso… pues a ellos toca cuidar de que los naturales asistan a la 
doctrina cristiana, misa, cuenta y cumplimento del precepto anual”. 
Era imprescindible para los curas controlar el nombramiento de estos 
funcionarios indígenas.110 La facción de Nanahuaco demostró gran 
habilidad política; enfrentada a autoridades eclesiásticas hostiles, halló 
la forma de colocar a su propio hombre en el puesto civil, clave para la 
administración local. Para 1789, la comunidad estaba dividida en fac-
ciones indígenas buscando apoyo de distintos elementos de la Iglesia y 
el Estado.

El padre De Paz acusó a Rodríguez de generar problemas al prote-
ger a Nanahuaco y enviar informes falsos a México, además de beber 
cuatro botellas de aguardiente de caña al día. El subdelegado se defen-
dió declarando que la región ya estaba en desorden cuando llegó, y que 
para pacificar a los pobladores tuvo que “redimir a los indios de la opre-
sión que padecían a manos de los curas”. Descartó las acusaciones con 
la frase de que “pero como la vara de la justicia tomada con rectitud se 
hace áspera para muchos…”111 No obstante, la audiencia ordenó una 
investigación y suspendió a Rodríguez de Castro en 1790, comisio-
nando para ello al subdelegado de Huejutla, Pedro Cabezas, para que 

109  AGN-T, vol. 2832, exp. 5, f. 124 y exp. 4, f. 13r. Una petición suscrita por Juan de 
Herrera declaraba que “esta transacción [la renta] no la celebraron los comunes, 
sino Nanahuaco y su facción”. Más tarde, en 1795, los indígenas de Yahualica acusa-
ron a Casimiro Bustos del mismo abuso, de que se apoderó de manera injusta de 
tierras de la comunidad indígena, “Petición de Mariano Pérez de Tagle por el gober-
nador y común de Yahualica”, 1795, AGN-I, vol. 69, exp. 322, ff. 238v-240.

110 De la Paz, AGN-Tierras, vol. 2832, exp. 4, f. 13.
111  Rodríguez de Castro, AGN-T, vol. 2832, exp. 4, f. 22.
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investigase las acusaciones. Sin embargo, Rodríguez se quejó de que su 
colega del distrito vecino era amigo de Bustos y de los curas. La preocu-
pación de Rodríguez parecía justificada, pues un testigo de asistencia de 
Cabezas era Casimiro Bustos. Como se esperaba, redactó un informe 
extenso y perjudicial en el que Rodríguez aparecía como borracho, 
adúltero y receptor de sobornos. Cabezas encontró a muchos indígenas 
dispuestos a testificar que Rodríguez exigía trabajos sin paga y que 
corrompía las elecciones del pueblo. De nuevo está el problema del con-
trol político sobre el cabildo indígena, pues muchos indígenas acusaron 
al subdelegado de hacer derramas “con el pretexto de mudar las varas a 
los oficiales de la república”.112 Tensiones entre la cabecera y sus sujetos 
alimentaban el conflicto; por ejemplo en 1791, la república de indios 
acusó a los facciosos de querer cambiar la cabecera de indios para uno 
de los pueblos sujetos.113 

Al mismo tiempo, Nanahuaco contrademandó a De Paz por “malos 
tratos, opresión y esclavitud”, e indujo al obispo a nombrar a otro cura, 
José Antonio Sánchez, para que revisase su administración. Sin embargo, 
la averiguación no inspiró la confianza de Nanahuaco, porque Sánchez 
sólo tomó el testimonio de los amigos de De Paz, que la gente de Nana-
huaco consideraba “enemigos de la comunidad”.114 Estos indígenas 
también escribieron para defender a Rodríguez de Castro, porque el 
cura recomendó reemplazarlo con Bustos, “quien había sido nuestro 
tirano”.115

Después de que el gobierno suspendiese a Rodríguez, un nuevo 
grupo, con sede en el pueblo cabecera, obtuvo el control del consejo indí-
gena del pueblo. El nuevo liderazgo indígena, a cargo de la familia Herrera, 
criticó al subdelegado suspendido por mimar a los “indios cabecillas que 

112  Informe de Pedro Cabezas sobre la investigación contra el subdelegado Rodríguez, 
AGN-T, vol. 2832, exp. 5, ff. 121-122, en el mismo informe Cabezas confirma la mala 
conducta moral, adulterio y embriaguez de Rodríguez.

113  Queja del gobernador y fiscales de Yahualica, AGN-I, vol. 101, exp. 17, f. 108.
114  Petición de Indios contra Mariano José de Paz, AGN-C, vol. 280, exp. 12, f. 425.
115  AGN-C, vol. 280, exp. 12, f. 426. 
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tiene conmovido el pueblo” en un esfuerzo por trasladar la república a  
un pueblo sujeto.116 La facción de Herrera agregó cargos de abuso que 
contribuyeron a que la suspensión de Rodríguez fuese permanente.

La facción de Nanahuaco no permaneció fuera del poder mucho 
tiempo. Para 1794, Lucas de la Serna, un principal adepto de Nana-
huaco, participó en una demanda legal contra el nuevo subdelegado, 
Pedro San Juan Barroeta, y el siempre presente Casimiro Bustos. Los 
líderes indígenas presentaron acusaciones de que los dos funcionarios 
exigían trabajo gratuito de la comunidad e impusieron un reparti-
miento de mulas y bienes manufacturados.117 Los indígenas denuncia-
ron las intervenciones de los dos en el gobierno del pueblo, destituyendo 
funcionarios del pueblo, recaudando tributos (deber del gobernador)  
y robando las tesorerías de las comunidades de Yahualica, Huautla y 
Huazalingo. El subdelegado aprovechó los nuevos impuestos sobre el 
licor de caña para favorecer a sus socios comerciales, al gravar los alam-
biques de aguardiente de sus competidores mientras se hacía de la vista 
gorda con sus amigos. La petición que redactó el abogado de los pobla-
dores dio fe de que los indígenas adaptaron la nueva Ordenanza de 
Intendentes para favorecer sus propias posiciones políticas. La reciente 
ley prohibía estrictamente los repartimientos tradicionales, por lo que 
los pobladores denunciaron de manera explícita el mantenimiento de 
dicha práctica por parte de Barroeta y Bustos. Los pobladores observa-
ron asimismo que los funcionarios desviaron pagos de tributos para 
cubrir deudas y que Bustos era un mulato indigno de ocupar un puesto 
oficial.

116  Queja del gobernador y fiscales de Yahualica, 1791, AGN-I, vol. 101, exp. 17, f. 108. Se 
mencionó al gobernador como uno de los cabecillas. Tomás de la Cruz, gobernador 
de Huautla, acusó a los seguidores de Nanahuaco de no querer pagar tributos y que 
Rodríguez de Castro no recibe sus quejas porque “no hace justicia”. Escrito de 1790, 
AGN-T, vol. 2832, exp. 5, f. 41r.

117  Lucas de la Serna fue el fiscal mayor de la república. Los cargos contra Bustos pro-
vienen de la “Petición de Mariano Pérez de Tagle por el gobernador alcalde y común 
de naturales de Yahualica”, AGN-I, vol. 69, exp. 322, ff. 238-241.
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Las divisiones eran muy duraderas y se extendieron a los pueblos 
más allá de Yahualica. Por ejemplo, en 1806 los pobladores sujetos de 
Huazalingo entablaron una demanda legal contra el párroco Vélez 
Escalante, en la que lo acusaban de actuar como “comerciante escanda-
loso” y que practicaba “exacciones violentas en cobrar las deudas”.118 De 
nuevo, el obispado nombró a un clérigo comisionado, Echegaray, para 
investigar los cargos, pero este individuo de inmediato levantó las sos-
pechas de los disidentes. El provisor del arzobispado, que revisó el caso, 
informó que la investigación que declaró a Vélez inocente fue “mal desem-
peñada”. El provisor encontró evidencia al comprobar que el cura uti-
lizaba su dinero e influencia con el subdelegado y sus tenientes para 
sostener sus negocios, y que el comisionado Echegaray parecía “igno-
rante” acerca del caso. También acusó al cura Vélez Escalante de haber 
enviado gente a Yahualica “que previniesen a los Indios para que no 
declararan”.119

No fue la primera vez que un investigador enviado de México se 
quedó entremetido en los conflictos de las facciones políticas y las 
maniobras de los funcionarios civiles y eclesiásticos. En 1800, el comi-
sionado enviado para revisar las acciones de los subdelegados, Manuel 
Machín, terminó mezclado en una revuelta. Machín, a la cabeza de 
doce militares, arrestó a más de dos docenas de indígenas en el pueblo 
sujeto de Cochuiscoatitlán tras una riña. Entre los arrestados estaba 
José Antonio Serna, Alonso de la Serna (yerno de Juan Bautista Nana-
huaco), Agustín de la Cruz y Pedro Lara, gobernador pasado de Hua-
zalingo. En la descripción que envió el subdelegado José Ignacio de la 
Vega, los alborotadores desafiaron directamente la autoridad de  
la monarquía cuando se negaron a pagar tributo. El subdelegado llegó 
a afirmar que los indígenas planeaban extender la revuelta hasta el 

118  Provisor del arzobispado, Pedro de Fonte, 19 de abril de 1806, México, AGN-C, vol. 
280, exp. 1, f. 2r y 1. “Cuyas cobranzas exije con tanto rigor que los infelices deudores 
se veían presos con frecuencia”.

119  De Fonte, 19 de abril de 1806, México, AGN-C, vol. 280, exp. 1, ff. 2-3r, y 15 de marzo 
de 1806, ff. 17-17r.
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pueblo cabecera “en una verdadera sublevación contra el subdelegado 
y cura procediendo en todo según orden de su abogado y del indio 
Nanahuaco…”120

Los habitantes indígenas encarcelados ofrecieron una versión sus-
tancialmente distinta del informe del subdelegado. Negaron haberse 
opuesto al pago del tributo y afirmaron que la recaudación por la que 
protestaban era un gravamen ilegal. El subdelegado les cobró impuestos 
excesivos y recaudó cantidades como “rezago de tributos”, que debían 
de una administración previa de un gobernador indígena, que el exsub-
delegado Barroeta había impuesto en el pueblo. Los disidentes indíge-
nas se rehusaron a aceptar el derecho del gobernador actual de recaudar 
el tributo porque cuestionaban su elección.121 Otro testimonio sostenía 
que De la Vega no recaudaba tributo como él decía, sino deudas por los 
machetes que había distribuido a crédito.122 El abogado de los indígenas 
escribió: “sabiendo el subdelegado cuán poderosa… es para los indios la 
palabra tributo con su pretexto les ha cobrado a los sujetos crecidas can-
tidades de pesos sin que por su parte hayan resistido satisfacerlas”.123 La 
táctica de los nativos de declarar que defendían el ingreso real conven-
ció al tribunal de que su relato se acercaba más a la realidad que el del 
subdelegado.

Los pobladores se reivindicaron en este caso. El tribunal llegó a la 
conclusión de que era poco confiable el juicio del subdelegado contra 
los indígenas, debido a la “pasión” que manifestó en los documentos 
del proceso judicial. Los jueces ordenaron a De la Vega liberar a los 

120  Pedimento fiscal de Sagarrurrieta, 11 de julio de 1800, México, AGN-C, vol. 333, 
exp. 2, f. 14r. Puede encontrarse una descripción de la revuelta en el mismo ex-
pediente.

121  “Satisfacerlos [tributos] al gobernador electo contra su beneplácito”. Pedimento al 
fiscal, Alva, México, 14 de agosto de 1800, AGN-C, vol. 333, exp. 2, f. 7v.

122  Respuesta de “los naturales del gobierno de Yahualica”, Antonio Serna, Francisco de 
San Juan (gobernador Pasado), Domingo Santiago, José Patricio, Domingo de San 
Juan, Pedro Pascual, Rafael Agustín de la Cruz ante José María Zavala, 29 de febrero 
de 1800, Huazalingo, AGN-C, vol. 333, exp. 2, f. 52v.

123  Juan María de Cervantes “por los naturales del pueblo de Yahualica”, también lleva 
la firma de Juan Francisco Azcárate, sin fecha, AGN-C, vol. 333, exp. 2, f. 18v.
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prisioneros y pagar las costas del proceso.124 Aun así, la victoria no dejó 
de tener un precio, pues los indígenas permanecieron más de un año en 
prisión mientras el tribunal tomaba la decisión final. Después, De la 
Vega se tardó lo que pudo para liberarlos, lo que sucedió sólo hasta 
marzo de 1802, después de que el tribunal nombró a un nuevo comisio-
nado a instancias del abogado de los indígenas.125  De la Vega insistía en 
que, si se publicara el decreto a favor de los indígenas, su autoridad 
sería “expuesta” y que “será en lo sucesivo moralmente imposible 
cobrar los reales tributos”.126

El fallo en favor de los disidentes no marcó el fin del asunto. 
Durante el encarcelamiento de los líderes del “motín” de 1800, el clan 
Herrera consolidó su control sobre la república de indios. Después de 
que Juan José Herrera ocupara el puesto de gobernador durante 1801, el 
subdelegado arregló que el virrey aprobase su reelección ilegal en 
1803.127 De acuerdo con De la Vega, los indígenas y el cura solicitaron la 
elección de Herrera. Tras su excarcelación, Alonso José de la Serna, Juan 
Bautista y Agustín de la Cruz, entre otros, impugnaron la elección de 
Herrera y demás funcionarios de la república “porque a más de ser par-
ciales del subdelegado y del cura… son de malísima conducta”.128 Se 
levantaron los mismos cargos antes del tumulto de 1800. De hecho, en 
1799, los Serna y los Herrera enviaron peticiones encontradas al 

124  En palabras del fallo del tribunal: “que el alboroto y resistencia que hicieron los 
Indios de las rancherías de Cochuiscoatitlán y otros de Yahualica para no pagar el 
Tributo del último tercio del año de noventa y nueve más bien debe atribuirse a la 
parcialidad del Subdelegado y Cura de aquel partido”. Pedimento Fiscal, Alva, 14 de 
agosto de 1800, México, AGN-C, vol. 333, exp. 2, f. 7.

125  El fiscal protector de indios, Sagarsurrieta, 30 de septiembre de 1801, México, AGN-C, 
vol. 333, exp. 2, ff. 39 y Comisionado Zavala, 23 de marzo de 1802, Huazalingo, 46v-
47. La colusión del comisionado nombrado para investigar el caso parece que incitó 
al subdelegado a mantener su actitud obstinada.

126  De la Vega, 18 de agosto de 1801, AGN-C, vol. 333, exp. 2, f. 37.
127  La reelección fue aprobada el 10 de febrero de 1803. El nuevo subdelegado Manuel 

José de Ulibarrí y el cura apoyaron a Juan José Herrera porque según el primero, “en 
él tenían [los indios] un padre que los mirase como a hijos,” 18 de noviembre de 
1802, AGN-I, vol. 71, exp. 93, f. 121.

128  Juan María Cervantes, apoderado de los De la Serna, AGN-C, vol. 361, exp. 2, f. 122v.
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gobierno, con acusaciones entre sí de no tener derecho a representar a la 
comunidad.129

Las facciones desarrollaron una identidad que trascendía las accio-
nes de cualquier funcionario, sobreviviendo a todos los subdelegados. 
Por fortuna, el subdelegado sucesor de De la Vega, Manuel José de Uli-
barrí, conservó una crónica de la tensa atmósfera política. En palabras 
de los disidentes indígenas, los Vélez y la familia Herrera convencieron 
al nuevo subdelegado de adoptar sus prejuicios en la política local. 
Como resultado, Ulibarrí efectuó una investigación de los disidentes, 
ahora con la dirección de Alonso de la Serna. (Juan Bautista Nanahuaco 
había muerto, y dejó a su consuegro como jefe de la oposición.) Los 
informantes de Ulibarrí acusaron a De la Serna y a sus “capitanes” de 
formar una “banda o partido”, y de recaudar dinero y bienes de sus 
seguidores y negarse a pagar el tributo.130 Aunque estas recaudaciones 
tenían el propósito de pagar las costas de los procesos legales, el subde-
legado consiguió a testigos que declarasen que constituían un impuesto 
no autorizado sin sanción en la ley o las costumbres. Los cargos tam-
bién se remontaron a los sucesos de 1800 como evidencia de la perfidia 
de la facción disidente. En el centro del caso del subdelegado se encon-
traba la convicción de que los disidentes desafiaron el orden natural al 
rehusarse a respetar a la Iglesia, la Corona y los funcionarios del pueblo. 
La falta de respeto de los indígenas del pueblo sujeto por la jerarquía 
motivó a Ulibarrí a declarar que vivían dispersados en el campo para 

129  Pedimento fiscal de Sagarrurrieta, 11 de julio de 1800, México, AGN-C, vol. 333, exp. 
2, f. 12. La situación recuerda ejemplos semejantes mencionados en Haskett, Indige-
nous Rulers..., p. 41.

130  Sobre bandos véase Juan Mario de Burgos, 14 de junio de 1803, AGN-C vol. 361, exp. 
2, f. 43r-44. Varios residentes españoles reportaron que los indígenas contaminaban 
los ríos al pescar con hierbas nocivas que envenenaban el agua. En el testimonio 
recolectado por Ulibarrí, los pescados se enviaban a México y se vendían para sol-
ventar los gastos legales de los indígenas, y, de acuerdo con los Serna, se obsequiaban 
a sus abogados. Declaración de Manuel Naranjo, 14 de junio de 1803, español, cabo 
de milicias, AGN-C, vol. 361, exp. 2, f. 44r y Ana María, india de Cochisquatitlán, 
mujer de Pedro José de la Serna y María Magdalena, mujer de Antonio de San Juan, 
2 de julio de 1803, Yahualica, f. 59r-60.
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“vivir a rienda suelta, sin Dios, sin ley, sin Rey”.131 Los aliados del sub-
delegado y cura en la república de indios igualmente denunciaron que 
los disidentes “Viven como monos, sin señor”.132 Como en el caso de 
Papantla, los funcionarios de la Corona relacionaron la disidencia con 
el mundo natural, donde, sin una subordinación adecuada, los indíge-
nas se hacían “salvajes”.

Lo que estaba en juego era quién tenía el derecho de hablar por la 
república de indios. El subdelegado argumentó que los disidentes no 
tenían la autoridad de recaudar dinero de los pobladores porque no 
representaban a la comunidad. Una petición de Juan José Herrera 
apoyó esta postura al declarar que De la Serna había “usurpado el 
nombre de los comunes” y que no cultivaban el suelo sino que trabajan 
preocupando a los naturales… logrando con esto una perfecta vaga-
bundería”. 133 En Papantla surgió un patrón similar, con un grupo de 
pobladores que se quejó en nombre de los comunes que otras partes del 
pueblo rechazaron. Los “comunes” fueron muy problemáticos en las 
comunidades nahuas de la Huasteca a finales del periodo colonial. Ya 
existía como concepto retórico y legal, y no como una realidad social 
clara.

Para destrabar el conflicto, el tribunal real de lo criminal emitió 
una decisión negociada que liberaba a De la Serna y a sus seguidores de 
la prisión, pero les ordenaba pagar los gastos del proceso. Al mismo 
tiempo, criticó al subdelegado y al cura por su participación en el desor-
den y encareció al gobernador Herrera: “mire a todos los otros sus igua-

131  Ulibarrí, 28 de septiembre de 1803, AGN-C, vol. 361, exp. 2, f. 104. En esta carta el 
subdelegado proponía hacer una congregación del pueblo Atotómac para concen-
trar la población. En un ejemplo de paternalismo interesado, los funcionarios 
durante todo el periodo manifestaron su gran preocupación por la “explotación” 
que padecían los indígenas cuando contrataron abogados para defender sus dere-
chos en los tribunales.

132  Antonio Juan de la Serna, AGN-C, vol. 361, exp. 2, f. 56.
133  Petición de Juan José Herrera, gobernador actual, Baltazar de San Juan, Alcalde pri-

mero, Francisco de San Juan, Regidor mayor y demás común y naturales de Yahua-
lica, Ibid., f. 114v.
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les con la hermandad debida”.134 La Ciudad de México, incluso, con-
mutó las costas del proceso cuando los disidentes insistieron en que 
eran demasiado pobres para pagarlas y que Herrera obstaculizó sus 
esfuerzos para recaudar dinero de sus seguidores.135 Una vez más, 
Herrera mantuvo que sólo la república debidamente constituida tenía el 
derecho de recaudar “impuestos”.

El conflicto se debe mucho a la competencia entre los pueblos al 
interior de la jurisdicción de la república. Las familias disidentes clara-
mente tenían su base de apoyo en los pueblos sujetos de Yahualica y 
Huazalingo. Aquí es donde recaudaban dinero y reunían a miembros 
para sus maniobras legales. En represalia, el subdelegado y el cura de 
repente ordenaron la “congregación” del pueblo sujeto de Atotómac, en 
tal procedimiento se reubicaba y concentraba la población dispersa de 
una comunidad en un nuevo sitio.136 

Ulibarrí reportó que estaba asombrado de que, por tener sus 
hogares dispersos en su territorio, los atotomecos no cumplieran las 
leyes respecto de los asentamientos indígenas. La congregación había 
sido muy común en el siglo XVI, pero, durante esta época de creci-
miento de la población rural, ya no se había oído nada al respecto. Si 
bien la justificación oficial de la congregación era que los indígenas 
aislados en sus parcelas no asistían a misa o mantenían a un maestro, 
cabe la sospecha de que los funcionarios esperaban que fuera más fácil 
controlar un Atotómac congregado. Al vivir más allá de la mirada vigi-
lante de las burocracias civiles y eclesiásticas, observó Ulibarrí, los 

134  Fiscal protector de indios Soto y Carrillo, Ibid., f. 151 al subdelegado le exhortó 
“evadirse de sus influjos [del cura]”.

135  Informe de Casimiro Bustos, receptor de alcabalas y encargado de recibir los costos, 
Ibid., ff. 171-173r, Fiscal protector Robledo, 16 de noviembre de 1805, f. 175.

136  La “congregación” era la política de asentamientos que adoptó el gobierno colonial a 
finales del siglo XVI para concentrar a los indígenas en menos pueblos, más grandes, 
con el fin de facilitar la evangelización y administración de la población. Para el 
siglo xviii, era muy poco común considerar la “congregación” de una comunidad. 
Da la impresión de que Atotómac fue un gran dolor de cabeza para los administra-
dores desde hacía varias décadas; Pedro Cabezas lo señaló como un pueblo especial-
mente rebelde, AGN-T, vol. 2832, exp. 5, f. 133.
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indígenas podían vivir sin subordinación.137 Desde luego, los De la Serna 
animaron a los atotomecos a resistir la congregación. El subdelegado 
informó que “los Bajoneros”, como llegó a conocerse a la facción disi-
dente, les aconsejaron que desoyeran sus órdenes.138 Los tribunales res-
cindieron la reubicación de Atotómac. Sin embargo, las amenazas, encar-
celamientos y costas de juicios desgastaron a Atotómac, y en 1803 un 
grupo de ancianos indígenas del pueblo sujeto firmó una petición en la 
que juraron obedecer al subdelegado, cura o gobernador y retiraban su 
apoyo a las demandas legales porque de los pleitos estaban “convencidos 
que han de salir mal… [con] gastos, prisiones, quebrantos y azotes”.139

La decisión del tribunal equivalió a una solución negociada que no 
resolvió los conflictos al interior de la comunidad ni disuadió a los fun-
cionarios de manipular la política del pueblo. Las acciones de Vélez 
Escalante y Ulibarrí tal vez obstaculizaron a los Serna, pero éstos no se 
rindieron. En 1806, los disidentes renovaron su contienda legal contra 
el cura y lograron separarlo temporalmente de su parroquia en 1807. Su 
influencia en la región no cesó, pues los Serna se quejaron de que Vélez 
enviaba amenazas a los indígenas que podían testificar contra él.140 De 
hecho, un pariente del cura, Antonio José Vélez, ocupó el puesto de Uli-
barrí y después procedió a arrestar a Agustín de la Cruz con cargos de 
adulterio.141

137  El proyecto fue promovido por el subdelegado, Ulibarrí, 28 de septiembre de 1803, 
Yahualica, AGN-C, vol. 361, exp. 2, ff. 104-7. El cura de Calnalí igualmente apoyó el 
proyecto con una carta quejándose de la “desidía” hacia la cristiandad por no asistir 
a misa ni hacer confesiones. Carta de Franscio Copil Mendoza Austria y Mocte-
zuma, 9 de febrero de 1803, f. 103. El texto de García Martínez, Los pueblos de la 
sierra..., pp. 154-64, describe en detalle el impacto traumático de esta política sobre 
los pueblos totonacas de la Boca sierra de Puebla.

138  Ibid., ff. 105-106; 106v.
139  Declaración de Andrés Hernández, alcalde de Atotómac, Juan Miguel, Juan Agus-

tín, Juan Tomás, Juan Francisco, Juan Francisco, Juan Tomás, Diego Miguel, Juan 
Lucas, Diego Manuel (alcaldes pasados)… y otra porción de viejos, 21 de agosto de 
1803, Atotómac, AGN-C, vol. 361, exp. 4, f. 94.

140  Pedro de Fonte, 19 de abril de 1806, México, AGN-C, vol. 280, exp. 1, ff. 2-3.
141  Informe del administrador de justicia de Yahualica Antonio José Vélez, 4 de noviem-

bre de 1897, AGN-C, vol. 280, exp. 10, ff. 325-326.
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La revuelta final relacionada con la política de facciones en Yahua-
lica ocurrió en Huautla en 1807. Ya desde 1790, las divisiones internas 
en Huautla tenían lazos con el partido de Nanahuaco en Yahualica. El 
gobernador de Huautla escribió que “muchos hijos se han alborotado y 
no quieren obedecer sino sólo a Nanahuaco”.142 En 1807, lo que pareció 
un caso por completo zanjado de fuereños invasores de tierras del pue-
blo se enredó en la “política de partidos” de la región. El representante 
legal del gobernador de Huautla presentó una queja referente a que 
varios residentes no indígenas habían usurpado las “mejores parcelas de 
tierra” en el pueblo. Más allá de la invasión de tierras, en la demanda 
legal se acusaba que estos individuos eran abusivos “mulatos y coyotes” 
[personas de raza mixta con ancestros africanos] que no tenían dere-
cho, según las Leyes de las Indias, de residir en pueblos indios. No eran 
“hijos del pueblo” y, por tanto, no tenían derecho de vivir en un pueblo 
indígena, y mucho menos de ocupar tierras comunales.

Quizá fuesen fuereños, pero no eran recién llegados. Un “mulato”, 
Antonio Cortés, había sido residente del pueblo desde al menos 1790, 
cuando fue el centro de los conflictos anteriores. Los testigos también 
declararon que algunos de los individuos señalados eran indígenas. 
Esto también es testimonio de la realidad multiétnica que evolucionó en 
la Huasteca durante el siglo xviii.143 Los supuestos fuereños eran alia-
dos del párroco, y Cortés había sido teniente de justicia. Así, el gobierno 
del pueblo pretendía privar del derecho de voto a un grupo de poblado-
res que consideraban peones de las autoridades españolas.

En respuesta a la petición, el virrey ordenó al nuevo subdelegado, 
Antonio José Vélez, que recopilara información en Huautla. De inme-
diato, tras su llegada, más de 200 pobladores enfurecidos lo inmoviliza-
ron y obligaron a entregar los documentos oficiales que llevaba consigo. 

142  Petición de Tomás de la Cruz, gobernador de Huautla, AGN-T, vol. 2832, exp. 5, f. 41. 
Como notamos arriba, el gobernador se quejó de la influencia de Nanahuaco y acusó 
al entonces subdelegado Rodríguez de que “no hace justicia”.

143  Escobar, “La población...”, p. 290, observa que las poblaciones no indígenas se 
habían integrado a la mayoría de las comunidades huastecas.
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Vélez no pudo resistirse porque no lo acompañaban suficientes hom-
bres, y después los líderes escaparon al castigo con la eficaz táctica com-
probada de huir al monte. De acuerdo con un muy poco comprensivo 
Vélez, los problemas comenzaron cuando fracasó una demanda legal en 
contra del cura de la parroquia local. La petición de expulsar a estos 
individuos fue una estrategia para sacar del pueblo a los aliados del cura 
y conseguir por otros medios los objetivos de la demanda. Más preocu-
pante para el subdelegado fue la conexión entre el ahora gobernador de 
Huautla, Agustín Marcos, y la facción de José Antonio de la Serna en 
Yahualica. El gobernador participó en la revuelta de 1792 y hacía poco 
había acompañado a De la Serna a recaudar dinero para las perpetuas 
demandas legales de la facción. Para demostrar la astucia de los alboro-
tadores, Vélez los describió como demagogos profesionales que dedica-
ban todo su tiempo a litigar en la Ciudad de México o a hacer sus rondas 
en los pueblos sujetos para recaudar dinero con que apoyar sus estan-
cias en la capital. En otras palabras, esos individuos no eran hijos verda-
deros del pueblo, sino agitadores profesionales. El subdelegado afirmó 
que la máxima aspiración de los indígenas problemáticos era trastornar 
el orden social y “liberarlos de todo yugo” de las mayores autoridades. 
Como era de esperar, Vélez envió un informe displicente sobre la peti-
ción y nombró a Antonio Cortés “teniente de justicia”, con órdenes de 
reportar todo disturbio en la sede distrital.144 El archivo termina el 23 
de marzo de 1808, unos cuantos meses antes de que el colapso de la 
monarquía española crease una crisis política que envolvió al reino de 
la Nueva España, lo que dio como resultado que muchos asuntos queda-
ran pendientes en la Huasteca.

Estas luchas políticas demuestran que, para el final del periodo 
colonial, la comunidad en Yahualica existía sólo como un grupo de “fac-
ciones” en conflicto; situación que perturbó de manera profunda a los 

144  Antonio José Vélez al virrey José de Iturrigaray, 15 de febrero de 1808, AGN-C, vol. 
280, exp. 11, ff. 415-419.
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observadores españoles. La comunidad devino una identidad muy dis-
putada, pues cada facción peleaba por la autoridad de representar al pue-
blo. Las recaudaciones monetarias de De la Serna ¿eran un impuesto 
ilegal o una contribución legítima en defensa de los intereses de la comu-
nidad? ¿Quién tenía voto? ¿El gobernador robó el tributo, o fue una equi-
vocación debida a su incapacidad de recaudar esos dineros? No hay res-
puestas sencillas porque el “pueblo” se redefinía de manera constante.

Los funcionarios locales, curas, líderes indígenas y comunes pre-
tendían controlar la república; lo que creó una contienda política sor-
prendentemente compleja. Las comunidades se dividieron por el acceso 
a los privilegios y recursos del pueblo. La división sujeto/cabecera indi-
caba profundas desigualdades en el acceso a los recursos comunales. 
Aunque las disputas suelen aparecer como desafíos contra los poblado-
res privilegiados de la cabecera, las divisiones sociales entre ricos y 
pobres no estaban bien delineadas, pues los residentes de los pueblos 
sujetos reclutaron a fuereños poderosos para sumarse a su causa en dis-
tintos momentos. Sin duda, los pueblos resentían presiones demográfi-
cas y económicas, pero la respuesta a la crisis no fue la solidaridad 
étnica o comunal, sino una intensa lucha política.

ConCLusión. gobierno y poLíTiCa en Los puebLos

La rebelión fue una extensión de la política por otros medios. Las 
revueltas estallaron dentro del contexto de unas comunidades divididas 
en donde ardieron con furia amargos conflictos legales y electorales. 
Las fuerzas externas que separaron a las comunidades indígenas com-
plementaron las marcadas tendencias al interior de estas comunidades 
que generaron discordias. El grado de estas divisiones queda de mani-
fiesto en su duración, que rebasaba la vida de subdelegados o curas indi-
viduales, cuyos abusos a todas luces causaron el descontento. Incluso 
cuando la administración o la autonomía del pueblo no fuesen el pro-
blema obvio, los pueblos tendieron a dividirse a lo largo de la línea que 
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separaba a las cabeceras de los sujetos. Este fue el caso sin duda en 
Yahualica, donde dos décadas de maniobras políticas agruparon a las 
tierras del interior, por una parte, y a los subdelegados y sus aliados en 
el pueblo cabecera, por otra. Incluso en los casos en que se esperaría 
solidaridad comunitaria, como en la disputa de tierras en Huayaco-
cotla, surgieron divisiones al interior del pueblo.145

Las comunidades desarrollaron una política asombrosamente 
compleja, sobre todo en Yahualica, con sus facciones políticas bien esta-
blecidas. Los observadores españoles se horrorizaron ante la intensa 
lucha política de los “bandos”; pero los habitantes indígenas se acos-
tumbraron a reclutar seguidores, distribuir beneficios a los participan-
tes y a buscar en el exterior patronos poderosos para proteger sus inte-
reses dentro de las burocracias eclesiásticas y estatales. El México de 
finales de la Colonia ofreció lecciones de política a los pobladores: bus-
car patrocinio político, aprovechar los tribunales y utilizar el cambiante 
código legal en sus conflictos con enemigos locales. Estas habilidades 
serían muy útiles para los pobladores en las décadas siguientes.

La creciente intervención del Estado colonial en los asuntos locales 
contribuyó a las divisiones internas en las comunidades indígenas. El 
impulso errático de éste de “racionalizar” la administración y aumentar 
los ingresos fiscales afectó sin duda a estas comunidades. Pese a la legiti-
midad de la Corona y al deseo de imponer un nuevo orden, el poder polí-
tico en los pueblos coloniales siempre fue objeto de negociación. Con el 
fin de administrar con éxito los pueblos indígenas, los funcionarios de la 
Corona tuvieron que andarse con cuidado para favorecer sus intereses 
económicos y llegar a acuerdos con los líderes de la comunidad sobre los 
niveles aceptables de explotación. Esta fue siempre una proposición deli-
cada, y conforme los Borbones aumentaban la carga fiscal a los pueblos, 
se dificultó cada vez más. El carácter negociado del régimen colonial se 

145  Los pueblos sujetos de Zacualpan y Tistaca encabezaron la rebelión, AGN-C, vol. 314, 
exp. 5, f. 217.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   108 07/01/16   14:07



109

II. VIVIR “SIN DIOS, SIN REY Y SIN LEY”. REVUELTAS COLONIALES Y LA MODERNIZACIÓN...

puso en tela de juicio con la cantidad de impuestos y reformas adminis-
trativas. En lugar de negociación, el gobierno colonial optó cada vez más 
por la imposición.146

Mientras el Estado se embarcaba en una política de innovación, los 
actores indígenas se rehusaron a abandonar los métodos tradicionales 
de resistencia. Los pobladores demostraron una habilidad considerable 
en el juego político, pero mantuvieron sus acciones dentro de los límites 
del colonialismo español. Las rebeliones en los pueblos, incluso cuando 
comenzaron a organizarse más allá de sus mismas fronteras, nunca pre-
tendieron desafiar la legitimidad de la monarquía o de la Iglesia. Cuando 
se les acusaba de usurpar las prerrogativas reales, como apoderarse de 
las varas de mando, los pobladores se apresuraban a negarlo. Los disi-
dentes limitaron de manera consistente sus argumentos al marco de la 
ley española. La política de los pueblos fue de este modo conservadora, 
pero desplegaron una tendencia a presionar al límite la legalidad colo-
nial para extender sus propios alcances.

Es imposible reconstruir una “transcripción oculta” a partir de 
estas fuentes de modo directo, pero sí se observa que los pobladores 
tenían un sentido finamente desarrollado de la política y estaban estre-
chamente al tanto de los cambios en el Estado colonial. Su utilización  
de los nuevos aranceles eclesiásticos, de la Ordenanza de Intendentes y de 
los mandamientos judiciales reales contra los repartimientos comercia-
les, demostró un conocimiento sólido del cambiante marco legal. Del 
interior de estos pueblos surgió una desafiante tradición política para 
enfrentar la invasión del poder estatal en el campo. Se establecieron 
dinastías de políticos en localidades pequeñas que servirían de base 
para las acciones de los pueblos en la generación siguiente. Pese al con-
flicto sobre la membresía de los pueblos, estos actores políticos tenían 
un punto de vista definido sobre los derechos de sus localidades. Para 

146  Patch, Maya Revolt and Revolution..., pp. 210-211, señaló hace poco que los Borbo-
nes rompieron el pacto entre la Corona y los súbditos indígenas, y sostiene que los 
desórdenes en Yucatán constituyeron más que una rebelión.
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hacerlos valer, a menudo tuvieron que luchar donde la burocracia fuese 
más débil y, como resultado, sus quejas se centraron en los abusos de 
individuos específicos en lugar de hacerlo en las instituciones coloniales 
en su conjunto. Mantuvieron con firmeza sus pronunciamientos dentro 
de los límites de las tradiciones coloniales españolas aunque pretendie-
ran socavar la autoridad que se esforzaba por imponérseles.
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GUADALUPE, LA AMERICANA”: INSURRECCIÓN EN 

TIERRA CALIENTE, 1810-1821

La guerra de Independencia en México resultó ser un suceso defi-
nitorio en las historias de muchos poblados. Fue precisamente en este 
momento cuando grandes cantidades de pobladores se movilizaron 
para apoyar la insurrección, para vincular a numerosas comunidades 
que nunca antes habían cooperado con el fin de alcanzar objetivos 
políticos comunes. Las causas del descontento que motivaron a estos 
insurgentes fueron semejantes a las descritas en el capítulo anterior. 
Reaparecieron las inquietudes acerca de las estructuras de poder y sis-
temas de dominación étnica locales en las acciones y palabras de estos 
rebeldes; pero los pobladores manifestaron su desacuerdo en formas 
nuevas y desafiantes.

En este capítulo demuestro que los insurgentes de 1810 a 1821 tras-
cendieron las rebeliones de los pueblos de los cincuenta años anteriores 
para crear un nuevo modo de hacer política. Un nuevo lenguaje de 
nacionalismo y ciudadanía se convirtió en la norma durante la década 
de rebelión armada contra el orden colonial. Aquí registro la transición de 
revuelta colonial a rebelión nacional en la mentalité de los habitantes  
de Tierra Caliente, al describir sus motivos durante la revuelta y la forma 
como percibieron su papel en la política, conforme se desenvolvían los 
diez años de conflicto armado.

Si bien hay un extenso cuerpo documental que aborda los objeti-
vos políticos de los criollos partidarios de la Independencia, estos estu-
dios suelen excluir del análisis a los insurgentes rurales. Al explorar las 
razones del estallido de la insurgencia, las obras recientes se centran en 
las tensiones sociales y económicas de larga data que se desarrollaron 
en el ocaso del Imperio español, o en causas más inmediatas, como la 
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escasez alimentaria.1 La bibliografía tiende a eludir la cuestión del 
impacto de estas tensiones en las aspiraciones políticas del movimiento 
independentista, como si se sustituyese “la causa por la razón” al descri-
bir los motivos campesinos.2 Jaime E. Rodríguez resume gran parte de 
las investigaciones recientes cuando propone que, durante las hostilida-
des, “surgieron dos amplios movimientos: una demanda de la clase alta 
urbana de gobierno nacional y una revuelta rural contra la explotación”.3

Peter Guardino y Virginia Guedea sacaron a la luz vínculos impor-
tantes entre el pensamiento político de la élite y el pensamiento popular 
durante la insurrección.4 Estos autores señalan que los insurgentes mol-
dearon sus análisis iniciales de la legitimidad política en términos de las 
tradiciones legales españolas del pueblo. En particular, Guardino men-
ciona que los insurgentes adoptaron los conceptos constitucionales en 
respuesta al estado de contrainsurgencia del gobierno virreinal. Las 
obras de Guedea tienen la virtud de dejar al descubierto los mecanis-
mos que conectaron a los autonomistas urbanos con los insurgentes 
rurales.5 La obra reciente de Rodríguez también observó el desplaza-
miento al interior del pensamiento hispanoamericano como resultado 

1  La síntesis de John Tutino de la región del Bajío en los años que precedieron a la 
guerra es uno de los mejores ejemplos de esta corriente de pensamiento; From Insu-
rrection to Revolution..., pp. 61-100. Véase también Eric van Young, “Moving toward 
Revolt: Agrarian Origins of the Hidalgo Rebellion in the Guadalajara Region”; Katz, 
Riot, Rebellion and Revolution; Van Young, “Los ricos se vuelven más ricos y los 
pobres más pobres. Salarios reales y estándares populares de vida a fines de la Colo-
nia en México”; y Enrique Florescano, Precios del maíz y crisis agrícolas en México, 
1708-1810, pp. 89-91 y 100-102.

2  Ranajit Guha, “The Prose of Counter-Insurgency”, p. 47.
3  Jaime E. Rodríguez O., “From Royal Subject to Republican Citizen: The Role of the 

Autonomists in the Independence of Mexico”, p. 20. La reciente obra de Jaime E. 
Rodríguez O., La independencia de la América española demuestra que modificó su 
opinión sobre esta división entre la ideología de la élite y la popular. Véase por ejem-
plo su análisis sobre las ideas de la Ilustración y las clases populares, pp. 16, 61. Brian 
R. Hamnett, “Mexico's Royalist Coalition: The Response of Revolution, 1808-1821”, 
Journal of Latin American Studies, 12.

4  Guardino, Peasants, Politics..., pp. 45, 49-69.
5  Virginia Guedea, La insurgencia en el Departamento del Norte. Los Llanos de Apan 

y la Sierra de Puebla, 1810-1816, pp. 133-137, 171, y En busca de un gobierno alterno..., 
pp. 74-113, 256-261.
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de la crisis constitucional de 1808 y las consiguientes guerras de inde-
pendencia.6 Estos autores detallan la evolución del pensamiento polí-
tico tanto de los intelectuales urbanos como de los insurgentes rurales 
durante la guerra, hasta el momento en que abandonaron los preceptos 
legales españoles de la monarquía y abrazaron los conceptos constitu-
cionales de soberanía. La relación entre la élite y la masa es motivo de 
polémica. Hace poco, Eric van Young, en su monumental obra, ofreció 
una revisión profunda de la cultura política popular en la que revela 
una amplia brecha entre ambas. Al señalar estas características como la 
creencia extendida en el rey bueno (monarquismo ingenuo) y el loca-
lismo de la acción en los pueblos, Van Young aprecia continuidades en 
la acción e ideología campesinas antes y después de 1810.7

En este capítulo exploro cómo se filtraron las inquietudes de la élite 
a los campos de los insurgentes indígenas, quienes después dieron nue-
vos significados a los problemas de constitucionalismo e independencia. 
La guerra cambió a los actores políticos locales, obligándolos a enfrentar 
desafíos ideológicos conforme se esforzaban en construir un Estado a 
partir de los pueblos. James Scott nos recuerda que las convicciones 
populares están en constante diálogo con las ideologías oficiales de 
quienes ostentan el poder.8 Las ideas de Scott contribuyen a explicar 
cómo reaccionaron, conforme avanzaba la rebelión, los insurgentes 
locales ante un escenario político cambiante al adoptar nuevos objetivos 
e identidades políticos. Si bien estos objetivos tenían una inclinación 
provinciana, no giraron sólo en torno a los problemas de las tierras del 
pueblo y el orgullo local. En cambio, tuvieron el propósito de redefinir 
los lazos políticos entre las patrias chicas de los rebeldes y el Estado que 
las abarcaba. La insurgencia se agrupó en torno a la hostilidad tradicio-

6  Rodríguez, Independencia de la América española, pp. 123-126.
7  Eric van Young, The Other Rebellion: Popular Violence, Ideology and the Mexican 

Struggle for Independence, 1810-1821, pp. 471-475, 483-484, 517.
8  Scott, Domination and the Arts of Resistance..., pp. 18, 49, 54, 134-135. Es en parti-

cular útil el análisis de Scott sobre el potencial subversivo del mito del “buen zar”, 
pp. 96-103.
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nal hacia los funcionarios y comerciantes españoles en tanto vinculó las 
preocupaciones de los pueblos a una visión política más amplia. Los 
pobladores reclamaron identidades nuevas como ciudadanos al desechar 
la categoría sociopolítica de “indio” y exigir nuevos derechos para el 
gobierno local. Los rebeldes rurales apelaron al concepto de patria y 
denominaron “nacionales” a sus tropas para distinguirse de las milicias 
realistas que combatían.9 La retórica constitucionalista y protonaciona-
lista entró en el discurso de los pueblos y contribuyó a sustentar la gue-
rra de guerrillas a lo largo del extenso periodo de influencia realista.

Para los pobladores del norte de Veracruz, la insurgencia les ofre-
ció oportunidades de resolver, en su favor, problemas de poder político 
en dos áreas críticas: al interior de los pueblos mismos (entre cabeceras 
y sujetos), y entre los pueblos y el Estado. Los pueblos experimentaron 
la guerra no como entre indígenas y españoles, sino como guerra civil 
dentro de los pueblos que los dividieron a lo largo de las mismas líneas 
jerárquicas que evolucionaron durante el periodo colonial. Como vere-
mos, los realistas movilizaron a pobladores indígenas para combatir a 
insurgentes indígenas de sus propios pueblos, mientras esos mismos 
rebeldes a menudo tomaron represalias contra sus pobladores y vecinos 
que se rehusaron a unírseles. Una segunda línea de tensión política 
corría entre el pueblo y el Estado borbónico, el cual, en su esfuerzo por 
incrementar los ingresos y agilizar la administración, elevó los impues-
tos e intervino cada vez más en los asuntos de las comunidades. Estas 
tensiones, vistas con claridad en los sucesos ya descritos, ahora dieron 
impulso a la larga guerra de guerrillas.

9  Hay ejemplos en “Proclama del Coronel Felipe Lobato”; 26 de agosto de 1813, AGN-

OG, vol. 4, f. 193. En el mismo documento, Lobato se refiere a los realistas como “los 
emisarios de Napoleón”; véase asimismo Antonio Lozano al coronel Francisco 
Antonio Peredo, 26 de agosto de 1813, AGN-OG, vol. 84, exp. 2, f. 27. Guardino 
observa que la insurgencia aprovechó la amenaza francesa como herramienta moti-
vadora, y se originó en la retórica realista de la década de 1790. Guedea demostró 
que la insurgencia se esforzó en gran medida por introducir una base constitucional 
en el gobierno rebelde de la Sierra de Puebla; véase La Insurgencia..., pp. 51-53, 67, 
72-73 y 78-79.
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La actitud de los insurgentes rurales, al final de la guerra, revela un 
intento de desplazar el equilibrio de poder en favor de las comunidades, 
al hacer que sus miembros afirmasen su nuevo estatus de ciudadanos e 
hicieran valer sus derechos a ayuntamientos autónomos.10 Los proble-
mas socioeconómicos hallaron un canal de expresión política a través 
de la crítica rebelde de las relaciones Estado-pueblos. Los innovadores 
debates constitucionales, que se filtraron a la política local, abrieron 
nuevas panorámicas a los pobladores que estaban descontentos con el 
gobierno del pueblo.11 Por tanto, los recién establecidos ayuntamientos 
fueron el centro de los acontecimientos de 1810 a 1821. La transforma-
ción de las repúblicas de indios en formas de base constitucional para el 
gobierno local, ofreció a los indígenas la posibilidad de abordar las dis-
putas por el poder que habían afectado las relaciones tanto entre los 
funcionarios de la Corona y los sujetos como dentro de los pueblos mis-
mos. El gobierno local se mantuvo en un estado de cambio como resul-
tado tanto de la guerra como de las modificaciones constitucionales, 
situación que creó oportunidades poco comunes para que los subalter-
nos reclamasen derechos políticos.

La visión del mundo de los rebeldes es evidente en la forma como 
organizaron su resistencia al Estado. Otro punto de referencia intere-
sante de las actitudes de los rebeldes es la retórica con que respondieron 
al cambio político de finales de la Colonia, en particular la reintroduc-
ción de la Constitución de Cádiz en 1820. En la siguiente sección des-
cribo la organización de la insurgencia local, con una atención particu-
lar al espacio regional en que luchó la insurrección y a los cambios de 
situación de las identidades políticas de los insurgentes en este espacio. 

10  Rodríguez, Independencia de la América española, pp. 237-238, 243-244, demuestra 
que las tradiciones políticas de los derechos municipales se usaron de forma novedosa 
en 1820. El ascenso del régimen constitucional también se originó en la crisis militar 
realista de finales de la guerra; véase Christon I. Archer, “Where Did All the Royalists 
Go? New Light on the Military Collapse of New Spain, 1810-1822”, pp. 37-38.

11  Véase Hernández Chávez, La tradición republicana..., pp. 26-27. Describe la rápida 
creación de ayuntamientos en 1820 y observa algunas tensiones dentro de las repú-
blicas de indios tradicionales, pp. 39-42.
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Después analizo la situación política creada por la readopción de la 
Constitución en el contexto de un país exhausto por años de guerra. En 
las dos últimas secciones exploro el significado de nación y Constitu-
ción para la gente rural al centrarme en la evolución de las identidades 
políticas dentro del bando insurgente.

CÓMO SE PELEÓ LA GUERRA. EL CONTEXTO REGIONAL

El 15 de septiembre de 1810, Miguel Hidalgo y Costilla, párroco de 
Dolores, Guanajuato, convocó a sus feligreses a unírsele en una insu-
rrección contra el gobierno en la Ciudad de México. Hidalgo y sus 
compañeros conspiradores nunca esperaron el intenso apoyo popular 
que reunió su llamado a las armas. Las dimensiones y el alcance de la 
insurrección alarmaron al sistema colonial, y los funcionarios reales 
coloniales buscaron con diligencia expresiones públicas de lealtad en 
los pueblos que administraban. Los subdelegados de la región asegura-
ron a la Ciudad de México que sus distritos estaban en paz. José María 
Bausa, subdelegado de Papantla, envió una petición firmada por los 
residentes no indígenas destacados en la que prometían su lealtad, y los 
indígenas de Tamazunchale del mismo modo insistieron en su sumi-
sión a la autoridad.12 Los funcionarios realistas se sentían confiados 
conforme convocaban a las milicias a combatir la amenaza de la insur-
gencia. En una desviación de la norma colonial, los funcionarios loca-
les, a urgencias de la Ciudad de México, crearon nuevos cuerpos mili-
tares compuestos de pobladores indígenas para complementar las 
unidades de milicias de pardos (formadas de personas descendientes 
de africanos) que tenían una larga trayectoria y que ya vimos actuar en 
el capítulo anterior.

12  Informe de juramento de “los sujetos principales Españoles de este pueblo, con el 
Gobernador y República de Indios,” Juan Baptista Bausa, Juan Tomás Rodolfo, Juan 
Vidal de Villamil, Joseph Rodríguez al virrey Venegas, Papantla, 29 de enero 1811, 
AGN-OG, vol. 829, fs. 94-5; AGN-INF, vol. 14, exp. 6, f. 190.
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Las noticias de la insurgencia se esparcieron con rapidez a los pue-
blos de las llanuras, conforme la insurrección se extendía más allá del 
Bajío y por todo el Altiplano. Como ya se describió, las tierras del litoral 
de la región del Golfo estaban íntimamente conectadas con el Altiplano 
a través de rutas comerciales en la Sierra Madre Oriental. Las principa-
les rutas de comercio iban de Papantla y Tuxpan por Huachinango, 
Zacatlán o Teziutlán, y la alcaldía mayor de Pánuco se enlazaba de 
manera estrecha con Chicontepec y Huejutla. Desde Chicontepec, las 
rutas comerciales pasaban por Tianguistengo, Molango y Metztitlán. 
Esta red de oriente a occidente de rutas comerciales dominó la lógica 
geográfica de la región, pues los comerciantes en el periodo colonial 
tardío acudían a Tulancingo y a la Ciudad de México para obtener cré-
dito y orientación política.13 Con base en estos contactos tradicionales, 
no sorprende que, durante la insurgencia, los rebeldes de la costa man-
tuviesen fuertes lazos con los representantes del gobierno insurgente en 
Zacatlán de las Manzanas.14

Los subdelegados y oficiales milicianos vieron la diseminación de 
la insurrección como el avance de una epidemia. La rebelión viajó a lo 
largo de las rutas comerciales a partir del Altiplano y se dirigió a la 
costa. Este fenómeno fue evidente para los administradores locales, 
quienes veían en cada pequeño comerciante proveniente del occidente 
un agente potencial de rebelión. En un momento determinado, el 
comandante realista de Huejutla, Alejandro Álvarez de Güitián, quiso 
controlar el movimiento de comerciantes en pequeña escala debido a su 
papel en la propagación de la insurrección. “No se permitirá de ningún 
modo que entren en los pueblos de esta provincia los viandantes que, 

13  Los materiales de finales del periodo colonial ofrecen descripciones del comercio en 
la sierra, como ya vimos en el capítulo dos, los residentes de la costa mantenían 
relaciones comerciales con los pueblos de la sierra. John Leiby (ed.), Report to the 
King: Colonel Juan Camargo y Cavallero's Historical Account of New Spain, p. 65.

14  Hay amplias pruebas de la correspondencia entre los líderes de la insurrección en la 
Sierra de Puebla, Ignacio Rayón y José Francisco Osorno, y los insurgentes de 
Papantla en AGN-INF, vol. 84, exp. 2, ff. 1-43; y Virginia Guedea (ed.), Prontuario  
de los insurgentes, pp. 140, 171-172, 299, 306, 343.
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conocidos como molangueros, andan de pueblo en pueblo con cachiva-
ches, pues es cierto que han sido, en todas partes, los principales agentes 
de la rebelión”.15 Cabe notar que Molango, el pueblo en donde se originó 
el término “molanguero”, era famoso tanto por su actividad de comer-
cio en mulas como por ser el centro de simpatías insurgentes en 1811. 
Estos molangueros solían adquirir los excedentes de los campesinos 
indígenas y rancheros mestizos, y venderlos en los mercados locales; 
naturalmente, su actividad era ideal para llevar noticias y subversión al 
campo. También a menudo fueron víctimas de las restricciones comer-
ciales descritas en el capítulo anterior, y así, no cabe duda de que vieron 
con agrado el prospecto de un cambio político. Álvarez tenía razón al 
reconocer el peligro que transportaban consigo estos pequeños comer-
ciantes en sus caravanas de mulas pero, al mismo tiempo, esta prohibi-
ción fue en vano, pues eran indispensables para la economía.

Los funcionarios locales comenzaron a reportar la presencia de 
emisarios insurgentes en la región, y los rumores del avance de la rebe-
lión tuvieron un efecto desestabilizador en los pueblos. Las primeras 
noticias inquietantes llegaron en forma de un bullicioso vaquero mulato 
de Huejutla, Nasario Manzano, quien declaró “que los insurgentes 
traían un coche cerrado del que cuidan tres personajes… que éstos 
pagan un peso diario a cada soldado…”16 Un comerciante español, 
Diego Santander, testificó que Manzano había dicho que el rey estaba 
en el carruaje. Aunque el prisionero estaba borracho cuando expresó 
sus subversivas afirmaciones y no tenía relación formal alguna con los 
rebeldes, los funcionarios locales trataron con dureza a Manzano y lo 
enviaron a la capital, donde obtuvo su liberación sólo después de dos 

15  Joaquín Meade, La Huasteca hidalguense, p. 170. El contagio fue una metáfora uni-
versal para describir la propagación del descontento campesino; véase Guha, Ele-
mentary Aspects..., pp. 220, 222, 225. La descripción del contagio, observa Guha, 
también ayuda a los oficiales a minimizar la rebelión como algo irracional.

16  “Autos contra Nasario Manzano”, 10 de diciembre de 1810, AGN-C, vol. 250, exp. 8, ff. 
338, 347v. Véase Eric van Young, “Agustín Marroquín: The Sociopath as Rebel”,  
pp. 17-38.
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años y medio de trabajos forzados, periodo durante el cual sufrió un 
accidente que lo dejó incapacitado.

Mientras más se acercaba la insurgencia al distrito, más preocupa-
dos se veían los funcionarios locales; durante el proceso legal de Man-
zano, Santander testificó que “se hallaba el pueblo en bastante conflicto 
por la insurrección tan cercana de la jurisdicción de Valles, Axtla y 
Tamazunchale”.17 Pese a que la insurrección aún no tenía una presencia 
organizada, se manifestaba un marcado descenso en la deferencia hacia 
los españoles locales. En Chicontepec, un comerciante oriundo de Cas-
tilla se quejó de que, desde febrero de 1811, no había tenido “un día de 
sosiego” a causa de los constantes insultos que recibía.18 Tan sólo las 
noticias de la insurrección desestabilizaron los patrones de dominación 
y alteraron la capacidad de los españoles locales de exigir respeto. La 
rebelión se propagó como un “contagio”, como señala Ranajit Guha, 
porque la dominación colonial proporcionó un principio organizativo 
universal a los rebeldes. Un enemigo común permitió a los pobladores 
trascender el tradicional localismo campesino.19

La reacción exagerada de los realistas en el caso Manzano reflejó 
asimismo el poder de la idea insurgente; a diferencia de las revueltas 
coloniales previas, la insurgencia ofreció una alternativa a la legitimi-
dad política. La desaparición del rey de España y el golpe que organiza-
ron los españoles en la Ciudad de México en 1808 generó incertidumbre 
en todo el sistema político. Los arrebatos etílicos de Manzano inspira-
ron temor en los funcionarios y comerciantes españoles locales, justa-
mente por su semejanza con las declaraciones que caracterizaron la 

17  Declaración de Diego Santander, 13 de abril de 1811, agn-c, vol. 250, exp. 8, f. 347r. 
Manuel Zenarro al virrey, 29 de septiembre de 1811, Chicontepec, AGN-OG, vol. 663, 
f. sin número, informó que alguien había robado el correo, y escribió: “me hace sos-
pechar que hay fuego oculto”.

18  Declaración de Romualdo de Rábago, 5 de agosto de 1811, Chicontepec, AGN-INF, vol. 
17, exp. 10, f. 265. Rábago se quejó de que incluso los “vecinos” lo acosaban, gol-
peando su puerta y ventanas en plena noche. No cabe duda de que Rábago no era 
una persona simpática.

19  Guha, Elementary Aspects..., p. 225.
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insurrección de Hidalgo al oriente. El hecho de que Manzano provi-
niese de Valles, donde hacía poco se había asentado la insurgencia, no 
ayudó a su caso. El destino de Manzano y el intento de prohibir el 
comercio demuestran la opinión oficial de que la insurrección era una 
especie de contagio que debía contenerse con medidas de cuarentena.20

Pese a estas medidas “sanitarias,” la insurgencia se propagó. Pa-
huatlán, pueblo de la sierra totonaca, se unió a la insurgencia, y en la 
Huasteca los rebeldes se apoderaron del pueblo comercial de Tianguis-
tengo en mayo de 1811. Los rebeldes rodearon Huejutla; el distrito de 
Valles, incluso el pueblo cercano de Tamazunchale, se alzó en armas; y al 
oriente, Molango y Metztitlán ya estaban bajo firme control rebelde, 
mientras en el sur los disidentes ocuparon poblados en la Sierra de Pue-
bla. Los mismos rebeldes desafiaron el control de la Ciudad de México 
sobre el área circundante a Huejutla. De la Vega reportó que los residen-
tes europeos de Huejutla habían comenzado a escapar del pueblo con sus 
pertenencias conforme se propagaban las noticias de los avances rebel-
des.21 Las fuerzas insurgentes, en estos pueblos, hicieron campañas cons-
cientes para convencer a las comunidades indígenas y rancheros mesti-
zos cercanos de unirse a la rebelión, y señalaron en particular a los 
funcionarios de las repúblicas de indios y a miembros de las fuerzas mili-
cianas locales para inducirlos a la revuelta, incluso con comisiones como 
“oficiales americanos”. En los siguientes párrafos explico, con los sucesos 
de Chicontepec, por qué fue tan eficaz el “contagio de la insurrección”.

Una vez establecido en Tianguistengo, el líder insurgente José 
Manuel Cisneros envió cartas al gobernador indígena, Diego Hernán-
dez, en las que lo instaba a arrestar al subdelegado, Juan González de 

20  El subdelegado Fernando de la Vega describió la rebelión como “el contagioso veneno 
de la insurrección”, Auto contra Narciso Manzano, 17 de abril de 1811, f. 345; sobre su 
posterior liberación, véase f. 368. El subdelegado también sospechaba de Manzano 
debido a su movilidad; había estado en Valles, adonde había llegado la sublevación, y 
se dirigía a buscar empleo en la hacienda de Ignacio Pérez, en Altamira. Véase también 
Taylor, Drinking..., p. 120, sobre la “epidemia” de disturbios en el periodo colonial.

21  Informe de Fernando de la Vega, subdelegado de Huejutla y Yahualica, 26 de febrero 
de 1811, AGN-H, vol. 104, exp. 6, f. 12.
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Burgos, embargar sus bienes y enviarlo como prisionero con los rebel-
des. Cisneros acusó a González de actuar “contrariamente a la Nación y 
a la Patria”. El comandante insurgente también comisionó a Hernández 
como “Capitán de las Órdenes Reales de la Nación Americana”.22 Cisneros 
reclutó a varios campesinos criollos de Chicontepec –José y Lorenzo Espi-
noza, su madre, Ana Villegas, y al suegro de Lorenzo, Vicente Ortega, 
pequeño comerciante “molanguero”– para ayudarlo a convencer a Her-
nández y a la república de indios de unirse a la rebelión. Los Espinoza y 
Ortega tenían lazos tanto con Tianguistengo, donde nacieron, como con 
Chicontepec, de donde eran “vecinos”. El subdelegado González y su 
teniente, José Ignacio Cantos, huyeron a la primera señal de problemas.

Cisneros planteó varias proposiciones concretas a los indígenas, 
como expulsar del pueblo al impopular subdelegado y poner fin al ser-
vicio militar realista. Un indígena, participante en la rebelión al princi-
pio, huyó a Chicontepec para evitar que el subdelegado lo enlistara. 
Según declararon los miembros de la república de indios, Lorenzo Espi-
noza “le propuso al gobernador que jamás saldría de gobernador y a la 
república… que siempre ejercerían sus empleos”. Al retirar al subdele-
gado y prometer a los líderes indígenas que conservarían su trabajo, los 
insurgentes ofrecieron mayor autonomía a los indígenas principales 
después de un periodo durante el cual la administración borbónica 
había subvertido las libertades de los pueblos. Los rebeldes ofrecieron 
virtualmente eliminar el sistema de subyugación colonial mediante el 
rompimiento de los lazos políticos y fiscales entre el Estado y la comu-
nidad del pueblo, y dejarían que los líderes indígenas determinasen la 
forma del nuevo orden. Los insurgentes y los indígenas de Chicontepec 
determinaron decapitar a la burocracia local. Fue significativo que los 

22  La información de los siguientes párrafos proviene de las averiguaciones judiciales 
contra la república insurgente y sus aliados no indígenas. Este material se encuentra 
en AGN-INF, vol. 17, exps. 7, 8, 9 y 10. González sospechó de la correspondencia 
cuando se interceptaron cartas semejantes dirigidas al gobernador indígena de 
Huayacocotla. Véase asimismo Isaac Velázquez Morales, “La rebelión de 1811 en 
Chicontepec, Veracruz”, pp. 139-145.
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pobladores procedieran a arrestar a los funcionarios implicados en la 
regulación y fiscalización del comercio: el administrador del monopolio 
del tabaco y el recaudador de alcabalas. De acuerdo con el testimonio de 
los funcionarios de la república, Espinoza y el gobernador indígena Her-
nández consideraron confiscar los bienes del administrador del monopo-
lio del tabaco, del agente postal y del cura debido a su oposición a la rebe-
lión. Los sublevados garantizaron dividir las tierras confiscadas de estos 
funcionarios “entre los hijos del pueblo”. Asimismo, los insurgentes ofre-
cieron beneficios concretos colectivos e individuales a los líderes indíge-
nas y a los pobladores dispuestos a correr el riesgo de oponerse al gobierno 
español local. Mientras las cartas presentaban las nuevas identidades de 
la “nación americana” a Chicontepec, la política local se mantuvo en el 
centro de la actividad política. Los insurgentes prometieron una reorga-
nización del poder local mediante la destitución de los representantes 
reales que por tradición intervenían en las instituciones de los pueblos.

Los subdelegados, nunca populares en el mejor de los casos, ahora 
enfrentaban condiciones de extremo peligro. González de Burgos descu-
brió los planes de la insurrección antes de que los rebeldes pudiesen convo-
car a sus seguidores, y se preparó para partir. Cuando los líderes indígenas 
trataron de convencerlo para que se quedara, diciéndole que él “era su 
padre y que lo querían mucho”, González tan sólo confirmó sus intencio-
nes subversivas. “Pero conociendo yo la malicia con que venía la súplica del 
gobernador y república, que jamás lo han hecho con ningún subdelegado”. 
El ilustrativo comentario de González revela el odio que caracterizaba las 
relaciones entre los indígenas y los funcionarios españoles. Cuando los 
indígenas declararon su cariño por él, González, su teniente Cantos y el 
administrador del monopolio del tabaco abandonaron el pueblo a toda 
prisa. El subdelegado González sabía lo que hacía: en Valles, los insurgen-
tes mataron al subdelegado y colgaron su cadáver en una encrucijada.23

23  Los comentarios de González de Burgos se pueden encontrar en su declaración de 4 
de junio de 1811, AGN-INF, vol. 17, exp. 7, ff. 139r-140. Alejandro Álvarez de Güitián, 
Huejutla, 13 de marzo de 1812, AGN-INF, vol. 14, exp. 6, f. 190. El 9 de enero de 1811, 
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La revuelta de Chicontepec representó la persistencia de la cultura 
política colonial en la insurrección. Los sucesos en el pueblo se asemejan 
mucho a los que describe Eric van Young en su detallado análisis de la 
insurrección en pueblos como Atlacomulco, donde la insurrección pro-
cedió como una revuelta pueblerina.24 El gobernador insurgente movi-
lizó a los seguidores por conducto de las instituciones de la república de 
indios, y envió cartas a los principales y funcionarios menores (chinam-
pixqui) en los pueblos sujetos para que llevaran a su gente a la cabecera 
el día planeado de la insurrección. Los objetivos rebeldes se parecían a 
los reclamos de las revueltas y tumultos locales en la Papantla y Yahua-
lica coloniales en que consistían en expulsar a los funcionarios y recau-
dadores fiscales españoles en nombre del rey. Los insurgentes de Tian-
guistengo aprovecharon la tradición rebelde de los pobladores, pues la 
orden de arresto de González de Burgos ostentaba un origen real.

Como en las rebeliones coloniales, los indígenas parecieron reacios 
a emplear la violencia contra las autoridades a pesar de que los sobrepasa-
ban con mucho en número. Los indígenas y sus aliados no indígenas esta-
ban armados con arcos y flechas, machetes y palos, pero no hay eviden-
cias de que usaran la fuerza contra los notables locales que se rehusaron a 
unirse a la rebelión. La principal actividad de los indígenas fue intimidar 
al subdelegado y a su teniente, y preparar la bienvenida a los representan-
tes de los insurrectos de Tianguistengo “con suchiles de flores”.25 Ana 
Villegas, quien fungió como emisaria entre Chicontepec y Tianguis-
tengo, se enojó con el gobernador Diego Hernández cuando éste le dijo 

Rafael García, soldado del gobierno que escoltaba al subdelegado, lo entregó a los 
insurgentes, acción por la que obtuvo el grado de capitán en el ejército insurgente. 
Cuando Ignacio Muñoz, el subdelegado de Metztitlán, huyó de su puesto, se justificó 
en parte por el temor de correr la misma suerte, “seré víctima como lo ha sido el 
subdelegado de Aquixmón, cuyo cuerpo tienen colgado en Matzaltzintla”, I. Muñoz, 
6 de marzo de 1811, AGN-H, vol. 104, exp. 34, f. 147.

24  Van Young, The Other Rebellion..., pp. 351-357.
25  Llama la atención que este informe del teniente de justicia José Ignacio Cantos, refleja 

una confusión entre el náhuatl y el castellano, dado que xuchitl quiere decir flores. 
AGN-INF, vol. 17, exp. 7 f. 152.
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que el subdelegado había huido. Como, en su opinión, Hernández pudo 
evitar que escapara, lo reprendió: “Pues ahora estás mal, quién sabe 
cómo te irá”. Tal vez Villegas estaba consciente de que las reglas del 
juego habían cambiado y que el gobierno de la Ciudad de México ya no 
sería tan conciliador como lo fue cuando enfrentó anteriores revueltas 
coloniales aisladas.

El desenlace del movimiento en Chicontepec fue semejante a los de 
las revueltas previas. El párroco y dos terratenientes locales, José Fran-
cisco del Valle y José Antonio Cuervo, organizaron a treinta “patriotas” 
y arrestaron al líder de la comunidad indígena y a Lorenzo Espinoza 
cuando estaban reunidos en el cabildo. Más tarde, Del Valle declaró que 
los “mil y más indios que estaban insurgentados, no resistieron”.26 y que el 
arma principal que usó contra los rebeldes fue la persuasión y no la 
fuerza. Cabe notar que Cuervo tenía fama de esconder a los contribu-
yentes indígenas de los recaudadores de impuestos a cambio de trabajar 
en sus propiedades.27

Sin embargo, sí hubo diferencias importantes entre este levanta-
miento y los movimientos coloniales, pues desafió la tradición de decla-
rar lealtad al Estado. En 1810 y 1811, dos grupos declararon actuar en 
nombre del rey, uno leal al gobierno de la Ciudad de México y el otro 
insurgente. Los insurgentes crearon su propia jerarquía de funcionarios 
y títulos, y emitían órdenes en nombre del rey. A diferencia de los dis-
turbios anteriores, esta insurgencia ofreció un orden alternativo con sus 
propias declaraciones de legitimidad. Espinoza enviaba sus cartas de 
comisión, escritas en Metztitlán, “en nombre de Nuestra Señora de Gua-
dalupe y Fernando VII”.28 La documentación provisional no cumplía 

26  Declaración de González de Burgos, 6 de junio de 1811, AGN-INF, vol. 17, exp. 7, ff. 
143-143v; ibid., ff. 155-158v. De igual manera que en el norte, en Valles, el párroco 
Pedro Villaverde logró calmar una insurrección en marzo de 1811, “tras media hora 
de exhortos”, Genaro García (ed.), Documentos para la historia de México, vol. 9, El 
clero de México y la Independencia, pp. 103-104.

27  Antonio Escobar, “La insurgencia huasteca. Origen y desarrollo”, pp. 143-144.
28  Declaración de los vecinos de Razón, AGN-INF, vol. 17, exp. 8, f. 193. Guha, Elemen-

tary Aspects..., p. 54, observa que el acto de escribir es un proceso de reclamo de 
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con los elegantes criterios de los papeles provenientes de la Ciudad de 
México, y cuando los conspiradores de Chicontepec mostraron sus 
órdenes a Del Valle, las descartó diciendo “que no servían pues eran 
hechas por un arriero, que sólo debían atenderse las órdenes superiores 
del E.S. Virrey”. Más importante aún, cuestionó el derecho de los pue-
blos cercanos de usurpar la autoridad de la capital virreinal: “¿Qué 
acaso mandan a Ustedes los de Metztitlán y Tianguistengo?” Es sor-
prendente que los insurgentes sin duda aceptaran las órdenes “reales” y 
esperaran que los miembros de la élite local las aceptasen también. Si 
bien De la Vega pudo explicar el éxito rebelde por la ignorancia e inge-
nuidad de los indígenas, es más probable que los pobladores (algunos de 
ellos no eran indígenas) aceptaran las cartas como auténticas porque 
confirmaran lo que ya creían, es decir, que Fernando VII odiaba a Gon-
zález de Burgos y amaba a sus súbditos.

Los crueles castigos que se aplicaron a resultas de esta breve revuelta 
sirvieron como ejemplo para la población indígena de que el gobierno 
de la Ciudad de México no toleraría más rebeliones. Los “vecinos” no 
indígenas, que organizaron la contrarrevolución local al principio, sólo 
arrestaron a Espinoza y a tres miembros del gobierno indígena. Pero 
cuando llegaron las tropas realistas, arrestaron a otros 28 indígenas, 
junto con doce no indígenas.29 El gobierno ejecutó a Ana Villegas (crio-
lla) en julio, y los demás prisioneros desaparecieron en las cárceles de 
guerra de Nueva España, donde varios murieron. El 27 de junio de 1817, 
el virrey ordenó la liberación de los prisioneros restantes, salvo el gober-

poder. Aquí, las órdenes escritas que invocan tanto a la Virgen como al rey cautivo 
eran tácticas para generar legitimidad. Lorenzo Espinoza abiertamente cargaba 
“un bastón” como símbolo de su autoridad, a diferencia de las revueltas coloniales 
cuando los indios tumultuosos siempre cuidaban de no usurpar las varas. José 
Francisco del Valle, 1º de junio de 1811, AGN-INF, vol. 17, exp. 7, f. 155. Incluso, 
cuando el cura retó a Espinoza por haberse apoderado de la correspondencia del 
subdelegado, este le contestó “que para eso estaba, que él mandaba y que aquel 
bastón que traía en la mano no lo tenía para meterlo en el culo”. Declaración de la 
república, f. 188. 

29  Meade, La Huasteca veracruzana, 2, p. 4; AGN-INF, vol. 17, exp. 10, f. 253.
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nador Diego Hernández y Lorenzo Espinoza.30 La insurrección hizo 
que fuese peligroso cumplir esto, pues los funcionarios abusivos res-
pondieron a las quejas con acusaciones de que los protestantes eran 
insurgentes encubiertos. Tal fue el caso en Huautla, donde los poblado-
res afirmaron que el párroco reprimió las objeciones a sus exigencias de 
trabajo, acusando a los pobladores de ser subversivos.31

La insurrección de Chicontepec demostró la debilidad del régimen 
colonial. Una vez que la insurrección cuestionó la legitimidad del 
Estado, los disidentes locales pudieron optar por el Estado alternativo 
para la reparación de sus quejas. En gran medida, España había logrado 
canalizar el descontento social hacia los tribunales porque no había otra 
opción viable. Los nahuas de Chicontepec no tardaron en percatarse de 
la oportunidad que representaba la llegada del gobierno rebelde al área. 
Al menos para los pobladores locales, las invitaciones escritas con 
rudeza bastaron para socavar la frágil legitimidad de la burocracia colo-
nial. El fracaso de los insurgentes en Chicontepec fue un tropiezo tem-
poral; los rebeldes conservaron el control de Tianguistengo y Metzti-
tlán, y difundieron con eficacia su mensaje subversivo. En el año 
siguiente, los insurgentes extendieron su influencia a Huayacocotla, y 
Chicontepec pronto siguió el camino de sus vecinos, en julio de 1812.32

Además de recurrir a las repúblicas de indios, los insurgentes des-
cubrieron que las fuerzas de milicianos locales eran tierra fértil para el 
reclutamiento. La lealtad de estos soldados, no profesionales, era el cri-
terio básico para defender con éxito la región de los insurgentes. En los 
primeros meses de la guerra, el gobierno oficialista repelió el intento de 
Ignacio Rayón de establecer cuarteles generales en Pahuatlán con tro-
pas reclutadas en Papantla. Sin embargo, en última instancia, la lealtad 

30  Informe del fiscal, 13 de junio de 1815, AGN-INF, vol. 17, exp. 11, ff. 306-306r.
31  Antonio Escobar, “La insurgencia huasteca...”, p. 145.
32  Teniente Antonio Román de Odias, Huejutla, AGN-OG, vol. 64, ff. 69-70, describe la 

toma insurgente de Chicontepec. José Antonio Sevilla de Olmedo, desde Huayaco-
cotla, circuló una proclama rebelde el 9 de mayo de 1812, AGN-INF, vol. 18, exp. 22,  
ff. 26-40.
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de los milicianos no estaba asegurada. Los insurgentes lograron ganarse 
a las milicias locales reclutando a cabos y sargentos. Las rebeliones loca-
les también revelaron una importante base social. Como ya se observó, 
los principales comerciantes y funcionarios gubernamentales (el subde-
legado, recaudadores fiscales reales y policía del monopolio del tabaco) 
juraron lealtad a la Corona a principios de 1811. También fueron los 
líderes de la expedición militar contra los insurgentes en Pahuatlán. 
Estos individuos no cambiaron de bando. En cambio, la insurrección 
reclutó a los líderes de las comunidades indígenas y sargentos de las 
compañías de milicia. En general, las compañías milicianas de la costa, 
compuestas de “pardos”, es decir, personas descendientes de africanos 
(salvo los oficiales) resultaron una fuente básica de reclutas rebeldes en 
Nautla, Misantla y Papantla. En el caso de Nautla, todos los milicianos 
se unieron a la insurrección. Cuando el ejército oficialista al final recu-
peró el pueblo, el comandante oficialista consideró que no había miem-
bros de las antiguas tropas lo bastante leales para confiarles puestos de 
mando.33 El Capitán Francisco Sañudo, un realista de Papantla, justi-
ficó también la lentitud de la pacificación de la región señalando que los 
rebeldes eran soldados experimentados, a diferencia de los rebeldes de 
las primeras etapas de la guerra en la meseta central. En 1815, los oficia-
les de la región reclamaron más recursos diciendo que su tarea había 
sido especialmente difícil por ser sus enemigos milicianos armados con 
conocimientos castrenses.34 La milicia colonial se organizaba, en muchos 

33  Manuel González de la Vega, 31 de enero de 1815, Tuxpan, AGN-OG, vol. 830, f. sin 
número. Informe del Virrey Apodaca, junio de 1818, AGN-H, vol. 152, f. 212. 

34  Manuel González de la Vega transcribe una carta de Francisco Sañudo donde des-
cribe a su enemigo así: “no eran insurgentes, como generalmente se dice, sino son 
soldados instruidos de las alzadas compañías de Nautla, Misantla, Tecolutla y 
Papantla”, 3 de diciembre de 1813, Papantla, AGN-OG, vol. 401, f. 37. Petición de Juan 
Gómez de Figueroa, Pedro Blasco, José Llorente, Antonio Rodríguez de Miranda y 
José Miguel Fernández, capitanes, tenientes y subtenientes de la segunda división 
del norte, 23 de mayo de 1815, AGN-OG, vol. 527, f. 34. González de la Vega también 
notó que en Nautla y Misantla estaban los soldados de la sexta y séptima compañías 
de milicias junto con “muy pocos negros de Tecolutla y los indios de Papantla” en las 
fuerzas rebeldes, AGN-OG, 25 de abril de 1814, vol. 401, f. 111. En Huejutla, también 
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sentidos, según los principios que predominaban en la sociedad borbó-
nica. Los oficiales provenían de la élite local (terratenientes, comercian-
tes y funcionarios), y los soldados eran agricultores, pescadores, jorna-
leros pardos y mestizos y, conforme avanzó la guerra, pobladores 
indígenas. La separación en la milicia reflejó de esta manera la segrega-
ción al interior de la sociedad colonial.

La propia guerra intensificó con rapidez las tensiones dentro de las 
tropas. Como demostraron en las rebeliones coloniales, el servicio 
activo por periodos prolongados siempre provocaba disgustos entre los 
milicianos pardos, y con el comienzo de la guerra, el gobierno comenzó 
a crear milicias indígenas. En el caso de Tierra Caliente, el servicio mili-
tar indígena fue muy problemático. El subdelegado de Huejutla y 
Yahualica, De la Vega, no tenía certeza de la lealtad de los indígenas de 
la región, y opuso objeciones a la formación de la milicia indígena por-
que toda exigencia de servicio militar no era parte de las obligaciones 
tradicionales de los indígenas. Según este subdelegado, “aborrecen toda 
nueva pensión [es decir, nuevos impuestos] y […] nada docilita más a 
los Indios que la regla de mantenerlos sin alteración en sus costumbres”.35 
Las palabras de De la Vega fueron proféticas: la milicia formada con la 
población indígena de Papantla se rebeló en 1812 con el liderazgo de 
Serafín Olarte, y después operó como columna vertebral de la insurgen-
cia durante la larga guerra. Según Carlos Llorente, la insurrección de 

un capitán de milicias, Manuel Carranza, intentó levantar la milicia a favor de la 
insurrección, sin embargo fracasó; véase AGN-IG, vol. 149, f. sin número.

35  De la Vega, 7 de enero de 1812, Huejutla, AGN-OG, vol. 21, exp. 19, f. 183. De la Vega 
escribió que los indígenas carecían de “las nobles reflexiones que nos animan a 
sacrificarnos gustosamente en obsequio de nuestra justa causa”. Aceptar a los indí-
genas en la milicia los habría llevado “al precipicio de cometer el delito de infideli-
dad”, p. 184. Cabe mencionar que De la Vega estaba involucrado en una lucha por 
el poder con varios oficiales de las milicias, quienes buscaban aumentar su autori-
dad por medio de la expansión de las compañías de milicias. Joaquín Arredondo, 
comandante de Nuevo Santander y la Huasteca, frustró el intento de desarticular 
las “compañías de patriotas realistas”. Arredondo declaró: “pues si los Indios de 
aquella provincia no se han sublevado, no es por lealtad sino por el miedo que les 
impone las armas del Rey, y por falta de cabecillas”, 27 de abril de 1811, AGN-OG, vol. 
20, exp. 5, f. 23.
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Papantla había sido fácil para Olarte porque, como capitán de milicias, 
“tenía a sus órdenes todos los indios del pueblo con quien se levantó”.36

En las primeras etapas de las hostilidades, los informes mencio-
naron los elevados salarios que ofrecían los insurgentes. Nasario Man-
zano, el desafortunado vaquero atrapado por jactarse de la presencia 
del rey entre los rebeldes, también declaró que los rebeldes pagaban un 
peso diario a todos los reclutas. Lo que debió de ser más alarmante, 
para los magistrados locales, fue que Manzano testificara que había 
escuchado la historia de los altos salarios de los milicianos realistas 
que fueron a visitarlo a la cárcel de Valles. Antonio Cortés, un oficial 
miliciano de Huejutla, recibió una misiva del insurgente de Tianguis-
tengo, Cisneros, en enero de 1811, en la que le prometía “la plaza de 
Capitán con buen sueldo y a los soldados cuatro reales diarios”.37 Para 
los milicianos, una oferta del doble del salario común debió de ser muy 
tentadora. Hugh Hamill observó que los realistas tomaron estas ofer-
tas salariales con la bastante seriedad para mencionarlas en su propa-
ganda contrainsurgente.38 La idea de un peso al día disparó la imagi-
nación de la clase baja en la misma medida que los rumores sobre la 
presencia del rey.

Es notable el éxito de los insurgentes en subvertir la mayor parte de 
la región costera. Sucedió en un momento en que las fuerzas oficialistas 
se extendían al límite. La actividad insurgente invadió al mismo tiempo 
las provincias cercanas de Nuevo Santander al norte y gran parte de la 
Sierra de Puebla al occidente. Los insurgentes, a lo largo de la costa, 
mantenían una estrecha comunicación con los de la Sierra de Puebla. 

36  Llorente al virrey Ruiz de Apodaca, 16 de abril de 1819, AGN-OG, vol. 124, f. 49. Des-
pués de que el gobierno reconquistó Papantla, se abstuvieron de reorganizar la com-
pañía de milicias de indios, optando mejor por mantener a los indígenas leales orga-
nizados en cuatro “cuadros de indios armados” que servían de soldados auxiliares, 
guías y zapadores.

37  Carta del “comandante de la Nación Americana” Juan Antonio Sánchez a Cortés, 11 
de enero de 1811, AGN-IG, vol. 149, f. sin número.

38  Hugh M. Hamill, Jr., “Royalist Propaganda and ‘La Porción Humilde del Pueblo’ 
during Mexican Independence”, 36, pp. 437-438.
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Para 1812, los rebeldes controlaban la costa entera, a excepción de Tux-
pan y Tampico. Durante 1811, las fuerzas insurgentes se aproximaron a 
Altamira, a las afueras de Tampico.39 Los oficialistas reportaron que, en 
Altamira, los escasos soldados “de esta provincia se desertan con escán-
dalo y lo más sensible es el armamento que se llevan”.40 La desesperada 
situación hizo que los lealistas abandonaran Altamira y toda la ribera 
norte del río Pánuco, para trasladar el cuartel a Pueblo Viejo.41 Las loca-
lidades costeras de Pueblo Viejo y Tuxpan se convirtieron en reductos 
lealistas conforme los exiliados de los territorios bajo control insurgente 
lograban llegar a los puertos.42 Las urgentes súplicas de las guarniciones 
porteñas hicieron que el gobernador de Veracruz despachara tropas a 
Tampico para impedir la caída del puerto ante los ejércitos rebeldes. Sin 
embargo, incluso en este refugio lealista en la costa, el comandante des-
cubrió que era su “sargento primero de su compañía José Espiridon 
Polito, a quien se había sorprendido correspondencia con los enemigos, 
y ser uno de los que seducían la tropa y vecinos de aquel pueblo [Alta-
mira] por lo que lo tengo con un par de grillos en la lancha Celadora”.43 
En realidad, las frecuentes defecciones de unidades milicianas desenca-
denaron en gran medida la crisis en Nuevo Santander.

En varios pueblos, los insurgentes no lograron prosperar. Esto fue 
así sobre todo en Huejutla, donde los comandantes militares rechaza-
ron los primeros intentos de reclutarlos. Del mismo modo, los rebeldes 

39  Francisco de Paula de Arrangoiz, México desde 1808 hasta 1867, t. 1, p. 220; Joaquín 
Manuel de Hoyos al virrey Venegas, 14 de febrero de 1811, Altamira AGN-H, vol. 104, 
exp. 12, f. 40.

40  Joaquín Manuel de Hoyos al virrey Venegas, 14 de febrero de 1811, Altamira, AGN-H, 
vol. 104, exp. 12, f. 40v.

41  Domingo Camuñez al comandante de Brigada Carlos de Urrutia, Tuxpan, 17 de 
febrero de 1811, AGN-H, vol. 104, exp. 15, f. 66.

42  Juan Mora informó el 15 de febrero de 1811 que el gobernador de Nuevo León y el 
Obispo de Monterrey llegaron a Tampico como refugiados. General Carlos Urrutia 
a Venegas, Veracruz, AGN-H, vol. 104, exp. 14, f. 55. Antonio de Piedrola a Urrutia, 
Tampico, 3 de marzo de 1811, comentaba que pudo reclutar voluntarios entre los 
vecinos refugiados en Tampico, pero que le hacían falta oficiales experimentados, 
AGN-H vol. 104, exp. 23, f. 106-106r.

43  Piedrola, 3 de marzo de 1811, Tampico, AGN-H, vol. 104, exp. 23, f. 106.
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nunca ocuparon las cabeceras de Yahualica y Huazalingo, aunque estos 
pueblos sí padecieron invasiones rebeldes y un claro desafío de los pue-
blos sujetos, de tradición disidente.

Si bien fueron fructíferas las campañas de los refuerzos oficialistas 
de Veracruz al mando del general Arredondo contra los rebeldes del 
norte, las rebeliones por toda la Huasteca crearon una nueva serie de 
presiones sobre el reducto oficialista en Tuxpan. En junio de 1812, el 
comandante oficialista Domingo Camuñez reportó que los insurgentes 
controlaban la región costera alrededor de Tuxpan y que sólo se conser-
vaba aquel puerto en manos del gobierno. Camúnez y sus hombres 
tuvieron que resistir un sitio de ocho días que les impuso una fuerza de 
tres mil rebeldes.44

Durante el año siguiente, el control insurgente de la Huasteca cos-
tera fue casi completo. Tuxpan logró sobrevivir al sitio, pero los rebel-
des intimidaron al comandante oficialista para que permaneciera detrás 
de sus trincheras en el puerto. Al mismo tiempo, gran parte de la Sierra 
estaba en manos insurgentes. Chicontepec se rebeló de nuevo en junio 
de 1812, y los indígenas de Huayacocotla se afiliaron a los insurgentes 
después de que los de Molango reclutaran al gobernador de Huayaco-
cotla.45 Los mismos rebeldes desafiaron el control de la Ciudad de 
México sobre el área circundante a Huejutla. De la Vega reportó que los 
residentes europeos de Huejutla habían comenzado a huir del pueblo 
con sus bienes tan pronto que llegó a circular una carta del insurgente 
Juan Antonio Sánchez ofreciendo una comisión de capitán a Antonio 
Cortés, un residente de Huejutla de familia prominente, quien fungía 
como el apoderado de los Indios de Chapulhuacan.46

44  El sitio duró desde el 9 al 30 de julio y participaron rebeldes de “Papantla, Nautla, 
Tecolutla, Temapache, Tihuatlán, Amatlán, Tantima, Temapache y otros varios”, 
Camuñez a Venegas, 4 de agosto de 1812, Tuxpan, AGN-OG, vol. 735, f. s/n.

45  Juan Gaspar a José Osorno, 22 de febrero de 1813, San Juan Texcatepec, AGN-OG, vol. 
911, f. 201.

46  Fernando de la Vega, Huejutla, 26 de febrero de 1811, AGN-H, vol. 104, exp. 6, f. 12. 
¡Además, a Antonio Cortés, Sánchez le ordenó pasar a su cuartel de Chapulhuacan 
para que, a nombre de sus poderdantes, recibiera las tierras que pretendían! Parece 
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La insurgencia de 1811 y 1812 no fue una explosión espontánea de 
ira. Hubo un largo proceso de reclutamiento de apoyo de las comunida-
des más allá del campo de acción de los primeros insurgentes. Éstos 
aprovecharon las tensiones al interior de los pueblos, creadas por el régi-
men a finales de la Colonia. Los pueblos se dividieron internamente, a 
menudo según las facciones de las revueltas anteriores. Los insurgentes 
ofrecieron a los indígenas facultades para controlar sus repúblicas y reti-
rar a los subdelegados de sus puestos. Además, crearon oportunidades 
para los sectores de la sociedad local (rancheros y jornaleros mulatos y 
mestizos) sin acceso a las repúblicas de indios ni a los puestos del gobierno 
español. Consideraré ahora lo que ofreció la insurrección a sus nuevos 
reclutas y quiénes fueron los nuevos seguidores.

Los pobladores indígenas se unieron a la insurgencia en 1812 y no 
tardaron en abrumar a la milicia realista que se había refugiado en los 
pueblos principales. La insurrección se propagó a través de las rutas 
comerciales que llegaban a la región de Papantla por la Huasteca y la 
Sierra de Puebla. En las llanuras costeras, dos importantes grupos 
sociales hallaron la insurgencia particularmente atractiva: los poblado-
res indígenas y los militares pardos. Los emisarios rebeldes llegaron e 
incitaron a los pobladores a retirar a los subdelegados y a expulsar a los 
gachupines. Algunos rebeldes fueron más convincentes al sugerir que  
la rebelión disfrutaba del beneplácito del rey cautivo, Fernando VII.47

que la familia Cortés era descendiente de los caciques indígenas de la región, aunque 
no he podido establecer el nexo con Antonio Cortés. Uno de los miembros de la 
familia presentó una solicitud en 1789, pidiendo una pensión por los servicios pres-
tados por su padre Joseph Antonio Cortés, un “cacique principal” de Huazalingo. 
Dicha solicitud se encuentra en AGI, México, 1880. El expediente detalla las activida-
des extensivas de Cortés, quien murió en 1763, defendiendo los derechos del pueblo, 
promoviendo la fe con donaciones a la construcción de la iglesia y apoyando la 
buena administración de la región. En este contexto, no es de admirarse que Anto-
nio Cortés fuera el apoderado del pueblo de Chapulhuacan.

47  Hay una breve descripción del estallamiento de la rebelión que destaca la deslealtad 
de la milicia en la petición del comandante militar de Papantla Juan Vidal de Villa-
mil a Calleja, 13 de marzo de 1814, AGN-OG, vol. 273, ff. 143-147. En respuesta a la 
insurrección de Hidalgo, el gobierno formó una compañía de milicias indígenas en 
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La acción rebelde atacó directamente a la burocracia local, y se 
centró en los objetos tradicionales de desasosiego de los pueblos: los 
subdelegados y los funcionarios del monopolio del tabaco. En Papantla, 
los pobladores insurgentes también señalaron en particular a la élite 
comercial por sus abusos. Esto, sin duda, reflejó resentimientos hacia 
los comerciantes y funcionarios que promovieron un sistema de repar-
timiento de mercancías para controlar el rentable comercio de la vaini-
lla. Ya vimos que los insurgentes subvirtieron con eficacia las milicias 
locales al ofrecer mejor paga a los soldados.48 En el capítulo ii vimos que 
las milicias costeras eran guardianes renuentes del orden colonial, en 
especial cuando el gobierno las llamaba a servir durante periodos pro-
longados. Los insurgentes explotaron los resentimientos por las jerar-
quías raciales en las unidades militares costeras. Prometieron a los mili-
cianos pardos que los ascenderían a puestos de oficiales, que se les 
negaban hasta entonces en el ejército realista, en el que por lo general el 
gobierno reservaba los puestos de mando a los blancos. Tal y como ya lo 
mencionamos, aumentaron las tensiones entre los soldados y las autori-
dades cuando extendieron el servicio por tiempos largos, y a partir de 
1810 se notan frecuentes quejas de milicianos contra sus superiores.49 
Fue impresionante el impacto de la subversión insurgente: para junio de 
1812, con la notable excepción de los oficiales, casi toda la milicia cos-
tera había defeccionado, y los realistas perdieron el control de todos los 
pueblos costeros entre los puertos de Tuxpan y Veracruz. La rebelión de 

Papantla. Estos militares se rebelaron en 1812 bajo el mando de Serafín Olarte; 
véase Llorente al virrey Ruiz de Apodaca, 16 de abril de 1819, AGN-OG, vol. 124, f. 49.

48  Por ejemplo, véase Juan Antonio Sánchez a Antonio Cortés, Huejutla, 16 de enero de 
1811, AGN-IG, vol. 149, f. sin número.

49  En la década de 1780, por ejemplo, el criollo de Papantla Ignacio Patiño se negó a 
servir como subordinado de un sargento pardo; AGN-IG, vol. 100a, f. sin número. De 
1812 a 1815, el sargento de la milicia Francisco Bermúdez sirvió como uno de los 
principales comandantes insurgentes en Papantla. Para quejas de milicianos, Peti-
ción de “todos los fieles Patriotas de Yahualica” contra “la tiranía de José Antonio 
Serna, Capitán de Patriotas,” 1812, AGN-C, 280, exp. 1, f. 120, Francisco Solares, capi-
tán de patriotas, Xochicoatlán, informe sobre ocho desertores de Huejutla, quienes 
huyeron de su compañía “por el malísimo tratamiento que les daba su capitán”, AGN-

OG, vol. 64, exp. 6, f. 24.
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Papantla siguió este mismo modelo, en el que los milicianos se unieron 
a los pobladores indígenas para derrocar al subdelegado y encarcelar a 
los oficiales militares locales.

Papantla se convirtió en el centro de mando insurgente regional. 
Los líderes influyentes de la sierra José Francisco Osorno e Ignacio 
López Rayón encargaron a un sacerdote, José Antonio Lozano, la admi-
nistración de la región para la causa insurgente, y le otorgaron el título 
de “coronel y comandante de las fuerzas nacionales”. Durante toda la 
insurrección, los rebeldes de la sierra y de la costa trabajaron en estre-
cha cooperación. De acuerdo con Llorente, Osorno pedía refuerzos a los 
rebeldes de las llanuras siempre que las incursiones realistas amenaza-
ban sus baluartes serranos. Describió a los rebeldes de Papantla como 
“seguidores de Osorno”.50 Cuando fueron amenazados por cualquier 
operación militar, los papantecos se trasladaron de las regiones costeras 
a pueblos rebeldes tierra adentro, como Tlaxcalantongo, Apapantilla, 
Pahuatlán y Huachinango, donde obtuvieron armas y soldados de los 
serranos, quienes, a su vez, ganaron acceso al mundo exterior a través 
de los modestos puertos de Tecolutla, Nautla y Boquilla de Piedra.51

Si bien las costas rebeldes mantenían lazos estrechos con los insur-
gentes de la sierra, no había una organización jerárquica muy articulada 
entre ambos grupos. Los rebeldes locales combatieron en bandas peque-
ñas que se aliaron en torno a los líderes de sus propios pueblos. Un caso 

50  Llorente al comandante general e intendente de Veracruz, brigadier Fernando Milla-
res y Mancebo, 11 de enero de 1816, AGN-OG, vol. 525, f. 1. Del mismo modo, los 
rebeldes de la costa llamaron a los serranos cuando sintieron la amenaza de  
los ataques realistas. José Antonio Lozano fue enviado al principio a Papantla para 
reunir tropas de caballería para Rayón; véase Carlos María de Bustamante, Cuadro 
histórico de la revolución mexicana, p. 481; Guedea, La insurgencia, pp. 61, 67, observa 
que Lozano fue uno de los principales organizadores en el cuartel de Osorno.

51  En 1816, Llorente declaró que por los puertos que habían tomado, los rebeldes reci-
bían “gruesas y continuas cantidades de armas y municiones” de ultramar, 21 de 
octubre de 1816, Temapache, AGN-OG, vol. 525, f. 162. Afirmó que en noviembre  
de 1815 descargaron 1800 fusiles y 1800 sables con sus municiones en Boquilla de 
Piedra, Llorente, 5 de noviembre de 1816, AGN-OG, vol. 525, f. 171r; véase Trens, His-
toria de Veracruz, 3, p. 284. Hay otros informes de cargamentos de armas en  
AGN-OG, vol. 525, ff. 173, 198; vol. 927, ff. 121, 216.
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de Misantla es ilustrativo de la autonomía militar de estos grupos. 
Cuando Guadalupe Victoria, el comandante rebelde que una y otra vez 
emboscó a los realistas y comerciantes que viajaban por el camino real 
a Veracruz, ordenó a los insurgentes de Misantla que le enviaran su 
cañón, se negaron, y afirmaron que ellos lo habían comprado y que les 
pertenecía.52 En la región de Papantla, la familia Olarte adquirió el con-
trol, sobre todo por su bien establecido papel en los cabildos indígenas y 
su capacidad de reunir a una gran cantidad de indígenas para que 
pelearan por ellos.53 Serafín Olarte y su hijo Mariano se convirtieron en 
los líderes insurgentes gracias a su habilidad de forjar una coalición 
entre las diversas bandas rebeldes de la región, las cuales se unieron 
para sostener el reducto de Olarte en Coyusquihui.

En septiembre de 1813, las fuerzas realistas lograron una modesta 
victoria al recuperar Papantla. Sin embargo, las tropas gubernamenta-
les sólo consiguieron un avance verdadero hasta después de 1817, con el 
declive de la insurgencia en la Sierra de Puebla, lo que obligó a los insur-
gentes a abandonar todos los pueblos principales del norte de Veracruz. 
No obstante, en lugar de sofocar la insurrección, como esperaban los 
militares, la reconquista realista de los pueblos tan sólo desplazó la 
rebelión y la convirtió en una guerra de guerrillas entre los pueblos ocu-
pados por las guarniciones realistas y las tierras del interior, infestadas 
de rebeldes intransigentes.

Los acontecimientos entre 1813 y 1820 demostraron la incapacidad 
de los realistas de vencer el desafío insurgente. Conforme los ejércitos 
realistas recuperaban la región, los pueblos se dividieron y los comba-
tientes rebeldes huyeron al monte con sus familias. Estos asentamientos 

52  Arturo García López al general Dávila, informe, 2 de junio de 1816, AGN-INF, vol. 38, 
exp. 8, f. 152. Osorno tenía poco control sobre las bandas que de manera nominal 
comandaba en la Sierra de Puebla; véase Guedea, La insurgencia, pp. 33-34. Es intere-
sante observar aquí la semejanza del lenguaje entre las opiniones que expresaban los 
misantecos y las que expresaban los residentes de Chalco descritas en Eric van Young, 
“The Raw and the Cooked: Elite and Popular Ideology in México, 1800-1821”, p. 309.

53  Véase Lozano al coronel Serafín Olarte, 18 de agosto de 1813, AGN-INF, vol. 84, exp. 
2, f. 20.
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rebeldes fueron los núcleos de nuevas comunidades que formaron en 
oposición a las cabeceras, bajo control realista. Esto fue tan común, que 
cada pueblo realista parecía estar a la sombra de su correspondiente 
cantón insurgente. En 1816, el coronel Carlos María Llorente describió 
esta curiosa geografía de las comunidades rebeldes. Había colocado 
guarniciones en Tuxpan, Tamiahua, Temapache, Tihuatlán, Papantla, 
El Espinal y Nautla, mientras, en el agreste terreno del monte, sus opo-
nentes crearon una línea de cantones, ubicada frente a los pueblos bajo 
control realista.54 Los rebeldes establecieron comunidades en Tlacolula, 
Cimarrona y Palo Blanco, cerca de los pueblos de Temapache y Tihuatlán. 
Del mismo modo, ocuparon las tierras de las haciendas de San Diego y San 
Antonio, y el cerro de Coyusquihui, todo cerca de Papantla, y rodearon 
El Espinal con cantones insurgentes en Mesa Grande, Palo Gordo y 
Tenampulco (este último en el estado de Puebla). La división entre la 
cabecera y el interior durante la guerra exacerbó una de las fuentes de 
tensión que existieron al interior de los pueblos coloniales. La lógica 
política de las repúblicas de indios hizo de los barrios focos perennes de 
disidencia, en particular respecto de la distribución de las cargas fisca-
les y laborales. Las comunidades sujetas y los asentamientos en las tie-
rras interiores de los pueblos indígenas resultaron demasiado dispersos 
para que los militares los guarnecieran. Por tradición, el Estado colonial 
colocaba pocos representantes en los pueblos sujetos, y dependía en 
cambio de intermediarios indígenas para administrar las tierras inte-
riores rurales. En condiciones de guerra civil, el accidentado terreno y, 
en la región costera, la densa selva que rodeaba estas comunidades ofre-
cían un refugio ya preparado para los insurgentes y se añadía a las difi-
cultades del ejército realista. Aunque muy cercano a Papantla, Coyus-
quihui estaba separado del pueblo por arroyos intransitables en época 

54  Véase Llorente a Calleja, 31 de enero de 1816, AGN-OG, vol. 526, f. 11; y Llorente al 
virrey Ruiz de Apodaca, 19 de septiembre de 1817, AGN-OG, vol. 526, ff. 259-260. Hay 
más comunicados de Llorente sobre la geografía de la rebelión en vol. 526, f. 128 y ff. 
164-65r; y vol. 527, ff. 138-146.
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de lluvias, por una densa selva y un terreno montañoso que a lo largo 
del año casi imposibilitaba coordinar operaciones militares.

Si bien los comandantes realistas describían estos asentamientos 
con terminología militar, “cantones”, en realidad eran mucho más que 
eso. Los rebeldes recrearon sus poblados, pues llevaron a sus familias 
consigo cuando huyeron de la ocupación realista.55 Los campesinos no 
sólo reconstruyeron sus chozas, sino que levantaron grandes estructu-
ras comunales: galeras; y en Palo Blanco, los sublevados edificaron 
incluso su propia iglesia. Los rebeldes cerca de Coahuitlán, en la región 
de la Sierra de Papantla, construyeron “en la cumbre del cerro una gran 
casa con aparatos de Iglesia, pues sin tener imagen alguna, era bien 
defendida de los animales con una estacada por fuera, un adorno de 
flores y estrellas en el frontispicio y muchos sepulcros”.56 Durante la 
insurgencia, los rebeldes crearon estos pueblos militarizados en gran 
parte de México. En la Huasteca había reductos rebeldes en Venasco, 
Siete Palmas, Cimarrones y Xihuico, por nombrar unos cuantos. Por 
desgracia, sobrevivió poca información sobre la forma como se gober-
naban estas comunidades. Los informes militares oficialistas, aunque 
destacan las actividades armadas de los líderes rebeldes, dan algunos 
indicios de que los refugiados recrearon sus propias repúblicas de 
indios. Por ejemplo, un totonaca capturado, Salvador Méndez, se iden-
tificó como funcionario de la “república de indios rebeldes”.57 Igual que 

55  Todos los miembros de la familia, no sólo los adultos varones, aparecen en las listas 
de los rebeldes a quienes se les otorgó amnistía; véase “Lista de indultados”, agn-og, 
vol. 725, ff. 340-346. Los militares oficialistas también trataron a mujeres y niños 
capturados en territorio insurgente como rebeldes, y los enviaban como prisioneros 
a pueblos oficialistas, a menudo con la esperanza de que, al hacerlo, obligaran a los 
hijos y esposos rebeldes a rendirse; véase teniente coronel Manuel González de la 
Vega, informe, 7 de febrero de 1814, AGN-OG, vol. 697, f. sin número.

56  Capitán Ignacio de Zúñiga a De la Concha, Coyutla, 20 de enero de 1819, agn-og, 
vol. 124, f. 75. Sobre los cantones de la Huasteca, véase la Gaceta del Gobierno de 
México, 11 de febrero de 1813, vol. 4, núm. 359, p. 168; y AGN-OG, vol. 4, ff. 27-28.

57  “Declaración tomada al rebelde aprehendido Salvador Méndez”, 29 de mayo de 
1820, AGN-OG, vol. 890, ff. 210-213. En las listas de amnistía de la Huasteca, los rebel-
des aparecen organizados en rebeldes de repúblicas de indios, junto con goberna-
dores, alcaldes y escribanos. Véase teniente coronel José María Lubián, “Lista que 
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lo hicieron antes de la insurgencia, los rebeldes y sus comunidades se 
sostuvieron con la siembra y venta de una amplia variedad de cultivos 
comerciales, como caña de azúcar, tabaco y vainilla. Llorente describió 
la base agrícola de la revuelta en una carta al virrey: 

En las fragosísimas montañas, Señor Exmo. viven cual fieras estos perver-

sos, encenagados en sus más horrendos vicios. Allí en lo más escondido de 

los montes y en la más estudiada dispersión, forman sus casuchas de paja, 

siembran milpas de maíz, frijol, arroz y otras semillas que produce mucho 

esta feraz tierra, y les proporciona con facilidad la subsistencia…58 

Los rebeldes comerciaban con el mundo exterior desde un pequeño 
puerto que abrieron llamado Boquilla de Piedra, y los lazos comerciales 
entre ellos y los propietarios de tierras nominalmente realistas ofrecie-
ron los medios con los cuales los insurrectos lograban adquirir bienes 
que no producían en su localidad. Así, los insurgentes manifestaron 
una identidad social y económica independiente de los pueblos tradi-
cionales, que quedaron en manos de las guarniciones del gobierno.

Los pobladores definieron sus identidades políticas (insurgente o 
realista) en términos de su relación con los miembros de la élite local y 
las sedes de la administración local. En el centro de la insurgencia rural 
estaban las cuestiones de las divisiones al interior de los pueblos así 
como la subordinación de éstos al Estado. La guerra se tradujo en un 
conflicto por el control de los pueblos y un ataque a los administradores 
fuereños que dominaban los recursos y el comercio locales. Como 
hemos visto, los disturbios de finales de la Colonia en el norte de Vera-
cruz y en la Huasteca exhibieron conflictos por las elecciones del pueblo 
a menudo acompañados de quejas contra los abusos administrativos. 

manifiesta los individuos de la comprensión de Palo Blanco y Sombrerete que han 
impetrado la real gracia de Indulto desde el 10 de diciembre de 1817”, 27 de febrero 
de 1818, AGN-OG, vol. 122, ff. 6-8.

58  Llorente a Calleja, 23 de abril y 17 de julio de 1816, AGN-OG, vol. 525, ff. 97, 116; Llo-
rente al virrey Ruiz de Apodaca, 23 de junio de 1817, AGN-OG, vol. 526, f. 125v.
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Durante la guerra misma, los comandantes militares realistas tomaron 
el control de los ayuntamientos, que usaron tanto para reclutar compa-
ñías de “milicias patriotas” como para recaudar impuestos que sostu-
viesen sus operaciones militares. Los rebeldes pretendieron renegociar 
la relación entre las repúblicas de indios coloniales y los representantes 
del Estado. Aunque estos rebeldes veían la causa insurgente a través de 
los lentes de la “patria chica” pueblerina, esto no conllevaba a que care-
cieran de un sentido de identidad nacional. El nacionalismo significaba 
muchas cosas en 1821, y todas ellas se arraigaban en el suelo de identi-
dades de pueblos bien localizados y en los mismos conflictos sociales de 
los once años previos de guerra.59

EL MOVIMIENTO OFICIALISTA

Hasta aquí me concentré en la composición de los grupos insurgentes, 
pero mis comentarios quedarían incompletos sin un análisis de quiénes 
eran los que se mantuvieron leales al régimen de la Ciudad de México y 
de la evolución de las fuerzas realistas durante los largos años de hosti-
lidades. Los insurgentes dirigieron su ira a los miembros de la élite local 
al igual que a los funcionarios gubernamentales; por ejemplo, saquea-
ron las posesiones de la familia Vidal en Papantla, mientras que en Tan-
toyuca, los insurgentes asaltaron dos propiedades pertenecientes a Car-
los María Llorente.60 Los terratenientes y comerciantes no se quedaron 
de brazos cruzados frente a la insurrección; en cambio, formaron el 
liderazgo de la contrarrevolución, con la guerra como medio de hallar 
nuevas formas de afirmar su poder tradicional. Estos individuos tenían 
fuertes incentivos para hacer la guerra hasta sus últimas consecuencias.

59  “Compañías de patriotas” fue una forma como los realistas favorecían a sus unida-
des militares, otro ejemplo de la introducción de un nuevo lenguaje político por 
parte del gobierno en el México rural, Alan Knight, “Peasants into Patriots: 
Thoughts on the Making of the Mexican Nation”, p. 146. Las “patrias chicas” fueron, 
al menos en opinión de Knight, los ladrillos de la nación.

60  Llorente, 21 de marzo de 1816, AGN-OG, vol. 67, f. 354.
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El liderazgo de las fuerzas leales al gobierno virreinal evolucionó a 
una fuerza independiente en la política local. Como demostró Juan 
Ortiz Escamilla, el virrey Calleja adoptó una estrategia peligrosa de 
enfrentar lo que parecía una oleada imparable de insurgencia: delegó 
autoridad a los notables locales, quienes organizaron compañías de 
milicias bajo su mando.61 La creación de numerosas unidades militares 
reclutadas localmente representó un cambio masivo en la sociedad 
mexicana. En el siglo xviii hubo unidades de milicias por la costa pero, 
como se observa en los sucesos de Papantla, no fueron muy eficaces, y 
los participantes resintieron todo esfuerzo de prolongar el servicio mili-
tar. Durante los años de insurgencia, la sociedad local se militarizó 
hasta un grado poco frecuente. Los soldados y oficiales de estas milicias 
servían durante extensos periodos, y por primera vez los terratenientes 
y comerciantes locales consideraron prometedora la carrera militar, si 
no esencial, en sus estrategias para lograr y mantener su estatus econó-
mico y social. Además, las autoridades militares comenzaron a sustituir 
a los oficiales civiles conforme el ejército asumía el control de los recur-
sos fiscales para solventar la guerra. Surgieron conflictos entre los 
comandantes locales y los subdelegados, que por lo general terminaron 
con resultado favorable al ejército.

En algunos casos, los nuevos oficiales militares hallaron una cone-
xión directa entre su fortuna y su servicio. Tal vez el mejor ejemplo de 
esto sea el alguna vez comandante del cuartel de Papantla, Juan Bautista 
Vidal, quien usó las unidades militares para escoltar sus bienes, en 
lugar de participar en campañas militares. Álvarez de Güitián, el diná-
mico comandante de Huejutla, tampoco se resistió a aprovechar el con-
trol de los ingresos que le permitía su puesto para acumular una for-
tuna. Una revisión de los libros de contabilidad de su comandancia 

61  Ortiz Escamilla, Guerra y gobierno..., pp. 80-87. Sobre la militarización de la socie-
dad mexicana durante la guerra, véase Christon I. Archer, “The Militarization of 
Mexican Politics: The Role of the Army, 1815-1821”; y del mismo autor, “Politiciza-
tion of the Army of New Spain during the War of Independence, 1810-1821”.
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reveló que faltaban al menos treinta mil pesos. Igualmente, los poblado-
res de Chontla acusaron a Carlos María Llorente de usar su autoridad 
militar para apoderarse de tierras comunales. Así, la carrera de las armas 
ofreció a las familias locales prominentes la oportunidad de recuperar lo 
que perdieron durante la insurrección y apoderarse de nuevos recursos 
valiéndose de la nueva autonomía que disfrutaban los militares. Como 
es natural, los mayores beneficios se acumularon en los afortunados que 
ocuparon el puesto de comandante.

Cuando surgieron asuntos de interés económico, el deseo de los 
comandantes militares de obtener el control socavó los esfuerzos pacifi-
cadores. Un buen ejemplo de lo anterior ocurrió en 1816 en Tantoyuca, 
donde un grupo de propietarios comisionó a José Antonio Díaz de la 
Concha, cura recién nombrado administrador de la hacienda de Las Flo-
res, para que negociara un acuerdo con los insurgentes locales, al mando 
de Félix Mesa. Muchos hombres de Mesa habían trabajado en esas tierras 
como arrendatarios y jornaleros en las haciendas de la región. Entre los 
generosos términos que ofrecían los propietarios estaba la libertad para 
los esclavos y un aumento de salario para los jornaleros. Díaz de la Con-
cha ofreció a Félix Mesa el puesto de administrador de una hacienda.62 
Los registros de la negociación no sólo indican que los esclavos eran una 
parte importante del movimiento local, sino que los términos también 
dejan ver que los terratenientes locales estaban ya lo bastante desespera-
dos para hacer amplias concesiones con tal de que sus tierras fuesen pro-
ductivas de nuevo. Los propietarios reconocieron que no había marcha 
atrás en dirección al antiguo orden. Sin embargo, el plan de paz no pros-
peró. De acuerdo con Díaz de la Concha, el capitán oficialista, Andrés 
Jáuregui, reventó a propósito las negociaciones de paz cuando lanzó una 
ofensiva mientras estaba en tratos con Mesa. Jáuregui, sostuvo, temió 
perder su feudo militar si los rebeldes aceptaban una amnistía. Cabe la 

62  Declaración de Díaz de la Concha, 26 de septiembre de 1816, Yahualica, AGN-INF, vol. 
57, exp. 1, f. 64.
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sospecha de que la paz no siempre servía a los mejores intereses de los 
comandantes locales.

La estrategia de Calleja tuvo gran éxito en la movilización de las 
élites provinciales contra la insurrección, pero también las armó y orga-
nizó en una fuerza política eficaz que manifestó su independencia política 
en 1821. Los líderes de las “milicias patriotas” gubernamentales desempe-
ñaron un papel central en la creación del Estado independiente dotán-
dolos con una autonomía y una tradición de mando que les permitió 
afianzar su poder. Desde luego, la consumación de la independencia no 
acabó con su influencia política.

La resoLuCión negoCiada y La ConsTiTuCión

Los últimos años de la insurgencia ofrecen documentación inusualmente 
valiosa que describe la transformación de las identidades políticas en 
Coyusquihui, refugio de un gran contingente de rebeldes indígenas de 
Papantla bajo el liderazgo de la familia Olarte.63 En esta sección exploro la 
reacción de los pobladores renuentes ante la promulgación de la Constitu-
ción de 1820. La carrera por el poder entre el gobierno y los rebeldes revela 
cómo percibieron los insurgentes rurales su lucha y cómo cambiaron 
estas percepciones desde 1810. Al mismo tiempo, la lucha de poder per-
mite comprender las aspiraciones rebeldes y pone de manifiesto el papel 
crucial que desempeñó la Constitución readoptada en 1820 en la rendi-
ción de Olarte. Por último, esta lucha sirve para demostrar el cambio de 
los conceptos populares de poder cuando acabó esta feroz insurrección.

El gobierno del virrey Juan Ruiz de Apodaca aplicó una eficaz polí-
tica de negociación con los insurgentes locales, otorgando términos 
liberales de amnistía en toda Nueva España. Esta política tuvo un papel 
clave en la pacificación de la Sierra de Puebla donde, en 1817, el líder 

63  Los militares reportaron que 2 051 hombres, mujeres y niños de Coyusquihui se 
rindieron en diciembre de 1820; véase “Lista de los individuos presentados al señor 
D. José Barradas”, 20 de diciembre de 1820, AGN-OG, vol. 725, ff. 340-348.
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insurgente local José Francisco Osorno negoció una amnistía para él y 
para muchos de sus principales oficiales. El relativo éxito del ejército 
realista bajo el mando de Apodaca se debió en gran medida a una polí-
tica de amnistía que ratificó la autoridad militar y política de las guerri-
llas arrepentidas. El acuerdo negociado en Coyusquihui siguió este 
modelo. Sin embargo, con los cambios que acompañaron la promulga-
ción de la Constitución española en 1820, la capitulación de Olarte fue 
mucho menos que una rendición.

El 9 de mayo de 1820, el coronel Carlos María Llorente escribió al 
virrey Apodaca que habían llegado de La Habana unos panfletos con 
noticias de que estaba vigente de nuevo la Constitución española. Llo-
rente dejó ver su antipatía por el cambio: “y como que [los impresos] 
encierran el veneno que conocerá la alta penetración de V.E. [. . .] Las 
noticias ya se están propagando al interior”.64 Quizá Llorente presintió 
el desafío a su propia autoridad que implicaba el regreso al orden cons-
titucional. Sin duda, la Constitución restablecida representaba sólo una 
de las dificultades que enfrentaban los militares realistas en aquel 
momento. En el verano de 1820, un nuevo comandante, coronel José 
Rincón, llevó a los militares locales a una campaña victoriosa pero  
costosa contra el reducto insurgente en Coyusquihui. Su plan consistió 
en rodear el territorio rebelde con fuertes guarnecidos y mantener sus 
tropas en campañas activas durante toda la temporada de lluvias. Aun-
que Rincón y sus soldados tuvieron pocos enfrentamientos con los 
insurgentes armados, se dedicaron a conciencia a destruir los jacales, 
las milpas y demás recursos económicos de los poblados insurgentes.65 

64  Llorente al virrey Ruiz de Apodaca, 9 de mayo de 1820, AGN-OG, vol. 767, ff. 326-328, 
siguió su informe con “aquí está todo tranquilo, aunque no falta como en todas partes 
uno que otro individuo que se incline a tal constitución”. El 21 de junio de 1820, Llo-
rente publicó la constitución; véase AGN-OG, vol. 768, f. 97. Respecto de los panfletos 
de La Habana, Llorente da crédito a la idea, como describe Rodríguez, Independencia 
de la América española, p. 121, de que La Habana desempeñó la función de centro de 
diseminación de literatura subversiva durante las décadas insurgentes.

65  Christon I. Archer, “Insurrection-Reaction-Revolution-Fragmentation: Reconstruc-
ting the Choreography of Meltdown in New Spain during the Independence Era”,  
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Pese a su éxito militar, la ofensiva realista comenzó a tambalearse por el 
impacto de las enfermedades y escasez de provisiones en hombres y 
dinero, resultando una verdadera victoria pírrica. En septiembre, el 
coronel Rincón renunció abruptamente a su puesto dejando una situación 
muy problemática que se hizo evidente cuando llegó su reemplazo, el 
coronel José Barradas, quien observó que las guarniciones que rodea-
ban Coyusquihui padecían una peligrosa falta de hombres. Desespe-
rado por refuerzos, el 7 de octubre de 1820 Barradas informó que un 
tercio de sus soldados estaba enfermo y que pronto tendrían que aban-
donar los fuertes que rodeaban Coyusquihui; concluyó su reporte, 
expresando su arrepentimiento por enviar noticias tan sombrías.66

En este contexto de crisis inminente, Barradas entabló negociacio-
nes con los rebeldes de Coyusquihui. El convenio negociado, que resultó 
de la iniciativa del nuevo comandante, nos permite entender la percep-
ción que tenían los pobladores de los cambios políticos asociados a la 
reintroducción del sistema constitucional. Cuando Barradas sustituyó a 
Rincón, en septiembre de 1820, su primera acción tuvo el propósito de 
ganarse la confianza de los insurgentes. Envió cartas a los rebeldes para 
informarles sobre la salida de Rincón y despachó a José María Aguilar, 
el párroco de Tlapacoyan que alguna vez pasó varios meses en Coyus-
quihui como prisionero de Olarte, al cantón insurgente para hacer 
saber a los rebeldes sobre la renovada vigencia de la Constitución y para 
bautizar a sus hijos. También mandó una oferta de amnistía por con-
ducto de un sargento que igualmente había estado cautivo en Coyus-

pp. 80-82, ofrece un breve relato que ubica a Coyusquihui desde una perspectiva mili-
tar y económica más amplia. Antes de este cambio de táctica, los rebeldes habían 
logrado aprovechar la temporada de lluvias para recuperarse de las ofensivas realistas; 
la tenacidad de Rincón tuvo un terrible efecto en los rebeldes. De acuerdo con uno de 
sus seguidores, Olarte aún creía “que no tengan cuidado que algún día ha de salir la 
tropa de aquí que será a más tardar en cuanto entra el agua.” “Declaración tomada al 
rebelde aprehendido Salvador Méndez”, 29 de mayo de 1820, AGN-OG, vol. 890, f. 213.

66  Barradas al virrey Ruiz de Apodaca, 7 de octubre de 1820, AGN-OG, vol. 107, f. 223. 
Llorente mostró poca disposición a cooperar con Barradas; de hecho, los dos man-
tenían una enemistad desde 1814, cuando sirvieron juntos en los llanos de Apan; 
véase Guedea, La insurgencia, p. 118.
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quihui. Sin embargo, más que sólo ofrecer amnistía, Barradas escribió 
que la “… mutación de nuestro gobierno, nuestra inmortal constitución 
que nos hace hombres libres e independientes […] ya tienen Ustedes por 
lo que tanto tiempo han suspirado y peleado…”.67 Con todo, el mensaje 
de Barradas no gozó de una recepción positiva. Apenas se enteraron 
“los de Coyusquihui” que el sargento había entablado discusiones con 
Pedro Ferral cuando corrió la voz que “andábamos seduciendo la gente 
para que se indultaran”. En representación de Olarte, quien se encon-
traba enfermo, Ferral llevó al emisario con un jefe rebelde de mayor 
rango, a quien presentó una copia de la Constitución. Según el sargento, 

Me mandó llamar el interino de Olarte, al consecutivo día, fui con Ferral, 

llevé la constitución de la monarquía española y el manifiesto del rey, se 

los manifesté y di entender con bastante explicación y, al último, se los 

dije: Que era forzoso que terminase la guerra y de no amenester, dar 

nueva declaración de guerra y motivos para ello, en conclusión me res-

pondieron que estaba bueno, y que la constitución sería obedecida…68

Con la reserva de que Olarte se libere de su enfermedad para poder 
consultarlo y que “Rincón salga de aquí.”

Los insurgentes respondieron con cautela, y declararon que consul-
tarían con Olarte antes de tomar una decisión. No obstante, Prudencio 
Ibáñez, un oficial rebelde, escribió que el reemplazo de Rincón con el 
coronel Barradas era una señal positiva, debido a la “política de castigo” 
que había aplicado el anterior comandante del ejército. Añadió que, con 
el cambio en los oficiales, los insurgentes “esperamos disfrutar la paz, 
que algunos deseamos, según nos franquea el gobierno de la constitu-

67  Barradas a los “rebeldes de Coyusquihui”, 30 de septiembre de 1820, AGN-OG, vol. 
107, f. 235r (cursivas en el original). Este lenguaje recuerda el de la proclama real del 
23 de julio de 1820, y da la impresión de que Barradas seguía un guión proporcio-
nado por las cortes liberales españolas; véase Timothy E. Anna, The Fall of the Royal 
Government in Mexico City, p. 197.

68  Sargento Mariano de los Ríos a Barradas, 4 de octubre de 1820, AGN-OG, vol. 107, f. 239.
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ción de la monarquía española”.69 Una razón de que los rebeldes, como 
Ibáñez, se alegraran por la salida de Rincón, fue justamente que su tác-
tica de campañas repetidas y las guarniciones permanentes de tropas en 
fuertes en el campo, tenía un tremendo impacto en la población rebelde. 
La política de devastación contra las rancherías insurgentes de Rincón 
destruyó el sistema de aprovisionamiento que alimentaba a los cantones 
insurgentes. Estas condiciones habían creado desacuerdos entre los 
rebeldes más intransigentes y los que estaban dispuestos a rendirse para 
buscar la sobrevivencia. Un rebelde capturado, Mariano González, testi-
ficó, por medio de un traductor, que Olarte estaba determinado a com-
batir aunque “aun cuando [Olarte] se quede solo, no se ha de indultar” y 
que prometió matar a quien supiera que aceptaba la amnistía del 
gobierno. Salvador Méndez, otro preso insurgente, declaró que Olarte 
había dicho que no dejará las armas “aunque se talen todas las milpas e 
incendien las casas.”70 En noviembre, Barradas envió de nuevo al padre 
Aguilar para negociar con el cantón rebelde y, como acto de buena fe, 
también liberó a Francisco Ibáñez, hermano del teniente de Olarte. Pru-
dencio Ibáñez pronto respondió que él y otra gente de razón estaban 
dispuestos a aceptar la amnistía, pero se había contenido “porque les da 

69  Ibáñez a Aguilar, 4 de octubre de 1820, AGN-OG, vol. 117, f. 240. Rincón también 
había enviado propuestas de paz a los rebeldes después de la proclamación de la 
Constitución. Esto tuvo poco éxito porque los rebeldes “le tienen cierta aversión a 
Rincón”; véase Mariano de los Ríos a Aguilar, 4 de octubre de 1820, AGN-OG, vol. 
107, f. 239; y Rincón al virrey Ruiz de Apodaca, 11 de septiembre de 1820, AGN-OG, 
vol. 890, f. 260. Méndez expresó la misma opinión tras su captura, AGN-OG, vol. 
890, f. 212.

70  “Declaración tomada al rebelde aprehendido Mariano González”, 29 de mayo de 
1820, AGN-OG, vol. 890, f. 207. Un tal capitán Blasco informó que los rebeldes habían 
ejecutado a uno de sus comandantes, Lucas Ximénez, por defender la aceptación de 
la amnistía y que Olarte había desarmado a otro, Alberto Bermúdez, bajo la sospe-
cha de querer un indulto; véase capitán Blasco a Llorente, 21 de enero, v8, AGN-OG, 
vol. 767, ff. 142-143. Sobre las milpas: “Declaración tomada al rebelde aprehendido 
Salvador Méndez”, 29 de mayo de 1820, AGN-OG, vol. 890, f. 213. Los diarios de 
campo del coronel Rincón contienen informes mensuales de milpas, campos  
de caña, trapiches, casas y graneros que sus hombres destruían. Hay ejemplos en 
Rincón, “Diario de operaciones”, 1 de abril, 30 de abril y 1 de julio de 1820, AGN-OG, 
vol. 890, ff. 175, 199-200, 235.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   146 07/01/16   14:07



147

III. “POR SEGUIR LA LEY DE NUESTRA SEÑORA DE GUADALUPE, LA AMERICANA”

compasión dejar a los indios”.71 Ibáñez reportó que los exhaustos rebel-
des esperaban una asamblea general que Olarte planeaba convocar. Sin 
embargo, el 11 de noviembre, Pedro Ferral y un grupo de no indígenas 
aparecieron en Nautla y aceptaron los términos de la amnistía, e infor-
maron que Olarte y casi doscientos rebeldes estaban cruzando el río 
Espinal para continuar la lucha junto con los rebeldes en el cantón cer-
cano de Palo Gordo. Preocupado de no concluir favorablemente las 
negociaciones antes de que Olarte descubriese la debilidad de sus guar-
niciones, Barradas intentó un ataque psicológico. Liberó a dos insurgen-
tes amnistiados, a quienes instruyó para que fuesen a los cantones rebel-
des y difundieran la noticia de que los realistas pronto atacarían a Olarte.

En diciembre de 1820, las fuerzas de Olarte al fin llegaron a un 
acuerdo con los oficiales realistas cuando el comandante rebelde llevó a 
468 rebeldes armados, organizados en siete compañías militares, a que 
aceptaran la amnistía. En una carta publicada en la Gaceta de México, 
órgano oficial del gobierno en la Ciudad de México, Olarte se retractó de 
sus acciones y declaró que él y sus seguidores habían sido “engañados”.72 
Así, Olarte adoptó el lenguaje de la Gaceta, donde los reportes siempre 
hablaban de rebeldes engañados o descaminados. No obstante, la decla-
ración de arrepentimiento de Olarte, creada por los militares como 
parte de su campaña de propaganda, sólo oscureció temporalmente lo 
que sus acciones siguientes pronto revelarían: la evolución de un nuevo 
texto político articulado por los exrebeldes. Este cambio de la intransi-
gencia a la negociación se debió a la diplomacia del padre José María 
Aguilar y a los términos tan generosos de la amnistía. Aguilar y Barra-
das accedieron a que los rebeldes tuviesen derecho de establecer nuevos 
pueblos en las regiones que habían ocupado durante la guerra. El 17 de 
noviembre, el comandante de Papantla reconoció el nuevo municipio 

71  Ibáñez a fray Aguilar, 17 de octubre de 1820; fray Aguilar a Barradas, 18 de octubre 
de 1820. Véase también De los Ríos a Aguilar, 17 de octubre de 1820, AGN-OG, vol. 
107, ff. 262, 263, 267.

72  Olarte a Barradas, 1 de diciembre de 1820, AGN-OG, vol. 107, f. 271.
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de El Cepillo, fundado por Pedro Ferral y sus seguidores. Esto, sin duda, 
envió un mensaje claro y tranquilizador a los rebeldes aún en armas en 
Coyusquihui, quienes procedieron a establecer un nuevo ayuntamiento 
en su reducto. El hecho de que se les permitiese hacerlo equivalió a un 
reconocimiento de facto de los antes autónomos cantones rebeldes 
como pueblos legítimos bajo control de los exinsurgentes, con derechos 
políticos protegidos según los términos de la Constitución. Con la crea-
ción de estos nuevos gobiernos municipales al final de la guerra, el 
poder se desplazó de los pueblos principales que por tradición habían 
administrado a los poblados grandes del interior. A diferencia de quie-
nes habían participado en anteriores rebeliones coloniales, los rebeldes 
de 1820 exigieron garantías constitucionales que les asegurasen que la 
mutación del gobierno sería permanente.

Tras la rendición de Olarte, la única banda rebelde que quedaba 
en la región de Papantla era la de José Santiago Moreno, en Palo Gordo. 
Barradas exigió que Moreno y sus seguidores se rindieran sin condi-
ciones; pero el virrey Ruiz de Apodaca ordenó a Barradas que comisio-
nara a Moreno como teniente para colocarlo, junto con sus partidarios 
armados, bajo el mando inmediato de Olarte. Los rebeldes de Moreno 
aceptaron “vivir bajo las benéficas influencias de la sagrada constitu-
ción de la Monarquía Española, con la condición de no dejar sus armas, 
no ya para perseguir, invadir, ni pelear, sino para su defensa”. Los 
rebeldes indultados prestaron obediencia al rey pero también notaron 
que los decretos de las Cortes les habían “concedido a nombre de la 
Nación, quedasen con las armas para su defensa personal”.73 Parece 
que nunca nadie preguntó de quién precisamente necesitaban defen-
derse.

La política de Ruiz de Apodaca de incorporar a los exrebeldes al 
ejército realista fue un arma de doble filo. Permitió una rápida pacifica-

73  José Francisco González y José Ignacio María Pastrana, 3 de diciembre de 1820, 
Cerro de San Miguel AGN-OG, vol. 107, f. 283r y González y Pastrana a Barradas, 3 de 
diciembre de 1820, f. 282.
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ción del campo, pero también otorgó reconocimiento a los nuevos acto-
res políticos que surgieron de la prolongada insurgencia. El tratamiento 
de Moreno y sus seguidores indica que los acuerdos de paz permitieron 
una autonomía política con reservas. Los rebeldes conservaron sus 
armas, y sus propios oficiales insurgentes comandaron las nuevas mili-
cias. Por ejemplo, el 30 de noviembre de 1820 varios líderes rebeldes 
escribieron a Olarte que aceptaban la Carta Magna y que “han quedado 
con sus armas para defender sus derechos y principalmente para conte-
ner a los que, atrevidos, pretenden insultar a su patria y a su gobierno 
constitucional”.74 Esta carta bien pudo haber influido en la decisión de 
Olarte de rendirse, pues poco después declaró su lealtad a la Constitu-
ción. La Ciudad de México autorizó a Barradas otorgar a Olarte un 
puesto de capitán de caballería.75 Como otra prueba de la buena fe del 
gobierno, Barradas mandó parque a la recién comisionada milicia 
“nacional” de El Cepillo, al mando de Ferral. Las nuevas milicias adop-
taron la terminología que los insurgentes locales comenzaron a emplear 
en 1813. Pero fue sólo después de la promulgación de la Constitución, en 
1820, cuando las tropas gubernamentales desecharon el término “rea-
listas” en favor de “nacionales”, lo que implicaba que los militares esta-
ban al servicio de la nación y no del rey. Había ocurrido un cambio 
claro en la forma como éstos percibían su servicio.

En esencia, Olarte celebró la paz con la Constitución antes de recono-
cer al gobierno que regía en su nombre. La carta de Olarte en que acep-
taba la amnistía, ya citada, describía su rendición como acto que acogía 
al “partido de la Constitución”, no al gobierno. De inmediato, los rebel-
des instrumentaron los términos de la nueva Constitución cuando esta-
blecieron un ayuntamiento para su pueblo, llamado Santiago Coyusqui-
hui. Los exrebeldes tenían un gran aprecio por las prerrogativas obtenidas 
tras la negociación del acuerdo y el Constitucionalismo. Cuando Juan 

74  González y Pastrana a Olarte, 30 de noviembre de 1820, AGN-OG, vol. 107, f. 280.
75  Virrey Ruiz de Apodaca a Barradas, 11 de diciembre de 1820, AGN-OG, vol. 107, f. 270.
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Vidal, el nuevo comandante de Papantla, arrestó a algunos seguidores de 
Olarte en abril de 1821, éste protestó ante el virrey en términos que indi-
caban su interpretación del acuerdo de paz. Declaró que Barradas le 
había dicho que, por ninguna razón, se molestaría a sus seguidores en 
Papantla, ni por el jefe militar Vidal ni por nadie. El capitán Olarte creía 
que su gente tenía el derecho de dedicarse por entero a la construcción de 
su comunidad donde él y ellos considerasen más conveniente: “pues así 
–continuó Olarte– me lo tiene ofrecido el gobierno de parte del soberano 
y la Nación”.76 De este modo, el líder totonaco interpretó la tregua como 
un reconocimiento a su autonomía local por las autoridades coloniales y 
se dispuso a crear un nuevo pueblo, ejerciendo los derechos políticos que 
la Constitución concedía a los ayuntamientos. Al afirmar que tanto la 
soberanía como la nación le habían otorgado estos derechos, indicaba 
que se originaban en una fuente más allá de la voluntad del monarca y 
sus representantes en el gobierno colonial.

EVOLUCIÓN DE LA IDEOLOGÍA INSURGENTE

La obra de Eric van Young muestra que, al principio, los insurgentes 
siguieron una forma de “monarquismo ingenuo”, con la creencia de que 
la insurgencia tenía el propósito de defender al rey y de que contaba con 
el apoyo de Fernando VII.77 Esta perspectiva caracterizó asimismo las 
revueltas en la región de la Huasteca durante 1811 y 1812, cuando pre-
tendían restaurar el protector real. Los pobladores veían en el monarca 
a un gobernante que intervenía en su favor y cuyas leyes caritativas 

76  Olarte, 23 de abril de 1821, AGN-OG, vol. 725, f. 377. La situación sugiere que Olarte 
también reclamaba el derecho de ser árbitro político de su comunidad, con facul-
tades semejantes a las de un caudillo. En la carta del 3 de diciembre de Pastrana y 
González citada arriba, presentan una opinión parecida cuando declararon que 
“la pretensión del nuevo gobierno es que cada uno obre libre y espontáneamente 
usando sus derechos con tal de que no perturbe la sociedad”, AGN-OG, vol. 107,  
f. 284.

77  Van Young, “The Raw and the Cooked...”, pp. 299-301, y de manera más amplia, The 
Other Rebellion..., pp. 463-483.
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habían tergiversado, con malicia, los gachupines.78 Aunque el monar-
quismo era el lenguaje del poder, no fue un idioma que hablaran sólo 
quienes lo poseían. El mito de un rey benévolo devino una poderosa 
herramienta motivadora para los rebeldes. Esta creencia, tan arraigada, 
posibilitó que los rebeldes reclamaran legitimidad cuando desafiaban a 
la autoridad.

Tampoco las clases subalternas fueron las únicas que profesaban 
una fe en el monarca benévolo que se preocupaba por su bienestar. Los 
criollos se aferraban a la idea de un reinado y en un Fernando VII 
magnánimo aún después del triunfo del Plan de Iguala, tendencia que 
señala que la conciencia popular y la de la élite no eran tan distintas 
entre sí. Anna muestra que el Plan de Iguala tuvo éxito gracias a las 
grandes esperanzas de que un Borbón aceptara el trono mexicano.79 
Fue esta comunidad de creencias compartidas lo que hizo tan pode-
rosa a la insurgencia. Confiar en el rey era un rasgo universal, no úni-
camente plebeyo.

Aun durante las primeras etapas de la rebelión, las opiniones 
populares sobre el monarca desempeñaron una función en la creación 
de un nuevo idioma nacionalista. Por ejemplo, una carta insurgente 
enviada a Huejutla el 16 de enero de 1811 invitaba a la milicia local a 
rebelarse “U. como buen compatriota, espero que se alistará bajo la ban-
dera de Nuestra Señora de Guadalupe y Rey Fernando 7º a favor de la 
América, fe y religión, pero sí, contra los gachupines”.80 Los rebeldes 
capturados declararon que seguían “la ley de Nuestra Señora de Guada-
lupe, la Americana”.81 En Zacualtipán, el gobernador indígena escribió 
a los insurgentes para pedirles protección, y explicó “que estamos noso-

78  Los historiadores andinos no son tan reacios a vincular las ideologías indígena y 
criolla; hay un caso interesante en Alberto Flores Galindo, “In Search of an Inca”, 
pp. 201 passim.

79  Timothy E. Anna, The Mexican Empire of Iturbide, pp. 11, 17, 24.
80  Juan Antonio Sánchez al capitán Antonio Cortés, 11 de enero de 1811, AGN-IG, vol. 

149, f. sin número.
81  Testimonio de Sebastián Antonio (alcalde indígena de Tlatelmaco, cerca de Zacual-

tipán), 10 de enero de 1812, AGN-C, vol. 251, exp. 12, f. 321.
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tros obedientes a cualquier hora que Ud. llegue, están ustedes recibidos; 
los señores de razón amparan a los gachupines, nosotros no tenemos 
más amparo que a Nuestra Señora de Guadalupe”.82 En el mundo de los 
pobladores indígenas, la ausencia del monarca creó una crisis profunda 
de legitimidad del Estado, pues sin el rey no había quien supervisara las 
facultades del subdelegado y otros funcionarios gachupines. En tales 
circunstancias, la insurgencia fue una manera de proteger a la comuni-
dad contra el subdelegado y sus comerciantes locales aliados. En el 
ámbito pueblerino, el sentimiento antigachupín tenía un significado 
muy concreto. Al afirmar hablar por el rey, los rebeldes daban a enten-
der que el monarca era la fuente de su legitimidad política, pero al 
mismo tiempo, los insurgentes modificaron su realismo con una identi-
dad “americana”. Ya desde las primeras etapas de la revuelta identifica-
ban al enemigo como el Estado colonial y los españoles, lo que sugiere 
un nuevo orden alternativo en el bando “americano”.

Un aspecto notable de la rebelión es que, aunque la violencia hun-
día sus raíces en los conflictos circunscritos a la política de los pueblos, 
los insurgentes emplearon un lenguaje protonacional. Como señala 
Alan Knight, para 1810 ya se habían filtrado los elementos básicos del 
“nacionalismo cultural” a la conciencia popular, siendo los más sobre-
salientes el sentimiento antigachupín y la identificación con la Virgen 
de Guadalupe. 83Los rebeldes de los pueblos de inmediato identificaron 
al gobierno realista como el protector de los españoles. En esencia, para 
ellos, el pregonado paternalismo del régimen colonial se quedó muy 
corto respecto de las expectativas populares.

82  Pérez (gobernador indígena de Papantla) a Juan Agustín González, 25 de noviembre 
de 1811, AGN-C, vol. 251, exp. 1, f. 6. En una misiva, los rebeldes de Tianguistengo 
expidieron órdenes a los de Chicontepec, “en nombre de Nuestra Señora de Guada-
lupe y el Generalísimo D. Ignacio Allende que no permiten dar auxilio ninguno al 
gobierno por lo que hace al gobierno del favorecimiento a los Gachupines”, J. M. 
Cisneros a Diego Hernández (gobernador indígena de Chicontepec), 27 de mayo de 
1811, AGN-C, vol. 17, exp. 7, f. 161.

83  Knight, “Peasants into Patriots...”, p. 141.
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El sentimiento antiespañol y el paternalismo real quizá predomi-
naron en las primeras declaraciones de los rebeldes de los pueblos, pero 
su perspectiva política no permaneció estática. Los oficiales insurgen-
tes buscaban constantemente levantar la moral de sus partidarios con 
propaganda que tenía en cuenta el cambiante escenario político. Los 
debates en torno a la Constitución española y a la Carta de Apatzingán 
se filtraron hasta los cantones rebeldes, en especial durante el periodo 
de la administración rebelde de José Antonio Lozano. Aunque tenía el 
impresionante título de comandante general, bien sabía que su super-
vivencia dependía de la buena voluntad de los indígenas, pescadores 
mulatos y rancheros que habitaban la comarca. Los pueblos insurgen-
tes podían rechazar, y a menudo lo hicieron, los intentos del líder de 
comandar las milicias de los pueblos o cobrar impuestos a los miem-
bros de las comunidades.84 Al carecer de las facultades de los funciona-
rios y subdelegados realistas, este insurgente adoptó un lenguaje de 
persuasión para obtener lo que necesitaba, mediante cartas a los cabil-
dos indígenas en favor de la insurgencia. Al recordar a los pobladores 
los servicios que él y los insurgentes habían prestado a sus comunida-
des, Lozano destacó la defensa de la patria en términos muy locales, 
que la equiparaban con la defensa de los pueblos. Lozano se aprovechó 
de los temores muy reales de la venganza realista, y advirtió sobre las 
consecuencias de una restauración realista. “Desde mi ingreso a esta 
comandancia –dijo a los rebeldes locales en 1813– no he seguido otras 
miras que las de defender estos lugares en que subsisten, y de cuya 
ruina si el enemigo consiguiese volver a dominaros os resultarían 
males incalculables”.85

84  Lozano a Juan Pérez, 16 de agosto de 1813; y Lozano a José Mariano Belendes (cura 
de Coxquihui) sobre la “donación a la nación”, 19 de agosto de 1813, AGN-INF, vol. 84, 
exp. 2, ff. 22 y 23-24, respectivamente.

85  Lozano a “los señores gobernadores y alcaldes de Espinal, Zozocolco, Coxquihui, 
Chumatlán, Metcatlán, Santo Domingo, Coahuitlán, Coyutla”, 2 de agosto de 
1813, AGN-INF, vol. 84, exp. 2, f. 9. Véase Lozano a Bernardo Angulo, 17 de agosto 
de 1813, AGN-INF, vol. 84, exp. 2, f. 23.
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Los insurgentes se esforzaron por crear un nuevo orden político en 
los pueblos rebeldes. En 1813 celebraron elecciones en Papantla y los 
poblados circunvecinos para escoger electores que conformaran la dele-
gación provincial que iría al congreso insurgente en Chilpancingo.86 
Los líderes rebeldes locales, a pesar de estar amenazados por una con-
traofensiva realista, hicieron una pausa en sus actividades militares 
para efectuar las elecciones.87 Además de los votos tradicionales para 
funcionarios en las repúblicas de indios, fueron las primeras elecciones 
nacionales en las que participaron muchos pueblos, y marcaron el inicio 
de una nueva práctica política en el México rural.

La estructura política que Lozano deseaba crear colapsó en sep-
tiembre de 1813, cuando el ejército realista recuperó Papantla y la resis-
tencia rebelde se redujo cada vez más a las actividades de una débil con-
federación de pueblos y cantones insurgentes. Sin embargo, incluso 
entonces, el mantenimiento de los lazos con la insurgencia en toda la 
colonia significó que no sólo predominase el “localismo campesino” en 
la lucha insurgente. Por ejemplo, el Supremo Congreso Nacional Ameri-
cano mantuvo una presencia en la región por conducto de José Joaquín 
Aguilar, nombrado intendente de Veracruz por dicho Congreso, quien 
estableció sus oficinas centrales en la región de Papantla, en 1814. Ade-

86  Virginia Guedea, “Las elecciones entre los insurgentes, 1811-1813”, pp. 309-311, ana-
liza el proceso de la participación popular en las elecciones insurgentes. La obra de 
Guedea sobre las elecciones en la Ciudad de México durante el primer periodo cons-
titucional revela la importancia de aumentar la participación popular en la vida 
política de la Colonia. Se registró una evolución drástica de las identidades políticas 
incluso dentro del México “realista”; véase Virginia Guedea, “El pueblo de México y 
la política capitalina”, 1808-1812”, pp. 60-61. Guedea, La insurgencia, pp. 78-83, 171-
176, demuestra que los insurgentes de la sierra efectuaron varios intentos de crear 
un nuevo orden político en sus territorios. Una característica de los cambios en la 
práctica política durante la insurgencia es que a menudo se vieron avances paralelos 
en ambos bandos, en los que los insurgentes solían tomar prestadas algunas prácti-
cas propias de la Constitución española; véase asimismo Rodríguez, Independencia 
de la América española, p. 123.

87  Lozano a Nicolás Bravo, 16 de agosto de 1813; Lozano a Peredo, 16 de agosto de 1813; 
Lozano a Calixto García (cura de Papantla), 20 de agosto de 1813; y Lozano a Peredo, 
31 de agosto de 1813, sobre los representantes elegidos en El Espinal; AGN-INF, vol. 84, 
exp. 2, ff. 21, 24, 25, 28, respectivamente.
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más de sus actividades militares, Aguilar dedicó considerable energía a 
la propaganda antigubernamental. Entre 1813 y 1816 escribió e hizo cir-
cular folletos en los que ridiculizaba las prácticas del antiguo régimen y 
los esfuerzos militares de sus enemigos. Aguilar se embarcó en un toma 
y daca con la realista Gaceta de México. Redactó circulares para denun-
ciar la propaganda de guerra de la Gaceta; al desacreditar las afirmacio-
nes realistas de victorias militares y defender las demandas de “los ame-
ricanos”, los pronunciamientos de Aguilar pusieron en tela de juicio la 
legitimidad del Estado colonial al referirse a Félix Calleja como “el 
Tirano titulado Virrey de este Reino”, quien cobraba impuestos y reclu-
taba a los pobladores. En sus escritos denunció el juicio y “asesinato” de 
José María Morelos, sobre todo la intervención de la inquisición para 
degradar al insigne patriota antes de que le impusieran la inevitable sen-
tencia de muerte. Ridiculizó la incapacidad de los realistas de vencer a 
las guerrillas insurgentes y contrastó el “valor, entusiasmo, fortaleza e 
ingenio de los americanos” con la “ola de esclavos” realista que intentaba 
someterlos. En una de sus cartas relata la reacción de los soldados a su 
mando quienes rechazaron la oferta de amnistía “y proclamaron con el 
más solmene juramento la libertad e independencia.”88 Las cartas públi-
cas de Aguilar permiten ver la existencia de un debate político en el 
México rural, una lucha por la mente de los pobladores.

Es difícil calibrar el grado en que el público “consumía” las cartas 
de Aguilar. Sin prensas, los insurgentes locales no podían publicar las 

88  Carta de José Joaquín Aguilar, “Cuartel general por la nación de la sierra y costa de 
Barlovento”, 2 de diciembre de 1816, AGN-OG, vol. 65, ff. 57-60, Gaceta del gobierno 
de México, 26 de diciembre de 1815, tomo vi, núm. 840, ff. 1397-1401, con las anota-
ciones de Aguilar en las márgenes, ff. 291-93, Notas de Aguilar sobre la Gaceta (sin 
fecha ni lugar, ff. 297-298. Aguilar a “los Americanos que sostienen las armas del 
tirano en el pueblo de Chicontepec”, 14 de agosto de 1815, Tlaxcalantongo, y otra 
comunicación escrita en los mismos términos dirigida a “los Americanos que sos-
tienen las armas del tirano en la Mesa de Coroneles”, 14 de julio de 1815, Tlaxcalan-
tongo, AGN-OG, vol. 67, ff. 266-67 y 277-78, respectivamente. Estas cartas eran ofre-
cimientos de “indultos” e invitaciones a unirse a la causa de la independencia. Los 
circulares que quedan de Aguilar secundan a la Gaceta por cuanto manifiestan una 
obsesión con presentar el informe militar insurgente como respuesta a los informes 
militares que con tanta frecuencia se imprimían en el órgano oficial.
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cartas. En cambio, circulaban a través de las débiles cadenas de mando al 
interior del cantón insurgente. Parece que los cuarteles rebeldes, si bien a 
menudo eran independientes entre sí, habían establecido un servicio de 
correo sistemático para mantenerse en contacto. Un emisario realista en 
el cuartel insurgente de Palo Blanco informó que el correo llegaba diario, 
con noticias del acontecer político.89 Aguilar usó el lenguaje de la Gaceta 
de México, de gran circulación, para burlarse del régimen en la Ciudad de 
México. Adoptó la retórica de la Gaceta para describir las victorias “ame-
ricanas” y señalar la discrepancia entre los reportes del gobierno y la gue-
rra en curso. Es notable que la propaganda realista recurriese a las mis-
mas ideas que los insurgentes: patria, religión y aún monarquía. La idea 
de la noble defensa de la patria corre por todo el discurso realista y los 
insurgentes tan sólo añadían que la defensa de la patria significaba pelear 
contra los gachupines.90 El discurso popular absorbió elementos del pen-
samiento de la élite, pero lo transformó con propósitos revolucionarios. 
Los cambios políticos que tuvieron lugar en España antes del regreso de 
Fernando VII, también permitieron una mejor difusión de la nueva 
identidad política del ciudadano en las colonias.91

La influencia de Lozano y Aguilar es visible en las proclamas de 
Mariano Olarte, escritas en el rústico español de un insurgente con una 
educación pueblerina. En sus proclamas, Olarte adoptó la terminología 
e imitó el tono burlón de los textos de Aguilar. Incluso antes de 1820, el 
discurso de Olarte reconoció los derechos de los pobladores como ciu-
dadanos y apoyó sus demandas de una mayor autonomía local. Por 
ejemplo, en un documento de 1819 mencionó que la vida de los pobla-
dores durante el virreinato se asemejaba a la de los “jumentos” y “es-

89  José Ignacio Martínez a Álvarez de Güitián, 20 de marzo de 1816, AGN-OG, vol. 65, f. 110.
90  Los realistas solían emplear el término “patria” en sus comunicados. Véase por 

ejemplo Archer, “The Militarization of Mexican Politics...”, p. 285; también Llorente, 
24 de mayo de 1820, AGN-OG, vol. 528, f. 66.

91  Rafael Sagredo Baeza, “Actores políticos en los catecismos patriotas y republicanos 
americanos, 1817-1827”, pp. 507-508, observa que en 1814 la Corona intentó prohibir 
la circulación de “catecismos políticos” españoles en las colonias.
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clavos”.92 Elogiaba a los “nacionales” (es decir, insurgentes) porque ofre-
cían a los pobladores el control de la política local en lugar de los pueblos 
cabeceras, entonces bajo control militar realista. Las palabras de Olarte 
revelan que la autonomía política ocupaba un lugar destacado en la lista 
de los objetivos rebeldes: 

lla no ai que dejarse Gobernar de Virreyes, oydores, y Ministriles de jen-

tes de la Tirania que nos an chupado esta Sangre del Corazon sino 

Gobernarnos por nosotros mismos para ber en los Subditos unos erma-

nos no unos Jumentos o animales como nos a bisto asta aqui el Anterior 

Gobierno, si Ermanos mios esos que os an ofresido el Yndulto Son los 

Mismos que os an de echar las cadenas desclabitud.93

En su declaración, Olarte introdujo la imagen de la bestia de carga, 
metáfora que funcionó en diversos niveles. Desde la perspectiva de los 
pobladores indígenas, los comentarios del líder recordaban a sus lecto-
res (y escuchas) que los funcionarios coloniales y comandantes milita-
res realistas siempre les imponían trabajos forzados, entre ellos el servi-
cio de cargadores. Su condena por el trato de bestias de carga que recibían 
los totonacos, tocó una fibra sensible en los indígenas que habían sido 
obligados a prestar servicios personales a oficiales y funcionarios. Aquí 
la demanda política de autonomía tenía claros matices económicos para 
los totonacas que resistían con él en el monte. En un aspecto más gene-
ral, desafiaba al sistema de castas y la desigual distribución de cargas y 
privilegios que permeaba en todo el orden colonial. La idea de la frater-
nidad operó como término de Olarte para el ciudadano, y evocaba una 
afirmación de igualitarismo dentro del movimiento insurgente.

92  Declaración de Mariano Olarte, 1 de marzo de 1819, Campo Nacional de Coyusqui-
hui, AGN-OG, vol. 490, f. 202.

93  Ibid. En este caso he conservado la ortografía y caligrafía del original porque indica 
que el autor tenía una educación local modesta, aunque sin duda su visión política 
no se restringía al pueblo.
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La denuncia de Olarte, respecto de la esclavitud, indica que los 
campesinos percibían sus nuevos derechos políticos en términos de sis-
temas locales de trabajo y gravámenes explotadores. En las comunida-
des “pacificadas” también apareció una nueva y agresiva definición de 
ciudadanía. Después de 1820, el régimen constitucional ofreció a los 
pueblos nuevos medios para oponerse a las acciones de los funcionarios 
menores y comandantes militares. En 1821, el subdelegado de Yahua-
lica, José Gómez Escalante, en una alarmante carta, declaró que los 
indígenas locales, “envanecidos en llamarse ciudadanos”, manifestaban 
un orgullo excesivo por sus nuevos derechos. La causa inmediata de la 
protesta de Gómez fue el rechazo de los indígenas a prestar los servicios 
laborales de que por tradición disfrutaban los subdelegados.94 Pese al 
nuevo orden liberal, los funcionarios de la región, como Gómez Esca-
lante, pretendieron mantener la obligación laboral colonial por ser 
esencial en sus estrategias para sacar provecho económico de sus pues-
tos administrativos.95 La rápida difusión de la información, sobre sus 
nuevos derechos entre la población, también permite ver el surgimiento 
de actores políticos en el ámbito rural que se apresuraron a hacer reali-
dad el nuevo orden constitucional.

La declaración de Olarte indica asimismo el grado de penetración 
de la retórica del constitucionalismo español en las filas de los insurgen-

94  José Gómez Escalante, 23 de septiembre de 1820, Yahualica, BCEM, año 1820/19/1/f.2. 
Archer señala que la Constitución dificultó cada vez más a los militares locales reunir 
a los hombres y recursos fiscales necesarios para continuar la guerra, Christon I. 
Archer, “‘La Causa Buena’: The Counterinsurgency Army of New Spain and the Ten 
Years' War”, p. 106, y “Where Did All the Royalists Go?...”, pp. 31, 34, 38. Se manifes-
taron protestas semejantes en Yucatán, donde los mayas se acogieron a sus recién con-
quistados derechos para rechazar las demandas clericales de impuestos y trabajo 
durante el primer periodo constitucional de 1812 a 1814; véase Rugeley, Yucatán's 
Maya Peasantry..., pp. 41-42.

95  Gómez Escalante reveló más tarde que los indígenas estaban dispuestos a trabajar, 
pero sólo cuando se les pagara, “quieren triplicada paga de la regulada en estos países”, 
BCEM, 1820/19/1/2r. Quizá esto se relacione también con la razón de que sobreviviese  
la república: la élite local dependía de ellos para movilizar el trabajo en su beneficio. La 
diputación desechó la petición de Gómez Escalante de restablecer los trabajos forza-
dos: “que por ningún pretexto […] se obligue a los indios a trabajar contra su volun-
tad”. Acuerdo de la diputación provincial, 16 de diciembre de 1820, f. 3v.
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tes rurales. Jaime Rodríguez demostró que las Cortes de Cádiz socava-
ron la posición del gobierno realista. De hecho, la declaración de Olarte 
parece imitar el lenguaje de las Cortes que se publicaron en la Gaceta de 
México: “A partir de este momento, españoles americanos, se han ele-
vado a la dignidad de hombres libres [. . .] su destino ya no depende de 
ministros, virreyes ni gobernadores; está en sus manos”.96 Después de que 
Fernando VII revocase la Constitución de 1812, para los insurgentes fue 
aún más fácil arroparse en la capa del constitucionalismo.

Los insurgentes, que aceptaron la amnistía gubernamental tras la 
readopción de la Constitución en 1820, demostraron considerable inde-
pendencia de pensamiento al interpretar las especificidades del nuevo 
orden legal. Pero es obvio que, incluso antes de 1820, ya habían anali-
zado el significado de la Constitución con mensajes enviados a los can-
tones rebeldes. Así, cuando Olarte aceptó la amnistía, quedó claro que 
su opinión sobre los derechos constitucionales difería de la de los 
comandantes realistas locales. Sólo dos semanas después de la rendi-
ción de Olarte, estas diferencias dieron motivo a Barradas para dudar 
del proceso de paz. Se quejó de que circulaban “cartas sediciosas… 
opuestas a la sana moral de la religión y la sociedad” entre los coman-
dantes insurgentes pacificados.97 La experiencia de Barradas no fue 
única; otros comandantes militares realistas reportaron una renovada 
agitación en toda Nueva España. Sin embargo, para Barradas, los curas 
que negociaban la paz eran los culpables del tono subversivo de las car-
tas. Y, en realidad, algunos curas locales manifestaban una extrema 
simpatía por la interpretación muy generosa que hacían los insurgentes 
del nuevo orden constitucional. Por ejemplo, en una carta a José 

96  Gaceta de México, vol. 1, núm. 56, p. 413, citado en Rodríguez, Independencia de la Amé-
rica española, p. 120. Como se menciona antes en el análisis de Aguilar, los insurgentes 
se apresuraron a tomar prestada la retórica constitucional que aparecía en la Gaceta.

97  Barradas al virrey Ruiz de Apodaca, 6 de diciembre de 1820, AGN-OG, vol. 107, ff. 
274-275. Rodríguez observa que la restauración de la Constitución parece haber 
creado una apertura para que los autonomistas no insurgentes presionaran en favor 
de cambios más profundos, Independencia de la América española, pp. 243-244, 
248. Las cartas de Parroga bien pueden ubicarse en esta tendencia.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   159 07/01/16   14:07



MICHAEL T. DUCEY

160

Moreno, Francisco Parroga, cura parroquial de Huehuetla, interpretó la 
Constitución promulgada en 1820 como producto de la Constitución 
que Morelos y sus seguidores adoptaron en Apatzingán:

.. .  la felicidad que nos ha venido a nuestras Américas con la apreciable 

constitución impuesta por los americanos en el año de [1]814 lo que no 

quería admitir el gobierno para tenernos siempre por sus esclavos […] de 

donde se siguió que todos los americanos tomaran las armas hasta se 

efectuara lo que ellos pedían; llegó el feliz día […] nos hemos salido con 

ver planteada la constitución cuyo juramento han hecho […] los señores 

sacerdotes americanos.98

En la misma misiva, Parroga invitó a las “tropas nacionales” a jurar 
lealtad a la recién promulgada Constitución de Cádiz, porque si “ya no 
hay que temer a las bayonetas antiguas porque si éstas se opusieren a 
nuestra libertad somos todos tropas nacionales para resistirlas”. Diri-
giéndose a quienes habían aceptado la amnistía, agregó que: 

Últimamente ciudadanos libres ustedes no admitan indulto sino el día 

que se presenten libremente por todos los pueblos, digan a voz alta que 

ustedes no son indultados sino unos ciudadanos libres fieles a su patria y 

no haber largado las armas de la mano hasta no ver planteada la consti-

tución que tanto hemos suspirado.99

Barradas tenía razón en preocuparse por la naturaleza de la correspon-
dencia rebelde. En esencia, los rebeldes reclamaban el derecho a rebe-
larse si percibían que el ejército violaba la Constitución. En enero de 

98  Parroga a José Santiago Moreno (líder insurgente de Palo Gordo), 10 de diciembre 
de 1820, AGN-OG, vol. 107, f. 277.

99  Ibid., f. 278. La distinción importante que hace Parroga en este texto es incluso más 
sorprendente cuando se considera que, tras el triunfo de Iturbide, los mexicanos 
comenzaron a llamar a los españoles “capitulados”, es decir, personas que se rindie-
ron y no tenían derechos; véase Anna, The Mexican Empire of Iturbide, p. 33.
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1821, Barradas reportó que circulaban proclamas sediciosas en la región 
recién pacificada, aunque desgraciadamente no nos dejó ejemplares de 
ellas en su correspondencia. Un grupo autodenominado “padres de la 
patria” emitió un documento que reclamaba la independencia porque 
los españoles dominaban los tribunales y el rey estaba demasiado lejos 
para entender las necesidades americanas. La carta mostraba un sello 
municipal y parece que se originó en Xalapa.100

La imaginería religiosa, el monarquismo y el resentimiento de los 
españoles no ofrecen mucha evidencia de un concepto moderno de 
nación, pero los conceptos insurgentes evolucionaron durante la década 
de guerra. Las hostilidades permitieron la existencia de principales 
indígenas y militares pardos comandantes de la nación. Estos indivi-
duos estaban sujetos a las medidas propagandísticas tanto de los realis-
tas como de los intelectuales insurgentes, como Aguilar. Los individuos 
como Mariano Olarte ya no podían depender de su estatus tradicional 
propio de miembros de familias principales; ahora hablaba en su cali-
dad de coronel del ejército “nacional”. La ideología popular cambió 
conforme la insurgencia la obligó a incorporar nuevas actitudes hacia  
la autoridad.

PUEBLO Y NACIÓN

La guerra de Independencia mexicana fue, sin duda, un asunto regio-
nal, con raíces, como señala Brian Hamnett, en las tensiones sociales de 
las sociedades locales.101 Como ya vimos, aún en el interior de una loca-
lidad determinada, la insurgencia era una difusa confederación de can-
tones rebeldes, cada uno con su propio líder que guardaba con celo la 
autonomía de sus acciones. La violencia de la independencia destacó  
la orientación ya provinciana de la economía colonial. No había nexos 

100  Barradas al virrey Ruiz de Apodaca, 8 de enero de 1821, AGN-OG, vol. 725, f. 363.
101  Brian R. Hamnett, Roots of Insurgency, Mexican Regions, 1750-1824, pp. 24 passim.
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económicos generales que trascendiecen las regiones y que proporcio-
nasen el impulso de un Estado nacional, e incluso el ejército colonial se 
fragmentó conforme avanzó la guerra.102 Sin los factores que los histo-
riadores suelen designar como promotores de la unificación nacional, 
¿qué significaba la nación en 1821?

La nueva realidad independiente de México nació de la descentra-
lización del poder que tuvo lugar durante la guerra. Se revela un princi-
pio central de la insurgencia en las cartas del padre Parroga ya citadas, 
pues se emplean de manera indistinta los términos “pueblos” (localidades) 
y “pueblo” (nación), como si el público “nacional” fuese una pluralidad 
de pueblos. Da la impresión de que los insurgentes imaginaban la nación 
como una confederación de regiones, una realidad pluralista, igual  
a como organizaron la propia insurgencia. De hecho, la Constitución 
federal, adoptada en 1824, fue un intento de acomodar las nuevas reali-
dades políticas que la contienda generó. El nuevo orden de 1824 conce-
bía la nación como una unión de provincias soberanas; en otras pala-
bras, como una colección de patrias.103

Si bien muchos teóricos de las identidades nacionales suponen que 
el nacionalismo fue excepcionalmente diáfano en la América Latina de 
principios del siglo xix al abarcar sólo a una fracción de la población 
criolla, los sucesos en Coyusquihui sugieren que se formaron otros 
nacionalismos en la periferia de Nueva España.104 El acuerdo negociado 
y las misivas que iban y venían entre los insurgentes locales partían del 

102  El ejército no logró convertirse en una fuerza unificadora eficaz porque la contrain-
surgencia tendía a dividir al ejército en unidades cada vez más pequeñas con poca 
supervisión, mientras los comandantes regionales pretendían crear sus propios 
cotos de poder semiautónomos. Véase Archer, “La Causa Buena...”, p. 101; Hamnett, 
Roots of Insurgency..., p. 178 y “Royalist Counterinsurgency and the Continuity of 
Rebellion: Guanajuato and Michoacán, 1813-1820”, p. 48.

103  Timothy E. Anna, “Inventing Mexico: Provincehood and Nationhood after Inde-
pendence”, p. 9.

104  Benedict Anderson, Imagined Communities: Reflections on the Origin and Spread of 
Nationalism, p. 48. Mientras ha sido muy útil el trabajo de Anderson, su propuesta 
enfatiza la naturaleza elitista de la Independencia centrada en los elementos sociales 
letrados de la clase criolla administrativa de las colonias españolas de América.
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supuesto de que la soberanía residía en una autoridad distinta a la del 
monarca. De acuerdo con su interpretación de la Constitución vigente de 
nuevo en 1820, la nación se componía de municipios fuertes y autóno-
mos, capaces de desafiar al poder de las “antiguas bayonetas”. De hecho, 
la barrera entre la élite y el discurso popular era más porosa de lo que 
parece ahora, y los pobladores participaron en la creación ideológica de la 
nación junto con la élite criolla. La difusión del culto a la Virgen de Gua-
dalupe en el interior indígena de Nueva España, es un ejemplo ilustra-
tivo. La santa patrona local de la región aledaña a la Ciudad de México 
llegó a ser un símbolo nacional cuando los sacerdotes criollos, capacita-
dos en la Basílica de Guadalupe, promovieron su culto en las parroquias 
indígenas. Al mismo tiempo, los arrieros mestizos y mulatos propagaron 
la práctica de su culto a través de las rutas comerciales.105 Para 1810 el 
culto había echado raíces tan profundas que proporcionó una identidad 
que trascendía los pueblos, lo que permitió a los insurgentes ir más allá 
de los santos patronos locales de cada población. Benedict Anderson 
asigna un papel central a las peregrinaciones de “carrera burocrática” de 
la élite criolla en la creación de las identidades nacionales. La obra  
de William Taylor coincide con la idea de Anderson del peregrinaje, y da un 
paso más al sugerir la forma como los curas criollos (y los arrieros) promo-
vieron un culto nacional a la virgen en sus remotas parroquias. Así, el sím-
bolo guadalupano estaba lejos de ser tradicional; representó la génesis  
de prácticas nuevas en los pueblos durante el siglo XVIII. El hecho de que 
para 1810 los insurgentes indígenas adoptasen el lenguaje de una virgen 
santa nacional para justificar sus acciones, indica que no veían ninguna 
contradicción entre la nueva nación y sus santos patronos locales.

105  William B. Taylor, “The Virgin of Guadalupe in New Spain: An Inquiry into the 
Social History of Marian Devotion”, pp. 1, 14, 16-19. Linda Curcio-Nagy, “Native 
Icon to City Protectress to Royal Patroness: Ritual, Political Symbolism and the Vir-
gin of Remedies”, 197-198, describe la trayectoria de la “Virgen realista”. En este 
caso, el gobierno realista se apoderó de la Virgen de los Remedios como ícono 
realista. Los dos cultos comparten humildes orígenes en la práctica religiosa local de 
las comunidades indígenas alrededor de la Ciudad de México, pero sólo Guadalupe 
se proyectó como la patrona de todo el virreinato.
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Los pobladores indígenas eran a menudo menos provincianos de 
lo que han supuesto los observadores. En sus transacciones comerciales y 
en sus esfuerzos para mantener sus pleitos legales en los tribunales cen-
trales, los totonacas y nahuas de tierra caliente realizaron frecuentes 
viajes por la Sierra de Puebla, actividad que les dio los elementos para 
crear una visión de espacio nacional. Los insurgentes mexicanos adop-
taron un discurso nacionalista antes del surgimiento de mercados 
nacionales o de una élite nacional unida, proceso que confirma el cre-
ciente consenso entre los expertos de que las naciones no son un fenó-
meno natural, sino un concepto ideológico. Ellos pretendían crear una 
nación a partir de los impulsos localistas de la rebelión y de los elemen-
tos más incluyentes heredados de la sociedad colonial. Asimismo, los 
insurgentes “imaginaron” una nación desde abajo sin que las regiones 
estuviesen subordinadas al centro nacional. Aunque no triunfó esta 
visión regional del Estado, esto no significa que no fuese crucial en la 
formación de la nación durante el siglo xix.106

EL FIN DE LA FÉRULA COLONIAL

El ejército, creado para sofocar la insurgencia, creció hasta llegar a 
dimensiones prodigiosas; pero, como vimos, para 1820 el ejército rea-
lista enfrentaba dilemas sin ninguna solución fácil, no sólo en las llanu-
ras y cerros de Veracruz y la Huasteca sino en toda la colonia.107 Carlos 
M. Llorente, como se apuntó ya, no estaba feliz en absoluto con la reno-
vada vigencia de la Constitución de Cádiz, aunque creyese que los pri-
meros reportes que recibió sobre el cambio político fuesen rumores 

106  Mario Cerutti describe la consolidación de las naciones latinoamericanas como un 
proceso de vinculación de las “bases regionales de poder juntas”. Véase Mario Cerutti, 
“Monterrey and Its Ambito Regional, 1850-1910: Historical Context and Methodologi-
cal Recommendations”, p. 146. Véase también Mallon, Peasant and Nation...; y Guy P. 
C. Thomson, “Agrarian Conflict in the Municipality of Cuetzalan (Sierra de Puebla): 
The Rise and Fall of ‘Pala’ Agustín Dieguillo, 1861-1894”, pp. 205-258.

107  Archer, “Where Did All the Royalists Go?...”, describe la crisis al interior del ejército 
contrainsurgente a finales de la guerra de Independencia.
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maliciosos. Su respuesta a la rebelión de Agustín Iturbide fue del mismo 
modo negativa.

La tregua fraguada en Coyusquihui no produjo una paz duradera 
y la “consumación de la independencia” tuvo lugar tan sólo unos cuan-
tos meses después como resultado de una nueva insurrección. El Plan 
de Iguala se proclamó el 24 de febrero de 1821 y se basó en una alianza 
entre el comandante militar del gobierno colonial, Agustín Iturbide, y 
los insurgentes del sur de México, bajo el liderazgo de Vicente Guerrero. 
La alianza propuso una serie de acuerdos que apelaban a la “unidad, 
independencia y religión”. En esencia, el proyecto de Iturbide incluía 
una promesa de mantener la Constitución española, la posición de la 
Iglesia y la independencia.

El movimiento de Iturbide se difundió poco a poco entre los mili-
tares de Nueva España, y al mismo tiempo comenzó a atraer a los insur-
gentes. Los rebeldes amnistiados, como Nicolás Bravo y Mier y Terán, así 
como insurgentes que habían continuado en la lucha, como Guadalupe 
Victoria, se unieron al movimiento.108 En el ámbito Huasteco, Llorente 
recibió noticias de la rebelión a principios de marzo de 1821 y, como 
tantos oficialistas, prometió su apoyo al gobierno de la Ciudad de 
México. Llorente se comprometió a que sus tropas combatirían toda 
alteración del orden público.109 Pese a la participación de Iturbide y de 
los militares, los funcionarios locales temían a las fuerzas rebeldes y a la 
violencia que la guerra podría traer. En Huejutla, José Cayetano Lubián 
escribió que “todos los que se levanten son unos bárbaros sin sistema ni 
ideas de humanidad, todo lo reducen a matar y robar como ha sucedido 

108  Véase Lucas Alamán, Historia de Méjico. Desde los primeros movimientos que prepa-
raron su independencia en el año de 1808 hasta la época presente; capítulos 5, 6.  
A menudo, las divisiones entre insurgentes eran tan profundas como las que había 
entre insurgentes y realistas; tal fue el caso de una animadversión continua entre 
Victoria y Mier y Terán.

109  Llorente al virrey Venegas, 17 de marzo de 1821, Chontla, AGN-OG, vol. 767, ff. 422-
423. Llorente escribió que Iturbide “ha tratado de envolver en la más horrible 
anarquía estas vastas provincias, cuando puntualmente empezábamos a disfrutar 
los beneficios de la paz y tranquilidad”.
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por triste experiencia, y no habiendo con que defendernos seremos 
víctimas”.110 Independientemente del liderazgo y de las promesas de 
proteger a la población española, los líderes de las fuerzas militares de la 
costa aún temían las consecuencias sociales de la rebelión.

El principal desafío de la precaria paz que apenas se había logrado 
en la región no provino de las tropas regulares, sino de los pueblos. 
Llorente dudaba en especial de la lealtad de los pueblos con historia 
insurgente, como Nautla, Misantla y Papantla.111 El 30 de marzo, el 
pueblo de Misantla se rebeló en favor de Iturbide. El ayuntamiento 
constitucional guió la revuelta, y el comandante militar del pueblo 
huyó a Xalapa. Llorente escribió que no sabía si había huido o se había 
ido siguiendo órdenes “bien porque la creyera insuficiente a contener 
los desórdenes… o bien porque hubiese recibido órdenes de emprender 
la retirada”.112 Llorente ordenó al comandante de Nautla, Salvador Gar-
cía del Corral, marchar de inmediato a Misantla. Conforme García se 
aproximaba, la población y los funcionarios municipales huyeron al 
monte, como en 1815 y 1817, cuando las fuerzas oficialistas intentaron 
por primera vez ocupar el pueblo insurgente. Llorente observó que 
muchos rebeldes eran miembros de las compañías milicianas que él 
había restablecido cuando se recuperó el pueblo para el gobierno colo-
nial en 1817.113 García aplacó la revuelta prometiendo a los misantecos 
actuar sin represalias para asegurar su tranquilidad. Nombró a Miguel 
Méndez, importante líder insurgente, comandante militar porque era 
bien conocido en el pueblo. También emitió una proclama en la que 
otorgaba amnistía total y logró que el gobierno municipal regresara al 
pueblo a los cuatro días.114

110  José Cayetano Lubían, 15 de mayo de 1821, Huejutla, AGN-IG, vol. 148, f. s/n.
111  Llorente, 2 de mayo de 1821, Chontla, AGN-OG, vol. 767, f. 500.
112  Llorente a Venegas, 18 de abril de 1820, Chontla, ibid., vol. 767, f. 470.
113  Ibid.
114  Salvador García del Corral, Proclamación al pueblo de Misantla, 11 de abril de 1821, 

AGN-OG, vol. 767, f. 473. Llorente informó que los García adoptaron “medios políti-
cos y suaves” para persuadir al ayuntamiento que regresara al pueblo.
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García consiguió restablecer la paz en ese lugar, pero resultó pasa-
jera. Después de que regresó a Nautla, aquella tranquilidad en Misantla 
se perturbó de inmediato cuando el pueblo cercano de Naolinco se 
rebeló y el comandante militar defeccionó al movimiento de Iguala el 
24 de abril. Llorente reportó que pronto seguirían Misantla y Boquilla 
de Piedra “así por la decisión que tienen los vecinos a los planes de ese 
cabecilla”.115 A diferencia de su respuesta a la revuelta de Misantla el 
mes anterior, Llorente no envió tropas para sofocarla. Esto se debió a la 
situación cada vez más precaria en que se hallaba. Ya desde marzo había 
informado a sus superiores que las deserciones iban en aumento. Pronto, 
dudaba de la lealtad de sus propias guarniciones. Sus tropas tenían tres 
meses sin recibir su pago, y Llorente comenzó a temer una conspiración 
en su jurisdicción.116

El 2 de mayo Llorente reportó que Zacapoaxtla, seguido de Teziutlán, 
se habían rebelado y arrestaron al coronel Juan Arteaga. Llorente envió 
a más hombres para defender Papantla y Nautla, pero, con pesimismo, 
les dio órdenes de retirarse de ser necesario.117 Llorente ordenó el arresto 
de varios oficiales realistas de larga data con cargos de conspiración en 
favor de Iturbide. Los oficiales fueron el teniente coronel Francisco 
Barrena, capitán Pedro Blasco, teniente Juan D. Cordero y subteniente 
Juan Vega, todos de la guarnición de Tuxpan. Estos oficiales conspira-
ron con miembros del gobierno municipal para sorprender a Llorente y 
tomar el puerto en nombre del movimiento independentista. El plan 
quedó al descubierto, y los participantes huyeron del pueblo o fueron 
arrestados.118 Después, los rebeldes amnistiados de Coyusquihui toma-
ron las armas de nuevo y se dirigieron contra las debilitadas tropas del 
coronel Llorente.119 Olarte volvió a guiar a sus partidarios en un ataque 
sobre Papantla, y esta vez sí logró tomarla. En agosto, las fuerzas de 

115  Llorente, 2 de mayo de 1821, Chontla, AGN-OG, vol. 767, f. 498.
116  Llorente al virrey Venegas, 4 de mayo de 1821, Chontla, AGN-OG, vol. 767, ff. 474-476.
117  Llorente al virrey Venegas, 2 de mayo de 1821, AGN-OG, vol. 767, f. 500.
118  AGN-GSS caja (en adelante citada como c.) 11, exp. 12, ff. 2, 11-11v.
119  Meade, La Huasteca veracruzana, 2, p. 38.
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Olarte ocuparon Tecolutla, y en octubre Olarte comandó a un contin-
gente de tropas en el sitio de Veracruz.120 Los soldados de Llorente se 
rebelaron en Chontla, y el comandante se vio obligado a huir a Tanto-
yuca. Tuxpan ahora se rebeló con éxito en favor de Iturbide con ayuda 
de los oficiales militares.121 El gobierno municipal independiente apro-
vechó la coyuntura política para exigir el fin del odiado servicio militar 
en el puerto con la justificación de “que el Batallón que se levantó en 
aquel pueblo fue de gente llamada al alistamiento con apremio, abando-
nando cada uno sus atenciones, particularmente las de agricultura y que 
en consecuencia se extinga para que no quede memoria de un cuerpo 
creado por la fuerza contra la independencia”. Al mismo tiempo, el 
comandante que había reemplazado a Álvarez de Güitián en Huejutla 
se unió también a los iturbidistas. El 29 de agosto de 1821, por fin resig-
nándose a lo inevitable, Llorente juró lealtad a la causa de Iguala en 
Tuxpan.122 La tregua negociada entre los insurgentes y el gobierno colo-
nial terminó sólo cuatro meses después de comenzar con la nueva ola  
de levantamientos a favor del proyecto iturbidista. 

CONCLUSIONES

Los observadores del México rural coinciden en que los pueblos indíge-
nas cundían en divisiones internas. Los estudios de las comunidades 
totonacas en la Sierra de Puebla describen animosidades territoriales 

120  Jorge Flores D., La revolución de Olarte en Papantla (1836-1838), pp. 13-14.
121  Véase “Instrucciones al Sargento Mayor José J. Herri”, 20 de noviembre de 1821, 

AGN-GSS, c. 11, exp. 12, f. 11, para una extensa descripción de la conspiración para 
rebelarse en favor de la Independencia en 1821. Sobre la revuelta de Chontla, véase 
Zózimo Pérez Castañeda y Ángel Daqui, Monografía de la ciudad de Tuxpan, p. 32.

122  “Instrucciones al Sargento Mayor José J. Herri”, 20 de noviembre de 1821, AGN-G, c. 
11, exps. 12 f. 11-13r. Llorente no se resignaba por completo a aceptar la independen-
cia, y en 1821 intentó ejercer su autoridad para castigar a los oficiales que conspira-
ron para unirse al movimiento independentista. Agustín Iturbide, “Plausibles noti-
cias,” Imprenta del Ejército Imperial Mexicano, Puebla, 1821. Sobre la petición de 
Tuxpan para disolver su milicia, véase la petición incluida en las “Instrucciones al 
Sargento Mayor Herri,” 20 de noviembre de 1821, AGN-G, c. 11, exp. 12, f. 12v.
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que en ocasiones se sumaban a divisiones étnicas, así como otras tensio-
nes sociales.123 La insurgencia añadió nuevas formas de protesta polí-
tica a esta explosiva mezcla de tensiones sociales y políticas que prome-
tían a los pobladores nuevas oportunidades de renegociar el poder en 
el interior de México.

La insurgencia compartió, con los disturbios más modestos de fina-
les del siglo xviii, raíces comunes en la política de los pueblos rurales. 
Como en el periodo colonial, hubo divisiones de facciones al interior  
de las comunidades y, entre ellas, lo que alimentó el conflicto social. Los 
insurrectos desafiaron las formas en que operaban las aldeas rurales, 
tanto en lo interno como en sus relaciones con los “fuereños”. La Cons-
titución restaurada en 1820 acomodó algunos de los cambios en la polí-
tica popular que los pobladores habían efectuado durante el extenso 
periodo de la guerra de guerrillas.

La actitud de los levantados hacia esta Constitución permite ver que 
el movimiento independentista creó un desplazamiento crítico en las 
ideas referentes al gobierno y las identidades políticas. Las revueltas 
coloniales anteriores fueron breves movimientos de protesta diseñados 
para enmendar abusos específicos de funcionarios locales. Pero para 
finales de la guerra de Independencia, en lugar de moldear su inconfor-
midad en términos de insatisfacción con funcionarios particulares, los 
pobladores reclamaron su derecho a controlar a los funcionarios locales. 
Este fue un proceso lento, al cual contribuyó la falta de una autoridad 
legal definida durante la ausencia del rey de España. Si bien los primeros 
motivos de queja de los rebeldes recordaron el “monarquismo ingenuo” 
de los disturbios coloniales, para 1820 Olarte había llegado a cuestionar 
la fundación del régimen español. Lo describió como “trescientos años 
de Tiranía”, lenguaje que tomó prestado de las declaraciones españolas 
sobre la Constitución de Cádiz restaurada en 1820 que llegó a formar 

123  Véase Carmagnani, El regreso de los dioses..., pp. 171, 181, 185-187; y García Martí-
nez, Los pueblos de la sierra..., pp. 189, 201-204, passim.
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parte de la herencia liberal del México decimonónico.124 Más que el sólo 
asunto de la monarquía, Olarte repudió el estatus tradicional de los indí-
genas como sujetos subordinados en el sistema colonial. Los pobladores 
del norte de Veracruz comenzaron a denominarse ciudadanos en lugar 
de súbditos; y el lenguaje que destacaba el servicio nacional en lugar del 
servicio real devino la norma. La actividad de Olarte y el acuerdo nego-
ciado que llevó la paz a la región indican que los indígenas habían esta-
blecido un conjunto de objetivos políticos durante la guerra, y no deja-
ron de combatir hasta que alcanzaron algunos de sus propósitos.

Los diez años de guerra crearon una profunda interrupción del 
antiguo orden, lo que anuló los esfuerzos de regresar al pasado. La gue-
rra disolvió de manera tan amplia el poder político y aún militar que, 
cuando el Plan de Iguala ofreció más autonomía a las provincias, el 
gobierno virreinal no tardó en colapsar.125 Las acciones de los pobladores 
al final de la guerra presagian algunos conflictos de la nueva nación. En 
el centro de los acuerdos con los combatientes de Coyusquihui se 
encontraba la promesa de autonomía por medio del ayuntamiento 
constitucional. Esta promesa dejó irresuelto el problema de la relación 
del municipio con la nación, y la manera como el ayuntamiento incor-
poraría las antiguas funciones de la república de indios. La Constitu-
ción restaurada en 1820, junto con los acontecimientos que siguieron, 
dejaron sin contestar las preguntas de quién gobernaría en el interior 
de los pueblos y cómo sería la relación entre un Estado nacional y la 
patria chica.

124  Declaración de Mariano Olarte, 1 de marzo de 1819, Campo Nacional de Coyusqui-
hui, AGN-OG, vol. 490, f. 202; véase asimismo “Declaración de los capitanes del 
campo de Coyusquihui”, 22 de febrero de 1819, AGN-OG, vol. 323, f. 308.

125  Timothy E. Anna, The Mexican Empire of Iturbide, pp. 20-24; y Archer, “Insurrec-
tion-Reaction-Revolution-Fragmentation...”, pp. 96-98.
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y La poLíTiCa en eL MÉxiCo independienTe

En 1829, México padeció una de las tantas invasiones extranjeras que 
amenazaron a la nación durante el turbulento siglo xix. Unos cuatro mil 
soldados españoles, bajo el mando del coronel Isidro Barradas, con la 
promesa de liberar a México de la anarquía poscolonial, invadieron 
Tampico. Fracasaron por completo, pero por todo el país causó alarma 
el regreso de soldados españoles a suelo mexicano. El ministro de Rela-
ciones Internos y Exteriores, José María Bocanegra, expresó su preocu-
pación por un panfleto que circuló en el Estado de México en el que se 
convocaba a los indígenas a apoyar la invasión. En una carta a la legisla-
tura estatal manifestó su alarma porque la república hubiese impuesto 
más cargas a los nativos sin otorgar los beneficios correspondientes. 
“Con la independencia, supuesto e igualado a los demás ciudadanos, se 
les ha obligado al servicio de las armas”.1 El Congreso estatal replicó con 
un poco de vergüenza que no habían podido hacer todo lo que deseaban 
por los indios pero culpaba la falta de acción al “espíritu de partido” que 
frustraba los esfuerzos de la legislatura. Después se aprobó una resolu-
ción que pedía “una justa y equitativa distribución de terrenos, y más que 
esto[,] la ilustración de todos los habitantes del Estado […] y la más  
completa igualdad, desterrando para siempre toda odiosa distinción de 
castas, [que] son los principales resortes de esta gran anarquía”.2 Para 

1  Bocanegra al gobernador del Estado de México, 28 de agosto de 1829, BCEM, año 1829, 
c. 330, exp. 54, f. 2. Y la respuesta del congreso de 8 de septiembre de 1829, f. 8r. El 
comentario refleja también el temor de que el servicio militar genere descontento. 
Joaquín Lebrija del congreso comentó que los ayuntamientos habían sido demasiado 
entusiastas al inscribir a “casi todos los indígenas en la Milicia Cívica” y que se debe 
exentar del servicio a los dedicados a la agricultura, f. 9.

2  Resolución de la Comisión Permanente del Congreso del Estado de México, 8 de 
septiembre de 1829, BCEM, año 1829, c. 330, exp. 54, ff. 8-8r. La resolución ordenaba 
establecer escuelas primarias en todos los municipios sin proporcionar los recursos 
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ganar el apoyo de la población indígena para la república ante la ame-
naza extranjera, según el Congreso, era necesario hacer realidad los ele-
mentos sociales del proyecto liberal: hacer más fácil el acceso a la tierra, 
promover la educación e imponer la igualdad.

Todos los panfletos sediciosos, que sin disimulo hacían circular un 
párroco y el administrador de una hacienda en Zimapan, no lograron  
generar ninguna oleada de apoyo en las comunidades.3 La invasión de 
1829 no provocó alzamientos populares en favor de los españoles; al 
contrario, polarizó la opinión popular contra ellos.4 Sin embargo, la 
apurada respuesta de los legisladores locales y el temor que expresó 
Bocanegra revelaban las crecientes inquietudes sobre el impacto del 
régimen republicano en la población indígena de México, y quizás un 
sentimiento de culpa por las promesas incumplidas del orden constitu-
cional. El dilema que enfrentaba la legislatura estatal refleja las pregun-
tas que los estudiosos plantean sobre la nueva nación. ¿Eran los pobla-
dores indígenas víctimas del régimen constitucional? ¿La desaparición 
de las instituciones paternalistas del virreinato perjudicó a los pueblos y 
generó un descontento generalizado?

La independencia requirió la creación de un nuevo orden republi-
cano para reemplazar el sistema colonial de identidades corporativas y 
dominación racial. La creación de un sistema liberal basado en la ciuda-
danía individual fue un proceso impugnado en el que los actores políti-
cos competidores buscaron conservar privilegios coloniales, incluso 
mientras empleaban las nuevas normas constitucionales en su provecho.5 

necesarios para apoyar a los planteles, clásica solución que ofrecieron los liberales y 
los radicales al “problema indígena” durante el periodo.

3  El comandante de la milicia cívica de Huejutla informó que sus milicianos marcha-
ron de buen grado contra los españoles en Tampico, sin una sola deserción, José 
María Arenas, 4 de noviembre de 1829, BCEM, año 1829, c. 355, exp. 55, ff. 5-6.

4  Es interesante ver que el jefe político Antonio Casados informó que la milicia cívica de 
los pueblos del distrito de Pánuco de inmediato se movilizó y repelió el intento de los 
españoles de desplazarse tierra adentro, 8 de agosto de 1829, AGN-G, leg. 99, exp. 9, f. 1.

5  Este es también el problema en el centro del estudio de Mark Thurner sobre las 
sociedades andinas en el Perú del siglo XIX, From Two Republics to One Divided: 
Contradictions of Postcolonial Nationmaking in Andean Peru, pp. 16-17, passim.
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Las comunidades indígenas, donde vivía la mayoría de la población en 
el momento de la independencia, planteaban un reto para la joven 
sociedad de ciudadanos. La Constitución de Cádiz y la guerra de Inde-
pendencia desestabilizaron el antiguo régimen en el México rural, pues 
los pobladores reclamaron con tenacidad su ciudadanía en la república; 
al mismo tiempo, se aferraron a sus identidades de “hijos del pueblo”. 
Los acuerdos que llevaron a Olarte y a sus seguidores a unirse al orden 
constitucional dejaron sin resolver muchas cuestiones de poder polí-
tico en el ámbito local.6

¿El fin del paternalismo colonial explica la explosión de rebeliones 
regionales tras la independencia? Los historiadores sugieren a menudo 
que con la abolición de las instituciones coloniales, como la república de 
indios y el Consejo de Indias, las comunidades campesinas perdieron la 
capacidad de proteger sus intereses económicos y políticos. Cuando los 
pueblos de indios dejaron de pagar tributo, el gobierno perdió su incen-
tivo de protegerlos, y los hacendados, hambrientos de tierras, expandie-
ron sus fincas a expensas de los pobladores. Los investigadores tienden 
a coincidir con Bocanegra, y concluyen que el nuevo orden constitucio-
nal operó en contra de los intereses de los pobladores indígenas.7 Cuando 
los municipios reemplazaron a las repúblicas de indios, los pobladores 
enfrentaron la pérdida de los gobiernos locales separados por etnias que 
alguna vez vigilaron su vida diaria y muchos historiadores han afir-
mado que el cambio resultó en una pérdida de autonomía que perjudicó 
a la clase indígena. En este capítulo analizo las consecuencias de la 

6  De muchas maneras, el movimiento independentista de Iturbide reprodujo en una 
escala que abarcaba a toda la Colonia las ambigüedades de la tregua armada que 
puso fin al conflicto. Iturbide hizo concesiones no sólo a los insurgentes, sino tam-
bién a los que se atenían a la Constitución de Cádiz. Anna, Forging Mexico 1821-
1825, pp. 68-82; Ortiz Escamilla, Guerra y gobierno..., pp. 147, 151, 154.

7  Pueden hallarse ejemplos de esta formulación en Von Mentz, Pueblos de indios..., 
p. 56; Manuel Ferrer Muñoz, “Pueblos indígenas en México en el siglo XIX. La igual-
dad jurídica, ¿eficaz sustituto del tutelaje tradicional?”, pp. 101-102; o Rina Ortiz 
Peralta, “Inexistentes por decreto. Disposiciones legislativas sobre los pueblos de 
indios en el siglo XIX. El caso de Hidalgo”, pp. 160-168.
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transformación constitucional en los pueblos tras el establecimiento de 
la república mexicana para evaluar hasta qué punto dicha afirmación 
sea cierta.

Los pobladores indígenas nunca rechazaron directamente el pro-
yecto del nuevo Estado; en cambio, adoptaron estrategias complejas 
para incorporar las nuevas realidades políticas a sus prácticas tradicio-
nales. Las críticas populares del nuevo orden no emplearon el lenguaje 
del colonialismo, sino la lógica del orden liberal, para desafiar al nuevo 
Estado. En 1829, los aspirantes a liberadores provenientes de España 
hallaron poco eco en el México rural porque la lealtad de los pobladores 
hacia el antiguo orden siempre se había atenuado con un análisis astuto 
de los costos y beneficios del régimen colonial. El hecho de que los polí-
ticos liberales mexicanos creyeran que los indígenas responderían favo-
rablemente a la invasión de Barradas nos dice más sobre la brecha entre 
la mayoría rural y los gobernantes que sobre las actitudes de los pueblos.8

Las ambigüedades de la independencia pusieron en tela de juicio el 
sistema tradicional de subordinación, lo que permitió a los pobladores 
buscar nuevas alianzas y nuevos reclamos de participación en la vida 
nacional. La política en los pueblos indígenas al final correspondió a los 
movimientos partidistas militarizados, conocidos como “pronuncia-
mientos”, que con frecuencia desestabilizaron al gobierno nacional. La 
vertiginosa serie de levantamientos en cuarteles y políticos en uni-
forme, a menudo lleva a la conclusión de que la vida política era una 
cuestión de militares ambiciosos que ejercían su control en virtud de su 
fuerza armada. Sin embargo, los pronunciamientos no fueron sólo gol-
pes militares provenientes de los cuarteles, sino fenómenos políticos 
que incorporaban a la sociedad civil.9 Los sucesos de principios de la 

8  James C. Scott, Domination and The Arts of Resistance..., pp. 90-96. Scott también 
señala que las clases subalternas a menudo comprendían mejor la ideología de las 
clases gobernantes que éstas las ideologías populares.

9  Un ejemplo de la revaluación de los pronunciamientos puede hallarse en Josefina 
Zoraida Vázquez, “Political Plans and Collaboration between Civilians and the 
Military, 1821-1846”, pp. 19-38. Véase Annino, “Cádiz y la revolución territorial...”, 
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década de 1830 revelan las raíces locales del desorden político, como 
ilustran las rebeliones populares en Papantla (1836-1838) y la llamada 
“Guerra de Castas” de la Huasteca (1846-1849), poniendo en evidencia 
la forma como los pobladores aplicaron las técnicas del pronuncia-
miento para sus propios fines.

Durante el siglo XIX, la Constitución de Cádiz y más adelante la 
Constitución federal de 1824 reemplazaron las repúblicas indígenas 
semiautónomas con gobiernos municipales étnicamente neutrales. La 
Constitución de Cádiz fomentó el establecimiento de ayuntamientos en 
pueblos con más de mil habitantes, y en la práctica aparecieron ayunta-
mientos donde antes existieron repúblicas.10 El primer periodo consti-
tucional en México vio la rápida proliferación de gobiernos locales, aun 
en las comunidades sujetas de Yahualica y Huejutla.11 El orden colonial 
limitó de manera estricta los derechos políticos en las repúblicas, como 
el voto y la ocupación de cargos públicos, a los “hijos del pueblo”, es 
decir, los descendientes de los pobladores originales, pero el nuevo 
orden extendió la ciudadanía a todos los residentes. Esto significó que los 
habitantes no indígenas podían votar, pero también cedió el voto a los 
pobladores indígenas que no habían figurado entre los pocos privilegia-
dos con “voz y voto” en los gobiernos tradicionales. Hay que recordar 
que los cabildos de indios coloniales fueron el producto de las leyes 
españolas pero también de las tradiciones locales y las iniciativas de la 
élite indígena a lo largo de muchos siglos. Así que mientras cada repú-
blica de indios tenía sus propias reglas, el gobierno constitucional pro-
movía un sistema universal, donde cada municipio se regía por las mis-

p. 178, donde señala que los nuevos ayuntamientos hicieron posible la formación de 
caudillos militares.

10  Annino, “Cádiz y la revolución territorial...”, pp. 209-210. El artículo 310 de la Consti-
tución española establecía ayuntamientos en localidades con una población de mil 
“almas” o más.

11  El subdelegado Fernando de la Vega apoyó la creación de ayuntamientos en las 
comunidades sujetas del distrito, con la esperanza de usarlas como herramienta 
administrativa; véase “Acta de elección Maquixtepetla,” 17 de septiembre de 1813, 
AGN-A, vol. 183, exp. 41.
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mas reglas. La Constitución pretendió prohibir la identidad política 
tradicional que empleaban los pobladores, hijos del pueblo, y sustituirla 
con la figura ilustrada de ciudadano.

La creación de la república federal en 1824 permitió que los estados 
definieran su estructura política interna, como el sufragio y los requeri-
mientos de la población para los ayuntamientos. Tres estados, Veracruz, 
Puebla y Estado de México, controlaban las partes de la Huasteca que 
nos interesa, y en cada una de estas entidades, las legislaturas locales 
buscaban limitar algunos de los derechos que la Constitución de Cádiz 
había otorgado tan generosamente. Veracruz permitió ayuntamientos 
sólo en los pueblos con más de dos mil residentes; Puebla fijó el límite en 
tres mil, y el Estado de México elevó el requerimiento a cuatro mil 
“almas”.12 La eliminación de los conductos tradicionales de representa-
ción política indígena, las repúblicas, y la reducción de ayuntamientos 
en el periodo posterior a la Independencia nos llevan a preguntar, ¿cuál 
fue la reacción de totonacas y nahuas ante lo que parece haber sido un 
sistema diseñado para excluirlos?

La letra de la ley no reconocía las antiguas repúblicas gobernadas 
por los hijos del pueblo y sus ancianos tradicionales, pero en la práctica 
siguieron operando en un nivel inferior al municipal, con funciones 
administrativas que los nuevos gobiernos hallaron indispensables. El 
objetivo inicial de integrar las antiguas identidades coloniales a un 
organismo político único no se hizo realidad en los pueblos. Los muni-
cipios no lograron eliminar las repúblicas, en parte, porque las conside-
raron intermediarias indispensables entre ellos y la población indígena. 
En los ayuntamientos de los pueblos cabeceras se abandonaron las  
formas tradicionales de gobierno, sólo para resurgir en las rancherías y 
barrios aledaños. El nuevo orden superpuso la división pueblo-cabe-
cera-pueblo sujeto en las nuevas dicotomías de ayuntamiento-república 

12  “Decreto número 43 de 17 de marzo de 1825. Creación de Ayuntamientos”, en CLDV; 
el artículo 159 de la Constitución Política del Estado de México (1827), en Consti-
tuciones del Estado de México 1827, 1861, 1870, 1917, p. 42.
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de indios y no indígenas-indígenas. El control del gobierno local fue un 
problema clave que implicaba cuestiones de etnia, en particular en los 
municipios más grandes donde los no indígenas dominaban los pue-
blos. Estas divisiones, con orígenes en el orden colonial, fueron la base 
de la política rural durante las turbulentas décadas de principios del 
siglo XIX. Los pobladores mantuvieron su apoyo a las informales comu-
nidades de indios, y desafiaron a los ayuntamientos que pretendieron 
intervenir en la administración de los recursos indígenas. Para emplear 
un término que acuñó Guy Thomson: los actores indígenas adoptaron un 
“bilingüismo” político, con el propósito de ser tanto ciudadanos como 
hijos del pueblo, y manipularon el discurso político nacional para con-
servar las identidades locales y los recursos de la comunidad.13 En una 
sociedad en donde el poder político no se distribuía con equidad, los 
pobladores indígenas aprovecharon la nueva ideología liberal de los gru-
pos dominantes para reclamar nuevos espacios políticos.

REPÚBLICAS EN LA REPÚBLICA MEXICANA

Si bien el nuevo orden “extinguió” formalmente las repúblicas de indios 
coloniales, las constituciones y regulaciones estatales dejaron a la deriva 
cuestiones de gobierno cotidianas. Se permitió a los locales que resolvie-
ran el problema de quién estaba a cargo de los recursos de la tierra y el 
trabajo de las repúblicas. Conforme se esfumaban las protecciones pater-
nalistas del Estado colonial, los recursos locales no cayeron de inmediato 
en manos de la élite no indígena. La primera década del régimen inde-
pendiente fue un periodo de experimentación durante el cual los pobla-
dores intentaron aprovechar el nuevo orden para defender sus intereses.

13  Guy C. Thomson, Pueblos de Indios and Pueblos de Ciudadanos. Constitutional 
Bilingualism in 19th Century Mexico, ponencia, p. 12. Scott también describe la 
“dualidad” de las identidades políticas populares en Domination and the Arts of 
Resistance..., p. 109. Antonio Annino utiliza una frase descriptiva muy útil para 
hablar de este fenómeno: el sincretismo político decimonónico.
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Los resultados de la larga insurrección de 1810 a 1821 fueron ambi-
guos: la guerra creó una tradición de disidencia en la clase baja, pero 
también proporcionó nuevas y poderosas herramientas a los terrate-
nientes y comerciantes criollos. La élite local heredó una tradición mili-
tar, y el Estado nacional no disputó su reclamo de manejar los asuntos 
locales. Durante la guerra, los insurgentes explotaron las tensiones 
entre los administradores españoles y las repúblicas de indios, así como 
los conflictos al interior de las comunidades indígenas, para reclutar 
seguidores. La independencia y el nuevo orden político que la acom-
pañó no lograron resolver el descontento dentro de las comunidades y 
generaron nuevos riesgos para las comunidades indígenas. La transfor-
mación de las repúblicas de indios coloniales en municipios tuvo varias 
implicaciones. El arreglo constitucional abordó una parte de la insatis-
facción dentro de las comunidades indígenas al ampliar la autonomía 
del gobierno local y retirar a los repudiados funcionarios de la Corona 
que intervenían en los asuntos de las repúblicas. Pero los nuevos ayun-
tamientos municipales pusieron a prueba las tradiciones locales de 
acceso político al permitir a individuos no indígenas intervenir en los 
asuntos comunitarios. Estas contradicciones tenían sus orígenes en la 
coalición entre los insurgentes antiguos y los realistas criollos en el Plan 
de Iguala. En el México rural, el Plan conservó los elementos potencial-
mente democráticos de los nuevos ayuntamientos, pero también se ase-
guró de que los miembros de la élite local convertidos en oficiales mili-
tares mantuvieran su poder.14

Alicia Hernández Chávez documentó la rápida creación de muni-
cipios de 1813 a 1814 y de 1820 a 1821, y Antonio Escobar Ohmstede deli-
neó este proceso en la Huasteca.15 Su obra ilustra las interpretaciones 

14  Sobre el Plan de Iguala y el papel de los municipios véase Anna, Forging Mexico..., 
pp. 81-83, 88-89.

15  Véase Hernández Chávez, La tradición republicana..., pp. 33-38; Antonio Escobar 
Ohmstede, “La conformación y las luchas por el poder en las Huastecas, 1821-1853”, 
pp. 11-14; y del mismo autor, “Del gobierno indígena al Ayuntamiento constitucio-
nal en las Huastecas hidalguense y veracruzana, 1780-1853”, pp. 13-17. Annino des-
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divergentes de los cambios en la política local. Mientras Hernández 
sugiere que los ayuntamientos ofrecieron una oportunidad de mayor 
participación política en el nuevo marco constitucional, Escobar 
subraya que la construcción de un sistema nuevo significó la domina-
ción de la población rural de México.

El nuevo orden no garantizó un acceso fácil de los pobladores a los 
puestos del ayuntamiento. Los municipios más grandes con una mayor 
población de residentes no indígenas tendieron a caer bajo el dominio 
de los comerciantes y terratenientes mestizos y criollos, mientras los 
poblados más pequeños, con una población en general más indígena, 
tendieron a elegir indígenas para los puestos municipales. En algunos 
casos, como el de los Andrade en Huejutla o el de la familia Núñez en 
Ozuluama, las familias criollas llegaron a controlar los puestos locales 
durante décadas. Sin embargo, la dominación no fue completa, y los 
privilegiados no indígenas no lograron establecer el nivel de legitimi-
dad tan aceptada que disfrutó el Estado colonial. La participación en 
elecciones municipales y el derecho de los pueblos pequeños a contar 
con ayuntamientos independientes fueron asuntos polémicos en la 
política local durante la década de 1820. La apertura del nuevo orden 
constitucional se redujo durante el transcurso de esta década, y la polí-
tica de protesta de las décadas de 1830 y 1840 reflejó los esfuerzos de las 
comunidades de proteger lo que habían ganado.

Para defender sus intereses, los pobladores indígenas conservaron 
instituciones indígenas coloniales de manera informal. Las repúblicas 
de indios continuaron en la práctica regulando la vida de la comunidad 
para gran parte del campesinado. La tenaz relación indígena con las 
tradiciones políticas locales creó un sistema dual de autoridad en el que 
las antiguas repúblicas de indios sobrevivieron en un nivel inferior al 
municipal y los representantes de los pobladores indígenas aún se pre-

cribe estas opiniones divergentes como un conflicto entre las visiones “pesimista” y 
“optimista” del horizonte postindependiente, en “Nuevas perspectivas para una 
vieja pregunta”, pp. 46-51.
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sentaban como voceros del “común de indígenas”. Los títulos coloniales 
de gobernador, gobernador pasado, viejos, pasados y principales apare-
cen en las peticiones de los pobladores decimonónicos, lo que permite 
ver la supervivencia de la tradición del gobierno indígena en el que los 
ancianos tomaban decisiones aunque no ostentaran puestos oficiales.16 
En lugar de simplificar el territorio político, la práctica diaria del nuevo 
sistema constitucional se añadió a las antiguas repúblicas.17

Los pobladores indígenas, sobre todo en las comunidades sujetas, 
se organizaron en el común de indígenas, contrataron abogados e ini-
ciaron demandas legales.18 Las peticiones de la Huasteca hidalguense 
revelan que las repúblicas de indios ahora controlaban los barrios indí-
genas en las localidades del interior de cada municipio. A menudo, los 
líderes de las repúblicas de indios tenían puestos bajos en los munici-
pios, como jueces de paz o subregidores. En 1840, los “jueces de paz, 
viejos y demás principales de los [cinco] pueblos de Huazalingo” levan-
taron una queja contra su gobierno municipal.19 Otros signatarios de 
los documentos eran don Martín Leonardo, gobernador pasado indí-
gena, y don Diego Martín, juez de paz de Santo Tomás, regidor en fun-
ciones, y los “ancianos del pueblo de Chiatipán”.20 Los actores se presen-

16  Véase, por ejemplo, la petición firmada por “los jueces de paz de las visitas y ranche-
rías de la comprensión de esta cabecera, el gobernador de indígenas de la misma por 
sí y a nombre del común”, Huazalingo, 20 de febrero de 1839, BCEM, año 1842, c. 103, 
exp. 118, f. 4.

17  Rugeley, Yucatán's Maya Peasantry..., pp. 94-95, encuentra procesos semejantes en 
Yucatán.

18  ajh, 1836, “Petición de Juan Argumedo en representación del común de naturales 
de Santa Úrsula Huitzilingo [sic]”. Los individuos con los títulos de gobernador, 
pasados o principales solían firmar estos documentos. Los “jueces de paz, viejos y 
demás principales [...]” iniciaron una petición de los pueblos sujetos de Huazalingo 
en 1840; véase la petición del 30 de abril de 1840, BCEM, año 1842, c. 118, ff. 1-5v, 
6-8v, 10-11v.

19  Petición de “los jueces de paz y viejos con los demás naturales de [...] Huazalingo”, 4 
de abril de 1840, BCEM, año 1842, c. 91, exp. 118, f. 6. Thomson también observa que 
las comunidades sujetas conservaron la maquinaria política de control indígena  
en las montañas de Puebla, Thomson, “Agrarian Conflict...”, pp. 216-217.

20  Petición de “los jueces de paz y viejos con los demás naturales”, Huazalingo, 30 de 
abril de 1840, BCEM, año 1842, c. 103, exp. 118, f. 6v. Hay más ejemplos de títulos 
coloniales que sobrevivieron después de la independencia en “Poder del común de 

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   180 07/01/16   14:07



181

IV. ALUCINAR A LOS MUNICIPIOS. REBELIONES Y LA POLÍTICA...

taban como funcionarios en puestos oficiales y representantes de la 
república “extinta”. Las repúblicas siempre operaron como punto de 
contacto entre el mundo indígena y el “gobierno superior”; ahora, los 
ancianos ocupaban los puestos que fungieron como nexo entre los barrios 
y los gobiernos municipales. El cambio a un orden constitucional tan 
sólo sacó a las repúblicas de los pueblos cabeceras y las envió a los pue-
blos sujetos.

No se debe confundir este conservadurismo con un rechazo gene-
ral al cambio o una ignorancia del orden político transformado.21 Los 
pobladores no tardaron en comprender la utilidad de los derechos cons-
titucionales en su lucha contra los antiguos impuestos coloniales. Pese al 
nuevo orden liberal, los funcionarios locales pretendieron retener la 
obligación del trabajo colonial y provocaron una resistencia tenaz.22 A 
principios de la década de 1820, los terratenientes y funcionarios vieron 
que, al comienzo, no podían forzar a los nuevos municipios a acatar su 
voluntad en gran parte porque los pobladores emplearon la nueva Cons-
titución para resistir sus intentos de hacer valer las exigencias fiscales 
tradicionales. Estos eventos indican el surgimiento de políticos locales 
que informaban a los indígenas sobre sus derechos. En las décadas pos-
teriores a la guerra, los pobladores lucharon por eliminar las obligacio-
nes coloniales, como los trabajos obligatorios sin paga (servicio perso-
nal) y los impuestos locales que sólo se aplicaban a los indígenas.

Los pueblos sujetos de Huazalingo presentaron una queja ante la 
legislatura provincial contra el alcalde, Ignacio Alarcón, por “no cum-

indígenas de San Felipe”, 20 de mayo de 1835, ajh, 1835; y “Poder que otorgan los 
indígenas y el juez selador de San Miguel, Antonio de San Juan [...] a favor de Don 
José María Ávila”, 30 de septiembre de 1853, AJH, libro del año 1853, ff. 15-16.

21  Powell, por ejemplo, sugirió una vez que ni siquiera en 1856 los pobladores indíge-
nas sabían que México era independiente, T. G. Powell, “Los liberales, el campesi-
nado indígena y los problemas agrarios durante la Reforma”, p. 658.

22  Guy P. C. Thomson y David G. LaFrance, Patriotism, Politics, and Popular Libera-
lism in Nineteenth-Century Mexico: Juan Francisco Lucas and the Puebla Sierra, pp. 
11-13, describen la aplicación constante de trabajos obligatorios en el periodo repu-
blicano temprano; Rugeley, Yucatán's Maya Peasantry..., p. 68.
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plir con nuestra sabia y adorada Constitución”. Los pueblos de Chiati-
pán, Santo Tomás, San Juan, San Pedro y San Agustín hicieron notar 
que “el artículo 338 de nuestra sabia Constitución” prohibía la “antigua 
contribución”, pero Alarcón continuaba exigiéndola y azotaba a los 
pobladores que se negaban a cumplir. Los pobladores protestaron por la 
exigencia de Alarcón al demandar servicios “sin que se les pague ni un 
medio real tratándonos como esclavos”.23 La retórica de resistencia a la 
esclavitud recuerda el lenguaje insurgente de Olarte y revela la amplitud 
que había alcanzado la crítica republicana hacia las categorías raciales 
coloniales. Los campesinos indígenas apelaron a las promesas de la 
Constitución para protestar por las demandas tradicionales de trabajo. 
Por ejemplo, en Yucatán, Terry Rugeley observó que los mayas comenza-
ron de inmediato a ejercer sus derechos constitucionales para rechazar 
las cargas “indias”, como los impuestos eclesiásticos.24 Los ayuntamien-
tos intentaron aplicar las facultades del antiguo sistema de la república, 
y en estos casos los pobladores esgrimían sus nuevos derechos para 
rechazar la subyugación colonial.

En los estados de Veracruz y de México pasaron seis y ocho años 
entre el establecimiento de los gobiernos municipales y la promulgación 
de los nuevos reglamentos que especificaban su funcionamiento. Her-
nández Chávez observó que las constituciones estatales no definieron la 
función del municipio, lo que permitió que prosperaran los “usos y 
costumbres”.25 La situación dio pie a que las antiguas repúblicas alber-
garan a los ancianos de los pueblos para ejercer autoridad y poder eco-

23  Petición contra el alcalde primero de Huazalingo, 7 de noviembre de 1820, BCEM, 
año 1820, c. 60, exp. 2, f. 7. El artículo 338 constitucional especificaba que la rama 
legislativa debía aprobar todas las contribuciones. Así, los solicitantes sostenían que 
los impuestos “acostumbrados” no eran legítimos, pues no se habían aprobado. 
Gómez Escalante suspendió a Alarcón de su puesto después de una investigación a 
cargo de la legislatura provincial. Entre los firmantes se encontraban los regidores 
de San Juan, Tlamamalan, Santo Tomás y San Pedro Huazalingo.

24  Rugeley, Yucatán's Maya Peasantry..., pp. 47-48.
25  Hernández Chávez, La tradición republicana..., p. 38; también en Rugeley, Yucatán's 

Maya Peasantry..., p. 39.
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nómico, al mismo tiempo que los ayuntamientos estaban a cargo ofi-
cialmente. También quedó una apertura para que los municipios 
reclamasen para sí prácticas de las repúblicas, como servicios laborales.

En 1839 se dio un caso claro de supervivencia de las repúblicas, 
cuando los residentes de los pueblos sujetos de Yahualica presentaron 
una petición contra el impuesto municipal local de medio real. Los fir-
mantes incluyeron a “los jueces de paz de las visitas [pueblos sujetos] y 
rancherías de la comprensión de esta cabecera [Yahualica], el goberna-
dor de indígenas de la misma, por su [propio] nombre [y en nombre] del 
común”. Los autores invocaron la memoria institucional de la comuni-
dad indígena cuando recordaron el origen del impuesto. 

En 1823 el ayuntamiento convocó a los vecinos indígenas con objeto de 

hacerles presente el proyecto que había acordado para proporcionar 

algún arbitrio que formase el fondo municipal […] [a] ese ramo no se 

daría otro –que la de pago de secretario de dicho ayuntamiento […] gasto 

de escritorio […] y pagas de los preceptores de escuelas […] vecinos se 

resolvieron gustosos a hacer tal exacción…26 

El municipio trató a la comunidad indígena como organismo separado 
al cual era necesario consultar antes de que adoptase el impuesto. Los 
pobladores señalaron que el ayuntamiento no había cumplido con su 
obligación hacia las visitas, pues nunca había pagado a sus maestros. 
Amenazaron con dejar de pagar el impuesto, a menos que el pueblo 
apoyase a los maestros, e insistieron en que todo ingreso que quedara, 
después de cubrir los salarios de los mentores, se empleara para apoyar 
la reconstrucción de su iglesia.27 Los “residentes indígenas” observa-

26  Petición “Los jueces de paz de visitas”, Yahualica, 20 de febrero de 1839, BCEM, año 
1842, c. 103, exp. 118, f. 4. El impuesto era semejante al real de comunidad del periodo 
colonial, una contribución de medio real.

27  Los líderes indígenas aplicaron la reciente orden de la Junta de Instrucción Pública 
de que se estableciesen escuelas “donde se considerase necesario”, BCEM, año 1842, 
c. 103, exp. 118, f. 4v.
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ron que, mientras en la década de 1820, los gobiernos locales buscaban 
su consentimiento, para finales de la de 1830 los ayuntamientos los 
ignoraban.

La historia de la reunión de 1823 revela asimismo cómo recorda-
ban la creación de los municipios los ciudadanos indígenas de la década 
de 1830. Los municipios necesitaban el consentimiento de los organis-
mos tradicionales para asumir la función de recaudadores de impues-
tos, como si la exrepública fuese el organismo constituyente soberano y 
no un órgano abstracto de ciudadanos. La petición manipuló con astu-
cia las ideas sobre tradición para reclamar que sólo la comunidad indí-
gena podía aprobar el impuesto de medio real, y por tanto la comunidad 
tenía la facultad de revocarlo.

En el cercano Huazalingo se manifestó una protesta semejante con-
tra el pago del impuesto municipal de medio real unos meses después de 
la petición de Yahualica.28 Al criticar la distribución de recursos, los 
indígenas se quejaron de que, aunque habían pagado el impuesto, no 
recibieron los servicios que esperaban. Sólo los maestros del pueblo 
cabecera recibieron su salario de los fondos fiscales, mientras las escue-
las remotas permanecieron vacantes.29 Los funcionarios del pueblo 
requirieron que los indígenas de los pueblos sujetos trabajaran como 
carteros sin paga e impusieron multas a las familias de los niños indíge-
nas que no asistieran a la escuela. Los pobladores incluso presentaron 
cargos de que, durante la epidemia de cólera, el ayuntamiento dio medi-
cinas al pueblo cabecera pero negó ayuda a los sujetos “porque a los de 
los pueblos de visita nos trata como a unos brutos o negros bozales sin 

28  Los pobladores se describieron como “jueces de paz indígenas y otros principales”. 
También protestaron por las multas y encarcelamientos que padecieron los pobla-
dores que no pagaron el impuesto, “Petición a la Junta Departamental de los jueces 
de paz indígenas y demás principales de los pueblos de Husalingo [sic] sujetos a [...] 
Yahualica”, sin fecha. La anotación al margen del prefecto tiene la fecha de 3 de mayo 
de 1840, BCEM, año 1842, c. 91, exp. 118, f. 1.

29  Petición a la Junta Departamental de “los jueces de paz indígenas y demás principa-
les de los pueblos de Huazalingo sujetos a [...] Yahualica”, sin fecha, BCEM, año 1842, 
c. 91, exp. 118, f. 3.
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humanidad”.30 En subsecuentes peticiones, los pobladores acusaron a 
los funcionarios no indígenas de que “echaban mano del dinero de los 
fondos para usarlos en su comercio […] y habilitar a otros vecinos –para 
lo mismo–”.31 El prefecto en Metztitlán atribuyó la fermentación política 
a dos operadores políticos locales no indígenas, quienes pescaban en río 
revuelto: el capitán José Antonio Lara, terrateniente local, y el párroco de 
Yahualica, don José Rosalino del Rosal.32 Estos casos demuestran varios 
elementos repetidos en mayor escala durante los desórdenes políticos 
de las décadas de 1830 y 1840. En todos estos conflictos por los impues-
tos, las divisiones que surgieron fueron tanto étnicas como territoriales. 
Los peticionarios eran originarios de los municipios del interior, y desa-
fiaron la distribución del poder entre sus barrios mayoritariamente 
indígenas y los más mestizos pueblos cabeceras.

Estos casos sugieren también que la década de 1820 presenció una 
apertura del sistema político durante la cual las comunidades locales 
exploraron el nuevo sistema de derechos constitucionales, igualdad 
étnica y ayuntamientos. La cantidad de peticiones y conflictos por las 
cargas fiscales y distribución de recursos en la década de 1830 mani-
fiesta una creciente desilusión con los municipios étnicamente neutra-
les. Durante esta década, los pobladores indígenas se aferraron a las 
formas tradicionales de gobierno en los barrios de las visitas conforme 
perdían influencia en los ayuntamientos. Mientras tanto, los pobladores 
que vivían en los barrios tuvieron más control y contacto con las repú-

30  Con este término –“negros bozales”– se designaba durante la época colonial a los 
esclavos no cristianos recién llegados de África. De nuevo, los peticionarios emplean 
el lenguaje de la esclavitud para reprender al régimen republicano por no acatarse a 
las promesas de igualdad; véase la petición BCEM, año 1842, c. 91, exp. 118, f. 3. Según 
se afirma, el secretario del ayuntamiento también despreciaba a los indígenas, por-
que “se rehusaba a dar papel a los indios para escribir a nuestros hijos pero sí se lo 
daba a la gente de razón”.

31  De la misma petición ya citada, BCEM, año 1842, c. 91, exp. 118, f. 7v, el término 
habilitar quiere decir que prestaban el dinero a los comerciantes locales.

32  Prefecto de Metztitlán, Manuel María Carmona, 20 de enero de 1841, AHEM, 
075.1/149/17/f. 20. Aunque un informe anterior designó “justificada” la petición, 
Carmona calificó a Del Rosal como “el único instigador de las continuas quejas de 
los nativos de Huazalingo”, 8 de enero de 1841, f. 17v.
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blicas informales que en la época colonial. En otras palabras, podemos 
suponer que las repúblicas del periodo nacional no fueron simplemente 
una reproducción de las antiguas instituciones coloniales. Se orientaron 
más a los pueblos sujetos y tal vez fueron más indígenas que sus prede-
cesoras.

RECURSOS COMUNALES

La tenencia de la tierra fue un aspecto de la vida indígena que demues-
tra la complicada relación entre el orden republicano y el pasado colo-
nial. En las llanuras del Golfo, los indígenas conservaron el control de 
la tierra y aún expandieron la cantidad a su disposición. Además, las 
tradiciones indígenas siguieron marcando la pauta del control sobre la 
tierra. Pese a las leyes que aprobaron las legislaturas estatales en Vera-
cruz y el Estado de México, la tierra permaneció bajo control y admi-
nistración del “común de indígenas”. El uso del suelo en los pueblos 
ofrece un ejemplo concreto de la manera como las tradiciones locales 
transformaron el impulso liberal del nuevo Estado republicano.

A partir de la ideología de la Revolución mexicana, los historiado-
res han supuesto que el acceso campesino a la tierra se redujo después 
de la independencia. Los dos estudios sistemáticos sobre las revueltas 
del siglo xix de Leticia Reina y Jean Meyer atribuyen gran parte del 
conflicto a disputas agrarias y a la abolición de las formas paternalistas 
de gobierno.33 La obra de John Tutino fue pionera en romper con esta 
interpretación, pues señala que tanto los pobladores campesinos como 
los pequeños propietarios de tierras privadas aumentaron sus posesio-
nes tras la independencia. Denomina a los años anteriores a 1850 un 
periodo de “descompresión agraria”.34 La historia agraria de la Huas-

33  Meyer, Problemas campesinos..., pp. 29-33; Reina, Las rebeliones..., p. 16.
34  Tutino, From Insurrection to Revolution, pp. 229-238. Si bien este término es apro-

piado para la más densamente poblada Huasteca hidalguense, en Papantla, como 
señala Kouri, no hubo “compresión” en el siglo XVIII. Incluso en las regiones densa-
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teca tiende a confirmar los hallazgos de Tutino. Los casos que se presen-
tan a continuación demuestran que las comunidades lograron expandir 
sus posesiones mediante adquisiciones, iniciativas judiciales y en oca-
siones invasiones francas. Al mismo tiempo, las fincas privadas de la 
región siguieron en descenso, con poca inversión y conexiones margi-
nales a los mercados nacional e internacional.35 Las rebeliones campesi-
nas en gran escala reflejaron la debilidad de la clase terrateniente, no su 
belicosidad.

El proyecto liberal se propuso simplificar la tenencia de la tierra, al 
reemplazar las grandes extensiones comunales con las prácticas que 
seguían las normas de uso tradicionales en parcelas privadas de propie-
dad individual regidas por leyes universales. Sin embargo, la división 
territorial uniforme para el México rural que imaginaron los legislado-
res de la primera república federal surgió sólo hasta finales del siglo XIX. 
A lo largo del periodo republicano temprano, la práctica en los pueblos 
basada en leyes y costumbres coloniales reguló la vida de los agriculto-
res comunales. Aunque las legislaturas estatales promulgaron nuevas 
políticas de tinte liberal, los pobladores, con ayuda de los nuevos muni-
cipios, mantuvieron e incrementaron el espacio agrícola gobernado 
conforme a las antiguas reglas comunales.

Una revisión de los títulos, en los pueblos del estado de Veracruz, 
revela que las comunidades conservaron sus tierras hasta bien entrado 
el Porfiriato, y que en muchos casos, durante el siglo XIX, las comunida-
des campesinas compraron tierras. En 1826, la exmarquesa de Uluapan 
vendió la hacienda de Buenavista a los pobladores indígenas de Tema-
pache, quienes ya aprovechaban esa tierra como arrendatarios. De 
acuerdo con el acta notarial de compra-venta, la marquesa vendió la 
propiedad de 15 380 hectáreas en 3 120 pesos plata. Los indígenas reu-
nieron el dinero con contribuciones de 20 pesos de cada uno de los 187 

mente pobladas, Escobar observó que los pueblos fueron muy eficaces en la defensa 
de sus territorios, “Los pueblos indios...”, pp. 58-59.

35  Kouri, “The Business of the Land...”, pp. 121-124, 132-133, passim.
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miembros de la comunidad.36 Ixcatepec también garantizó su acceso a 
la tierra mediante la adquisición de una propiedad de 18 695 hectáreas 
por el precio de 7 500 pesos en 1867.37 En el pueblo totonaca de Coxqui-
hui, los pobladores compraron las fértiles y extensas tierras de Comal-
teco con un pago de 1 200 pesos en zarzaparrilla, que reunió toda la 
comunidad en 1835.38 En este último caso, los registros especifican el 
papel de la república tradicional en la movilización de la comunidad 
para reunir el pago y efectuar la transacción.

Los informes de principios del siglo XIX permiten ver que a los pro-
pietarios privados de grandes extensiones de terreno se les dificultaba 
mucho hacer productivas sus tierras. El general insurgente Guadalupe 
Victoria, primer presidente de la república federal de México, demostró 
los problemas que enfrentarían los que soñaron con ser monopolistas 
de tierras. Victoria debió reconocer las potenciales gangas de tierra que 
habría en Veracruz cuando sirvió como líder insurgente en la región, 
porque comenzó a comprar propiedades cuando alcanzó la presiden-
cia.39 Adquirió las extensas propiedades de El Jobo, en Tlapacoyan; 
Asunción y Santiago de la Peña, en Tuxpan y Piedra Grande, en Misantla, 
entre otras, con la evidente intención de convertirse en hacendado  
una vez que dejara su puesto.40 La extensión de tierras concentradas en 
estas propiedades es asombrosa: en la comarca de Tuxpan sus haciendas 
consistían más o menos en 84 000 hectáreas, y los títulos de Piedra 
Grande calculaban sus dimensiones en 31 500 hectáreas. No obstante, 

36  “Venta de la Hacienda de Buena Vista, 7 de noviembre de 1826, a los ciudadanos de 
Temapache (esto es a los que se titulaban naturales de dicho pueblo)”, Temapache, 
ACAM, exp. 341, ff. 49-56.

37  “Informe del registro de propiedad sobre el predio ‘El Nopal’”, ACAM, exp. 1235; e 
“Informe correspondiente al poblado de Poza Azul, Ixcatepec”, 30 de julio de 1932, 
ACAM, 1188-A.

38  Andrés Vega, 14 de diciembre de 1879, alcalde de Coxquihui al jefe político de 
Papantla, AGEV, Gobernación, “Comalteco”, f. 50.

39  AGEV, ACAM, vol. 50, f. 21, “Misantla”; y vol. 619, “Tuxpan”.
40  Los herederos de Victoria después vendieron las extensas propiedades al municipio 

de Tuxpan, “Compra de las haciendas Asunción y Santiago de la Peña”, Tuxpan, 
ACAM, exp. 619; Filiberta Gómez, Tuxpan. Comercio y poder en el siglo xix, pp. 36-41, 
79-96.
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pese a sus considerables conexiones políticas y militares, nunca logró 
transformarlas en empresas agrícolas rentables, y tras su muerte, sus 
herederos vendieron las haciendas, a menudo en precios menores que los 
que pagó Victoria.41 Victoria enfrentó los mismos problemas que todos 
los hacendados locales: tenía tierra en abundancia pero no mano de 
obra suficiente; sus propiedades carecían de capital, estaban lejos de los 
mercados potenciales y no tenían la infraestructura necesaria para 
aprovechar cualquier demanda potencial de sus productos. Como 
observa Emilio Kouri, las dimensiones de las propiedades en el norte de 
Veracruz no eran señal de su poder económico, sino reflejo del atraso de 
la economía local.42

El destino de una propiedad de Victoria nos puede servir como 
ejemplo para revelar las ambigüedades de las funciones de los ayunta-
mientos de la época posterior a la Independencia y la tenencia de tierra 
comunal. Victoria pagó tres mil pesos en 1827 a la familia Acosta por 
Piedra Grande, propiedad que lindaba con las tierras comunales de 
Misantla. Los siete herederos de la familia poseían esas tierras de forma 
indivisa, y seis de ellos vendieron su parte a Victoria, mientras el último, 
Joaquín Mariano de Acosta, conservó la suya.43 En 1845, el ejecutor de 
las propiedades de Victoria, Francisco de Paula, trató de vender el pre-
dio a un descendiente de los Acosta, Gabriel de Acosta (en mil pesos 
menos del precio de venta original). Sin embargo, el ayuntamiento 

41  Al respecto, la experiencia de Victoria fue la de otro insurgente convertido en presi-
dente, Vicente Guerrero, quien también intentó transformar su fortuna política en 
económica. Es significativo que, mientras Victoria invirtió en las llanuras subdesarro-
lladas, Guerrero se frustrara con sus inversiones en tierras en la muy poblada y comer-
cializada área de Chalco, en el Valle de México, John Tutino, “Haciendas and Social 
Relations in Mexico: The Chalco Region in the Era of Independence”, pp. 512-513.

42  Kouri, “The Business of the Land...”, pp. 111-114.
43  Escritura de Venta de los terrenos de Piedra Grande otorgada por los Señores Acosta 

a favor del General D. Guadalupe Victoria [...] Santa María Asunción Misantla, 19 
de mayo de 1827, en AGEV, Comisión Local Agraria, Expediente Misantla, núm 50,  
f. 55. El intermediario de Victoria para la venta fue nada menos que el teniente 
coronel Miguel Méndez, antiguo líder insurgente de Misantla. Como era común en 
los latifundios de las llanuras, los propietarios declararon que no conocían la exten-
sión de la tierra, pero los linderos eran conocidos.
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impidió la operación porque podría ser “con bastante perjuicio de este 
vecindario”, y ofreció comprar la tierra por el mismo precio. Gabriel de 
Acosta renunció a sus derechos de compra “por el bien general y seguri-
dad de los intereses de los pueblos” y accedió a que los herederos de 
Victoria vendieran la propiedad al pueblo. Su disposición puede haber 
sido motivada por un hecho que quedó revelado en los documentos: los 
residentes del pueblo ya habían invadido el terreno y hacer valer sus 
derechos de propiedad habría sido costoso, si no imposible.44 Los habi-
tantes del pueblo ya habían establecido “vainillares” en el predio, y los 
miembros del ayuntamiento buscaron proteger a los productores por su 
importante función en la economía de la localidad.45

El caso de Misantla permite apreciar la aparentemente difundida 
práctica de invadir propiedad privada. Da la impresión de que estas 
invasiones no enfrentaban oposición de los terratenientes, y sólo apare-
cen en los registros documentales cuando hay intentos de hacer valer 
derechos de propiedad, a menudo décadas después de ocurrida la inva-
sión. Los pobladores indígenas invadieron tierras de la hacienda de 
Jamaya en el municipio El Espinal, en 1841, y los esfuerzos del dueño 
por desalojarlos duraron más de cuarenta años.46 Como había abun-
dantes tierras y el trabajo escaseaba, tal vez los terratenientes toleraban 
a los invasores para atraer jornaleros potenciales.47 En este contexto, los 
terratenientes establecieron un modus vivendi con los pobladores que 

44  Minutas del Cabildo extraordinario, Misantla, 1 de abril de 1845, AGEV, Comisión 
Local Agraria, Expediente Misantla, núm. 50, f. 20.

45  No queda claro, a partir de los documentos, quiénes eran los “invasores” ni si los 
miembros del ayuntamiento también habían participado en el uso de Piedra 
Grande. En su justificación, los miembros del ayuntamiento mencionaron que una 
cantidad sustancial de misantecos cultivaba vainilla en esas tierras, ibid., f. 22.

46  ACAM, exp. 42. Aún más sorprendente es que, durante el Porfiriato, los propietarios 
al final llegaron a un acuerdo con los “invasores” y les otorgaron clara posesión de 
una gran porción de las tierras en disputa.

47  Véase la descripción de Kouri de las haciendas en el distrito de Papantla, “The Busi-
ness of the Land...”, pp. 131-134, passim. Los habitantes no ganaron siempre. En 
Chiconamel, los pobladores indígenas perdieron una demanda legal en contra de los 
propietarios de la hacienda de Chintepec después de un largo juicio en 1835, AJH, 
Año 1835, “Sobre Pagos de Renta”, 8 de enero de 1835.
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favorecía las buenas relaciones con los campesinos en lugar de un cum-
plimiento estricto de las leyes de propiedad. Estos sucesos sugieren que, 
incluso hombres de medios modestos tuvieron oportunidad de ganar 
acceso a la tierra durante los primeros años de la república. En resumen, 
se puede afirmar que la efervescencia política del periodo no fue resul-
tado de una crisis agraria.

El uso de la tierra durante los cincuenta años posteriores a la Inde-
pendencia proporciona evidencias sobre las relaciones entre las nuevas 
formas republicanas de gobierno y el peso de las costumbres. Los esta-
dos republicanos otorgaron facultades a los municipios sobre la admi-
nistración de las tierras comunales, pero los funcionarios de los ayunta-
mientos no fueron capaces o no estuvieron dispuestos a alterar el 
aprovechamiento tradicional de la tierra. Para entender cómo emplea-
ban realmente la tierra los pobladores decimonónicos es indispensable 
considerar que había varias clases de tierra destinadas a diferentes 
usos.48 El “fondo legal” consistía en las “seiscientas varas a cada viento” 
que fungieron como sitio del pueblo donde los pobladores tenían sus 
viviendas. Las dos categorías de tierra perteneciente a las comunidades 
en la Huasteca eran los “propios” y las “tierras de común repartimiento”. 
Los propios eran propiedades de la comunidad que se rentaban como 
fuente de ingresos para la corporación. Sin embargo, la mayor parte de 
la agricultura campesina tuvo lugar en tierras de repartimiento. Como 
su nombre indica, los pueblos dividieron estas tierras en parcelas indi-
viduales asignadas a familias específicas siguiendo sus tradiciones loca-
les. Los campesinos tenían un fuerte sentido de propiedad respecto de 
sus parcelas individuales, y las pasaban de padre a hijo. Fueron estas 
tierras las que los liberales del siglo XIX buscaban convertir en propiedad 
individual, con la esperanza de que cada familia tendría su patrimonio 
sin la injerencia de las instituciones corporativas. Cuando el gobierno al 

48  Powell, “Los liberales, el campesinado...”, pp. 655-656, ofrece una concisa descrip-
ción de estas categorías de tierra. Los ejidos, o tierras comunes de pastoreo, no pare-
cen haber tenido mucha importancia en la Huasteca.
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fin hizo respetar la división de estas tierras en parcelas individuales en 
las décadas de 1880 y 1890, los agricultores se quejaron de que los lími-
tes que trazaron los sobrevivientes no se ajustaban al uso tradicional.49

Es muy ilustrativa la manera como los pueblos y municipios admi-
nistraron distintas categorías de tierra. Aunque tanto el Estado de 
México como el de Veracruz aprobaron leyes que otorgaban a los muni-
cipios el dominio de las tierras comunales y abolieron la existencia de la 
tradicional república de indios, el control de la propiedad no recayó sin 
más en manos de los ayuntamientos.50 Los nuevos municipios hereda-
ron el fondo legal y los propios, e incorporaron el ingreso de las rentas a 
sus presupuestos. Conforme a precedentes coloniales, los municipios 
rentaron la tierra a miembros de la élite local y a individuos con influen-
cias en el gobierno local. Los documentos del archivo judicial de Hue-
jutla proporcionan varios ejemplos en los que las familias Andrade y 
Larios rentaron predios durante extensos periodos con alquileres 
bajos.51 Así, las élites locales ya disfrutaban de grandes porciones de la 
tierra “comunal”, pero esto no fue nada nuevo en el siglo XIX.

En cambio, las tierras de repartimiento permanecieron ajenas al 
control de los ayuntamientos locales. Si bien la ley daba a los municipios 
el dominio formal de las tierras de repartimiento, en la práctica, las tra-
diciones campesinas regulaban el acceso. Los esfuerzos de los gobiernos 
locales de administrar las tierras de repartimiento produjeron resulta-
dos reveladores. Cuando el gobierno nacional adoptó un impuesto pre-
dial para financiar la Guerra de Texas, los municipios tuvieron que 

49  Hay un ejemplo de estas quejas en la petición “Indígenas y vecinos de las congrega-
ciones del municipio de Papantla” al gobernador Teodoro Dehesa, Papantla, 13 de 
julio de 1895, AGEV, Gobernación y Justicia, Tierras, Caja General 2414, Expediente 
titulado “Comisión Ing. división de terrenos 1895-1905”.

50  Orden del 21 de agosto de 1824, en CLDV, 1, p. 104; y decreto número 37 del 2 de 
diciembre de 1826, CLDV, 1, pp. 444-449.

51  Véase los contratos de renta de 1835 a 1836; las propiedades se rentaban por diez a 
veinte pesos al año. Hay más ejemplos de otros pueblos en los contratos de renta  
de Yahualica, AJH, legajo 1852, f. 1; Pahuatlán, AJH, Arrendamiento de los terrenos de 
común de Pahuatlán a favor de Ramón Reyes, Año 1835, ff. 8-9; “Árbitros del munici-
pio de Zacualtipán”, BCEM, 1842/386/123/1-42; Von Mentz, Pueblos de indios..., p. 66.
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valuar todas las propiedades rurales (privadas y comunales) en sus juris-
dicciones y recaudar un impuesto de tres milésimos del valor de la tierra. 
Metztitlán intentó efectuar un censo para averiguar quién aprovechaba 
la tierra comunal, y fracasó por completo. El prefecto, José M. de Ahe-
dos, descubrió que el municipio no tenía un registro de quiénes usaban 
la propiedad, y cuando quiso entrevistar a los agricultores indígenas, 
éstos tan sólo negaron la posesión del terreno para evitar el impuesto.52

Una querella en un barrio de Metztitlán, Temazola, demuestra los 
conflictos entre el ayuntamiento y los indígenas por los derechos de 
administrar la propiedad comunal. Los residentes del barrio se queja-
ron de que el municipio había rentado parte de sus tierras a terceros y, 
“tal providencia gubernativa es del todo contraria a las leyes que prote-
gen el derecho de propiedad a las que arregla el repartimiento de tierras 
comunes”.53 Los peticionarios afirmaron que el ayuntamiento no tenía 
ninguna autoridad sobre las tierras de repartimiento. Los residentes del 
barrio esgrimieron el argumento de que la tierra comunal pertenecía a 
personas específicas de entre los comunes, no al gobierno municipal. El 
ayuntamiento y el prefecto del distrito no cuestionaron esta lógica; en 
cambio, sostuvieron que la tierra en disputa no formaba parte de las 
tierras comunales tradicionales. El prefecto insistió en que la parcela en 
disputa era tierra “ociosa” sin ocupar, mientras los funcionarios del 
pueblo replicaron que los peticionarios sólo hasta hacía poco habían 
comenzado a explotarla y no eran los ocupantes hereditarios de Tema-
zola.54 El caso giró en torno a la calidad de comuneros de los peticiona-
rios y al debate de que las tierras fuesen de repartimiento. Nadie sugirió 
que el ayuntamiento tuviese el derecho de disponer de la tierra porque 

52  Prefecto José M. de Ahedos, Metztitlán, 21 de octubre de 1837, BCEM, 1842/93/118/3, 
3v, 9. Otro problema para los recaudadores de impuestos era que, incluso, los terra-
tenientes más grandes, las dividían en múltiples parcelas pequeñas diseminadas por 
toda la propiedad.

53  Petición “vecinos del paraje nombrado Temazola”, 1º de enero de 1837, BCEM, 
1842/97/118/5.

54  El municipio declaró que cinco de los dieciséis peticionarios no eran residentes de 
Temazola, y que uno de ellos era un estudiante, ibid., f. 10v.
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era comunal. Tanto el gobierno local como la práctica popular conside-
raron el uso tradicional de la tierra “hereditaria” de una forma que solía 
asociarse con la propiedad privada.

La administración de la tierra demuestra que las comunidades 
indígenas se aferraron a sus prácticas tradicionales independientes de 
los nuevos municipios. Al mismo tiempo, la tierra campesina se expandió 
con vigor a expensas de los predios privados, a menudo con ayuda de los 
ayuntamientos locales. Las instituciones republicanas no alteraron  
los patrones tradicionales de uso, y en algunos casos espectaculares, los 
ayuntamientos actuaron para extender la cantidad de tierras a disposi-
ción de los campesinos. Dentro de las tierras de repartimiento, los habi-
tantes manejaron sus propios asuntos, y los administradores municipa-
les sólo encontraron frustración cuando intentaron intervenir.

LA ESTRUCTURA DEL DESCONTENTO: PUEBLOS CABECERAS 
Y BARRIOS

Los conflictos por la imposición de cargas fiscales, trabajos obligatorios 
y distribución de los beneficios de los servicios gubernamentales mar-
caron profundas divisiones en la sociedad rural. Había nuevas tensio-
nes también, pues los gobiernos estatales no definieron con precisión las 
facultades de los prefectos sobre los municipios locales, lo que generó 
frecuentes tensiones entre prefectos y municipios.55 En 1835, el estable-
cimiento de una república centralista profundizó las divisiones cuando 
se aumentó la cantidad mínima de habitantes necesaria para que un 
pueblo contara con un municipio independiente. Esta acción abolió 

55  Véase la exploración de Ramona Falcón de este asunto en “Force and the Search for 
Consent: The Role of the Jefaturas Políticas of Coahuila in National State Forma-
tion”, p. 119. En el Estado de México, los prefectos contaban con la autoridad legal 
para intervenir en los asuntos municipales de tierras e impuestos, Ortiz Peralta, 
“Inexistentes...”, p. 164. Los códigos legales en Veracruz daban a estos funcionarios 
amplias facultades de “supervisión” del gobierno local, véase “Ley para la organi-
zación, policía y gobierno interior del estado”, pp. 281-285.
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docenas de ayuntamientos y eliminó uno de los beneficios políticos 
resultantes de la institución del régimen constitucional.

En ocasiones, el establecimiento de los municipios se acompañó 
de desafíos a los antiguos ayuntamientos coloniales. En 1822, el pue-
blo de Huazalingo experimentó varios desórdenes cuando un pueblo 
sujeto, San Francisco, se rehusó a reconocer al gobierno municipal a 
causa de un nuevo impuesto creado para financiar los salarios de los 
nuevos funcionarios municipales. El ayuntamiento escribió a la legis-
latura provincial para que le asistiese a determinar si “los seis pueblos 
en donde sólo hay [un] regidor deben reconocer ese ayuntamiento o se 
gobernarán de para sí”. En un buen ejemplo de las ambigüedades de la 
transición constitucional, la legislatura aprobó los impuestos que 
aplicó el pueblo, pero pospuso toda decisión sobre la relación entre el 
nuevo ayuntamiento y los barrios hasta la convención constitucional 
del estado.56 Durante la década de 1820, los municipios intentaron 
definir sus facultades sobre las poblaciones indígenas de los pueblos 
sujetos, mientras los indígenas cuestionaban los privilegios que recla-
maban los funcionarios del distrito y de los pueblos cabeceras.

Las divisiones políticas en el ámbito distrital contribuyen a expli-
car la movilización de los pobladores. En Huazalingo, los pobladores se 
quejaron del trato que recibían de los funcionarios distritales en Yahua-
lica, y solicitaron un cambio de jurisdicción a Huejutla, pues señalaron 
que el primero estaba muy lejos y era mucho menos próspero que Hue-
jutla.57 Los funcionarios de la sede distrital desecharon sus peticiones, y 
acusaron a Francisco Ugalde, terrateniente y juez de paz en Huazalingo, 

56  “Consulta del Ayuntamiento de Huazalingo a la diputación”, bcem, 1822/66/8/2. Los 
sucesos de 1822 en San Francisco, centro de disidencia en el siglo XVIII, se originaron 
en 1819, cuando los habitantes de ese pueblo participaron en un tumulto contra la 
cabecera.

57  Carta de Trinidad Rodríguez al subprefecto de Huejutla, 21 de febrero de 1838, 
Yahualica, BCEM, 1838/74/89/1-23. Rodríguez afirmó que Cristóbal Andrade estaba 
circulando los escritos para separar el pueblo de Yahualica, “los indios son tan 
fáciles como Ugalde, pues les dieron los escritos ya hechos no más a que los firma-
ran.” F. 1r.
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de manipular a los indígenas para emplazar la petición porque deseaba 
aumentar la influencia de Huejutla por razones personales. La familia 
Ugalde estaba relacionada por matrimonio con el influyente clan Andrade 
de Huejutla. Con un conocido refrán, Ramón Urrutia, prefecto de Mex-
titlán, desechó la petición, y declaró que “los indígenas son unas máqui-
nas amoviles al antojo de cualquier genio inquieto”. Pese a esta opinión 
de los indígenas como mero ganado político acarreado de una causa a 
otra, cuando los funcionarios de Yahualica los reunieron, los poblado-
res se negaron a retirar su petición. En una segunda petición, Huaza-
lingo persistió en su empeño y añadió la queja de que el ayuntamiento 
abusaba de la gente que promovía el cambio.58

Si la cantidad de peticiones y quejas para los gobiernos estatales es 
un indicio, las décadas de 1830 y 1840 vieron tensiones más pronuncia-
das entre los pueblos cabeceras y los interiores. Los barrios indígenas de 
Huejutla –Vinasco, Xuchil, Tetlama y Santa Cruz– solicitaron al gobierno 
estatal una reducción de impuestos porque no recibieron ningún benefi-
cio de las contribuciones municipales que pagaron en 1843. Afirmaron 
que los funcionarios del pueblo desviaron fondos para su propio uso y no 
enviaron maestros a sus comunidades.59 El ayuntamiento respondió con 
la presentación al gobierno estatal de las cuentas de sus gastos e indica-
ron que, si bien los fondos no se usaron con fines personales, se gastaron 
en atender la sede municipal, sobre todo en escuelas y empedrado de 
calles del pueblo cabecera.60 Que el municipio destinara fondos para 
empedrar, pero no para contratar a maestros en los barrios, revela 
mucho sobre las prioridades del ayuntamiento. Las autoridades del pue-
blo desecharon las quejas como señales del atraso de los indígenas. Aun-
que el subprefecto intentó que la mentalidad de los disidentes quedase 

58  Ramón Urrutia Mextitlán, 3 de marzo de 1838, bcem, 1838/74/89, f. 3r. Petición “Los 
jueces de paz y viejos con los demás naturales de los cinco pueblos de Huazalingo 
[...]”, 30 de abril de 1840, BCEM, 1842/91/118/ff. 6-6v.

59  Agustín Viniegra, subprefecto de Huejutla, 7 de noviembre de 1843, BCEM, 
1843/255/128/f. 5.

60  “Aviso al público”, 5 de julio de 1843, BCEM, 1843/191/127/ff. 17-18v.
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expuesta como provinciana, pues afirmó que eran “enemigo[s] de la 
comodidad y ornato del pueblo”,61 en realidad los disidentes tuvieron 
cuidado de formular sus críticas en términos liberales modernos. El dis-
curso de los campesinos no fue reaccionario; en cambio, afirmaron 
esforzarse activamente por la meta liberal de la educación.

El subprefecto Viniegra no vio en las peticiones más que el resul-
tado de las maquinaciones de un juez de paz, Antonio Núñez, y no las 
expresiones legítimas de los habitantes rurales.62 El juez Núñez, según 
se informa, empleó la amenaza de una posible rebelión para dar énfasis 
a sus quejas.63 Viniegra recordó a sus superiores que la insubordinación 
no era sólo un asunto local, pues la protesta por los impuestos afectaba 
la totalidad de la recaudación fiscal y que el ingreso de la “contribu-
ción directa” nacional se redujo junto con los impuestos municipales.

Otra carga tradicional que los pueblos cabeceras mantuvieron fue 
el servicio de trabajo personal, la “faena” comunitaria, impuesto apli-
cado sólo a los pobladores indígenas.64 Los municipios de las décadas de 
1830 y 1840 ejercieron esta prerrogativa, antes perteneciente a las repú-
blicas coloniales, para aumentar los presupuestos municipales. Por 
ejemplo, en Huejutla, el ayuntamiento reconstruyó la iglesia en 1843 
casi sin gastar, “pues la tarea la hicieron gratuitamente los indígenas de 
la cabecera”.65 El trabajo obligatorio fue también indicio de la forma 

61  Agustín Viniegra, subprefecto de Huejutla, 10 de julio de 1843, bcem, 1843/191/127/3v.
62  Ibid., f. 6.
63  Francisco Sánchez, Huejutla, 6 de julio de 1843, BCEM, 1843/191/127/19. El primer juez 

de paz de Huejutla negó que “se ha alterado la tranquilidad pública […] a pesar de los 
esfuerzos de dichos señores”. Agustín Viniegra escribió que el juez Núñez “es [quien] 
turba [la paz] aconsejando a los vecinos de Santa Cruz, Nexpan, Tetlama y Vinazco, 
que no paguen la contribución municipal”, Viniegra, subprefecto de Huejutla, 10 de 
julio de 1843, BCEM, 1843/191/127/2v. Viniegra afirmó haber visto cartas que el juez 
había enviado a los demás pueblos, visitas en las que solicitaba apoyo para la demanda 
legal.

64  Schryer, Ethnicity and Class..., pp. 85-86. Cabe observar el abundante empleo de 
demandas de trabajos durante el siglo XIX. Thomson y LaFrance, Patriotism, Politics, 
and Popular Liberalism..., pp. 12-13, también señalan que las demandas en contra de 
los servicios laborales movilizaron a los militantes indígenas en las décadas de 1850 
y 1860.

65  Francisco Sánchez, Huejutla, 6 de julio de 1843, BCEM, 1843/191/127/18v.
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como los ayuntamientos, dominados por individuos no indígenas, pre-
tendieron mantener intactos algunos elementos del antiguo orden colo-
nial, para su propio beneficio. La lluvia de quejas oficiales, a principios 
de la década de 1820, en que se lamentaban del fin de los servicios per-
sonales, fue el origen de las protestas de los pobladores indígenas por el 
regreso del colonialismo, en la década de 1830. Las diferencias de im-
puestos y obligaciones laborales con base en el origen étnico fueron en 
extremo polémicas, y persistieron como motivo de movilización de los 
pobladores.66 A principios del siglo XIX, no se vio descontento rural por 
un precoz liberalismo que alienara las tierras de los pueblos; en cam-
bio, el lenguaje de protesta de los pobladores destacó la persistencia del 
colonialismo.

Las medidas para limitar las facultades e independencia de los 
gobiernos locales acompañaron al intento de establecer un régimen 
centralista. En 1835, los centralistas reemplazaron los gobiernos estata-
les electos con “departamentos” regidos por gobernadores nombrados 
desde la Ciudad de México. La política centralista elevó la población 
mínima requerida para la formación de municipios, con lo que se redujo 
la cantidad de ayuntamientos locales electos. En la práctica, la nueva 
administración eliminó todos los ayuntamientos, salvo los de las sedes 
distritales donde residían los prefectos. El líder conservador e intelec-
tual y abogado del centralismo Lucas Alamán denunció que los dema-
gogos explotaban con facilidad los municipios para ganar apoyo de la 
gente común.67 Los centralistas esperaban, al eliminar los ayuntamien-
tos, limitar la capacidad de los radicales de organizar a las clases bajas. 
Estos políticos creían que la naturaleza de los municipios era demasiado 

66  Thomson y LaFrance, Patriotism, Politics, and Popular Liberalism..., p. 229; cuando 
el líder liberal radical nahua en Puebla, Juan Francisco Lucas, fungió como jefe polí-
tico, los residentes no indígenas de Zautla protestaron amargamente porque les hizo 
pagar un impuesto que antes sólo se cobraba a los indígenas.

67  Ibid. Thomson y LaFrance describen el proyecto conservador de Alamán para elimi-
nar la fuerza desestabilizadora de la política municipal. Véase también Guardino, 
Peasants, Politics..., pp. 152-153, 160-161, passim.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   198 07/01/16   14:07



199

IV. ALUCINAR A LOS MUNICIPIOS. REBELIONES Y LA POLÍTICA...

“popular”, y observaron que los orígenes sociales de los miembros del 
ayuntamiento los hacía poco dignos de confianza. Las quejas sobre las 
características “populares” de los funcionarios locales fueron, a menudo, 
una manera codificada de referirse al origen étnico. Los temores de que 
hubiese alcaldes analfabetas a cargo de la autoridad judicial perturbaban 
a las élites urbanas. Los conservadores intentaron restaurar las fronteras 
étnicas que caracterizaron al gobierno colonial, cuando la sociedad indí-
gena sería semiautónoma, pero a todas luces quedaría subordinada a 
administradores no indígenas.

LA POLÍTICA DE LOS PRONUNCIAMIENTOS. PLANES 
NACIONALES Y ACTORES LOCALES

Al final de la década de 1820 y principios de la de 1830, los movimientos 
armados, organizados en torno a un “plan” o pronunciamiento político, 
fueron el método más común de cambiar presidentes, ministros o polí-
ticas. Si bien la historiografía tradicional tiende a ver estos sucesos 
como el resultado de políticos de cuarteles compitiendo por el control 
del erario público, hay un consenso creciente de que los pronuncia-
mientos reflejaron más que ambiciones personales desenfrenadas. Con-
sistían de un proceso político que incorporó a los municipios como 
actores importantes y a menudo comenzaron con liderazgo civil.68 
Otros estudiosos destacan que los participantes, en la caótica política 
del periodo, tenían objetivos serios cuando promovían estos planes.69 
Los organizadores del movimiento enviaban sus “planes” a los ayunta-
mientos municipales de toda la república, en busca del apoyo de la “opi-

68  Barbara Tenenbaum, “‘They Went Thataway’: The Evolution of the Pronuncia-
miento, 1821-1856”, pp. 19-38; Anna, Forging Mexico..., p. 248; Annino, “Cádiz y la 
revolución...”, p. 178. Véase asimismo Guardino, quien, en Peasants, Politics..., p. 
159, comenta sobre el uso campesino de los pronunciamientos. Di Tella, en National 
Popular Politics..., describe de forma sistemática el papel de “movilizadores popu-
lares”, pp. 73-104, 116-120, 206-212.

69  Fowler, Mexico in the Age of Proposals..., pp. 2-4; y Stevens, Origins of Instability...,  
pp. 28-29.
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nión pública”. En estos comunicados, los líderes pedían a los líderes 
políticos locales que “secundaran” sus principios políticos. Este proceso 
hizo de la intervención municipal, en la política nacional, una caracte-
rística sobresaliente del México decimonónico. Los pronunciamientos 
invitaban a los municipios a hablar por la nación.

A cambio de apoyo, los líderes de los pronunciamientos, a menudo, se 
dedicaban a abordar las preocupaciones inmediatas de los pueblos. En una 
carta escrita para explicar el complicado desorden político de México al 
mariscal François Bazaine, comandante de los invasores franceses de la 
década de 1860, un analista observó que bastaba “alucinar la sencillez de 
algún ayuntamiento de aldea por medio de planes irrealizables” con el fin  
de conseguir seguidores para una revolución.70 Por ejemplo, en el pronun-
ciamiento de 1832, los líderes ofrecieron cumplir una aspiración de los 
comerciantes de Pueblo Viejo y abrir su puerto al comercio internacional. 
Los pequeños pueblos de México se convirtieron en una fuente de apoyo 
para estos movimientos conforme los políticos ofrecían satisfacer exigencias 
locales con proyectos como el establecimiento de nuevas jurisdicciones polí-
ticas (nuevos municipios, prefecturas o juzgados), reducciones fiscales y, en 
el caso de esta región, la creación de un nuevo estado de la Huasteca. Los 
dirigentes nacionales apelaron al sentimiento regional mediante el apoyo al 
estado de la Huasteca. Los políticos locales, algunas veces, aprovecharon  
los planes nacionales para adjuntar propuestas de creación de la nueva enti-
dad, y movimientos en favor del nuevo estado ocurrieron en 1832, 1837, 
1838, 1852 y 1853, pero todos fracasaron.71

70  Carta del teniente coronel Constantini a Bazaine, 17 de octubre de 1863, en Docu-
mentos inéditos o muy raros para la historia de México. La Intervención Francesa en 
México según el archivo del Mariscal Bazaine, ed. de Genaro García, p. 112. Por 
ejemplo, cuando el cuartel de Tampico se rebeló en 1832, empleó prensas de 
impresión para elaborar múltiples copias del programa político del pueblo y 
después las envió a las comunidades vecinas. Véase AHEM, 048.4/117/12/11, 12, 13, 
69; hay una respuesta a una de las invitaciones a la revuelta en Ayuntamiento de 
Tulancingo, 24 de abril de 1832, ahem, 091.6/183/3/27v.

71  Declaración del ayuntamiento de Huejutla, 10 de julio de 1823, AGN-H, vol. 578B, 
exp. 13, f. 249; Andrade, 15 de mayo de 1826, BCEM, 1826/215/30/1. Las medidas en 
ocasiones fracasaban debido a las divisiones al interior de la élite política regional. 
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Durante la segunda década de régimen independiente, México 
entró en una crisis política que provocó el abandono de su primera 
Constitución federal y la creación de una república centralista, la cual 
después colapsó con el advenimiento de la guerra con Estados Unidos, 
en 1846. En los veinticinco años que siguieron a la independencia, sólo 
un jefe de Estado completó su periodo de gobierno (Guadalupe Victoria), 
e incluso en este caso los pronunciamientos estropearon el término de su 
presidencia cuando los políticos radicales lograron poner en tela de jui-
cio los resultados electorales de 1828.72 Las movilizaciones políticas 
fuera de los canales constitucionales devinieron el método de efectuar 
cambios en la nueva república. En esta sección final, considero la forma 
como los actores políticos movilizaron a sus seguidores en torno a planes 
políticos nacionales e incentivos locales, para entender mejor cómo cam-
bió la política en el ámbito regional durante esta era de levantamientos.

A finales de la década de 1820, surgió la división ideológica entre 
los federalistas radicales y los centralistas conservadores, y se convirtió 
en la línea que demarcó también la política local. Para resumir con rapi-
dez los acontecimientos nacionales, en 1828 el héroe de la insurgencia, 
general Vicente Guerrero, llevó a cabo un exitoso levantamiento para 
alcanzar la presidencia, a pesar de que había perdido el proceso electo-
ral. El gobierno de Guerrero se interrumpió, en 1830, por el pronuncia-
miento conservador del general Anastasio Bustamante.

Mientras que Guerrero había sido el más prominente de los federa-
listas radicales, con fuertes lazos con el segmento humilde de la pobla-
ción, el gobierno de Bustamante manifestó un marcado tono conserva-
dor, y se presentó como la voz de la moderación contra la turba. El tono 
de la nueva administración se reflejó también en nuevas normas electo-

Antonio Escobar Ohmstede, “Las Huastecas para los huastecos. Los intentos para 
conformar un estado huasteco durante la primera mitad del siglo XIX”, pp. 131-133. 
Analiza varios esfuerzos para obtener la calidad de entidad federativa.

72  Hay un análisis sucinto de la enorme cantidad de pronunciamientos del periodo en 
Fowler, Mexico in the Age of Proposals..., pp. 17-32.
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rales que restringían el sufragio.73 En nombre de la restauración del 
orden, la nueva administración comenzó a retirar gobernadores estata-
les, con lo que socavó el pacto federalista. Tras dos años de administra-
ción conservadora, el general Antonio López de Santa Anna, en asociación 
con destacados federalistas, como Valentín Gómez Farías, organizaron el 
Plan de Veracruz y consiguieron derrocar la administración de Busta-
mante. Una vez en el cargo mayor, Santa Anna poco a poco se desplazó a 
una posición centralista, para culminar con la suspensión de la Consti-
tución federal, en 1835.

La rápida sucesión de presidentes en uniforme y la capacidad de 
personajes como Santa Anna de cambiar de bando, de federalista 
radical a centralista conservador, dieron la impresión de que la polí-
tica mexicana era personalista, impulsada por la ambición de los cau-
dillos militares. Aunque los mexicanos recurrieron a la violencia y los 
oficiales participaron para promover los cambios políticos, es intere-
sante notar que todos los líderes actuaron en nombre de instituciones 
republicanas. Los generales no gobernaron como dictadores milita-
res, con despliegues del ejército en medio del congreso y de los ayun-
tamientos. Más bien, estos militares eran políticos, y los civiles pla-
nearon golpes militares junto con ellos. Estaban en juego asuntos 
ideológicos, y los pronunciamientos forzaron a los políticos mexica-
nos a elegir entre centralismo y federalismo. Los golpes de Estado y 
contrarrebeliones sirvieron asimismo para definir cómo se relacio-
naba la cuestión constitucional con asuntos que, al principio, no se 
enlazaban directamente con el problema, como los derechos electora-
les, la política de masas e incluso el anticlericalismo. Por último, las 
claras divisiones en los acontecimientos nacionales pronto se fusiona-
ron en las realidades políticas de los pueblos pequeños de México, la 
Huasteca inclusive.

73  Anna, Forging Mexico..., pp. 230-231; Costeloe, The Central Republic..., pp. 38-39. 
Sobre el sufragio, véase Richard Warren, Vagrants and Citizens, Politics and the 
Masses in Mexico City from Colony to Republic, pp. 102-103.
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Los pronunciamientos en la Huasteca se tornaron más violentos, y 
la sociedad local se polarizó respecto de cuestiones políticas nacionales 
durante estos años. En los sucesos de 1828 y 1830, los pueblos de la región 
tan sólo “secundaron” las revueltas en favor de Guerrero y Bustamante. 
Esta situación cambió de manera radical en 1832, cuando el plan contra 
el régimen de Bustamante creció hasta convertirse en una auténtica gue-
rra civil. La región porteña de Pueblo Viejo y Tampico desempeñó un 
papel importante en el movimiento nacional, en especial después de que 
el general Esteban Moctezuma, oficial con conexiones federalistas y 
miembro de una familia terrateniente de la Huasteca potosina, se unió a 
la refriega. Un problema crucial que resucitó el general Moctezuma para 
obtener apoyo local fue la creación del estado de la Huasteca, la cual tam-
bién ganaría más autonomía como participante “libre y soberano” en un 
sistema federalista.74 La conversión a entidad atraía sin duda al prefecto 
de Huejutla, Ignacio Martínez, quien ya había proclamado su lealtad a 
Bustamante. Se unió a la rebelión el 16 de abril de 1832, y comenzó  
a solicitar la adhesión de otros pueblos del distrito. Los poblados que 
“secundaron” con más prontitud a Huejutla no fueron los del mismo dis-
trito, sino los pueblos indígenas de Tamazunchale, Xilitla y Chalpulhua-
cán. Todas estas comunidades eran ajenas a la jurisdicción de Huejutla, y 
se unieron pese a la oposición de sus propios prefectos. Chalpulhuacán se 
rebeló sólo después de que su prefecto, quien residía en el pueblo mestizo 
de Jacala, declarase su lealtad a Bustamante. El subprefecto bustaman-
tista escribió a la capital estatal, en una súplica de auxilio, para sofocar la 
revuelta, pues los indígenas de Chalpulhuacán eran “gente sin ninguna 
civilización ni política” y destruirían Jacala si no se les detenía.75 Estos 
sucesos sugieren que los pobladores forjaron una alianza con Huejutla 
contra sus superiores inmediatos por razones de geografía local.

74  Trens, Historia de Veracruz, vol. 5, p. 130. En AHEM, 48.4/117/12/49, hay un informe 
sobre los avances de la rebelión en Veracruz.

75  Al mismo tiempo hubo declaraciones de apoyo de Xilitla y Tamazunchale, pueblos 
indígenas de San Luis Potosí que colindaban con Huejutla, Mariano Reyna, Tula, 26 
de abril de 1832, AHEM, 091.6/183/3/39, 40-41.
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Los ayuntamientos y los prefectos promovieron las rebeliones, 
arengaron a los hombres y propagaron el mensaje rebelde por toda la 
región. Surgieron varios patrones geográficos interesantes durante estos 
hechos, que habrían de permanecer constantes durante toda la década 
de 1830. Huejutla y Yahualica tendieron a alinearse con los movimientos 
federalistas, mientras Metztitlán y Zacualtipán, a permanecer leales a 
Bustamante y a los políticos centralistas. Durante las revueltas subse-
cuentes de la década de 1830, la historia se repitió; apareció una división 
política entre los federalistas de la región oriental y el poniente, con sus 
lazos centralistas. Como cabría esperar, en las rebeliones también hicie-
ron acto de presencia las tensiones entre los pueblos cabeceras y los suje-
tos, pues éstos disentían de las alianzas políticas de sus cabeceras.

Cada vez más se asociaba a los personajes con posiciones ideológi-
cas específicas. Los pueblos retaron a los prefectos con la intención de 
colocar a sus propios hijos predilectos en el puesto. Los administradores 
de Huejutla, como Cristóbal Andrade e Ignacio Martínez, se convirtie-
ron en los defensores del federalismo popular, y José Gregorio Morales 
y José Licona, de Zacualtipán, en los representantes de los centralistas. 
En estos sucesos, la ambición personal motivó a muchos participantes. 
Morales desafió a los administradores federalistas de Zacualtipán en 
1832, quizá porque codiciaba el puesto de subprefecto. Al enfrentarse a 
los federalistas locales, estableció lazos estrechos con la causa centra-
lista. En estos hechos no se confirma la tradición de “chaqueteros” que, 
con frecuencia, se asigna a los políticos locales. Los funcionarios tenían 
muchas dificultades para permanecer neutrales y los dilemas que 
enfrentaban los oportunistas locales se aprecian en la trayectoria de 
Félix Arenas, subprefecto de Zacualtipán en 1832. Arenas intentó ope-
rar para ambos bandos en 1832, cuando prometió su apoyo al gobierno 
aunque mantuvo correspondencia con el federalista Ignacio Martínez.76 

76  De acuerdo con Licona, entonces alcalde primero de Zacualtipán, “su intención era 
ganar, sin importar el resultado de la revolución”. El gobierno estatal desconfió de 
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La lealtad de Arenas se determinaba en gran medida por quien contara 
con más tropas en el área. Al desconfiar de su doble actuación, los bus-
tamantistas locales lo separaron del cargo, y en los años siguientes Are-
nas se ubicó por completo en el bando federalista, y después trabajó 
para ese partido como prefecto de Huejutla. En 1834, los federalistas 
locales (incluso Arenas) también permanecieron leales a su facción, 
pese a que habían colapsado sus aliados nacionales en el gobierno. Ade-
más, no había una actitud de “vive y deja vivir” hacia el partido vencido 
porque se nota que, después de los pronunciamientos, los victoriosos a 
menudo iniciaban procedimientos legales contra sus opositores para 
castigar los abusos que hubiesen cometido durante los disturbios.77 Ele-
gir bandos fue imperativo durante estos acontecimientos, y el que se 
eligiera podría tener graves consecuencias.

Tras el victorioso pronunciamiento de 1832, llegó al poder un 
gobierno federalista dirigido por Santa Anna y Gómez Farías. Con la 
influencia de Gómez Farías, la administración emprendió ambiciosas 
reformas para limitar el poder de la Iglesia y del ejército en la sociedad 
mexicana. Las reformas provocaron una oposición vehemente, e incluso 
antes de que se pusieran en práctica, los generales Gabriel Durán y 
Mariano Arista organizaron rebeliones infructuosas contra ellas. Tuvie-
ron mejor suerte en 1834, cuando promulgaron el Plan de Cuernavaca. 
Desde el comienzo, el movimiento gozó del tácito favor de Santa Anna, 
y cabían pocas dudas acerca de su éxito. Para aplicar un término 
moderno al acontecimiento, fue un “autogolpe”: un movimiento polí-
tico-militar organizado por el jefe del Ejecutivo para deshacerse de un 
Congreso que no era de su agrado. Con este método, Santa Anna se 
alineó con los elementos más conservadores de la sociedad mexicana y 

Arenas lo bastante para ordenar su reemplazo con José Ruiz Trejo, 23 de mayo de 
1832, Toluca, AHEM, 091.6/183/3/151.

77  Los perdedores también podían entablar pleitos legales, como se ve en las quejas 
levantadas por los líderes federalistas de Huejutla contra el cura centralista de Hua-
zalingo, Martínez de Aragón.
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repudió las reformas anticlericales y antimilitares que habían comen-
zado en 1833.78

Si bien en el ámbito nacional el Plan de Cuernavaca fue una disputa 
entre el Ejecutivo y el Congreso radical, tenía una dimensión estatal y 
municipal. En el Estado de México, Santa Anna impulsó al cuartel de 
Toluca (en la capital estatal) a que derrocara al gobernador y clausurara 
la legislatura estatal debido a sus simpatías por el Congreso federal.79 El 
nuevo gobierno estatal apoyó el Plan de Cuernavaca y aún giró a Are-
nas, entonces prefecto de Huejutla, instrucciones de “secundar dicho 
plan en todo su distrito”.80 Santa Anna esperaba que, una vez impuesto 
el cambio político en la capital y el Congreso nacional, los políticos de 
las localidades pequeñas se ajustarían a él. Los sucesos de la Huasteca 
demostraron que, pese al control del ejército por parte del hombre 
fuerte, los políticos locales no se alinearon sin más a su lado. El asalto al 
sistema federal provocó conflictos ideológicos más intensos en el 
México rural. Los administradores locales se rehusaron a seguir órde-
nes y suscribir dicho Plan, con lo que se creó una pequeña guerra civil 
en los distritos de Huejutla y Metztitlán. Fue una repetición de la guerra 
de 1832, con Huejutla en favor del federalismo, y Metztitlán-Zacualti-
pán, de Santa Anna.

Los actores políticos locales adoptaron las posturas ideológicas de 
los movimientos nacionales en su lucha por el control de los puestos 
administrativos locales. Esta fue una característica sobresaliente de los 
movimientos de 1833 y 1834, en los cuales los centralistas locales vincu-
laron su movimiento a la ortodoxia religiosa católica. Morales y Licona 
se unieron a los párrocos de Huazalingo y Zacualtipán (Rafael Martí-
nez de Aragón y José Ordaz) para llevar a cabo una contrarrevolución 

78  Michael P. Costeloe, La primera república federal de México 1824-1835..., pp. 428-
433; Anna, Forging Mexico..., p. 259.

79  Sobre los sucesos de Toluca, Charles F. McCune, Jr., El Estado de México y la federa-
ción mexicana, 1823-1835, pp. 176-177.

80  Borrador sin firma de una misiva al prefecto de Huejutla, 7 de junio de 1834, AHEM, 
091.2/178/7/172.
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cultural, y ordenaron que los ayuntamientos municipales comenzaran 
con una misa y que las escuelas enseñasen el catecismo católico en todos 
los pueblos que ocuparan.81 Se trató de una especie de propaganda 
armada para la causa conservadora que obligaba a los ayuntamientos a 
comprometer su lealtad a la Iglesia católica. El prefecto Arenas respon-
dió a su fervor clerical con la declaración de que el Estado de México 
nunca había atacado a la Iglesia. Parece que las políticas anticlericales (o 
al menos la reputación anticlerical) de Gómez Farías generaron resenti-
mientos en algunos poblados pequeños. Sin embargo, es interesante 
observar que algunas declaraciones municipales de apoyo al Plan de 
Cuernavaca especificaban que se pronunciaban en favor de anular sólo 
las reformas religiosas y no de cambiar la forma de gobierno.82 Ni 
siquiera los ayuntamientos que apoyaban el Plan se adhirieron al tono 
antifederalista del movimiento, y modificaron el lenguaje de sus decla-
raciones para dejar en claro que la “opinión pública” permanecía leal al 
sistema federal. La Iglesia fue una cuestión importante en la política, 
pues los federalistas comenzaron a considerar a los sacerdotes agentes 
del centralismo. Por ejemplo, Arenas ordenó el arresto de varios párro-
cos en un esfuerzo por detener la marejada del Plan de Cuernavaca.

Los conflictos no fueron sólo ideológicos, pues no tardaron en 
enredarse en la geografía política de la Sierra. Como sucedió en 1832, 
los pueblos se alinearon con Huejutla en el oriente o con Metztitlán en 
el poniente como sede del prefecto distrital. Huejutla intentó suprimir 
la subprefectura de Metztitlán con los federalistas, y después de la vic-
toria del Plan de Cuernavaca, el gobierno conservador recompensó a 
sus seguidores con el mejoramiento del estatus del subprefecto de 

81  Trinidad Ballato, juez de paz de Huautla, informe del 22 de febrero de 1838. Sobre 
los acontecimientos asociados al Plan de Cuernavaca de 1834, véase AHEM, 
091.2/178/4/5-162, donde hay extensos informes de los diversos municipios de la 
región. Véase asimismo BCEM, 1842/83/118/f. 5. El vicario de Huazalingo, Martínez 
de Aragón, llegó a ser uno de los líderes de los movimientos conservadores; los 
federalistas lo acusaron después de saquear Huautla durante los sucesos de 1834.

82  Véase, por ejemplo, la declaración de Molango, 19 de junio de 1834, AHEM, 
091.6/178/4/37.
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Metztitlán a prefecto (y Huejutla descendió a una subprefectura).83 
Hasta los párrocos locales se dividieron conforme a límites geográficos: 
los curas de Zacualtipán, Xochiacoatlán y Huazalingo denunciaron al 
párroco de Huejutla como “enemigo del orden” (es decir, partidario del 
gobierno de Gómez Farías). Los residentes de Huejutla lograron que el 
obispo de México arrestara a Martínez de Aragón y a José Ordaz, en 
septiembre de 1834, por cargos de abuso a partir de su participación en el 
pronunciamiento.84

El control de los ayuntamientos fue el objetivo de los sucesivos pla-
nes. Los líderes de los movimientos derrocaron a los ayuntamientos, 
como en 1834, cuando Morales y Licona reinstalaron a los funcionarios 
municipales del periodo de Bustamante de 1832.85 Mientras los segui-
dores armados de Morales marchaban por los pueblos de la Huasteca, 
convocó a asambleas comunitarias para “secundar” su movimiento. 
Este último caso, también permite apreciar los límites de la interpretación 
de la voluntad popular con base en las declaraciones municipales, ya 

83  Sobre la eliminación de la subprefectura de Metztitlán, véase AHEM, 091.2/178/4/1-2, 
5-6. Sobre el cambio a Metztitlán, véase la orden de J. M. Corral, Toluca, 10 de sep-
tiembre de 1834, BCEM, 1834/206/79/1. La orden mencionaba de forma críptica que 
el motivo del cambio era la “situación delicada” referente a la “tranquilidad pública”. 
Como es natural, los huejutleños no aceptaron el cambio sin oponer resistencia. El  
1 de abril de 1835, el ayuntamiento concedió un poder notarial a Francisco González 
para “gestionar el regreso de la cabecera de partido a Huejutla”, Poder especial del 
ayuntamiento de Huejutla, 1º de abril de 1835, AJH, libro de 1835.

84  El provisorato metropolitano ordenó el arresto y traslado a la Ciudad de México, DF. 
de Martínez de Aragón y Ordaz el 9 de agosto: Félix Osores, AHEM, 091.2/178/4/133. 
Esto sucedió a pesar de las cartas del nuevo prefecto, Pedro Carrión, que documenta-
ban el buen comportamiento de José Ordaz, Carrión al secretario de Relaciones del 
Estado de México, Zacualtipán, 30 de agosto de 1834, ff. 143-144. Carrión retrasó los 
arrestos hasta que Toluca envió una carta en apoyo de su detención en septiembre, ff. 
149, 151-152. Véase también la orden de arresto, José María Melo, 14 de septiembre de 
1834 y Agustín Viniegra, 15 de septiembre de 1834, en AJH, libro de 1834; se acusaba a 
Martínez de Aragón de “haberse puesto a la cabeza de Tropa armada y presentándose 
en actitud hostil” y también de “exceso de que lo acusan sus feligreses sin especificar 
contra su grey.

85  Arenas, 13 de junio de 1834, AHEM, 091.2/178/4/11. Los locales seguían los prece-
dentes establecidos en el ámbito nacional. Warren, Vagrants and Citizens..., pp. 114-
115, describe la purga que efectuó Gómez Farías en el ayuntamiento de México, DF. 
y su convocatoria a los miembros del ayuntamiento a reemplazar a los elegidos 
durante el régimen de Bustamante.
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que los testigos denunciaron, más tarde, la naturaleza coercitiva de los 
“votos” que promovió Morales.86 Arenas, opositor federalista de Mora-
les, ordenó el arresto de los ayuntamientos de Yahualica y Xochiatipán, 
cuando se unieron al Plan de Cuernavaca, en 1834. En ocasiones los 
pueblos vacilaban según la dirección del viento o la multitud armada 
más cercana. Da la impresión de que esta fue la actitud de Molango en 
1832, cuando el pueblo cambió de bando en respuesta a la llegada de 
facciones armadas competidoras.87 Así, la agitación política del periodo 
no fue una abstracción para los pobladores huastecos: el pronuncia-
miento fue el medio de reacomodo de las relaciones políticas regionales.

Pedro Carrión, el prefecto que llegó al poder como resultado del 
Plan de Cuernavaca, descartó la participación popular en los conflictos. 
En su opinión, la gente se adhería sólo “a las personas, y no a las 
causas”.88 Esta descripción común de la política del siglo XIX oscurece 
los asuntos del poder que suelen analizarse en términos personalistas. 
La cuestión de dónde asentar una prefectura o un municipio quizá 
parezca un asunto insignificante para los observadores modernos, pero 
los gobiernos locales controlaban recursos económicos indispensables 
para la vida campesina. Parece que el acceso a los tribunales, para ase-
gurar una audiencia favorable en querellas civiles y garantizar la per-
manencia de un patrón amistoso que velase los intereses de la propia 
patria chica, fue un factor en los cálculos de los pobladores durante los 
levantamientos de la década de 1830. Las facciones en pugna hicieron 
frecuentes promesas en un esfuerzo por forjar coaliciones lo bastante 
sólidas para vencer a sus opositores. Los pronunciamientos no fueron 
de ninguna manera movimientos de masas, pero introdujeron a los 

86  Trinidad Ballato, juez de paz de Huautla, al prefecto de Huejutla, 22 de febrero de 
1838, menciona los abusos cometidos por Morales cuando ocupó Huautla en 1834, 
sobre todo el arresto arbitrario del ayuntamiento y el saqueo del erario local, bcem, 
1842/83/118/4-6; Arenas, 3 de julio de 1834, AHEM, 091.2/178/4/14-15.

87  AHEM, 91.6/183/184v-185, subprefecto de Metztitlán, Borromeo, al gobernador, 24 de 
mayo de 1832. Informe al Congreso del Estado de México, 19 de abril de 1832, AHEM, 
f. 187.

88  Carrión al Secretario de Relaciones, 23 de agosto de 1834, AHEM, 091.2/178/f. 141.
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pobladores al proceso de la política armada y también elevaron el papel 
del gobierno local en la voz política de la nación.

La política nacional de violencia pasó a formar parte de la memo-
ria política de los pueblos. Los habitantes recordaban las afiliaciones 
políticas de los líderes locales, y lo aprovecharon. En 1838, cuando los 
moradores de Ilamatlán se vieron implicados en una disputa por 
impuestos con el alcalde de Chicontepec, Juan María Meriótegui, bus-
caron ganarse la simpatía del gobernador conservador acusando a 
Meriótegui de haber sido un federalista radical por su papel en la 
revuelta de 1832 contra el gobierno de Bustamante.89 Los pobladores 
aprendieron el valor de las alianzas políticas, y que la influencia política 
se gana al participar en la política nacional.

Los pronunciamientos buscaban el apoyo de los gobiernos muni-
cipales porque les daban legitimidad política. Los ayuntamientos 
resultaron los órganos extraoficiales de la “opinión pública” desde los 
primeros días de la guerra de Independencia. La tradición legal espa-
ñola veía en los ayuntamientos los órganos originales de la soberanía 
popular, así que fue muy natural que los políticos apelaran a estas insti-
tuciones cuando se proponían reescribir el contrato social. Timothy 
Anna observa que la República federal construyó su soberanía como una 
serie de círculos concéntricos, con los pueblos en el centro.90 Cuando los 
ayuntamientos hablaban “a nombre de la patria adorada”91 durante un 
pronunciamiento, no era ninguna hipérbole. Los ayuntamientos recla-
maron la función constituyente que existía en la ley española y en la 
práctica de la política mexicana. Durante la década de 1830 se popula-
rizó la “opinión pública”. Los pobladores indígenas descubrieron que 
ellos también podían expresar sus anhelos en el contexto de los movi-

89  “Varios indígenas de la feligresía de Santiago Ilamatlán”, 8 de mayo de 1837, AJP, 
legajo de 1837.

90  Hay un análisis del papel de los ayuntamientos en el pensamiento político mexicano 
en Villoro, El proceso ideológico...; Anna, Forging México..., p. 212.

91  “Oficio dirijido por el Ylustre Ayuntamiento de esta ciudad al Sr. D. Esteban Mocte-
zuma”, Gaceta de Tampico, 17 de marzo de 1832, BCEM, 1832/76/68/3.
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mientos políticos nacionales al influir en las instituciones municipales 
que conocían tan bien. El hecho de que los pronunciamientos dependie-
sen de los ayuntamientos para propagar sus movimientos explica asi-
mismo por qué los políticos se preocupaban por los desórdenes sociales 
que pretendían limitar la cantidad de municipios. Al apoyar las revuel-
tas, los ayuntamientos asumieron facultades semejantes a los de una 
asamblea constituyente: reclamaban el derecho a construir el Estado, 
no sólo a administrar sus dictados.

Los pronunciamientos dieron a los campesinos y rancheros amplias 
evidencias de discordias en el interior de las élites. Grupos contendientes 
de comerciantes y terratenientes luchaban por el control de los puestos 
políticos. Conforme los actores políticos formaban alianzas, las divisio-
nes en la política nacional llegaron a tener significados concretos y per-
sonales en el campo. En un nivel, el conflicto en las élites tenía sus orí-
genes en la naturaleza fragmentada de la élite colonial. Stevens sugiere 
que la política real “promovió y controló las discordias sociales para 
mantener el poder real”, lo cual a su vez impidió la formación de una 
clase gobernante unida.92 Sin embargo, en términos más inmediatos, 
las divisiones también prosperaron en las llanuras porque la élite era 
económicamente débil y geográficamente se encontraba dispersa. Las 
limitaciones de los hombres en la cima de la sociedad de las llanuras se 
exacerbaron porque no estaban conectados a ningún “centro” econó-
mico. Los actores influyentes vivían en sus propiedades o en los pueblos 
pequeños de la región (ninguno de los cuales excedía de los diez mil 
habitantes) y, como resultado, pocos vieron alguna razón para ceder 
autoridad a un centro regional.93 A diferencia de la élite acaudalada que 
dominaba las propiedades azucareras de Morelos, los terratenientes de 
la Huasteca no se apresuraron a formar un frente unido para defender 
sus intereses.

92  Stevens, Origins of Instability..., p. 115.
93  Lomnitz Adler, Exits from the Labyrinth..., ofrece una excelente descripción de lo 

que él denomina “cultura ranchera” de los terratenientes huastecos.
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Es desconcertante el fracaso de la élite local para crear un estado 
que representase su región, y provoca curiosidad lo que pensaban los 
habitantes sobre política e identidad. Aunque era sencillo movilizar a la 
gente en torno a la política municipal e incluso a los lazos políticos en el 
ámbito distrital, fueron poco frecuentes los políticos que abarcaron a 
toda la Huasteca. Es revelador que tal vez el único movimiento que 
implicó a toda la región y surgió durante los primeros años de la repú-
blica fuese la “Guerra de Castas”, que desbordó los límites estatales de 
Veracruz, Puebla, México y San Luis Potosí. Incluso aquí, como vere-
mos, el movimiento siguió diferentes ritmos en distintas partes de la 
Huasteca. Los terratenientes y comerciantes no consiguieron mantener 
un movimiento en favor de la obtención de la calidad de estado, ni apa-
reció ningún caudillo populista que encabezara alguno desde abajo. La 
creación del estado de Guerrero, que describe Peter Guardino, demues-
tra que no era imposible una alternativa populista para formar una enti-
dad federativa.94 Tampoco podemos decir que surgiera un caudillo 
huasteco (de cualquier signo político) para imponer su voluntad a toda 
la región. Así, mientras diferentes grupos presionaban por la formación 
de un nuevo estado o cabildeaban por mayores oportunidades comer-
ciales, la competencia al interior de las élites provocó el fracaso de los 
proyectos. Pese a sus estrechos lazos de parentesco y semejanzas econó-
micas, los grandes terratenientes no lograron unirse en torno a un pro-
yecto común o siquiera ponerse de acuerdo en un caudillo común.95

Un elemento que pudo inhibir el desarrollo de un caudillo fue la 
ausencia de un gobierno provincial previo. Como señala Charles 
Walker, el caudillo conservador Agustín Gamarra, de Cuzco, recurrió 

94  Guardino, Peasants, Politics..., capítulo 5, sobre la formación de Guerrero.
95  Es una ironía que, en la actualidad, la Huasteca se asocie a menudo a caudillos en la 

prensa popular, en gran medida porque durante el periodo posrevolucionario dos 
carismáticos (si bien de mala fama) caudillos, Saturnino Cedillo y Gonzalo N. San-
tos, se enseñorearon con prepotencia en una amplia porción de la Huasteca. Véase 
Dudley Ankerson, Agrarian Warlord: Saturnino Cedillo and the Mexican Revolution 
in San Luis Potosí; Gonzalo N. Santos, Memorias; Lomnitz Adler, Exits from the 
Labyrinth..., pp. 187-201.
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no sólo a la memoria histórica del estatus regional de Cuzco, sino tam-
bién aprovechó con habilidad la maquinaria ya existente del Estado 
para solidificar su autoridad y promover un proyecto regional.96 Tam-
poco se materializó el modelo de creación de un caudillo según el cual 
un político cultiva seguidores entre las masas.

CONCLUSIONES

La guerra de Independencia terminó en un empate que otorgó conce-
siones a los insurgentes, pero dejó intacto el poder de los realistas loca-
les. El constitucionalismo que aceptaron los huastecos no marcó el 
comienzo de una era de gobierno popular directo. Además, como sos-
tiene Guardino, el surgimiento del centralismo vio un esfuerzo sistemá-
tico de limitar los efectos del sufragio amplio y la proliferación de los 
ayuntamientos.97 Los miembros de la clase colonial comerciante y 
terrateniente, por lo general, controlaron los puestos más importantes, 
en especial los de prefectos (o jefes políticos).

A pesar de la vitalidad de la clase gobernante local, no es posible 
descartar el nuevo orden como una mera dominación neocolonial. Los 
actores populares sobrevivieron y lograron frustrar el proyecto centra-
lista con las nuevas herramientas de la ciudadanía republicana y los 
mecanismos tradicionales de la resistencia campesina. Puede obser-
varse lo anterior en la capacidad de los pobladores para conservar orga-
nizaciones comunales informales a la sombra del nuevo orden constitu-
cional, lo que Hernández Chávez denominó la persistencia de los “usos 
y costumbres”. Las repúblicas de indios no desaparecieron; en cambio, 
se trasladaron al interior de los municipios, donde la producción agrí-
cola campesina siguió los modelos acostumbrados. Los funcionarios de 
las exrepúblicas fungieron como voceros para defender los intereses del 

96  Charles F. Walker, Smoldering Ashes: Cuzco and the Creation of Republican Peru, 
1780-1840, pp. 130-145.

97  Guardino, Peasants, Politics..., pp. 98-102.
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pueblo. Fue cierto, como observó el ministro de Relaciones Bocanegra 
en 1829, que los residentes indígenas no cosecharon muchos beneficios 
del término de la férula colonial. Pero Bocanegra no sabía que los pobla-
dores eran capaces de defenderse de los peores efectos del final del 
paternalismo colonial.

Si bien las tradiciones de los pueblos reforzaron a los actores indí-
genas, éstos no renunciaron a las conquistas arduamente ganadas de la 
insurgencia. La apertura política del régimen constitucional prometió a 
los pobladores nuevas oportunidades para la expresión política, e 
infundieron a sus protestas el lenguaje de la ciudadanía. Los pueblos 
indígenas, que firmaron las quejas con títulos de “principal” o “viejos”, 
enmarcaron sus críticas en términos de sus derechos como ciudadanos 
a consentir los gravámenes. Este proceso es aún más visible en los levan-
tamientos populares que abarcaron a toda la región en las décadas de 
1830 y 1840.

Quizás uno de los cambios más críticos a partir del periodo colo-
nial fue la facilidad con que todos los actores políticos recurrieron a la 
violencia después de 1810. El viraje en la política de los pueblos no se dio 
sólo en el discurso, sino en la capacidad de recurrir a la fuerza. Los par-
ticipantes en los disturbios del siglo XVIII buscaron formas de minimi-
zar sus actos de desafío violento. Este subterfugio ya no fue necesario 
después de la Independencia.

La Independencia creó un nuevo ambiente en el que las disputas 
políticas regionales y de los pueblos se enlazaron con firmeza a la polí-
tica nacional. La vertiginosa sucesión de pronunciamientos y contrapro-
nunciamientos demuestra que las divisiones de la élite política penetra-
ron el tejido de la sociedad local. El faccionalismo ofreció nuevas rutas 
para la influencia política, incluso cuando los centralistas buscaron clau-
surar los canales formales a través de los cuales se manifestaba la opinión 
popular. Las políticas militarizadas del pronunciamiento dieron oportu-
nidades a los pobladores de ejercer una influencia informal, cuando las 
divisiones al interior de la élite regional crearon una situación en la que 
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los políticos buscaron seguidores en los barrios del interior. El fracaso 
de la élite aspirante a gobernante, para ponerse de acuerdo en el reparto 
del poder o incluso en la creación de un estado de la Huasteca, permite 
ver una grave limitación de la dominación neocolonial. No escaseaban 
los patrocinadores potenciales para los disidentes políticos en los pue-
blos de la Huasteca. El faccionalismo hizo del uso de la violencia y del 
nuevo discurso político una adición natural al repertorio político de los 
rebeldes de los pueblos. 

En los dos capítulos siguientes intentaré recrear movimientos polí-
ticos que abarcaron a toda la región mediante las lecciones de los distur-
bios de la década de 1830.
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V. IMPULSADO POR EL “SANSCULOTISMO”.  
UN PRONUNCIAMIENTO INDÍGENA, PAPANTLA, 

1836-1839

El orden político, establecido en la Constitución de 1824, enfren-
taba graves dificultades para 1834. Los políticos mexicanos se esforzaban 
en encontrar una fórmula que permitiese a la nación incorporar a las fac-
ciones políticas que surgieron durante la guerra de Independencia. Des-
pués de que los seguidores de Guerrero repudiaran los resultados de la 
elección de 1828, se deterioró la maquinaria electoral del sistema federal. La 
administración de Bustamante, que desplazó a Guerrero por medios extra-
constitucionales, se preparó para ejercer un control sistemático de los resul-
tados electorales, mientras que Santa Anna burló por completo las elec-
ciones en 1834 y pidió el apoyo de los ayuntamientos municipales.1 Para 
1834, incluso las elecciones municipales, concebidas en su inicio como 
un proceso meramente administrativo, se convirtieron en puntos de 
intensos desacuerdos políticos.

Tras el Plan de Cuernavaca, Santa Anna se embarcó en un proyecto 
centralista pensado para salvar a México de lo que las “clases respeta-
bles” consideraban el desorden del experimento federalista.2 El proyecto 
centralista surgió en un periodo de dos años después de 1834, para cul-
minar en una nueva constitución que limitó de manera exclusiva la par-

1  Anna, Forging Mexico, p. 240 y Warren, Vagrants and Citizens..., pp. 100-105, descri-
ben las reformas electorales que adoptaron el distrito federal y los territorios. Las nue-
vas leyes estatales incrementaron los requerimientos de propiedad para votar, lo que 
restringió en gran medida el sufragio, “Decreto 163”, 4 de mayo de 1830, pp. 188-201.

2  Michael Costeloe sostiene que los “hombres de bien”, miembros de las clases acomo-
dadas preocupados por el orden social y los “excesos” de la política popular, fueron la 
fuerza que impulsó el ascenso de la política centralista, Central Republic. Warren 
lleva más allá el argumento de Costeloe al señalar que el temor de una ola de crímenes 
y las clases populares contribuyeron al declive del federalismo, Warren, Vagrants and 
Citizens, pp. 91, 105, 128.
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ticipación en las elecciones y candidaturas a individuos con ingresos 
sustanciales. El nuevo sistema tenía la intención de concentrar la autori-
dad en el ámbito nacional mediante la limitación de la cantidad de 
ayuntamientos, la abolición de las milicias cívicas controladas por los 
estados y el aumento de las facultades de los prefectos para supervisar 
los municipios. Guardino, Warren y otros historiadores observaron que 
muchas de estas iniciativas tuvieron un impacto directo en la capacidad 
de las clases bajas para participar en la política.3 Fue, en este contexto, 
que surgieron los rebeldes de Papantla como fuerza política.

El levantamiento de Papantla de 1836 ilustra la forma como el des-
contento local se combinó con movimientos políticos nacionales para 
amenazar el proyecto centralista. El ascenso de la política de los pronun-
ciamientos permitió al caudillo insurgente de Coyusquihui izar de nuevo 
su bandera de guerra, pero esta vez en nombre del federalismo. En varias 
ocasiones se ha descrito y analizado esta rebelión. El estudio pionero de 
Jorge Flores ubicó la revuelta en términos de demandas agrarias, y Leticia 
Reina partió de esto en su obra para colocarla en el contexto de las insur-
gencias campesinas del siglo xix.4 Elio Masferrer, al observar las deman-
das rebeldes de restauración de celebraciones y procesiones religiosas, 
consideró el movimiento una defensa de la identidad étnica totonaca.5 
Antonio Escobar, en una de sus primeras obras, aceptó la interpretación 
agraria de la revuelta, pero también fue el primero en tomar con seriedad 
el contexto político de los sucesos.6 Victoria Chenaut resumió hace poco 

3  Guardino, Peasants, Politics, pp. 139-146. Hay una breve y útil panorámica de los obje-
tivos e ideología centralistas en Reynaldo Sordo Cedeño, “El pensamiento conserva-
dor del Partido Centralista en los años treinta del siglo XIX mexicano”, pp. 135-168; 
Costeloe, Central Republic, pp. 38-45, 103. Will Fowler, Mexico in the Age of Proposals.

4  Flores, Revolución de Olarte. Esta obra es aún el origen de gran parte de lo que se 
escribe sobre estos sucesos en virtud de la extensa colección de documentos que 
incluyó Flores de los archivos nacionales. La obra de Leticia Reina, Rebeliones..., pp. 
325-340, se deriva en gran medida del recuento de Flores. Trens también agregó infor-
mación crítica en su tratamiento de la rebelión, Historia de Veracruz, 4, pp. 79-140.

5  Masferrer, “Los factores étnicos de la rebelión totonaca de Olarte en Papantla”, pp. 24-31.
6  Antonio Escobar Ohmstede, “El movimiento olartista, origen y desarrollo, 1836-

1838. Una revisión histórica”, pp. 51-74; véase en especial la p. 66.
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estos análisis, pero mantiene la revuelta dentro de la tradición de la 
explicación agraria en su estudio sobre los totonacas en el siglo XIX.7

La rebelión de Olarte comenzó en Tampico como golpe de estado 
federalista contra el gobierno nacional. Cuando se arraigó en Papantla, se 
transformó en un asunto de política municipal y reclamos indígenas; 
pero nunca perdió su carácter federalista. El análisis, en las siguientes 
páginas, ubica este levantamiento bien demarcado en el contexto de la 
política local y los acontecimientos nacionales, y deja un poco de lado las 
usuales explicaciones agrarias. Los sucesos de 1836 a 1839 permiten apre-
ciar cómo las comunidades y actores políticos locales manipularon las 
ideologías políticas nacionales, en especial el debate sobre la centraliza-
ción del poder. Hubo dos fuentes de rebelión: el movimiento político 
federalista opuesto al gobierno nacional y el entorno local, que ofreció 
tierra fértil para la revuelta. Estos hechos también ofrecen la oportunidad 
de revisar el papel del liderazgo, elemento que los contemporáneos consi-
deraron central para los trastornos políticos de su tiempo. Mariano 
Olarte desempeñó una función clave como aspirante a “caudillo” de los 
totonacas de las llanuras, con el desafío militar al estado nacional que 
creó al vincular el descontento social a los políticos de inclinaciones fede-
ralistas. Sus actividades ilustran los complejos papeles de los hombres 
fuertes militares-políticos en la época de formación del Estado.

EL FEDERALISMO Y UN PRONUNCIAMIENTO MILITAR 
FALLIDO. TAMPICO, 1835

La participación de Olarte en la rebelión tuvo sus orígenes en la revuelta  
de un cuartel del puerto de Tampico (imagen 5.1), cuando un grupo de 
aventureros (en su mayoría estadounidenses y algunos franceses), recluta-
dos en Nueva Orleáns por el general José Antonio Mejía (frecuentemente 
escrito como Mexía), intentaron tomar el puerto para la causa federalista. 

7  Victoria Chenaut, Aquellos que vuelan. Los totonacos en el siglo XIX, pp. 99-106.
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iMagen 5.1. Tampico en la época de Mariano Olarte. Esta ilustra-
ción de Carl Nebel, que data de la década de 1830, ofrece una 
panorámica del puerto en Veracruz del río Pánuco. El pequeño 
canal a la izquierda llevaba a Pueblo Viejo. Nebel señala que el 
pueblo contaba con 4 000 habitantes en 1834. De Viaje pintores-
co y arqueológico sobre la parte más interesante de la República 
Mexicana, en los años transcurridos desde 1829 hasta 1834. 1840.

Pero fue más que sólo un golpe de estado fallido. Además de su condición 
de general, Mejía era un prominente político federalista que ocupó una 
curul en el Congreso como representante de Tamaulipas durante el gobierno 
radical de 1833 a 1834. Se fue al exilio después de que Santa Anna clausurase 
el Congreso, conforme al Plan de Cuernavaca. Además, conocía Tampico 
por haber estado al mando de una de las columnas de tropas mexicanas  
que rechazaron la invasión española de 1829, y fue asesor de Santa Anna 
durante la rebelión de 1832, en comunicación con la guarnición del puerto. 
Mejía apoyó a los rebeldes en Texas porque los consideró correligionarios 
mexicanos federalistas. Sus proclamas y su correspondencia dejan en  
claro que descartó las acusaciones de que los anglotexanos desearan la inde-
pendencia o la anexión a la nación vecina como propaganda centralista.8 

8  “Proclamation: Gen. José Antonio Mexia [sic], to the besieged forces in Bexar”, 
Brazoria, 15 de diciembre de 1835; y “Proclamation The citizen José Antonio 
Mexia, brigadier General of the Army of the Federal Republic to his fellow coun-
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Esto no sorprende, pues los disidentes texanos presentaron la causa en 
términos de federalismo mexicano y no de independencia. Texas no fue 
el único movimiento federalista con orígenes en la provincia con ten-
dencias secesionistas que surgió a finales de la década de 1830, y hay 
abundantes evidencias de conspiraciones en el norte de México contra 
el nuevo orden centralista.9 El segundo al mando de la invasión de Tam-
pico fue Martín Peraza, oficial yucateco que también se había incorpo-
rado al movimiento antibustamantista en 1832. Igualmente, Peraza 
tenía lazos con Tampico desde que sirvió como comandante de esa 
guarnición durante el gobierno radical de 1833 a 1834.10

El proyecto se concibió en Nueva Orleáns, donde se habían con-
gregado destacados exiliados mexicanos. La ciudad se convirtió en el 
centro de la intriga subversiva gracias a los notables federalistas que se 
exiliaron allí: el expresidente Gómez Farías, el exgobernador Agustín 
Viesca y el exsenador Wenceslao Alpuche e Infante. Juntos, organiza-
ron y financiaron el desafortunado complot.11 

trymen”, Tampico, 15 de noviembre de 1835; y J. A. Mejía al Hon. James A. Robin-
son, 15 de diciembre de 1835; estos documentos se encuentran en George Fisher, 
Memorials of George Fisher, late secretary to the expedition of Gen. José Antonio 
Mexia, against Tampico, in November, 1835. Presented to the Fourth and Fifth con-
gress of the Republic of Texas, praying for relief in favor of the members of said 
expedition, pp. 64-65, 60-61, 68. Traducciones de Fisher. Habían enviado a Mejía 
a Texas en 1832, tras la caída del gobierno de Bustamante; mientras estaba allí, 
entabló amistad con Esteban Austin, como se le conocía entonces, quien lo impre-
sionó como sincero federalista y no secesionista. En diciembre de 1835, cuando 
Mejía llegó a Texas tras su fracasada invasión, defendió de manera activa ante el 
gobierno provisional de Texas que el objetivo de la rebelión debía ser el federalismo, 
no la independencia.

9  Véase “Statement of Pedro Julian Miracle”, pp. 71-72, en donde se describen las 
conspiraciones federalistas en Tamaulipas proclives a la expedición de Mejía.

10  Martín F. Peraza, “El comandante principal de esta plaza de Tampico y la cuarta 
sección militar de Veracruz a sus guarniciones”, pp. 2-3, tiene un ejemplo de la ideo-
logía federalista de Peraza.

11  Bancroft Library, colección de la familia Mejía, caja 1, Mejía al gobernador de Texas. 
Mejía informó al gobernador sobre lo acontecido en Tampico. Declaró que el gober-
nador constitucional de Tamaulipas apoyó sus acciones para apoderarse del puerto. 
Gómez Farías autorizó la invasión, para lo cual invocó su calidad de vicepresidente 
de México designado conforme a la Constitución, Gómez Farías a Mejía, 28 de 
octubre de 1835, Nueva Orleáns, UT-BLAC, GF, 366, f. 45.
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Aunque los líderes eran políticos bien establecidos, no encontra-
ron suficientes mexicanos en aquel puerto estadounidense, dispuestos a 
embarcarse en la aventura y recurrieron al reclutamiento de estadouni-
denses y franceses para cubrir las filas de la fuerza invasora.

La invasión exhibió muy poca sabiduría militar, pero los federalis-
tas la concibieron como una acción política, no militar. Habían pla-
neado invadir el puerto y emitir un pronunciamiento contra el gobierno 
de Santa Anna, con la expectativa de que el general Esteban Moctezuma 
organizara un levantamiento federalista en San Luis Potosí para apo-
yarlos.12 Los federalistas contaban con los partidarios federalistas loca-
les de Veracruz y Tamaulipas, inclusive el exprefecto del distrito durante 
1833 y 1834, Manuel Núñez.13 La primera acción de Mejía, cuando entró 
en el puerto, fue publicar un llamado a las armas en nombre del federa-
lismo que llevaba consigo desde Nueva Orleáns. Más importante aún, 
habían reclutado a seguidores en el cuartel de Tampico: el teniente coro-
nel Agustín Ortega y el capitán Mariano Olarte.

La invasión de inmediato se topó con problemas, cuando los cons-
piradores locales no consiguieron reunirse con la nave de Mejía en la 
desembocadura del río Pánuco, como estaba planeado.14 El coronel 
Gregorio Gómez, comandante centralista de Tampico, había detenido a 
uno de los oficiales que apoyaban a los federalistas de Tampico el día del 

12  Moctezuma era simpatizante federalista y apoyó el pronunciamiento de 1832, y des-
pués, en 1837, se pronunció contra el centralismo. Gómez Farías le escribió para que 
apoyara la expedición de Tampico, Gómez Farías a Moctezuma, 7 de noviembre de 
1835, Nueva Orleáns, UT-BLAC, GF, 370, f. 45.

13  Informe del jefe de cantón de Papantla, 22 de diciembre de 1835, AGN-G, sin clasifi-
car, c. 1, exp. 17, f. 5. De acuerdo con Luis Guerra en una carta a Gómez Farías, 
Núñez fue crucial para el movimiento y prometió reclutar a cuatrocientos hombres 
armados en la región, Tampico, 8 de noviembre de 1835, UT-BLAC, GF, 371, f. 45.

14  El relato de la expedición proviene de los informes de Mejía sobre los sucesos en 
Mexía a Gómez Farías, Barra de Tampico, 19 de noviembre de 1835m UT-BLAC, GF, 
373, f. 45; las cartas de Mejía en Fisher, Memorials..., pp. 48-55; y Flores, La revolución 
de Olarte, pp. 17-20. Véase también los informes de Manuel Vangrande, Tuxpan,  
18 de noviembre de 1835, y José Francisco Barcena, Xalapa, 27 de noviembre de 1835, 
AGN-GSS, caja 2, exp. 85, ff. 1-7. Por cierto, la reacción del ayuntamiento de Papantla a 
la invasión fue emitir una declaración en apoyo del gobierno centralista, Resolución 
del ayuntamiento de Papantla, 23 de noviembre de 1835, AGN-GSs, c. 1, exp. 15, f. 3.
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encuentro previsto, y los conspiradores, con el deber de pilotear el barco 
de los invasores al puerto, se atemorizaron y se quedaron con los brazos 
cruzados. Como resultado, la embarcación navegó en círculos frente a 
la desembocadura del río hasta que encalló en un banco de arena, lo que 
obligó a Mejía a desembarcar a sus tropas. Por fortuna, Olarte y Ortega 
comandaban el fuerte situado en la desembocadura del río, y abrieron 
las compuertas de su cuartel a la empapada fuerza invasora de Mejía, 
compuesta de 161 hombres. Si bien el apoyo de Ortega y Olarte bastó 
para que la expedición llegara a tierra, los conspiradores no consiguie-
ron el apoyo de todo el cuartel. El retraso costó a la expedición la ventaja 
de la sorpresa, lo que dio tiempo al comandante del gobierno de movi-
lizar sus leales y afianzar su control sobre la guarnición y el ayunta-
miento. Cuando Mejía intentó ocupar el pueblo, fue rechazado con 
rapidez, y muchas de sus tropas se dispersaron. En su informe posterior 
al desastre, Mejía atribuyó el fracaso a las municiones mojadas y a la 
falta de disciplina entre sus reclutas, pero también es claro que los fede-
ralistas calcularon mal la cantidad de apoyo que tenían en el puerto. El 
comandante centralista alabó después la actitud patriótica de la pobla-
ción de Tampico, e incluso Mejía hizo una velada referencia a la resis-
tencia civil a la invasión. Así que la mayoría de los tampiqueños recha-
zaron rotundamente la alianza que los federalistas tenían con los 
aventureros estadounidenses. Mejía se apresuró a embarcarse de nuevo 
rumbo a Texas, y dejó tras de sí a veinticuatro de sus “aventureros” 
como prisioneros del gobierno centralista.15 Mientras un puñado de 

15  El gobierno mexicano los ejecutó después por cargos de piratería (Flores da la cifra 
de 28), Miguel M. Lerdo de Tejada, Apuntes históricos de la heroica ciudad de Vera-
cruz, p. 413; Manuel Rivera Cambas, Historia antigua y moderna de Xalapa y las 
revoluciones del estado de Veracruz, pp. 94-95; El Imparcial, p. 8. De acuerdo con 
Flores, muchos de los prisioneros, una vez arrestados, afirmaron que los habían 
engañado para unirse a la expedición. Declararon que pensaban que se dirigían a 
Texas como colonizadores. El informe de Mejía declaró asimismo que los captura-
dos, en su mayoría, cayeron en manos del enemigo porque “habían desertado de las 
filas”, comentario egoísta pero que, de ser cierto, indica su falta de entusiasmo, 
Fisher, Memorials..., pp. 53, 55. Como el navío de Mejía quedó destruido en el banco 
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federalistas mexicanos de Tampico lograron salir con Mejía, Olarte y 
Ortega y otros cuantos huyeron a Papantla.16

Las actividades de Olarte en Tampico reflejaron su trayectoria 
política después de la guerra de Independencia. Como muchos exinsur-
gentes, Olarte se convirtió en un comprometido federalista afiliado al 
ala radical de la política mexicana. Cuando el gobierno le concedió 
amnistía en diciembre de 1820, le otorgó el rango de capitán de milicia 
(con los insurgentes fue coronel). Después de que se unió al movimiento 
de Iturbide en 1821, se le dio el cargo de capitán en la infantería del ejér-
cito permanente. Más adelante, sirvió en el puerto de Veracruz en 1823 
y se unió al pronunciamiento republicano contra el Imperio de Itur-
bide. Su registro de ascensos refleja la naturaleza politizada de las tra-
yectorias militares en este periodo. Su avance dependió del apoyo que 
recibió de sus correligionarios oficiales federalistas y de las fortunas de 
la causa radical. Según Jorge Flores, los ministros de Guerra, Gómez 
Pedraza y Mier y Terán, ambos oficiales con afiliaciones conservadoras, 
bloquearon su nombramiento de coronel.17 Durante su breve ejercicio 
como presidente, el general Vicente Guerrero ascendió a Olarte al rango 
de teniente coronel.18 En ese momento estaba a las órdenes de Santa 
Anna en su campaña contra la expedición española de 1829. Parece que 
el gobierno conservador de Bustamante, que siguió al de Guerrero, 
degradó a Olarte, pues los documentos de 1835 de nuevo lo registran 
como capitán. Tenía una historia de participar en movimientos a favor 

de arena, para llegar al puerto tuvo que rentar, a un precio exorbitante, un barco 
estadounidense que llegó por casualidad.

16  Carta de Lucio López, prefecto de Tuxpan, 13 de noviembre de 1836, ahdn, 
xi/481.3/1188. AGN-G, c. 162, incluye una nota de Juan Bautista Vidal de enero de 
1836 sobre el arresto de dos colaboradores de Mejía, licenciado Victor Pérez e Igna-
cio Tiburcio Pérez, en Tecolutla. Véase también gobernador de Veracruz, Joaquín 
Muñoz y Muñoz, 16 de enero de 1836, AGN-C, c. 162, exp. 1, f. 1, que observó que los 
Pérez contaron con ayuda en Tantima. Otro comandante de Olarte durante la rebe-
lión, subteniente Cándido Sánchez, participó en el asunto Mejía, Carta del general 
Martín Perfecto de Cos, 9 de julio de 1839, AHDN, xi/481.3/ff. 384-385.

17  AGN-GSS, c. 1, exp. 17, f. 5, y c. 2, exp. 85, f. 3.
18  Flores, La revolución de Olarte, p. 15.
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de causas federalistas y radicales. Por ejemplo, cuando se le envió a Tux-
pan, apoyó la rebelión del general Moctezuma en contra del régimen 
conservador de Bustamante en 1832. Así, aunque era militar, su rango 
en realidad sólo era un reflejo de su importancia política y sus alianzas 
con un proyecto político específico.

Varios historiadores, que han escrito sobre la rebelión de Olarte, 
descartan las habilidades políticas de éste y su comprensión de la polí-
tica nacional. Manuel B. Trens y Flores creen que Ortega u otros resi-
dentes de Papantla escribieron las proclamas federalistas durante la 
rebelión de Papantla. Sin embargo, la suposición de que Olarte no 
redactó el plan para esta rebelión ignora que contaba con amplia expe-
riencia política, tanto en las guerras de Independencia como en los pri-
meros pronunciamientos del periodo nacional. Incluso, los preámbulos 
de los planes se asemejan a las desafiantes declaraciones que Olarte 
generó en los años finales de la guerra de Independencia.

Olarte aprovechó sus lazos políticos y contactos militares para 
crear un poderoso movimiento que desafió la autoridad del Estado. En 
varias ocasiones se dirigió a sus compañeros oficiales para invitarlos a 
la revuelta.19 El teniente coronel Agustín Ortega también se ocultó tras 
el golpe fallido, y Lario López, comandante de Tuxpan, informó que 
había huido a las montañas cerca de Amatlán. En su calidad de exinsur-
gente de Misantla que ascendió con el sistema federal, Ortega contaba 
con una trayectoria muy semejante a la de Olarte. Desempeñó un papel 
importante en la política de su lugar de origen, al fungir como elector de 
cantón y cercano aliado político del exinsurgente Miguel Méndez.20 En 
diciembre de 1836, un refugiado de la rebelión describió a Ortega: “es 
militar y tiene entereza y talento suficiente para llevar a cabo la idea que 
se ha propuesto […] es hijo de Misantla, pueblo tan malo y tan ingrato 
como Papantla, estando en el paralelo la feracidad y [lo] escabroso de 

19  Meade, La Huasteca veracruzana, 2, p. 49.
20  amm, caja 1830-1860, expediente “Relativo a elecciones de los años 1825 a [...] 

[1835]”, menciona las actividades electorales de Ortega.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   225 07/01/16   14:07



MICHAEL T. DUCEY

226

sus bosques”.21 Otros documentos indican que Olarte tenía nexos con la 
oposición civil desplegada contra el régimen centralista en la Ciudad de 
México. El prefecto de Zacapoaxtla declaró, en una carta, que Olarte 
recibía ayuda de los federalistas radicales en Misantla, Tuxpan y Tema-
pache.22 Manuel Núñez, otro participante en la debacle de Tampico, 
estaba en contacto con Olarte y Ortega en 1836.23 Así, Olarte contaba 
con una extensa red de contactos por toda la región y conexiones con la 
oposición política nacional.

La rebelión de Papantla ocurrió en el contexto de una oleada de 
pronunciamientos federalistas a lo largo y ancho del país. Antes de la 
rebelión de Olarte, estallaron revueltas federalistas en Sonora, Sinaloa y 
Chiapas.24 Aunque llegó demasiado tarde para ayudar en la expedición 
de Mejía, el general Esteban Moctezuma encabezó un levantamiento en 
San Luis Potosí que se extendió hasta la Huasteca potosina, antes de que 
una contraofensiva gubernamental lograra darle un golpe decisivo. De 
hecho, Olarte pidió ayuda a Moctezuma en cartas en las que le solici-
taba armamento.25 En las misivas, Olarte afirmó que había organizado 
su rebelión a instancias de dos acaudalados políticos potosinos: Nicolás 
Barragán y Paulo Verástegui.26

21  Carta de “un emigrado de Papantla” al general José Antonio Mozo, 21 de noviembre 
de 1836, en Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 86-87. El mismo autor observó la 
preocupación de que el control de la costa de Tecolutla y Cazones daría a los rebeldes 
la capacidad de comunicarse con los “mismos colonos de Texas que en sus barcos 
andan pirateando en el crucero frente de dichas barras”.

22  Prefecto de Zacapoaxtla al general Mozo, comandante militar de Puebla, 13 de 
noviembre de 1836, AHDN, exp. xi/481.3/1188.

23  Carta del jefe de cantón de Papantla al secretario de Guerra Tornel, 22 de diciembre 
de 1835, AGN-GSS, c. 1, exp. 17, f. 5.

24  Costeloe,The Central Republic..., pp. 136-139. Véase por ejemplo Josefina Zoraida Váz-
quez, ed., Planes de la nación mexicana, pp. 94, 103-104; sobre Sinaloa y Sonora, véase 
Agustín Viesca a Gómez Farías, Parras, 18 de febrero de 1838, UT-BLAC, gf, 431, f. 46. 
Papantla también figuró en los periódicos federalistas con críticas al gobierno; véase 
El Cosmopolita, p. 4.

25  Olarte a Moctezuma, 28 de junio de 1837, AHDN, exp. ix/481.3/1256, ff. 434-435.
26  Sumaria contra Pedro Guerrero, correo de Olarte, septiembre de 1837, AHDN, 

xi/481.3/1256. Antonio Escobar observa que era poco probable que estas dos familias 
rivales colaboraran en esa época, pero también que Verástegui después fue uno de los 
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La rebelión de Olarte siguió el procedimiento acostumbrado de los 
pronunciamientos. Después de tomar el pueblo, los líderes enviaron 
comunicados en los que invitaban a los comandantes militares y ayun-
tamientos vecinos a secundar el movimiento. El 10 de noviembre de 
1836, poco después de que Olarte ocupase Papantla, envió una copia de su 
programa político al alcalde de Tuxpan, quien rechazó la propuesta.27 
Incluso circularon proclamas impresas firmadas por Olarte, invitando 
a la nación a unirse a la causa federalista. En Chicontepec, donde el 
subprefecto, Juan Meriótegui, era simpatizante federalista, Olarte tuvo 
más éxito, logrando ocupar el pueblo. Los superiores de Meriótegui, 
dudando de su lealtad, sospechaban que permitió a Olarte tomar el pue-
blo.28 Además, los rebeldes publicaron invectivas con sus demandas y 
las enmarcaron en el debate sobre federalismo y centralismo. En otras 
palabras, los rebeldes actuaron como todos los demás pronunciamien-
tos federalistas.

FEDERALISMO LOCAL. PAPANTLA EN 1835

¿Cuál fue el contexto local de esta rebelión federalista radical? En 1820, 
los insurgentes de Papantla habían ganado concesiones del gobierno 
realista que crearon nuevas comunidades y les prometieron un atisbo 
de autonomía; pero para la década de 1830, muchas de estas concesiones 

defensores intelectuales de la rebelión de Eleuterio Quiroz en Sierra Gorda, Escobar, 
“La conformación y las luchas”, p. 22, n. 45.

27  Olarte al alcalde de Tuxpan, 10 de noviembre de 1836, y respuesta del prefecto de 
Tuxpan a Olarte, 11 de noviembre de 1836, AHDN, exp. xi/481.3/1188, ff. 240-241.

28  Meriótegui al secretario del despacho de Puebla, 11 de diciembre de 1837, AHDN, exp. 
xi/481.3/1256, ff. 591-593; en una nota agregada al informe de Meriótegui sobre la 
ocupación del pueblo por parte de Olarte, Juan González Cabo Franco dudó de su 
lealtad. Una razón de las dudas de González fue la carta del licenciado Manuel 
María Anzures que declaraba que Meriótegui “ha recibido en paz en dicho pueblo a 
Olarte” y observó que el subprefecto había participado en el movimiento de 1832 
contra Bustamante. Como se menciona en el capítulo anterior, los opositores locales 
del subprefecto lo acusaron de mostrar tendencias federalistas radicales con el fin de 
separarlo de su cargo, Anzures a González Cabo Franco, 8 de diciembre de 1837, 
AHDN, exp. xi/481.3/1256, f. 577.
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se habían esfumado. La política del control municipal formó parte cen-
tral tanto de las quejas locales como de los programas federales nacio-
nales. El acuerdo de paz mantuvo a los comerciantes tradicionales en 
control de las cabeceras, mientras los insurgentes pacificados ganaron 
cierta autonomía en el interior. El acuerdo negociado creó dos nuevos 
municipios al sur de Papantla: Coyusquihui y Pueblillo, cada uno con 
su propios ayuntamiento y milicia.

Conforme a la constitución estatal de 1825, los nuevos municipios 
perdieron su estatus, y en el primer informe que rindió el gobernador al 
congreso estatal en 1827, Coyusquihui y Pueblillo ya no se enlistaban 
como municipios.29 La constitución estatal de 1825 adoptó el requeri-
miento de dos mil habitantes para que un pueblo tuviera un ayunta-
miento municipal independiente. Pero la ley no explica por qué los 
exrebeldes abandonaron sus arduamente conquistadas libertades sin 
pelear. Tampoco este dilema se limita a los pueblos antes rebeldes, pues, 
por todo el estado, los pueblos que habían tenido ayuntamientos en 
1821 los perdieron en 1825. Parece que la transición ocurrió sin distur-
bios, peticiones ni demandas legales de los pobladores en defensa de sus 
ayuntamientos amenazados.

Una dificultad que enfrentaron Coyusquihui y Pueblillo fue que 
estaban fuera de los límites históricos de los terrenos del pueblo colo-
nial. Como resultado, los residentes se encontraban lejos de sus áreas 
tradicionales de producción agrícola. Sólo es posible especular; pero 
parece que a los nuevos municipios se les dificultó impedir que sus habi-
tantes regresaran a sus asentamientos de costumbre en la jurisdicción 
de Papantla, una vez que terminó la amenaza de guerra. Había fuertes 
motivos económicos y razones emocionales para que los pobladores 
regresaran a sus parcelas de antes de la insurrección, en lugar de perma-

29  Miguel Barragán, “Noticia estadística que el gobernador del Estado libre y soberano 
de Veracruz presenta al Congreso de la Unión de la 8a. obligación del artículo 161 de 
la Constitución Federal. 25 de enero de 1827”, p. 3; y José María Iglesias, “Estadís-
tica”, p. 298.
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necer en el nuevo territorio, donde su uso de la tierra no estaba asegu-
rado por la tradición ni por títulos. Además, los pueblos habían sido 
cantones insurgentes, diseñados de manera defensiva en terrenos acci-
dentados en áreas remotas de difícil acceso. Eran cualidades excelentes 
para tiempos de guerra, pero no de paz, cuando la falta de caminos y los 
arroyos sin puentes presentaban estorbos para el comercio y el trabajo 
agrícola.

Los pobladores adoptaron una estrategia doble para enfrentar al 
estado local en el México de la posguerra. En las comunidades étnica-
mente monolíticas, las repúblicas de indios transitaron sin obstáculos 
hacia los municipios. En cambio, en pueblos como Papantla y Misantla, 
los pobladores indígenas tuvieron que tratar con municipios domina-
dos por pueblos cabeceras de liderazgo no indígena. Una respuesta fue 
retirarse a los reductos de la comunidad indígena que continuaban fun-
cionando de facto. Además de aferrarse a las instituciones tradicionales, 
los pobladores también desafiaron el control y las actividades de los 
nuevos municipios constitucionales. Varios autores han observado esta 
dualidad de la personalidad política indígena durante la república, y la 
denominan “sincretismo político” o “bilingüismo”.30 Los pobladores 
conservaron un espacio puramente indígena en el interior del munici-
pio, aunque empleaban sistemas constitucionales para influir y desafiar 
el control mestizo de los ayuntamientos oficiales.

Antes de la rebelión de Olarte, había claras señales de problemas 
en el municipio de Papantla. Se presentaron conflictos por las eleccio-
nes y puestos municipales que reflejaron la creciente crisis en la política 
municipal durante la década de 1830. En los informes recopilados 
durante la rebelión, los pobladores se quejaron de que la violencia a 
menudo corrompía el proceso electoral. Incluso, un tumulto tuvo lugar 

30  Antonio Annino, “Otras naciones. Sincretismo político en el México decimonó-
nico”, pp. 215-222, usa esto en términos de nacionalismo, pero también en referencia 
a la aplicación de una política liberal en los pueblos. Su artículo “Cádiz y la revolución 
territorial...” es incluso más preciso; Thomson, “Pueblos de Indios...”.
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en el pueblo poco tiempo antes de que estallara la tormenta olartista 
sobre la región, a raíz de un conflicto entre los administradores de la 
renta y un grupo de ciudadanos acusados de estar involucrado en par-
ticipar en el comercio de contrabando. José Martinel y Manuel Caste-
llanos y Mora, entre otros, reclamaron que las autoridades de Papantla 
buscaban cubrir sus fechorías arrestándolos por contrabando.31 El 
alcalde de Nautla explicó que Martinel y Castellanos provocaron dis-
turbios para lograr su liberación de la prisión municipal el 24 de octu-
bre de 1835.32 Se reportó que los amotinados “Haciendo armas contra 
el ayuntamiento y españoles, habiendo herido al alcalde, a Don José 
González y a otros varios; para cuyo motivo han salido huyendo los 
señores [José] Danini y [Juan] Vidal”.33 Aunque la pronta respuesta del 
teniente alcalde de Arenal (pueblo sujeto de Papantla) restauró el 
orden, los líderes de la revuelta escaparon al monte.34 Papantla conti-
nuó en estado de agitación y, de acuerdo con el jefe político, José Cor-
nejo, era dudosa la lealtad de sus fuerzas de seguridad.35 El 30 de 
noviembre Cornejo informó que los rebeldes emboscaron a sus tropas 
cuando perseguían a un líder rebelde, Mariano Muñoz, en el camino a 
El Rincón. Martinel y Castellanos y Mora también seguían prófugos 
cuando Olarte llegó a esa región en 1836. Los disturbios revelan que los 
intereses comerciales ligados con las autoridades locales tal vez partici-

31  Véase Flores, La revolución de Olarte..., p. 32, y Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 
81-82. El contrabando era una preocupación importante para el Estado; hubo varios 
reportes de contrabandistas interceptados en la región. Y, de acuerdo con un oficial 
(Barragán), el contrabando era una amenaza grave, “se está haciendo por casi todas 
las costas de la república y muy particularmente, por la de Tuxpan, elevaron indudable-
mente nuestra industria y nuestro erario a su último término de desgracias”, 29 de 
junio de 1835, AGN-GSS, c. 211, sin página ni número de expediente.

32  Alcalde de Nautla al jefe de cantón de Misantla, con fecha del 29 de octubre de 1835, 
AGN-GSS, c. 1, exp. 16, f. 1; véase también Flores, La revolución de Olarte..., pp. 75-76. 
Trens sostiene que Castellanos salió libre bajo fianza otorgada por el hermano del 
alcalde José Vidal, Historia de Veracruz, 4, p. 81.

33  Informe del ayuntamiento de Papantla, 30 de noviembre de 1835, AGN-GSS, c. 1, exp. 
16, f. 1.

34  Ibid., f. 3; Informe del jefe del cantón de Papantla, 22 de diciembre de 1835, AGN-G, 
sin clasificar, c. 1, exp. 17, f. 1.

35  Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 82.
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paran en el contrabando para su propio beneficio, y que el pueblo 
estaba dividido políticamente entre bandos hostiles. (Y la facción, 
afuera del poder, no estaba invitada a compartir los beneficios de ese 
comercio sin gravámenes.) Además de oponerse a los funcionarios loca-
les que los encarcelaron, el ayuntamiento también señaló que los rebel-
des eran federalistas caracterizados por “su desafección al orden [que] 
ha inspirado siempre desconfianza”.36 En este ambiente de facciona-
lismo municipal aparecieron los refugiados de la fallida aventura tam-
piqueña de Mejía.

LA REBELIÓN

Hubo dos fases en la rebelión, que pueden caracterizarse por la clase de 
seguidores que reclutó Olarte, las áreas geográficas pertinentes e incluso 
las tácticas y objetivos rebeldes. En el primer periodo, de noviembre de 
1836 a marzo de 1837, la rebelión se centró en el distrito y pueblo  
de Papantla. La segunda fase transcurrió desde el verano de 1837 hasta la 
lenta declinación de la rebelión tras la muerte de Olarte, en mayo de 1838, 
e implicó a los pueblos de las llanuras del norte de Veracruz, la Sierra de 
Puebla y la región de Chicontepec. En la primera fase, Olarte se reinsertó 
en la política local de su pueblo natal, en su calidad de oficial militar y 
exinsurgente, aprovechando el descontento existente. Se alió con los 
participantes en la revuelta de octubre de 1835, José Martinel y Manuel 
Castellanos y Mora, quienes fueron sus tenientes en la primera etapa de 
la rebelión. En la segunda fase, Olarte formó un grupo diverso de anti-
guos contactos insurgentes, simpatizantes federalistas y ambiciosos 
políticos de los pueblos pequeños de la Huasteca y la región totonaca 
para reclutar a seguidores y expandir su influencia por todo el norte de 
Veracruz y Puebla.

36  Ibid., 4, p. 87. Hubo asimismo un incentivo para que los funcionarios locales pin-
tasen su oposición local con colores federalistas, en particular si perpetraban 
importaciones de contrabando.
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Olarte confió en la lealtad de los pobladores que lo acompañaron 
durante los largos años de insurgencia. Este aspecto de la rebelión pre-
ocupó a un observador. “Olarte es jefe de revolución –de acuerdo con 
Cornejo– desde el año de [1810]: ha sido cruel y sanguinario, hijo de estos 
montes y criado en ellos los sabe a palmos: como indio es el oráculo  
de los de su clase: estos son muchos en todo el Cantón: es un hombre de 
prestigio para con ellos”.37 Olarte asumió el papel de intermediario 
político para las comunidades totonacas, posición que se ganó por per-
tenecer a la familia de principales indígenas, haber sido insurgente y 
por su calidad de oficial militar y relacionado con una facción política 
nacional. A las preocupaciones del gobierno, se añadió el temor de que 
los conspiradores federalistas y los rebeldes texanos que ya habían inva-
dido Tampico pudiesen auxiliarle con una invasión en Tecolutla.

Olarte no estuvo ocioso en el año que transcurrió entre el desastre 
en Tampico y el estallamiento de la rebelión en Papantla. Reclutó a un 
pequeño ejército en el interior de Papantla y apareció en las afueras del 
pueblo el 5 de noviembre de 1836 para exigir su rendición. Cuando las 
noticias de la rebelión llegaron al comandante militar gubernamental 
más cercano, en Puebla, el pueblo había caído ante los federalistas. En la 
primera etapa de la rebelión, parece que los residentes indígenas de 
Papantla fueron los partidarios Olartistas más fieles. Los informes loca-
les señalan que Olarte entró primero en el pueblo con unos 500 seguido-
res indígenas, de quienes 350 portaban armas de fuego.38 La habilidad de 
Olarte, durante esta fase de la rebelión, consistió en reunir a los disiden-

37  Citado en Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 81-82. Ya en 1835, los funcionarios 
locales sospechaban que Olarte se encontraba en las proximidades. El jefe político 
reclutó a uno de los individuos que participó en el levantamiento del 24 de octubre, 
Juan Leal, en un esfuerzo por acorralar a Ortega, Olarte y Núñez, Cornejo a Tornel, 
22 de diciembre de 1835, AGN-G, sin clasificar, c. 1, exp. 17, f. 5.

38  El informe sugiere que las armas de fuego se adquirían con relativa facilidad en 
1836. “Indicaciones sobre el estado actual de Papantla y medidas que conviene 
tomar para terminar con violencia la revolución de aquel pueblo”, 21 de noviembre 
de 1836, también comandante de Puebla al ministro de Guerra, 1 de diciembre de 
1836, AHDN, xi/481.3/1188.
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tes del pueblo cabecera, como Martinel y Castellanos y Mora, con los 
residentes de los barrios, rancherías y pueblos sujetos, como Coatzintla.

Cuando Olarte dominó la situación, las fuerzas de seguridad y el 
gobierno local abandonaron Papantla en masa a causa del temor de lo 
que les harían los rebeldes si los capturaban. Las acciones de Olarte, 
cuando ocupó el pueblo, nos revelan sus intenciones y los motivos de 
sus seguidores. No sólo expulsó al gobierno local, sino que emitió un 
plan impreso el 20 de noviembre en favor del federalismo.39 Los objeti-
vos políticos del plan, publicados como volantes para su fácil circula-
ción, eran sencillos: pedían la restauración del federalismo, la expulsión 
de los españoles y la igualdad legal de todos los ciudadanos. Las especi-
ficidades del plan eran escasas, pero su ideología estaba clara: era un 
documento diseñado para ganar el mayor apoyo posible de los oposito-
res al gobierno centralista. El énfasis de Olarte en la igualdad fue uno de 
los motivos que usaron los oficiales locales para condenar su movi-
miento. Anastasio Llorente, prefecto de Tuxpan, denunció a Olarte por 
“está[r] lleno y animado de sansculotismo”, término con que los conser-
vadores descartaban el republicanismo radical de Guerrero y los fede-
ralistas.40 El término evocaba asimismo la violencia desordenadamente 
popular que los letrados mexicanos asociaban a la Revolución francesa.

Otro aspecto del primer plan político demostró las limitaciones 
del movimiento. Olarte no afirmó ser el líder nacional de la rebelión ni 
el plan nombra a nadie y de una manera de verdad federalista, el plan 
pidió a los disidentes de cada estado que organizaran sus gobiernos 
locales cuando se sacudieran el yugo centralista. “El jefe que ocupe la 
capital de la Federación” designaría a los ciudadanos que en ese mo-

39  Thomas B. Davis y Amado Rincón Virulegio, The Political Plans of Mexico, pp. 330-
334. Los editores notan que los planes de Olarte fueron impresos como hojas sueltas 
obviamente con el fin de su fácil y amplia distribución. Es interesante que se publi-
case el plan, pues no tengo noticias de que hubiese una imprenta en Papantla.

40  Llorente, Tuxpan, 1 de mayo de 1837, AHDN, XI/481.3/1256/f. 324. Respecto de las 
opiniones sobre la Revolución francesa, véase Fowler, Mexico in the Age of Pro-
posals..., pp. 60-61; y Sordo Cedeño, “El pensamiento conservador del Partido Cen-
tralista...”, pp. 137-139, 148-149.
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mento nombrarían al gobierno ejecutivo provisional. Después se elegi-
ría un nuevo Congreso nacional facultado para reformar la Constitu-
ción federal de 1824. En resumen, el plan estaba lleno de eventualidades, 
y Olarte no propuso a ningún político de renombre nacional como líder 
del nuevo gobierno. Un observador hostil rechazaba el movimiento jus-
tamente porque no tenía “un jefe capaz”, lo cual era una indirecta a 
Olarte, pero también un reconocimiento de que éste no había obtenido 
el respaldo de ningún político prominente y que no disfrutaba de una 
reputación nacional.41 Esta fue una insurgencia federalista provincial 
en busca de patrocinio y aliados políticos nacionales.

El gobierno nacional, ante una escasez de tropas y efectivo tras la 
debacle de Texas, decidió negociar. Olarte y sus tenientes se apresuraron 
a reunirse con los comisionados de paz, el párroco de Papantla, José 
María Espinoza de los Monteros, y el alcalde primero de Teziutlán, Fran-
cisco Ávila. En la primera reunión, Olarte minimizó sus ambiciones 
nacionales y, según los comisionados, manifestó “que el objeto de su 
movimiento no había sido negarle la obediencia al gobierno ni separarse 
de las instituciones que adoptó la nación”, y sostuvo que el motivo de la 
revuelta era remediar “las persecuciones y vejámenes con los que los afli-
gían las autoridades y algunos particulares de la población”.42 Los rebel-
des elaboraron una lista de “proposiciones”, que abandonaban sus pre-
tensiones de cambiar el gobierno y se centraban en lo que la mayoría de 
los observadores consideró asuntos estrictamente locales. Tanto Trens 
como Flores interpretaron este giro de los acontecimientos como una 
prueba de que el compromiso federalista de los rebeldes no era tan fuer-
te.43 En realidad, las proposiciones representan un esfuerzo de Olarte de 

41  Manuel Rocha a José Gómez Escalante, juez de paz de Yahualica, 5 de enero de 1838, 
AHDN, XI/484.3/1286, f. 520. La correspondencia de Gómez Farías indica que, si bien 
seguía los acontecimientos de Papantla, tras el colapso del asunto Mejía no envió 
ninguna ayuda ni cartas en apoyo a la rebelión.

42  Ávila al prefecto de San Juan de los Llanos, citado en Trens, Historia de Veracruz, 4, 
p. 88.

43  Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 88-91; Flores, La revolución de Olarte..., pp. 30-32.
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consolidar el control sobre la región. Los rebeldes pedían el retiro del 
ayuntamiento, el prefecto y el comandante de las fuerzas locales de segu-
ridad. Solicitaban, asimismo, que el gobierno local reconociese a Olarte 
como “padre de los indios”, título lo bastante amplio para reclamar el 
derecho a intervenir en toda clase de asuntos locales. En resumen, Olarte 
pedía al gobierno que reconociera su calidad de cacique o un jefe político 
informal de la región. Las propuestas requerían la disolución de toda la 
guarnición de seguridad pública a causa de su conducta abusiva. Como 
señal de “nuestro amor y patriotismo”, los rebeldes ofrecieron, con toda 
generosidad, reemplazar la guarnición con sus propios hombres –lo cual 
a su vez daba a su líder el control de la única fuerza armada del pueblo–. 
Es obvio que Olarte ofreció renunciar a su plan político nacional a cam-
bio del control del distrito de Papantla. Esto puede interpretarse como 
un ejemplo del horizonte limitado de los políticos regionales; pero lo 
más probable es que reflejara su deseo de consolidar su propia base de 
poder, en espera del siguiente pronunciamiento nacional.

Si bien parece que el gobierno nacional consideró las proposiciones, 
al menos en parte, aceptables, los comandantes militares locales inte-
rrumpieron las negociaciones. De acuerdo con Flores, José Tornel, minis-
tro de Guerra, preparó una contrapropuesta, pero antes de que pudiese 
comunicarla a los rebeldes, el comandante de Puebla ordenó a su subordi-
nado general Juan Vicente Arreola que invadiera Papantla y restableciese 
el orden.44 Arreola, a duras penas, reunió a cuatrocientos hombres y se 
abrió camino a Papantla. El desafortunado general se vio después rodeado 
y bien sitiado. También se percató de que estaba solo; la población civil 

44  Flores, La revolución de Olarte..., pp. 32-33, 43-44. El ministro de Guerra intercedió 
ante el obispo de Puebla en un intento de cambiar las políticas sobre las celebraciones 
de Semana Santa, secretario de Guerra y Marina al obispo de Puebla D. Francisco 
Pablo Vázquez, 11 de enero de 1837, AHDN, XI/481.3/1188. Flores también atribuyó el 
rechazo del comandante de Puebla, José Antonio Mozo, a aceptar un acuerdo nego-
ciado al hecho de que había sido conservador por mucho tiempo y un realista durante 
la guerra de Independencia. Sin embargo, la inquietud de que Olarte sólo estaba 
ganando tiempo con las negociaciones tiene cierto mérito porque Olarte estaba en 
comunicación con otros federalistas en busca de apoyo.
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abandonó el pueblo, muchos de quienes engrosaron las filas del hueste 
Olartista. Los insurgentes aprovecharon bien el accidentado terreno alre-
dedor del pueblo para neutralizar la ventaja que las tropas regulares 
solían tener sobre los rebeldes, menos entrenados y equipados. Los segui-
dores de Olarte evitaron los enfrentamientos directos con las tropas de 
Arreola, y prefirieron acosar a grandes contingentes de soldados y embos-
car a las patrullas pequeñas que enviaba Arreola. Conforme el sitio se 
alargaba, Olarte dedicó tiempo a mantener correspondencia con aliados 
potenciales y a emitir un plan político más ambicioso en el que ofrecía 
reformas específicas en asuntos tanto estatales como eclesiásticos.

Los “planes” políticos, las proposiciones para negociar, las procla-
mas y las cartas que redactaron varios participantes en la rebelión dan fe 
de los motivos rebeldes.45 Olarte publicó dos planes políticos (20 de 
noviembre y 20 de diciembre de 1836) dirigidos a un público nacional y 
pensados para atraer a los federalistas descontentos. También sobrevi-
vieron las crónicas de las negociaciones rebeldes con el gobierno de prin-
cipios de diciembre de 1836, que abordaron sólo la política de Papantla. 
En estos tres documentos se leen declaraciones de los “máximos” planes 
federalistas y lo que puede considerarse un programa “mínimo” que 
expresa los objetivos limitados que aceptarían los rebeldes. Si bien algu-
nas personas consideran estos planes meras expresiones de los elementos 
de la élite en la rebelión, el liderazgo rebelde buscaba con estas plata-
formas obtener apoyo al interior de Papantla y en los pueblos a donde 
se extendiera, con el tiempo, la rebelión. Para usar la frase de James 
Scott, estos documentos representan el “discurso público” de los rebel-
des; pero, como tales, también sirven como el medio a través del cual los 
puntos de vista locales se trasladarían a la política nacional.

Las demandas demuestran que la rebelión fue una extensión de la 
política local, y que esa política estaba conectada a un rechazo al intento 

45  Se publicaron copias de las proclamas en Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 89-92, 
96-100, 137-138; Flores, La revolución de Olarte..., pp. 75-81; y Davis y Rincón, Poli-
tical Plans of Mexico, pp. 330-340.
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del régimen centralista de revivir elementos del orden colonial. Los 
disidentes pedían nuevas elecciones “para no dar lugar a los abusos 
cometidos en los años de 34 y 35”.46 Los seguidores de Olarte acusaron 
al gobierno municipal y distrital de ser producto de un grupo de hom-
bres que aterrorizaban al pueblo, se apoderaban de la correspondencia 
de los tribunales locales y disparaban a sus rivales políticos al abrigo de 
la noche. Las “proposiciones” de diciembre exigían la expulsión de los 
hombres implicados, y daban una lista que incluía al alcalde primero, a 
los jefes políticos anterior y en funciones, a varios comerciantes, regido-
res y al comandante de las fuerzas locales de seguridad.47 En resumen, 
la modesta propuesta de los rebeldes era la remoción de todo el gobierno 
local. Estas demandas locales deben considerarse dentro del contexto 
de la transformación centralista de los ayuntamientos. Los rebeldes 
querían excluir a la red local de políticos centralistas y deshacer las res-
tricciones en la participación política.

Tanto las “proposiciones” más modestas del 6 de diciembre como 
los planes públicos federalistas eran antiespañoles, pues vinculaban el 
resentimiento local hacia individuos específicos al programa federalista 
radical de nacionalismo popular. El lenguaje antigachupín recuerda  
la retórica xenófoba de Olarte de la guerra de Independencia, y refleja la 
legislación antiespañola que promovieron los políticos nacionales radi-
cales en 1827, 1828 y 1833. El nacionalismo mexicano del siglo XIX seña-
laba a España como una amenaza para la nación; pero la protesta local se 
dirigía específicamente a los comerciantes españoles como fuente  
de desórdenes en el pueblo y también como monopolistas en el comercio de 
la vainilla.48 El gobierno centralista mejoró las relaciones con España y 

46  Flores, La revolución de Olarte..., p. 76, “Proposiciones de Olarte al gobierno gene-
ral, tomadas en junta de guerra el 6 de diciembre de 1836”.

47  La lista era la siguiente: José González, José Danini, Manuel Danini, Pascual García, 
Pedro Muñoz, Martín Muñoz, José Cornejo, Pedro Bandala, Diego Fosati y José 
María Lozano, citado en Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 90.

48  Bausa, “Bosquejo geográfico y estadístico...”, p. 379. Bausa sostiene que veintiún 
españoles controlaban el comercio de vainilla en 1845. Sobre los movimientos 
antiespañoles, véase Harold Sims, The Expulsion of Mexico's Spaniards 1821-1836.
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revocó las leyes de expulsión o permitió que no se aplicaran. Las opinio-
nes antiespañolas se habían arraigado de manera profunda en la con-
ciencia popular, y los rebeldes no recibieron bien el regreso de las relacio-
nes normales con España ni la revocación de las leyes de expulsión.49

Los rebeldes de 1836 desafiaron el control que ejercían los herede-
ros de la élite colonial sobre las nuevas instituciones republicanas. A 
principios de la década de 1830, muchas familias prominentes del 
periodo colonial se habían reasentado en Papantla. En particular, la 
familia Vidal, los comerciantes que apoyaron al gobierno colonial 
durante la guerra de Independencia, dominaban el gobierno local. José 
González, alcalde primero y español, fue un objetivo de la violencia 
rebelde. Juan Vidal, el empresario exoficial realista, era alcalde segundo. 
José M. Bausa, quien también ocupó puestos municipales en las décadas 
de 1820 y 1830, fue asimismo subdelegado en la última década del régi-
men colonial. Durante la rebelión, los españoles, incluso González, soli-
citaron protección diplomática al cónsul español en febrero de 1838. No 
cabe duda de que, para los antiguos insurgentes como Olarte, fue fácil 
ver que el centralismo se fusionó con el colonialismo.

Si bien la antigua élite comerciante consolidó su poder sobre los 
puestos políticos del municipio y del distrito, nunca estableció la legiti-
midad de que gozó el gobierno real, lo que hace evidente la debilidad 
ideológica de los nuevos gobernantes. Mientras que tanto autoridades 
como rebeldes hablaban el mismo idioma del paternalismo real en 1767, 
los papantecos en 1836 adoptaron el lenguaje militante del federalismo 
popular. Las facciones políticas nacionales competidoras proporciona-
ron un lenguaje de desafío listo para usar y un ambiente en el que era 

49  Sims, Expulsion of Mexico's..., pp. 203-206. Los rebeldes se pronunciaron por expul-
sar de nuevo a los españoles que regresaron cuando se relajaron las leyes correspon-
dientes. Uno de estos retornados fue tal vez José González, quien, en una misiva al 
vicecónsul español, se describía como residente de Papantla desde 1810, donde tra-
bajó como jefe de la oficina de correos hasta 1827 (el año de la primera expulsión), 
febrero de 1838, AHDN, exp. xi/481.3/1286/f. 415. Las relaciones con España también 
mejoraron porque al final reconoció la independencia de México en diciembre de 
1836.
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aceptable la violencia. Las clases subalternas recibieron la invitación a la 
política en 1810, y no era fácil dar marcha atrás.

Gran parte de la ira rebelde se dirigió contra las fuerzas públicas de 
seguridad estacionadas en Papantla dado que las proposiciones del 6 de 
diciembre las acusaron de violencia arbitraria y de “malos tratos” (frase 
muy colonial) a la población. La solución de Olarte fue cubrir los pues-
tos del cuartel local con sus propios hombres. Si bien esto tenía obvias 
ventajas políticas para el caudillo, la creación de milicias locales era un 
artículo de fe federalista. En el plan del 20 de noviembre, una de las pocas 
reformas específicas que pidieron los rebeldes fue la garantía constitu-
cional del “derecho a fabricar, poseer y portar armas” (artículo 7) [Davis 
y Rincón, Political Plans, p. 333]. Este artículo respondía a la abolición 
de las milicias estatales de la era federalista por parte del gobierno cen-
tralista y recuerda la promesa hecha al principio a los insurgentes en 
1820 de que una ciudadanía armada salvaguardaría sus derechos de “las 
viejas bayonetas” del ejército permanente.

Otro lazo concreto entre el descontento popular y el estableci-
miento del centralismo reside en la restauración que hicieron los cen-
tralistas del monopolio del tabaco en 1835, con la mayoría de los atribu-
tos coloniales represivos. El renovado monopolio del tabaco trajo 
consigo de vuelta a los innobles guardias del tabaco (resguardo) y la 
práctica de destruir la producción campesina de tabaco de “contra-
bando”. David Walker observa que los contemporáneos culpaban a las 
acciones del resguardo por la continuada resistencia en “Coyusquihui”.50 
Antonio Escobar señala que el general Arreola, primer comandante  
de la expedición contra Olarte, atribuyó la insurrección al contrabando de 
tabaco e insinuó que los rebeldes lo empleaban para financiar su causa. 
Sin duda, el retorno de la vigilancia del tabaco facilitó a los campesinos 
equiparar el régimen centralista con las experiencias coloniales.

50  David Walker, “Business as Usual: The Empresa del Tabaco in Mexico, 1837-1844”, 
pp. 661-692.
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Olarte esgrimió su postura como insurgente y “antiguo republi-
cano” para vincular la rebelión a la opinión patriótica antiespañola. Los 
volantes recordaban sus hazañas de armas durante la guerra de Inde-
pendencia: “¡Federalistas mexicanos! Estoy de pie ante la bandera que 
ondea en lo alto de Coyosquihuit [sic], con los valientes residentes de la 
costa. Esto fue impenetrable para los opresores. Aquí rugió el León de 
España, y no pudo hacer nada más que huir bañado en sangre y cubierto 
de ignominia”.51 Una vez más empleó el lenguaje de la insurgencia para 
denunciar el yugo centralista como forma de esclavitud.

Aunque los lazos indirectos de Olarte con los rebeldes de Texas, en 
ocasiones, se han tomado como señal de que no entendía las inquietu-
des nacionales o no prestaba atención a la opinión pública nacional, en 
su declaración del 20 de noviembre de 1836 hizo lo posible por prote-
gerse en la bandera. Sostuvo que “el gobierno central de México que 
flagrantemente estableció la anarquía es responsable ante la nación por 
la sangre que se derrama en Texas. El cambio de sistema de gobierno 
produjo ese cisma”.52 Además, afirmó que una vez que se devolviese la 
soberanía a los estados, la nación repelería las intrigas tanto de Washington 
como de Madrid. Olarte prometió doscientos mil “nacionales” para que 
se respetara de nuevo la voluntad de la patria. La propaganda invirtió 
las acusaciones conservadoras al federalismo punto por punto. Fue la 
violación del pacto federal lo que generó la anarquía, mientras la prensa 
gubernamental etiquetó con profusión a los rebeldes federalistas como 
anarquistas. En el contexto de Texas, cuando los federalistas quedaron 
inmiscuidos en las conspiraciones de los colonos norteamericanos con-
tra la integridad territorial del país, Olarte propuso que la nación debía 
construirse mediante la ruta federal, y que sólo una unión de ese tipo 
podía defender de verdad a la nación contra las ambiciones de la repú-
blica vecina. Esto resultó un argumento de peso en favor del regreso de 

51  Davis y Rincón, Political Plans of Mexico, p. 330, traducción de los autores.
52  Idem.
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la Constitución de 1824, cuando México enfrentó la agresión estadou-
nidense en 1846.

El federalismo halló un hogar natural en los pueblos, pues coinci-
día con la noción que tenían los campesinos acerca de la nación. Algo 
básico en su pensamiento al respecto era el vínculo entre la idea de 
nación y las luchas de los pueblos. En la misiva que envió al ayunta-
miento de Tuxpan, Olarte empleó el término “intereses de los pueblos” 
como equivalente del interés nacional.53

Varios historiadores han supuesto que la pérdida de tierras comu-
nales motivó a los indígenas a unirse a la rebelión de Olarte,54 pero no 
hay pruebas de que los indígenas perdieran el control de las tierras que 
habían ocupado desde el periodo colonial.55 En los documentos no apa-
recen protestas referentes a tomas de tierras, y una revisión de los archi-
vos notariales no ofrece ninguna indicación de venta de tierras. En la 
información que recabó el gobierno estatal revolucionario de la década de 
1920, los pobladores se quejaron de las injusticias de la privatización  
de tierras comunales en las décadas de 1880 y 1890, pero no menciona-
ron nada de invasiones anteriores.56

53  La declaración de Olarte al ayuntamiento de Tuxpan se reproduce en Trens, Histo-
ria de Veracruz, 4, p. 137. En la misma carta culpaba al gobierno centralista de todos 
los males que afectaban a la nación.

54  José Velasco Toro, “Indigenismo y rebelión totonaca de Papantla, 1885-1896”, pp. 
82-83. Véase también Chenaut, Aquellos que vuelan..., p. 100; Flores, La revolución 
de Olarte..., p. 21.

55  Bausa escribió que la comunidad poseía extensas tierras, “Bosquejo geográfico y 
estadístico”, p. 409. En documentos que describen la “privatización de la tierra 
comunal” en 1876, Papantla tenía al menos 80 000 hectáreas de tierras, RPP, Xalapa, 
sección Papantla, escrituras del 23 de diciembre de 1875 y del 29 de febrero de 1880, 
números 57, 58 y 59; 1882, ff. 30, 37, 49, 51.

56  Bausa observa que la única querella agraria en la región implicaba una invasión de 
tierras por parte de los teziutecos del área llamada Alajaha. Sin embargo, parece que 
este conflicto es un caso de una comunidad campesina que invade tierras que  
reclama otra, y no un caso en que un predio privado se extendiese a expensas de tierra 
campesina. En la información que recopiló la Comisión Agraria Mixta hay peti-
ciones indígenas que ofrecen detalles minuciosos sobre los abusos del proceso de 
privatización durante el Porfiriato, pero nada se menciona sobre problemas de prin-
cipios del siglo XIX. Véase Archivo General del Estado de Veracruz (agev), Comisión 
Agraria Mixta, exp. 14, Papantla, ACAM, exp. 8, Zozocolco, AGEV, Gobernación y Jus-
ticia, Tierras: División de terrenos, Papantla, Caja General 2414, 1895-1905.
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La única evidencia de tensiones por la tierra es el reclamo de los 
indígenas de que el ganado de hacendados negligentes se metía a sus 
campos. Sin embargo, las comunidades indígenas se han quejado del 
ganado invasor desde los primeros años de la presencia española en 
México, y no hay indicios de que esos problemas aumentasen. En lugar 
de una cuestión agraria, la demanda rebelde revela que consideraban las 
“invasiones” de ganado un problema político, no económico, a causa de 
que las autoridades locales no actuaban al respecto. “Esta petición [con-
tra las incursiones de ganado] hecha varias veces al Gobierno del 
Departamento ha sido desoída, [porque] prefiriendo el bien de algunos 
individuos al de más de seis mil habitantes, sin otro motivo que el ser 
los más de estos últimos indígenas”.57 Así, los campesinos no presenta-
ron la causa de su descontento como presión por posesión de tierras, 
sino como un asunto de desigualdad.

Los gravámenes preocupaban a los autores de los pronunciamien-
tos más que los problemas de tierras. Ambos planes formales promulga-
dos durante la rebelión prometieron abolir la recaudación de la alcabala 
y el sistema de aduanas internas que la sustentaban (artículo 17, plan del 
20 de diciembre). “Cesan para siempre las Aduanas interiores de la 
república”.58 El discurso formal del plan coincidía con la acción popular 
de los rebeldes, quienes obligaron a los administradores de alcabalas a 
huir del pueblo. Para reemplazar los impuestos extintos, el plan del 20 de 
diciembre pedía la creación de un solo impuesto progresivo. Más impor-
tante aún, los municipios recaudarían el gravamen, con lo que se daría el 
control de los fondos fiscales a los gobiernos locales (artículos 25 y 26). 
Más que sólo una protesta fiscal campesina, el plan era asimismo un plan 
político para dar a los ayuntamientos el control de los fondos públicos 
estatales. En este sentido, los federalistas en Papantla propusieron colo-
car más poder en manos de los ayuntamientos locales que en los de los 

57  Artículo 4 de las “Proposiciones de Olarte al gobierno general, tomadas en junta de 
guerra el 6 de diciembre de 1836”, Flores, La revolución de Olarte..., p. 76.

58  Ibid., p. 79.
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gobiernos de los estados o en el nacional. El complejo plan de Olarte 
también tenía la intención de poner los asuntos religiosos en manos de 
los pobladores y, al mismo tiempo, aumentar su poder político.59

Elio Masferrer señala las contradicciones sobre asuntos religiosos 
entre el plan federalista del 20 de diciembre y las proposiciones de nego-
ciación que presentaron los rebeldes el 6 de diciembre. Estas últimas 
apoyaban la religiosidad popular (pedían levantar la prohibición impuesta 
por el obispado de las procesiones públicas) y criticaban a sus opositores 
locales por dificultar la permanencia del párroco local. El artículo 10  
de las proposiciones vinculaba el catolicismo a los sentimientos antiga-
chupines con la acusación de que los españoles maltrataron al padre 
Mariano Castañeda a causa de sus sentimientos antiespañoles. Ni 
siquiera Olarte exhibió el anticlericalismo característico de los liberales 
de la segunda mitad del siglo; por ejemplo, no tuvo problema en aceptar 
al párroco como intermediario para las negociaciones e incluso contó 
con un compañero conspirador en la persona del párroco de Temapa-
che.60 Aunque el plan político público del 20 de diciembre secunda ele-
mentos del anticlericalismo del proyecto de Gómez Farías, la propuesta 
de Papantla era más compleja.61 Pedía una reducción de las tarifas ecle-
siásticas y una completa reorganización de las finanzas de la Iglesia. El 
plan regulaba con minuciosidad las actividades económicas de los 
curas, quienes, según el nuevo sistema, sólo recibirían contribuciones 
de quienes desearan llevar a cabo ceremonias de manera “pomposa”. 
Para sustituir el ingreso perdido de estos cobros, los rebeldes propusie-

59  Mallon, Peasants and Nation...; y Thomson y LaFrance, Patriotism, Politics, and 
Popular Liberalism. Ambos sugieren que los liberales rurales adoptaron un proyecto 
centrado en la autoridad municipal que actuara como “cuarto poder” de gobierno 
además del Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

60  El cura, Joaquín de la Torre y Castañeda, circuló cartas entre los residentes de Chicon-
tepec para invitarlos a la revuelta, capitán Francisco Velazco al alcalde de Tuxpan,  
9 de enero de 1837, AHDN, XI/481.3/1256.

61  Gómez Farías hizo el diezmo voluntario, por ejemplo, una reforma modesta dirigida 
a los ingresos eclesiales pero muy lejana al anticlericalismo del periodo de Juárez, 
Costeloe, The Central Republic..., pp. 71-72.
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ron salarios para los curas que provendrían de los diezmos que antes 
estaban a disposición de los obispos. Cabe dudar de que, a los sacerdo-
tes, les pareciera más atractiva la promesa de un salario que el ingreso 
proveniente de los aranceles; pero el programa abordaba un punto de 
desacuerdo que a menudo surgía entre los feligreses y sus líderes espiri-
tuales: el costo de los servicios eclesiásticos. El plan pretendía desplazar 
el costo de mantener a los párrocos las rentas que antes disfrutaba la 
jerarquía eclesiástica. Así, las tensiones entre el plan formal y las propo-
siciones de negociación no son por completo contradictorias; pues 
ambas tenían la intención de conservar la práctica religiosa popular y 
las unía asimismo la hostilidad hacia la jerarquía eclesiástica. Los pobla-
dores veían un problema en el obispo que prohibió las procesiones reli-
giosas, no en su párroco local.

En conjunto, los planes proponían el regreso a un pacto federalista 
con mejores garantías integradas al sistema para las clases populares y 
la institución más cercana a su vida: el municipio. Los rebeldes denun-
ciaron los actos autocráticos del Estado y acusaron a los seguidores de 
Santa Anna de reemplazar el orden federal con “arbitrariedad y tiranía”.62 
Incluso, el conjunto más modesto de objetivos del 6 de diciembre crea-
ría un sistema que habría facultado a los rebeldes para controlar la polí-
tica local, al hacer de la revuelta un ejercicio de la forma de hacer política 
de facciones en los pueblos. El interés nacional de los planes más ambi-
ciosos publicados de los rebeldes mencionaba al federalismo en un 
intento por atraer aliados a su causa; pero también reflejaba sus inquie-
tudes acerca del poder estatal. El documento del 20 de diciembre pre-
veía, con claridad, un Estado administrado desde el municipio como 
base y desafiaba el consenso centralista que valoraba más el orden que 
la democracia.

El gobierno se encontraba en una situación difícil en enero de 1837. 
La expedición de Arreola había agotado la mayor parte de los recursos 

62  Del prólogo del plan del 20 de diciembre, Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 95.
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locales disponibles para combatir la rebelión, con pocos resultados para 
exhibir. La única ruta que restaba era renovar las negociaciones de paz. 
El 28 de enero de 1837 el general Guadalupe Victoria, expresidente de la 
república y terrateniente local, llegó con refuerzos y una comisión para 
negociar con los partidarios de Olarte. Victoria gozaba de un prestigio 
considerable como antiguo insurgente y “viejo republicano”, quien 
alguna vez comandó la insurgencia en Veracruz. Era también un nego-
ciador paciente y dirigía sus ofertas no sólo al jefe del movimiento, sino 
a sus subordinados por igual. Victoria cambió el rumbo del asunto con-
tra Olarte en la región de Papantla al adoptar algunas tácticas emplea-
das durante la guerra de Independencia. Por una parte, ofreció amnis-
tía y concesiones a algunos seguidores de Olarte, y por otra, envió a 
Arreola en expediciones para arrasar con todo lo que pudiera serle útil 
al enemigo en los pueblos donde Olarte tenía más apoyo.63 Las acciones 
de Victoria levantaron el cerco alrededor de Papantla, la mayoría de la 
población regresó al pueblo y el 9 de marzo de 1837 el general escribió a 
la Ciudad de México para informar al gobierno que la rebelión había 
terminado.64 Victoria entregó el mando y se retiró a su finca en el dis-
trito de Jalacingo.

La declaración de Victoria fue prematura. Si bien la rebelión 
colapsó en Papantla, en realidad sólo marcó el fin de la alianza entre 
Olarte y los líderes locales del partido disidente en el pueblo. José Mar-
tinel y Mariano Muñoz, dos individuos que participaron en el movi-
miento de octubre de 1835, aceptaron la amnistía con cerca de doscien-
tos de sus correligionarios.65 Como resultado, cambiaron la composición 
y el centro geográfico de la rebelión. Los partidarios de Olarte de 

63  Flores destaca el papel negociador de Victoria, y Trens, la solución militar, Flores, La 
revolución de Olarte..., pp. 54-57; Trens, Historia de Veracruz, pp. 102-103. 

64  Flores, La revolución de Olarte..., p. 57; ya desde el 9 de febrero, el comandante mili-
tar de Veracruz, Antonio de Castro, escribió para decir que la rebelión había termi-
nado “felizmente”, AHDN, XI/481.3/1256, f. 124.

65  Sobre la participación de Muñoz en la rebelión de 1835, véase la carta del jefe del 
cantón, Papantla, 30 de noviembre de 1835, AGN-GSS, c. 1, exp. 17, f. 1.
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Papantla redujeron su número, pero no desaparecieron por completo; 
todavía hasta junio de 1839 había olartistas en Papantla. Cuando los 
seguidores de Olarte, en la misma Papantla, aceptaron la paz con el 
gobierno, forzaron al caudillo a buscar apoyo en poblados más peque-
ños, en especial Coatzintla y Chicualoque.66 En su retirada de Papantla, 
Olarte se refugió en estos dos pueblos, lo que motivó al general Arreola 
a quemarlos hasta sus cimientos por su deslealtad.67 Las cartas de Olarte a 
aliados potenciales también surtieron efecto incluso antes de la llegada 
de Victoria. En enero de 1837, se comenzó a registrar actividad rebelde 
en la Sierra de Puebla y en el área circundante a Chicontepec. Un teniente 
de Olarte de sus días de insurgente, Simón Díaz, reclutaba tropas en el 
área cercana a Pahuatlán.68

Desde enero de 1837 hasta su muerte, en mayo de 1838, Olarte 
operó sobre todo en áreas donde combatió durante la guerra de Inde-
pendencia. Desplazó a sus tropas con rapidez entre Papantla y la región 
del estado de Puebla alrededor de las montañas de Pantepec, Apapanti-
lla y Tlaxcalantongo, y al norte de Papantla hacia la Sierra de Amatlán 
y Tuxpan. Olarte aprovechó las conexiones que estableció con otras 
comunidades durante la guerra, ocupó Ixhuatlán donde publicó un 
plan en el que invitaba a las comunidades adyacentes a secundar su 
movimiento. Los habitantes de los pueblos sujetos de Zontecometlán e 
Ilamatlán aprovecharon la oportunidad de presentar sus quejas contra 
las sedes municipales. En Ilamatlán hubo tensiones políticas en los 

66  El gobernador de Veracruz declaró que Olarte ya no tenía seguidores en Papantla y 
que su apoyo se centraba sólo en dos poblados, carta con fecha del 24 de junio de 
1837, AHDN, xi/481.3/1256, pp. 389-391. El comandante de Papantla también requirió 
el establecimiento de guarniciones en Chumatlán y Zozocolco, xi/481.3/1256, f. 601.

67  AHDN, xi/481.3/1286, ff. 387, 392. Los realistas también prendieron fuego al desafor-
tunado pueblo como represalia por su actividad insurgente durante la guerra de 
Independencia.

68  Coronel Pedro Ponce, Huachinango, 2 de febrero de 1837; el prefecto de Tuxpan, 
Lucio López, informó que en Chicontepec se formaban grupos de apoyo a Olarte el 
16 de enero de 1837, AHDN, xi/481.3/1256, ff. 153-154, 161. El 22 de febrero de 1837, 
Díaz encabezó un asalto al cuartel de Huachinango, “Oficios de iniciaciones de Cau-
sas [...] de Huachinango”, Ignacio Ruiz, 27 de febrero de 1837, AJP, 1839, paquete 1.
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meses previos a la rebelión, como lo prueba una revuelta encabezada 
por Pedro Hernández en febrero de 1836 contra el ayuntamiento local. 
Hernández y cincuenta “labradores” se rebelaron y reemplazaron a los 
funcionarios del gobierno municipal.69 Olarte también estuvo activo en 
el área de Tantima, con la ocupación de Temapache en dos ocasiones.  
A los funcionarios encargados de reprimir el movimiento de Olarte les 
preocupaba que las comunidades de la región se encontraran en una 
situación explosiva. Por ejemplo, el general Martín Perfecto de Cos 
escribió que no había dado armas a los residentes de Temapache, Amatlán 
y Tantima para combatir a Olarte porque, en su opinión, no eran leales 
al gobierno. De Cos declaró que Amatlán era en particular sospechosa 
porque “la mayor parte son indígenas que siguen fácilmente la voz de 
cualquier caudillo”.70

Esta rebelión federalista también compartió las tácticas de la gue-
rra de Independencia. Fue una guerra de guerrillas en la que los rebel-
des evitaron el enfrentamiento con las tropas gubernamentales a 
menos que contaran con una abrumadora superioridad en número. En 
las pesimistas palabras del general Perfecto de Cos, “aunque todo el 
Ejército viniera a operar en este rumbo, no conseguirá establecer la 
paz, y morirían muchos de sus individuos, sin el gusto de verle la cara 
al enemigo”. 71 Fue también una guerra de movilidad: Olarte estaba en 
movimiento constante, sin intentar siquiera retener los pueblos que 
capturaba. Para organizar ofensivas, ordenaba a sus tenientes que con-

69  Con el término “labrador” solía designarse (pero no de forma exclusiva) durante el 
siglo xix a los pobladores que cultivaban tierras comunales, “Relación de los proce-
sos pendientes en el juzgado de primera instancia de Chicontepec a cargo de [...] 
Juan M. Meriótegui”, 1 de mayo de 1837, AJP, 1837, parte 2, para la información sobre 
Ilamatlán. El caso criminal se “archivó” debido a la “parálisis causada por la misma 
Revolución de Olarte”. De acuerdo con el informe de Yahualica de Gómez Escalante, 
José del Valle, a la cabeza de una banda de habitantes de pueblos sujetos, invadió 
Zontecometlán y declaró en favor de Olarte.

70  8 de junio de 1838, AHDN, XI/481.3/1286, f. 422.
71  Citado en Flores, La revolución de Olarte..., p. 64. Sus palabras deben tomarse con 

cautela, pues Perfecto de Cos fue uno de los generales más incompetentes que haya 
habido en el ejército mexicano.
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gregasen a sus tropas en un punto determinado para un ataque y des-
pués dispersaba su ejército con la misma rapidez. Por último, Olarte 
recurrió a las tierras del interior como “zonas de refugio” para sus tro-
pas y para las familias que los acompañaban. Incluso ocupó algunos de 
los mismos cantones que sirvieron en la guerra de Independencia, como 
la Mesa de San Diego y la de Coroneles. Hay asimismo informes de 
familias que vivían en cantones en las afueras de Papantla y Coatzintla, 
como lo hicieron de 1813 a 1820.72

Olarte aprovechó la variada geografía de la región para sobrevivir, al 
desplazarse entre las llanuras y la sierra de acuerdo con la fuerza relativa 
de las tropas que enfrentaba en cada área. Las fuerzas gubernamentales 
también demostraron algunas de las debilidades de 1810 a 1821, cuando 
los comandantes locales se negaron a compartir tropas para participar 
en ataques fuera de sus jurisdicciones. Por ejemplo, el comandante de 
Tampico, con el temor de las actividades de las fuerzas de Moctezuma 
en San Luis Potosí, se rehusó a enviar tropas a Veracruz. Las dificulta-
des provocaron que el gobierno central creara una división especial con 
un solo comandante para perseguir a Olarte y evitar las “inconvenien-
cias de la división de Departamentos”.73

La mayoría de los seguidores de Olarte era campesina. Una demos-
tración significativa de lo anterior es que la cantidad de partidarios fluc-
tuaba según la temporada de siembra. De hecho, los niveles de actividad 
rebelde cambiaban con las estaciones. Acorde con un modelo habitual 
de los ejércitos campesinos de guerrillas, las tropas de Olarte combatían 

72  Francisco Torres, comandante de Papantla, al comandante general del estado, 23 de 
enero de 1838, AHDN, xi/481.3/1286, ff. 477-478. Torres informó la existencia de tres 
campos en las proximidades de Papantla, en Corralito, Testalapa y Coatzintla.

73  Carta del 19 de junio de 1837, AHDN, exp. xi/81/1256, f. 385. Conforme la Consti-
tución centralista, debían reemplazarse los estados con departamentos, pero a todas 
luces esto no redujo la renuencia de los comandantes militares de los departamentos 
a compartir recursos. Sobre el rechazo a compartir recursos, véase la carta del 29 de 
abril de 1837 del gobierno de Tamaulipas al de México, ibid., f. 343; el subprefecto  
de Huejutla, 1 de agosto de 1837, se negó a proveer materiales u hombres a Chicon-
tepec, ibid., ff. 444-446.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   248 07/01/16   14:07



249

V. IMPULSADO POR EL “SANSCULOTISMO”. UN PRONUNCIAMIENTO...

cuando lo permitía el ciclo agrícola. Así, la rebelión comenzó en octu-
bre y noviembre, después de la cosecha de maíz y antes de la de vainilla. 
En junio de 1837, Olarte afirmó contar con cuatrocientos hombres, de 
quienes licenció a doscientos para que cumplieran con sus deberes agrí-
colas.74 La actividad militar y la cantidad de rebeldes participantes en 
las acciones disminuían durante los meses del verano (que también 
coincidían con la temporada de lluvias) y ascendían de nuevo de 
noviembre a marzo. De este modo, en la temporada de guerra, de 1837 
a 1838, Olarte de nuevo formó grupos de quinientos hombres o más, 
con múltiples bandas que operaban al mismo tiempo en la Sierra de 
Puebla y en las llanuras de Veracruz.75

Olarte forjó relaciones con muchos otros líderes locales de pobla-
dos pequeños por toda la región. Miguel Baquier, exrecaudador de 
impuestos en Pahuatlán, se convirtió en el líder de las tropas de Olarte 
en la vecindad de Huachinango. José Antonio Ramírez encabezó a los 
hombres de Coatzintla hasta después de la muerte de Olarte. La corres-
pondencia gubernamental revela una preocupación por las actividades 
de numerosos “cabecillas” de distintos pueblos, desde Chicontepec hasta 
Papantla. Las afiliaciones de la gente implicada, tanto en Papantla como 
en otros pueblos de Tierra Caliente, eran muy sólidas. Los exinsurgen-
tes tendían a apoyar una mayor difusión de los derechos de ciudadanía 
y una participación más popular en la política.

La rebelión de Olarte tenía una estrategia nacional; pero, en 1837, 
era obvio que sus rebeldes por sí solos no podrían derrocar al gobierno. 

74   Olarte a Moctezuma, 28 de junio de 1837, ahdn, xi/481.3/1256, ff. 434-435. Olarte 
solicitó más armamento y se quejó de que no contaba con más conexiones en México 
y Puebla para conseguirlo él mismo.

75  El 30 de noviembre de 1837, Olarte estaba en Tantima con 126 hombres mientras 
otro ejército rebelde amenazaba Huachinango con 500 hombres el 26 de diciembre, 
carta del jefe de la oficina de correos de Huejutla al comandante de Zacualtipán, 5 de 
diciembre de 1837; y prefecto de Zacatlán al secretario del despacho de Puebla, 24  
de diciembre de 1837, AHDN, xi/481.3/1256, ff. 571, 587-588. En febrero de 1838, las 
fuerzas de Olarte lograron derrotar a una de las expediciones que el gobierno envió 
contra ellas en Pahuatlán.
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No obstante, continuó la lucha durante todo ese año hasta entrado 1838, 
pese a varias ofertas de amnistía.76 Olarte esperaba que una de las revuel-
tas se extendiera a otras partes de la república para voltear las cosas en su 
favor. Como ya se mencionó, Olarte había enviado cartas al general Este-
ban Moctezuma, quien se había rebelado contra la causa del federalismo 
en San Luis Potosí. El gobierno sofocó el levantamiento en este estado, y 
el general Moctezuma murió en la batalla. Si Olarte no hubiese muerto, 
es probable que su movimiento se hubiera vinculado al pronunciamiento 
de Tampico que estalló en octubre de 1838. La rebelión del cuartel que 
logró organizar el ya conocido José Antonio Mejía fue una amenaza preo-
cupante para el gobierno, gozó del apoyo de federalistas prominentes y 
también estaba en comunicación con miembros de la élite de la Huasteca 
disgustados con la administración nacional.77 Una lección que aprendió 
el antiguo insurgente fue que la paciencia obtiene su recompensa. Su 
esperanza de que el gobierno centralista cayera lo motivó a mantener el 
combate, a pesar de los reveses que sufría el movimiento local. La rebe-
lión también demuestra la clase de problemas que tenía el gobierno cen-
tralista, al carecer de un monopolio de fuerza que dominara el campo.

76  En una misiva del 27 de mayo de 1838, el comandante de Veracruz escribió al minis-
tro de Guerra para sugerirle que el gobierno extendiese una oferta a Olarte para 
“unirse al gobierno para oponerse a la invasión del escuadrón francés” y que fuese 
su “última oportunidad para rendirse”, AHDN, xi/481.3/1256, f. 35. Por desgracia, era 
ya demasiado tarde para que Mariano Olarte se rindiera.

77  Zózimo Pérez Castañeda y Ángel Saquí, Monografía de la ciudad de Tuxpan, pp. 39 
passim; Carlos María de Bustamante, Cuadro histórico de la Revolución mexicana de 
1810; edición facsimilar, México, DF: Instituto Nacional de Estudios Históricos de la 
Revolución Mexicana, 1985, vol. 7, p. 155, 159-161. Sobre la actitud de la élite huas-
teca, véase Escobar, “La conformación y las luchas...”. Mejía derrotó a una expe-
dición gubernamental al mando del general Perfecto de Cos y obligó al gobierno a 
entablar negociaciones, Ignacio Escalada a Gómez Farías, e Ignacio Escalada al 
general José Urrea, Tampico, 1 de junio de 1839, UT-BLAC, GF, 595, f. 47A; GF, 601, f. 
47a. Manuel Núñez, exjefe del cantón que participó en la expedición de Mejía de 
1835, también participó en la rebelión de Tampico, junto con Juan Nepomuceno 
Llorente, personaje que veremos en el siguiente capítulo. Mejía perdió la vida en la 
Batalla de Acajete, cuando los rebeldes pretendían extender su rebelión al alti-
plano. Escobar, “Las Huastecas para los huastecos”, pp. 135-136, describe el 
proyecto de Tampico en términos de la élite huasteca y su intento de alcanzar la 
calidad de entidad federativa.
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La rebelión terminó hasta que Mariano Olarte, como su padre, 
Serafín, perdió la vida en combate el 12 de mayo de 1838. Su muerte 
marcó el término de una larga dinastía familiar de políticos indígenas. 
No hubo ningún Olarte en rebeliones posteriores del siglo XIX. Asi-
mismo, su partida puso fin a la revuelta federalista en Papantla. Olarte 
fue el eslabón indispensable entre los políticos no indígenas, el movi-
miento federalista más amplio y la población local. Tras su falleci-
miento, el gobierno persiguió a las bandas acéfalas de rebeldes restan-
tes, venciéndolas en batalla; o bien, obligándolas a aceptar las amnistías 
gubernamentales.78 El ejército aplicó duras penas a los rebeldes captu-
rados: ejecutaron a Miguel Baquier y a Cándido Sánchez. Se dispuso la 
ejecución de los líderes de las bandas locales, lo que demuestra que las 
autoridades los consideraron inelegibles para la indulgencia acostum-
brada con los participantes en los pronunciamientos.

LA POLÍTICA DE LOS CAUDILLOS

Olarte fue un caudillo regional; pero la rebelión demuestra las limita-
ciones de estos “políticos-guerreros” decimonónicos. Si acaso, la rebe-
lión destaca el importante papel de los poco estudiados líderes de los 
poblados pequeños; el sustrato de la política mexicana, para posibilitar 
la operación de los caudillos. Aunque Olarte movilizó a sus seguidores 
en Papantla mediante lazos de parentesco y prestigio tradicional, su 
función fue en realidad de negociador: forjó alianzas con muchos ope-
radores de poblados pequeños de quienes sabemos muy poco. Algunos 
de ellos, como Miguel Baquier, eran administradores de bajo nivel; 
otros, como Moreno y Díaz, eran pobladores indígenas que participa-
ron en la guerra de Independencia. Olarte dependió de una infraestruc-

78  Dos prominentes rebeldes recibieron amnistía: el teniente coronel Agustín Ortega 
y José Antonio Ramírez, Ortega a Gómez Farías, 1 de mayo de 1838, Veracruz, UT-

BLAC, GF, 471, f. 46; Torres, 9 de agosto de 1837, Papantla, AHDN, ix/481.2/1286,  
f. 387.
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tura política ya existente que consistía en muchos intermediarios, algu-
nos de quienes eran jueces de paz o ediles de pueblos sujetos.

Ni siquiera en su tierra natal, Olarte logró disfrutar de una obe-
diencia incondicional. En una etapa crucial de la rebelión, sus tenientes 
aceptaron la amnistía de Victoria, que lo obligó a desplazar sus opera-
ciones fuera de Papantla. La dominación carismática tenía sus límites. 
Los pobladores que otorgaron un apoyo abrumador a Olarte en las pri-
meras semanas de la revuelta, al grado de abandonar el pueblo para irse 
al monte, aceptaron un acuerdo pese a las objeciones de Olarte. Cuando 
Victoria firmó un convenio con José García, Mariano Muñoz y José 
Martinel, excluyeron a Olarte del perdón general.79 A menudo, se supone 
que los caudillos actúan como patrones que avasallan a sus “clientes”  
al imponer orden en las clases bajas. En el caso de Olarte, salta a la vista 
que las relaciones patrón-cliente eran negociables, y que los líderes 
subordinados demostraron con frecuencia una independencia conside-
rable respecto de sus superiores.80

En un buen ejemplo tanto de caudillismo como de sincretismo 
político, Olarte solicitó el reconocimiento de su estatus especial al inte-
rior de la comunidad indígena “como Padre de los indígenas, para 
impedir que sean maltratados, como lo han sido de tres años a esta 
parte”.81 Esta exigencia implicaba el reconocimiento de un estatus polí-
tico ajeno a todo orden constitucional, con el otorgamiento de un título 
oficial a la influencia informal de Olarte. Vale la pena notar que él sintió 
la necesidad de que el gobierno nacional confirmase su estatus de líder 
indígena, pues esta es la clase de autoridad que suele suponerse orgá-
nica. En parte, aquí se reflejan los límites de la autoridad que ejercía 

79  Los artículos del tratado se ajustaban a las concesiones exigidas en el documento del 
6 de diciembre. Es interesante observar que, de todas las demandas plasmadas en el 
documento, a Victoria sólo le restó lograr que las celebraciones de Semana Santa se 
efectuasen conforme a la tradición, lo que quizá sea indicativo de su importancia 
limitada para los papantecos.

80  En un caso de Perú, Walker, Smoldering Ashes..., pp. 212-220, analiza el abandono 
de los indígenas a su caudillo en un momento crucial de la batalla.

81  Flores, La revolución de Olarte..., p. 75.
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Olarte. Ni en 1812 ni en 1836, los Olarte hablaron por la comunidad en 
su totalidad. La política indígena se mantuvo como asunto de facciones 
tanto antes como después de la Independencia.

CONCLUSIONES

El centralismo tuvo su manifestación local en la acumulación de poder 
en centros regionales como Papantla, junto con la recuperación de auto-
ridad en manos de una élite colonial identificable. Los pobladores inten-
taron redefinir el espacio político en su favor al organizarse contra esta 
élite neocolonial. La “revolución olarteña” demostró que las comunida-
des rurales locales y sus líderes orgánicos podían detener las acciones de 
una élite para excluir la influencia popular del sistema político. Olarte 
incorporó el lenguaje de las disputas nacionales al discurso político de 
la sociedad de los pueblos. Las clases bajas rurales no se quedaron con 
los brazos cruzados en la política nacional polarizadora del siglo xix, 
pues intentaron controlar los gobiernos locales que regulaban su coti-
dianidad. Un impedimento para la restauración de la autoridad fue  
la formación de un grupo de intermediarios políticos capaz de forjar 
alianzas en un área geográfica amplia. Estos actores demostraron, asi-
mismo, una independencia considerable tanto de los que pretendían 
gobernarlos como de sus propios caudillos rebeldes. Pese a la opinión 
tan expresada de que los indígenas seguían a sus líderes de manera 
ciega, Olarte se encontró con que sus clientes eran veleidosos y estaban 
dispuestos a abandonarlo cuando el Estado les ofreciera un acuerdo a 
sus espaldas.

Los problemas recuerdan los tumultos coloniales, como los abusos 
de los comerciantes españoles y el monopolio del tabaco; pero los rebel-
des fueron mucho más allá en su desafío al orden establecido. Las rebe-
liones se conectaron de manera estrecha con las facciones políticas 
nacionales, lo que demuestra un refinamiento considerable por parte de 
los rebeldes para comprender a los actores políticos de la nación. Enten-
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dieron que la violencia ya desempeñaba un papel en la creación de poder 
en el orden nacional. Incluso, cuando los políticos y oficiales militares 
que sofocaron la rebelión desestimaron a los rebeldes indígenas como 
carne de cañón, estos pobladores hicieron sentir su presencia cada vez 
más al interior de la república.
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VI. LA GUERRA DE CASTAS DE LA HUASTECA. RAZA, 
NACIÓN Y ESPACIOS LOCALES, 1845-1850

En 1848 y 1849, una fuerte insurrección barrió la Huasteca y las 
autoridades la caracterizaron como Guerra de Castas: un estallido con 
motivaciones raciales, incoherente y vengativo.1 La rebelión de Olarte 
comenzó como revuelta federalista que se alió con una comunidad indí-
gena; en cambio, esta insurrección siempre fue un pronunciamiento 
desde abajo. Ningún caudillo comenzó o encabezó este movimiento y 
tampoco parece que tuviera algún nexo con las facciones políticas nacio-
nales como los tenía Olarte. La rebelión de la Huasteca de 1848 y 1849 
envolvió a una amplia gama de pueblos desde el distrito de Huejutla y 
Yahualica hasta el Golfo de México. A diferencia del levantamiento  
de Olarte, un problema fundamental de esta revuelta fue la tierra. Antes de 
la rebelión, surgió en la región un bien organizado movimiento de pro-
testa de aparceros. Pero la cuestión agraria tenía una dimensión política, 
y fue claro que las divisiones políticas en los municipios y cabeceras de 
distritos de las décadas previas fueron una fuerza impulsora conforme 
se propagó la rebelión.

Si bien la Guerra de Castas tuvo su origen en la protesta agraria 
contra las haciendas en la Sierra de Tantima, pronto quedó al descu-
bierto que los rebeldes percibían la estructura del gobierno local como la 
fuente de sus problemas. Centrada en las comunidades sujetas, la revuelta 
sacó a la luz una fuerte corriente de rivalidad entre los pueblos sujetos y 
los pueblos cabeceras. Los objetivos del movimiento cambiaron de que-

1  El brutal levantamiento en Yucatán influyó en las percepciones de los acontecimien-
tos en la Huasteca. El ministro de Relaciones acusó a los rebeldes de la Huasteca de 
aspirar al “exterminio de los blancos”, 26 de mayo de 1848, AGN-G, vol. 225, exp. 20, f. 
60. Los rebeldes elaboraron un interesante rechazo formal de esta acusación; véase 
“Impreso suelto”, Tampico, 1 de enero de 1850, que se encuentra en AGN-GSS, C. 383, 
exp. 13, f. 3.
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rer influir a los tribunales supervisando las disputas de tierras a exigir 
el derecho de controlar el nombramiento de los funcionarios locales. 
Después, los rebeldes se dedicaron a castigar a los funcionarios que acu-
saron de acumular riqueza a expensas de sus barrios. El movimiento 
atrajo más aliados de una amplia gama de pueblos y clases sociales con-
forme salían a la luz las posibilidades políticas de la rebelión y, como 
veremos más adelante, en diferentes momentos, comerciantes, contra-
bandistas y terratenientes, con aspiraciones políticas, aprovecharon el 
desorden para fomentar sus intereses. Como resultado, la revuelta tras-
cendió el área del descontento agrario para convertirse en una acción 
que abarcó toda la región, con implicaciones aún más amenazadoras 
para el gobierno nacional.

En opinión de los contemporáneos, la rebelión fue una guerra de 
razas. Los periódicos de la Ciudad de México reportaron que los 
rebeldes intentaron matar a todos los habitantes caucásicos, y compa-
raron esos hechos con lo que sucedía en Yucatán.2 La denominación 
de guerra de razas se originó por la intención de los funcionarios loca-
les de llamar la atención de un gobierno nacional sumido en una crisis 
y no por ser reflejo real de los objetivos de los rebeldes. La rebelión 
tuvo múltiples causas. En un nivel, el descontento en la región comenzó 
como una protesta agraria confinada a los pueblos de la Sierra de Tan-
tima (Tepetzintla, Amatlán y Tantima). Los aparceros de estos muni-
cipios comenzaron a organizarse desde los comienzos de la década de 
1840, y sus reclamos por justicia agraria hicieron que un observador 
declarase: “Aunque dicha sublevación se ha llamado impropiamente 

2  En un editorial titulado “Guerra de Castas”, con fecha de 8 de julio, el editor de un 
diario mexicano agrupaba las rebeliones de la Huasteca y la de Yucatán. “Los sucesos 
en Yucatán en grande, los de la Huasteca en pequeño, revelan la clase de desgracias 
que ocasiona el levantamiento de indios.”, El Siglo XIX, p. 4. Véase también “Nuevos 
Desastres,” Yahualica, 26 de mayo de 1848, El Monitor Republicano, México, p. 4, “la 
parte preponderante de los habitantes de la república es de indígenas y mulatos; 
siendo ésta la que ha dado el grito de rebelión, nada extraño será que lleguemos a 
vernos todos en general en grandes apuros…”
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de indígenas, en realidad es la guerra del que no tiene con el que 
tiene.. .”3

La revuelta permite ver cómo los campesinos aprovecharon las 
prácticas políticas de los pronunciamientos. Los rebeldes campesinos 
pretendían alterar el equilibrio de poder al interior de los municipios y 
distritos en favor de sus comunidades sujetas; pero, al hacerlo, sacaron 
a la luz problemas de participación popular en la política y derechos de 
ciudadanía. Derrocaron ayuntamientos, aplicaron represalias contra 
sedes municipales y nombraron a un nuevo jefe político en el distrito de 
Tantoyuca. En una proclamación pública, los rebeldes de San Nicolás y 
sus rancherías explicaron que la “tranquilidad y armonía quebranta-
dos” fue resultado del “odio que se tienen aquellos con los de Tantima.”4 
Los periódicos de la época tenían razón en compararlo con los hechos 
en Yucatán, pero por razones que no advirtieron. Como demostró Terry 
Rugeley, la política de los pueblos experimentó cambios importantes en 
el periodo republicano temprano que crearon las condiciones para la 
Guerra de Castas en la península. Los pueblos de ambas regiones habían 
desarrollado cuadros de experimentados operadores políticos que com-
prendieron la política regional e intentaron usar la rebelión como medio 
de participación.5

Desde luego, los pobladores no fueron los únicos actores en este 
juego de política local, y la rebelión vio también la división de la élite a 
lo largo de los límites geográficos y lealtades de facción descritos en el 
capítulo iv. Antonio Escobar Ohmstede ofrece el análisis más elabo-

3  Con fecha del 13 de junio de 1848, de una carta del prefecto de Tuxpan al goberna-
dor de Puebla, AGN-C, SC, caja 357, f. 117r. Con el argumento que la miseria “ali-
menta” la rebelión el prefecto pidió que se volviera a abrir el puerto de Tuxpan al 
comercio internacional, así aprovechó un levantamiento popular para promover el 
proyecto predilecto de los comerciantes influyentes de la zona.

4  Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 561. El documento fue firmado por el comandante 
de las fuerzas rebeldes, Miguel Salazar y sus seguidores. La declaración recuerda 
muchas de las formalidades de los planes políticos de la época.

5  Rugeley, Yucatán's Maya Peasantry..., pp. 113-120, 143-144, observa el papel de las 
autoridades indígenas en la organización de la revuelta y las conexiones entre la élite 
y la política indígena. Las revueltas llegaron a formar parte de la política municipal.
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rado de la élite terrateniente y los comerciantes en el desarrollo de esta 
“guerra campesina”.6 Pese a sus orígenes agrarios, algunas familias 
terratenientes prominentes apoyaron la rebelión en diferentes momen-
tos. Si se caracterizan los sucesos en Papantla de 1836 a 1838 como las 
acciones de un caudillo regional en busca de apoyo nacional, esta fue 
una rebelión de los políticos de los pueblos que actuaban sin el apoyo de 
un caudillo regional. (Aunque, en un momento determinado, Juan  
N. Llorente, político y terrateniente acaudalado, se ofreció como candi-
dato para ese puesto.)

El carácter y el alcance del movimiento de protesta recibieron una 
profunda influencia de la invasión estadounidense de la región durante 
la guerra estadounidense-mexicana de 1846 a 1848. En el nivel más 
inmediato, la destrucción del ejército mexicano hizo añicos la capacidad 
del Estado para controlar el campo, lo que creó una oportunidad, poco 
común, para que los rebeldes campesinos manifestaran sus demandas 
sin temor a represalias. Más importante aún, las derrotas de la guerra 
provocaron un intenso descontento en todos los niveles de la sociedad 
local respecto del manejo de este conflicto por parte del gobierno. La 
invasión tuvo un impacto más profundo porque el nacionalismo llegó a 
formar parte del discurso rebelde. Cada vez más los historiadores reco-
nocen que la ideología nacionalista no excluyó al campesinado.7 El 

6  Antonio Escobar Ohmstede, “Movimientos socio-rurales en las actuales Huastecas 
hidalguense y veracruzana (México), en la primera mitad del siglo XIX”, pp. 164-179. 
Escobar ofrece un brillante resumen de los acontecimientos, y observa las transfor-
maciones de los participantes conforme avanzaba la revuelta. Por desgracia, además 
de la importante obra de Escobar, la Guerra de Castas no ha llamado tanto la 
atención como la rebelión de Olarte. Leticia Reina proporciona un breve recuento  
y una colección de documentos sobre el movimiento, y el enciclopédico Trens tam-
bién ofrece muchos detalles útiles. Para este relato pude conseguir abundante docu-
mentación en el AHEM, así como varios archivos extensos en el AGN-G. Escobar también 
publicó una panorámica de la región durante el periodo, De la costa a la sierra. Las 
Huastecas, 1750-1900, CIESAS, Historia de los pueblos indígenas de México, 1998; De 
la página 174 a la 180 hay un análisis de la Guerra de Castas. 

7  Mallon, Peasant and Nation, pp. 5-6, 13; Thurner, From Two Republics, pp. 1-2. 
Ambos señalan que la propuesta de Benidict Anderson de que las naciones son 
comunidades imaginadas se adapta con gran facilidad al pensamiento político cam-
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debate sobre lo que era la nación y cómo salvarla fue un asunto en torno 
al cual los rebeldes movilizaron su apoyo y los políticos se esforzaron en 
reclutar pobladores. Las acciones y las palabras, tanto de los rebeldes 
como del gobierno, revelan el trecho que había recorrido la sociedad 
rural desde los días en que la protesta se planteaba con el lenguaje 
patriarcal de deferencia hacia el rey que caracterizó a la Colonia. Ahora, 
la disputa sobre la naturaleza de la nación generó un nacionalismo popu-
lar heterodoxo con el que los rebeldes justificaron sus acciones.

LA HUASTECA Y LA CRISIS NACIONAL

Los acontecimientos en la Huasteca se presentaron en un momento de 
amenazas internacionales y crisis política interna en México. En agosto 
de 1846 colapsó el experimento centralista que comenzó con Santa 
Anna en 1835. El periodo desde la muerte de Olarte hasta el regreso del 
federalismo puso en evidencia la debilidad del proyecto centralista. No 
logró restablecer el orden, lo que en gran parte se debió a los frecuentes 
levantamientos en la provincia. En última instancia, los centralistas 
dependieron de un gobierno cada vez más arbitrario que alejó a sus par-
tidarios, quienes fueron las clases respetables que anhelaban una armo-
nía social.8 El dilema que enfrentaron los gobernantes centralistas fue 
que, para mantener el orden, dependían de los militares, lo que a su vez 
requería constantes inyecciones de dinero y reclutas. Los impuestos 
intensificaron el descontento popular y también alejaron a las clases 
altas, las cuales resintieron pagar por un ejército cuando no se materia-
lizaba la promesa de “orden y tranquilidad pública”.

Las llanuras del norte de Veracruz fueron un ejemplo de los pro-
blemas centralistas; si bien el ejército logró sofocar la revuelta de Olarte, 
no se restauró el orden en el área. Como mencioné en el capítulo v, el 

pesino. El argumento de Thurner es que, en esencia, Perú logró “imaginar una 
comunidad única” sólo hasta la crisis de la Guerra del Pacífico.

8  Costeloe, The Central Republic..., pp. 261, 245-246.
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general José Urrea, comandante del cuartel de Tampico, se declaró en 
favor del federalismo e invitó a José Antonio Mejía a regresar al puerto 
en 1838-1839. Urrea organizó un pronunciamiento mucho más fructí-
fero, al incluir a miembros de la élite política local. Reclutó a Francisco 
Paulo de Lince para comandar a los rebeldes en Tuxpan; el jefe político 
de Tampico de Veracruz, Juan N. Llorente, se unió a la rebelión y reclutó 
a varios cientos de seguidores, como lo hizo Manuel Herrera.9 Este 
movimiento, en favor del federalismo, también prometió crear un 
estado de la Huasteca al liderazgo local como recompensa por su parti-
cipación. Llegó a ser un grave desafío para el Estado, hasta que Santa 
Anna venció a los federalistas en la Batalla de Acajete. La revuelta puso 
de manifiesto que “la ley y el orden” centralistas no gozaban de apoyo 
entre los notables de provincia, quienes aún deseaban controlar sus pro-
pios asuntos.

En 1846, los federalistas emplearon la inminente guerra con Esta-
dos Unidos para convocar el regreso de la Constitución de 1824. Habría 
sido gratificante para Olarte escuchar que los federalistas de 1845 adop-
taran el lema “Federación y Guerra a Texas” para avergonzar al gobierno 
de transición.10 En una repetición de sus papeles de 1833, el vicepresi-
dente Gómez Farías asumió el puesto de presidente en funciones mien-
tras el presidente Santa Anna se encargó del ejército. Con el regreso del 
federalismo, se instituyeron de nuevo las constituciones estatales y las 
leyes liberales que regulaban la política local. Por ejemplo, el Estado de 
México revocó los requerimientos de propiedad para ocupar puestos 

9  UT-BLAC, GF, 598, f. 47a. Urrea describió a Llorente como “un excelente patriota, muy 
querido en su distrito”, quien trató de reclutar a trescientos seguidores para el movi-
miento. Manuel Núñez también participó. Escribió una carta a Gómez Farías para 
pedirle que fuese a la Huasteca a encabezar la revolución. Véase Núñez a Gómez 
Farías, Ozuluama, 13 de abril de 1840, UT-BLAC, GF, 627, f. 47A.

10  El portavoz federalista La Voz del Pueblo emitió el lema citado en Costeloe, The 
Central Republic..., p. 269. Costeloe sostiene que los federalistas adoptaron una pos-
tura en contra del compromiso sobre Texas en gran parte para forzar la readopción 
de la Constitución federal. Asimismo, es importante observar que los federalistas no 
fueron los únicos en aprovechar el asunto de la guerra en los turbulentos años de 
1844 a 1846, y que el resultado federalista no estaba determinado de antemano.
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municipales y votar. La cantidad de ayuntamientos en el Estado de 
México no aumentó de forma drástica, pero sí la de representantes  
de pueblos sujetos.11 Veracruz restauró su Constitución de 1825, aunque 
con la modificación sustantiva en 1848 de aumentar a tres mil habitan-
tes el requerimiento de población de un ayuntamiento. Igual que el 
Estado de México, Veracruz creó nuevos puestos (nombrados jueces de 
paz) en los pueblos sujetos con el fin de mejorar la capacidad del 
gobierno estatal para mantener el orden en los poblados interiores de 
los municipios.12 Las normas estipulaban que estos funcionarios admi-
nistrarían la justicia y aplicarían las órdenes que les giraran los prefec-
tos, pero también especificaban que los jueces se elegirían mediante el 
voto popular. Un paso crucial, previo a la insurrección, fue la elección 
de ayuntamientos y jueces de paz que apoyaban las exigencias de los 
pobladores. La guerra también obligó al gobierno federalista a elevar los 
impuestos y a armar las Guardias Nacionales.13 Mientras se avecinaba la 
Guerra de Castas, el federalismo produjo una mezcla explosiva de 
mayor autonomía local, una ciudadanía armada y más impuestos.

REBELIÓN REGIONAL EN LA HUASTECA

A diferencia de los acontecimientos descritos en los capítulos anterio-
res, la Guerra de Castas comenzó como una querella habitual por la 

11  María del Carmen Salinas Sandoval, Política interna e invasión norteamericana en 
el Estado de México, 1846-1848, pp. 73-75.

12  Véase el Decreto 57 del 17 de diciembre de 1848, CLDEV, vol. 3, ff. 166-168. El primer 
deber del juez de paz era “promover el buen orden y la tranquilidad pública”.

13  Por ejemplo, Veracruz conservó el impuesto de las cabeceras (“capitación”), abolió 
las alcabalas y estableció contribuciones directas el 1 de julio de 1847, un impuesto 
predial mediante el Decreto 5 del 22 de enero de 1847 y un impuesto predial urbano 
mediante el Decreto 28 del 27 de septiembre de 1847, CLDEV, vol. 3, pp. 58-62, 82-85. 
El Estado de México efectuó reformas semejantes, Salinas Sandoval, Política 
interna..., pp. 152-153. Para una estimación de los impuestos recaudados en Vera-
cruz en 1847, véase “Noticia del Estado que guarda la Hacienda, correspondiente al 
segundo año de establecida la tesorería general directora: Presentado al escelenti-
simo [sic] Señor gobernador del estado libre y soberano de Veracruz por el tesorero 
de ella”, pp. 495-503.
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propiedad (véase el mapa 6.1). En 1845, grupos de aparceros y poblado-
res de los distritos de Tampico de Veracruz y Tuxpan organizaron reu-
niones y recabaron fondos para obtener copias de títulos de las tierras 
que reclamaban. Los pobladores de varias comunidades cooperaron 
para contratar a un representante legal único en la Ciudad de México, el 
coronel Luciano Velázquez. Esta organización, entre varios pueblos, fue 
útil para los coordinadores campesinos, cuando abandonaron el pleito 
legal en favor de tácticas violentas dos años después.

Velázquez era un militar retirado que alguna vez participó en una 
conspiración republicana contra Iturbide.14 Ramón Núñez, jefe político 
de Tampico de Veracruz, denunció que este abogado representaba a 
tantos pueblos desde la sierra en Zontecometlán y Huayacocotla hasta 
las localidades costeras de Tampico, que no era posible que contara con 
todos los títulos de tierras que reclamaban.15 Velázquez elaboró una 
extensa red en las comunidades de la región; red que más tarde fun-
cionó de manera muy independiente del abogado. Los contemporáneos 
culparon a Velázquez de plantar la semilla de la discordia en las mentes 
inocentes de sus clientes, “indios ingenuos”; pero es más probable que 
los querellantes de la Huasteca mantuviesen los servicios de Velázquez 
porque les decía lo que querían oír.

Por desgracia, no prosperaron las demandas legales contra los 
estados, en parte porque los rebeldes quemaron muchos archivos judi-
ciales durante la misma rebelión. Incluso el caso del gobierno contra 
Velázquez desapareció en la confusión de este periodo.16 

14  Velázquez no dejó muchos rastros. Parece que primero apareció en la región en 1845 
en Ixcatepec (distrito de Tuxpan), AGN-C, c. 342, exp. 7, f. 63, carta con fecha del 6  
de diciembre de 1848; Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 548.

15  AGN-G, c. 342, exp. 7, f. 67, Núñez, 30 de abril de 1846; observó que los intereses de 
muchos pueblos entraban en conflicto. Entre sus clientes se encontraban Ixcatepec, 
Tantoyuca, Temapache y Amatlán, Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 551; Reina, Las 
rebeliones..., p. 341.

16  Informe del gobernador de Veracruz, Juan Soto. AGN-GSS, c. 342, exp. 7, f. 63.
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Lo que sí queda claro es que las fincas ganaderas de la Huasteca vera-
cruzana dominaban las llanuras, en especial en las ciudades de Tanto-
yuca y Ozuluama.17 La descripción que proporcionó el prefecto en 1831 
señala que los pobladores indígenas tenían acceso a la tierra (sobre 
todo Temapache y Ozuluama), pero parece que la propiedad del pueblo 
era modesta en comparación con la de Papantla y otras comunidades 
de la región. Los pobladores de Tantima, Ixcatepec y Chontla no dispo-
nían de tierra suficiente para sus cultivos.18 Algunos pueblos, como 
Amatlán y Tepetzintla, se habían quedado por completo sin tierras.19 De 
acuerdo con Antonio Escobar, durante la guerra de Independencia, los 
comandantes militares efectuaron varias tomas de tierras, en particular 
en Chontla, así que efectivamente los despojos eran de reciente memo-
ria. A diferencia de Papantla, la élite económica en Chontla consistía 
en terratenientes con un mayor interés en competir por la tierra con los 
pobladores.

Si los comentarios de los prefectos fueron precisos (una suposición 
aventurada, pues eran hostiles), Velázquez no entabló demandas legales 
específicas contra propiedades individuales, sino que sembró la agita-
ción contra las fincas privadas de la región en general. El método de 
Velázquez consistió en “presentar como víctimas en toda la república a 
las clases no propietarias […] su sistema es hacer creer a los indios que 
son los señores naturales de todos los terrenos”.20 Aunque Velázquez sos-
tuvo contar con copias de los títulos de los Archivos Nacionales, después 
de la rebelión el director de los Archivos buscó los documentos referen-
tes a las disputas de tierras entre los pueblos y el distrito de Tampico y 

17  Véase por ejemplo el estudio de la familia Herrera, Ana María Graciela Gutiérrez 
Rivas, “La familia Herrera, miembro del grupo de poder del norte de Veracruz, 
1743-1890”, pp. 51-56, passim.

18  Iglesias, “Estadística del estado libre...”, pp. 308-310.
19  Informe sobre la Representación que han dirigido los indígenas del pueblo de Tepetzintla, 

Puebla, 22 de octubre de 1845, aGN-G, c. 293, f. 25(1). Llama la atención que las que-
jas no se circunscribían a la cuestión de tierras al incluir querellas contra abusos de 
autoridad de los jueces.

20  Ramón Núñez, prefecto de Tampico de Veracruz, 1846, AGN-GSS, c. 342, exp. 7, f. 71v.
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haciendas vecinas, y no logró encontrar ninguno.21 Las élites poseedoras 
de tierras vieron en el movimiento un intento radical de reordenar los 
convenios de tenencia de la tierra en favor de los aparceros. 

En esta temprana etapa del movimiento de protesta, los pobladores 
aún confiaban en las acciones legales en los tribunales para presionar 
por los reclamos que les había proporcionado Velázquez. Pero combina-
ron las demandas legales con manifestaciones cuyo objeto era influir en 
el resultado de las decisiones de los tribunales. En Pánuco se organizó 
una marcha campesina para exigir sus propiedades, cuando Velázquez 
notificó desde la Ciudad de México que había hallado documentos que 
demostraban que las tierras del pueblo pertenecían con todo derecho a 
los arrendatarios. En marzo de 1846, Santiago Esteves, aparcero de 
Amatlán, encabezó a varios cientos de campesinos en una ocupación  
de una semana de la capital del distrito, Ozuluama, para exigir la libe-
ración de los “cabecillas indígenas” que habían sido arrestados por 
seguir de manera activa con las demandas legales. Después de esta serie 
de protestas, se calmaron los ánimos, quizás por el ambiente de incerti-
dumbre que cundió con la crisis internacional, y la región no experi-
mentó otro estallido violento durante veinte meses.22

Las acciones legales y las protestas no consiguieron liberar a los 
campesinos del pago de renta. El Estado apoyó a los terratenientes locales 
por una decisión del tribunal que descartó las pretensiones de los segui-

21  AGN-GSS, c. 383, exp. 13, f. 18. Carta de Ignacio Rayón, 19 de julio de 1850. Dado que 
por lo menos algunas de las quejas estaban bien fundamentadas, sospecho que la 
búsqueda no fue muy a conciencia. Núñez escribió que Velázquez era un “agitador 
profesional” que cobraba de 400 a 600 pesos por “un pedazo de escrito desglozado  
[sic] furtivamente de autos seguidos entre algunas de estas comunidades y sus colin-
dantes en que el resultado ha sido en contra de aquellos hace dos siglos y medio.” 
Manuel Núñez, 30 de abril de 1846, Ozuluama, AGN-G, c. 342, exp. 7, f. 67. El negocio 
de las demandas legales tal vez no era tan lucrativo como sugiere Núñez; en una 
carta del 2 de octubre de 1848, Velázquez escribió a “los señores indios principales” 
de Tancoco en respuesta a su solicitud de ayuda que no le habían pagado “ni medio 
real” en dos años, Velásquez, 2 de noviembre de 1848, México, AGN-GSS, c. 342, exp. 
7, f. 88v.

22  Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 554-555; Reina, Las rebeliones..., pp. 342-343; 
Meade, La Huasteca veracruzana, 2, p. 52.
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dores de Luciano Velázquez. El 17 de abril de 1846, José J. Díaz, secreta-
rio del gobierno departamental de Veracruz, giró órdenes al prefecto del 
distrito de Tampico de Veracruz declarando que los títulos de las hacien-
das eran válidos, y “por consecuencia [los campesinos demandantes] 
deben guardar silencio sobre este punto y continuar pagando religiosa-
mente sus rentas, y que el que desobedece las órdenes a V. S. será casti-
gado con multas, servicio de obras públicas o arresto”.23 A instancias de 
los propietarios de las fincas, el gobierno encarceló a Velázquez en la Ciu-
dad de México, culpándolo por los desórdenes.24 Tras el fallo contra los 
reclamos de tierras de los aparceros, los medieros rancheros y pobladores 
guardaron silencio, pero no se sometieron. Mantuvieron su negativa a 
pagar renta por las tierras en disputa, y las noticias de reuniones secretas 
de inquilinos alarmaron al gobierno local.25 La alarma estaba justificada, 
pues la organización que, al principio, estableció la recolección de fondos 
para Velázquez ahora tenía propósitos revolucionarios.

Entre abril de 1846 y el siguiente incidente violento a finales de 
1847, llegó a la región la invasión estadounidense y los pueblos del norte 
de Veracruz fueron el frente de guerra. Los habitantes de Tampico pre-
senciaron uno de los peores momentos del ejército regular, cuando 
Santa Anna, tras asignar recursos a las fortificaciones del puerto, aban-
donó la guarnición a toda prisa. Ordenó arrojar al río las municiones, 
los cañones y los mosquetes apilados en el puerto para que no cayesen 
en manos enemigas.26 El ejército estadounidense ocupó el puerto sin 
disparar un solo tiro. La única resistencia real la presentó la Guardia 

23  El oficio de fecha 17 de abril fue publicado en La Esperanza. Periódico del puerto de 
Tampico de Tamaulipas, 30 de abril de 1846, 1.

24  Reina, Las rebeliones..., p. 342.
25  Los hacendados afirmaron en el tribunal superior de Veracruz que “los principales 

terratenientes no reciben ningún beneficio [es decir, rentas] de sus haciendas, los 
arrendatarios, engañados por Luciano Velázquez, creen que son los verdaderos pro-
pietarios”, ibid., p. 351.

26  Ignacio Muñoz escribió a Gómez Farías el 24 de octubre de 1846 para describir la 
“profunda indignación” de la población local ante la “huida desordenada” del cuar-
tel. Afirmó además que los ciudadanos locales comenzaron a sacar del agua muchos 
mosquetes y salieron a toda prisa del río para armarse, UT-BLAC, GF, 2010, f.51.
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Nacional y el comandante del “frente de Huejutla”, general Francisco de 
Garay. De Garay reclutó a milicianos locales y logró vencer a una 
pequeña expedición estadounidense que buscaba internarse en el país 
desde Tampico. Por desgracia, al resto del ejército mexicano no le fue 
tan bien, y la ocupación de la capital mexicana marcó el inicio de una 
nueva etapa en el conflicto agrario. Estados Unidos ocupó la Ciudad de 
México y derrotó al ejército mexicano en septiembre de 1847, y como 
resultado abrió nuevas oportunidades para que los disidentes expresa-
ran sus demandas.

El 23 de noviembre de 1847, un grupo de 450 campesinos de San 
Nicolás, Amatlán y “los barrios de Tantima”, encabezados por Lucas 
Valdéz y Miguel Salazar, sorprendieron al pueblo de Ozuluama. Tras 
tomar el poblado, los rebeldes mataron al juez de letras Manuel Mora y 
al coronel Domingo Jáuregui, comandante militar del distrito y poten-
tado prominente, y arrestaron a los notables locales, incluso al coman-
dante del cuartel de Huejutla, general Francisco de Garay.27 Los rebeldes 
destituyeron a las autoridades locales, al jefe político inclusive, a quien 
reemplazaron con Lucas Valdéz. Más tarde, Valdéz afirmó que sólo 
aceptó el puesto en un intento de moderar los excesos de los disidentes.28 
Los insurrectos repitieron sus acciones contra los gobiernos locales en 
otros pueblos conforme el movimiento se extendía a un área mayor.

Debido a las graves circunstancias del Estado nacional, no sor-
prende que las autoridades optasen por negociar con los rebeldes. Los 
disidentes de San Nicolás presentaron una serie de propuestas al repre-
sentante federal enviado para conferenciar con ellos el 8 de diciembre. 
El programa reflejaba los intereses de los aparceros: facultades sobre la 
tierra que trabajaban y una reducción de su carga impositiva. Pedían 
que los hacendados locales presentaran sus títulos de tierras (“legales o 

27  Fages, “Noticias estadísticas del departamento de Tuxpan”, pp. 263-264; Moisés 
González Navarro, “El subsuelo indígena”, pp. 258-259.

28  AGN-G, legajo 341. En su defensa afirma que liberó a los prisioneros retenidos por los 
rebeldes, incluso al general Garay. Trens describe a Valdéz como “un sujeto de color” 
en Historia de Veracruz, vol. 4, p. 559.
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ilegales”) al jefe de las fuerzas insurgentes, para que el liderazgo rebelde 
determinase su validez. Querían la condonación total de las deudas por 
rentas y la suspensión de arrendamientos futuros. Si bien el movimiento 
tenía que ver con la tierra, los problemas agrarios se entrelazaban con el 
orden político en el ámbito local. Los insurgentes exigían el derecho de 
nombrar funcionarios locales. Percibían su querella por los títulos en 
términos de control de los funcionarios locales; al reemplazar a los jue-
ces con sus propios aliados, procuraban garantizar que prevalecie-
ran sus opiniones sobre la tierra. No dejaron de lado las sustracciones 
fiscales de la Iglesia y del Estado, y pidieron la suspensión de todos los 
impuestos gubernamentales, salvo los municipales. Dos demandas 
rebeldes mencionaban a párrocos locales. Los disidentes instruyeron al 
cura para que revocase las tarifas de los entierros que recolectaban de 
los “absolutamente pobres”. Los insurgentes demandaban que el 
párroco de Tantima, Ramón Sáenz de la Mora, pagara una multa por los 
“daños, perjuicios y menoscabos que por su causa han recibido los veci-
nos de esta comprensión”. 29 A medida que avanzaban las negociacio-
nes, los rebeldes moderaron su postura, pero se aferraron a sus deman-
das de una revisión de los títulos de tierras y de una reducción de los 
impuestos recaudados para apoyar a la nueva Guardia Nacional.

Los negociadores aceptaron varios puntos de la petición rebelde 
respecto de los derechos de propiedad. En los convenios se asentó que 
los hacendados presentaran sus títulos y otorgaran una prórroga de 
seis meses de cobros de rentas mientras los funcionarios los revisaban. 
Aunque los negociadores no revocaron el impuesto de la Guardia 
Nacional, el coronel Luis Díaz de Vivar, el nuevo comandante militar 
regional, otorgó una amnistía general a los participantes en los san-
grientos sucesos de Ozuluama. Sin embargo, los esfuerzos del Estado 
por disolver la rebelión llegaron demasiado tarde; en cuanto los repre-

29  Hay una versión completa del programa de negociación de los rebeldes en Trens, 
Historia de Veracruz, 4, pp. 561-562.
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sentantes de los rebeldes llegaron a un acuerdo con Díaz de Vivar en 
Huejutla a finales de diciembre, estalló una nueva serie de desórdenes 
en la Huasteca.

Los representantes nacionales no tardaron en percatarse de que 
la rebelión era más que una huelga de pago de rentas organizada por 
un entrometido abogado picapleitos. Los miembros de la clase terra-
teniente local, de manera sorprendente, hicieron causa común con 
los rebeldes de la región de la Sierra de Tantima. En diciembre de 
1847, el coronel Díaz de Vivar solicitó tropas al ejército federal y 
ayuda económica al distrito de Huejutla para prevenir una nueva 
tanda de rebeliones. Este militar recibió noticias de que los oposito-
res en las elecciones municipales de Tantoyuca estaban conspirando 
para derrocar al nuevo ayuntamiento cuando asumiera sus funcio-
nes, el 1 de enero. Díaz de Vivar marchó a Tantoyuca con las tropas 
que tenía a mano y la esperanza de “calmar la agitación en ese 
pueblo”.30 Pero la llegada de las tropas fue contraproducente, no por 
la fuerza del movimiento popular, sino por las divisiones internas de la 
élite local. El 6 de enero de 1848 se rebeló la mayoría de los soldados 
bajo el mando del coronel, y dejaron a Díaz de Vivar con sólo veinti-
cinco soldados leales de casi doscientos.31 Juan Nepomuceno Llo-
rente, a la cabeza de un grupo de rebeldes, convenció a un oficial, 
teniente Rafael Díaz, y a la mayoría del cuartel a abandonar a su 
comandante.32 Tantoyuca cayó con rapidez ante los rebeldes, y Díaz 
de Vivar se retiró.

30  De acuerdo con Meade, La Huasteca veracruzana, 2, pp. 63-65. Díaz tomó la 
decisión de llamar a los federales después de celebrar una reunión con los funciona-
rios gubernamentales, clérigos y hacendados locales en el poblado de Huejutla. 
Véase asimismo Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 562-563, para una lista de la 
ayuda brindada. Gran parte de la disputa electoral giró en torno a la intromisión del 
jefe político Núñez en la elección, ibid., 4, p. 571.

31  Reina, Las rebeliones..., p. 345.
32  Rafael Díaz, el teniente que se unió a Llorente, más tarde encabezó otra rebelión 

agraria en 1856 que empleó términos semejantes a las proclamas de Tantoyuca; 
véase ibid., pp. 356-357.
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Juan Nepomuceno Llorente era un acomodado terrateniente local, 
perteneciente a una de las familias que surgió de la guerra de Indepen-
dencia con propiedades e influencia en el gobierno. Poseía predios dis-
persos en toda la región, en Tantima, Chiconamel, Tantoyuca y Chicon-
tepec.33 En 1857 compró la hacienda de Tlacolula, propiedad de 33 395 
hectáreas en el distrito de Chicontepec. Aún más sorprendente, Llo-
rente era dueño de una finca en el centro de los conflictos agrarios, la 
Hacienda de San Benito.34 Antes de la rebelión ocupó el puesto de sub-
prefecto del distrito de Chicontepec y participó en el movimiento fede-
ralista (que también prometió crear un estado en la Huasteca) en 1839 y 
1840. Por una parte, se sabía que detestaba al ejército regular, y sus pro-
clamas mostraban poco respeto por la Iglesia, opiniones que indican 
simpatía por los federalistas de Gómez Farías. Por otra parte, se le aso-
ció a un movimiento conservador para crear un estado de la Huasteca 
de 1853 a 1855.35 No parece haber tomado parte en la guerra civil de 
1858 a 1860 entre liberales y conservadores.36 El tema recurrente de sus 
acciones fue un sólido compromiso con el gobierno local (y su propio 
papel prominente para decidir quién gobernaría localmente) y las cues-

33  Esto se basa en una revisión de transacciones notariales en AJH, libro de 1859, ff. 
50-52. Como era habitual en la élite local terrateniente, Llorente contaba con exten-
sas redes familiares a lo largo y ancho de la región. Las familias más importantes 
celebraban matrimonios entre sus miembros, y a menudo compartían la propiedad 
de las fincas mediante un sistema de “condueñazgos”. Gutiérrez Rivas ofrece un 
estudio excelente de una de esas familias extendidas en “La familia Herrera”. Véase 
también Antonio Escobar Ohmstede y Frans J. Schryer, “Las sociedades agrarias en 
el norte de Hidalgo, 1856-1900”, pp. 1-21.

34  Escobar, “La conformación y las luchas...”, p. 24, n. 50.
35  José Monedero a Gómez Farías, 23 de noviembre de 1855, Huejutla, UT-BLAC, GF, 4191, 

f. 58. Monedero sugería que, si bien los Andrade seguían los medios legales para eri-
gir la nueva entidad federativa, el grupo de Ozuluama, capitaneado por Juan Llorente 
y José Manuel Jáuregui, optaban por la “vía del hecho” y que tenían lazos conserva-
dores. Debemos tomar esto con reservas, pues se trata del punto de vista de Huejutla. 
Jesús Andrade, político liberal de Huejutla, declaró que se opondría al movimiento 
en favor de la creación de la entidad federativa encabezada por Llorente.

36  Hay una referencia al asesinato de Juan Llorente a manos de las guerrillas liberales 
en la década de 1860. Hay una descripción de los sucesos de 1855 en AGN-G, c. 422, 
exp. 9, ff. 1 y 426; también Meade, La Huasteca veracruzana, pp. 84-85; y Soto, Noti-
cias estadísticas de la Huasteca...; y El Siglo XIX, 9 de noviembre, 18 de diciembre y 
27 de diciembre de 1855.
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tiones políticas de la nación tomaron un segundo lugar a sus ambicio-
nes regionales.

La participación de Llorente marcó el comienzo de una segunda 
etapa de la rebelión. Aprovechando sus lazos con un oficial de la Guardia 
Nacional reclutó a seguidores en Chicontepec y Tantoyuca. Eduardo 
Herrera, miembro de una gran familia terrateniente y comandante de la 
Guardia Nacional de Yanhuatlán, se le unió también. Manuel Herrera, 
otro aliado de Llorente de Chicontepec, tenía buenas conexiones con la 
política federalista, habiendo participado en la rebelión de Tampico de 
1839.37 Aunque Llorente buscó las simpatías campesinas, si bien con sus 
propios planes, no se convirtió en el caudillo que aspiraba a ser. Los revo-
lucionarios campesinos tenían su propia organización, la cual continuó 
operando independientemente de este cacique.

Los oficiales, que permanecieron leales al gobierno, creían que 
había conspiraciones encabezadas por miembros de su propia clase tras 
bambalinas. Ramón Núñez acusó a Velázquez de iniciar demandas 
legales frívolas sólo para cobrar más a sus clientes. El jefe político de 
Tantoyuca acusó a Francisco Paulo de Lince, exjefe político, de incitar a 
los rebeldes a saquear Ozuluama y prender fuego a las oficinas judiciales 
del distrito porque enfrentaba una demanda criminal y quería destruir 
las evidencias.38 Muchas de estas acusaciones reflejan la convicción de que 
era posible manipular a los indígenas como peones en un juego de aje-
drez político. Los ayuntamientos de Tantoyuca y Pánuco acusaron a De 
Lince, que fungía como teniente de Velázquez, de organizar a las comu-
nidades en contra de los propietarios de las fincas. Algo hay de cierto en 

37  Meade, La Huasteca veracruzana, 2, p. 51.
38  El jefe político de Tantoyuca al comandante militar de Huejutla, 9 de octubre de 

1848, AGN-GSC, c. 357, f. 136. El cargo es un tanto absurdo. “Las acusaciones [que] 
contra él formalizaron las municipalidades de esta cabecera y Pánuco, y [las] del 
Gral. Garay por los robos y otras arbitrariedades cometidas por aquel [Lince] mien-
tras funcionó de jefe de este Cantón y no le quedó otro recurso que el de sentar a los 
indios de S. Nicolás, rancherías de Tantima y Chontla, para que fueran a asesinar a 
las primeras autoridades de la cabecera de Ozuluama e incendiar los archivos que 
formaban los documentos que lo perjudicaban”.
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estas teorías, en el sentido de que muchos actores buscaban sacar prove-
cho de una situación bastante turbia. Juan Llorente no perdió tiempo en 
buscar ventajas políticas para su familia y seguidores al unirse a la 
revuelta. Antonio Escobar reveló que la verdadera meta de Llorente era 
desplazar a Ramón Núñez de su puesto de control de la política local de 
Ozuluama.39

Si bien las diferencias políticas al interior de los municipios motiva-
ron con claridad la rebelión, Llorente y sus partidarios intentaron aliarse 
a los rebeldes en San Nicolás. Publicó un programa en Amatlán el 30 de 
diciembre en el que declaró que toda la propiedad era tierra comunal y 
que los hacendados no tenían derecho de cobrar rentas. El propietario 
Llorente tenía un plan más radical que el de los inquilinos de San Nicolás. 
Mientras que los aparceros se concentraron en una revisión judicial de los 
títulos, Llorente planteó su plan en términos generales, para pedir un 
cambio en el régimen de propiedad. La mayor parte de las peticiones 
rebeldes procedentes de los indígenas mantuvo su obsesión en los títulos 
de tierras. Los aparceros argumentaron que si sus propios jueces contro-
lasen el proceso, recibirían justicia. Para los pobladores, el control de los 
puestos públicos era indispensable para obtener justicia y seguridad agra-
rias. Aunque reinterpretaron, en gran medida, los preceptos legales colo-
niales en favor de sus intereses, arraigaron con firmeza sus ideas en las 
tradiciones de propiedad heredadas del periodo colonial. En cambio, el 
documento de Llorente declaró, sin ambages, que los campesinos debían 
recibir la tierra en cuestión, sin tener en cuenta los títulos. Irónicamente, 
los pobladores planteaban sus demandas en términos de una reforma 
municipal, con lo que otorgaban más derechos a los barrios sujetos, y su 
“aliado” de la élite planteaba las suyas en términos de derechos agrarios 
indígenas. Cabe destacar que la proposición radical de Llorente fue una 
idea que los miembros de la élite local atribuía a los rebeldes agrarios en 

39  Escobar, “La conformación y las luchas...”, pp. 24-26; y “Las Huastecas para los huas-
tecos”, pp. 137-138.
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sus cartas a las autoridades estatales: representa una propuesta de lo que 
un miembro de la clase terrateniente consideraría como “popular.” 

El concepto de tenencia de la tierra de Llorente difería del que 
sostenían los aparceros rebeldes que comenzaron la rebelión, pero 
ambos compartían la convicción de reordenar la política local. Llo-
rente coincidía en el valor de incrementar la autonomía local, en espe-
cial porque tenía la esperanza de controlar las instituciones locales 
que pretendía fortalecer. Sus planes contemplaban municipios más 
fuertes y un sistema fiscal que diera a los ayuntamientos la función 
central de recaudar y gozar de estos ingresos. El plan del 7 de enero de 
1848, además de repetir la postura agraria de la primera proclama, 
abolía la mayor parte de los impuestos, al pedir la revocación de la 
alcabala, las tarifas eclesiásticas, el monopolio del tabaco, el “papel 
sellado” y la nueva “contribución directa”.40 Dichos planes incluyeron 
cláusulas cuyos objetivo eran atraer seguidores populares por medio 
de la abolición de impuestos y la promesa de tierras. Antonio Escobar 
observa que un punto clave en el plan daba al líder del pronuncia-
miento la autoridad de nombrar a todos los funcionarios locales. 
Escobar muestra de forma convincente que el verdadero interés de 
Llorente en la rebelión era aumentar su propia influencia en la región, 
y que su postura agraria era una cortina de humo.41 Es probable que 
el motivo de Llorente fuese controlar los puestos locales, pues no 
tardó en abandonar sus principios agrarios cuando defeccionó de la 
rebelión.

El vacío de poder, que creó la invasión estadounidense, provocó asi-
mismo el estallido de disputas locales por las jurisdicciones una vez más. 

40  Hay reproducciones de los dos planes escritos por Llorente y Herrera en Reina, Las 
rebeliones..., pp. 345, 352. Trens, Historia de Veracruz, vol. 4, p. 572, reproduce la 
reacción del comandante Díaz de Vivar ante las declaraciones comunistas de Llo-
rente, “pues que tanto Llorente cuanto la mayor parte de los oficiales de la guardia 
son de la clase ya dicha [la clase terrateniente]y muy sorprendentemente me ha sido 
ver cómo se han desprendido de sus propiedades haciéndoles comunes a todos.”

41  Escobar, “La conformación y las luchas...”, p. 25.
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Zacualtipán, con ayuda del persistente José Gregorio Morales, se rebeló 
de nuevo contra el perenne subprefecto, Félix Arenas, y solicitó que se le 
colocara ante la jurisdicción de Metztitlán. Sin embargo, de acuerdo con 
el subprefecto, el problema comenzó cuando un comerciante importó 
cuarenta y nueve cargas de mercancías de Tampico, bajo control estadou-
nidense, y el vigilante de la aduana trató de confiscarlas como contraban-
do.42 El 5 de febrero, el alcalde y representante legal del pueblo, en compa-
ñía de veinte hombres armados, abordaron a los agentes aduanales locales 
y exigieron la liberación de los bienes.43 Cristóbal Andrade, de Huejutla, 
también destacó la conducta traicionera de sus enemigos tradicionales, y 
añadió que los comerciantes de Zacualtipán financiaron la Guerra de 
Castas en otras partes de la Huasteca.44

Si bien la participación de Juan Llorente fue por completo oportu-
nista, tuvo el efecto de frustrar los esfuerzos gubernamentales de restau-
rar el orden. La rebelión, independientemente de sus supuestos aliados de 
la élite, comenzó a adquirir dimensiones amenazadoras. Conforme ésta 
se propagó a otras áreas, fue obvio que los diversos participantes se man-
tenían en comunicación entre sí, pero cada región contaba con su pro-
pio liderazgo independiente. Los prefectos reportaron desórdenes en 
los distritos de Chicontepec y Huejutla. Los informes judiciales indican 
que Llorente envió a Manuel Herrera y Antonio Velázquez como sus 
representantes a Chicontepec para organizar a la gente en favor de su 
plan en enero de 1848.45 En otros lugares de Chicontepec, los poblado-

42  bcem, 1847/338/164/1; AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 3. Entre el 26 de diciembre de 1847 y el 
6 de enero de 1848 hubo desórdenes que implicaban a José M. Vidal en Papantla.  
Se informó que los problemas comenzaron cuando el comandante militar local se 
apoderó de un cargamento de contrabando, AGN-G, c. 348, f. 370. El estado de Veracruz 
consideró necesario aprobar varias leyes para imponer la prohibición de comerciar 
con el enemigo, lo que permite suponer que el comercio no era poco común, Decreto 
20 del 22 de septiembre de 1847, en CLDEV, 3, pp. 70-71. El comandante militar del sur 
de Tamaulipas incluso acusó al gobernador del estado de traficar con el enemigo,  
24 de enero de 1848, Ciudad Victoria, F. V. Fernández, AGN-G, c. 234, exp. 3, ff. 1-4.

43  Subprefecto Arenas, Zacualtipán, 5 de febrero de 1848, AGN-G, Legajo, c. 225, exp. 20, f. 3.
44  Como prueba de sus acusaciones, Andrade transcribió una carta que Miguel Esca-

milla le escribió el 19 de mayo de 1848, AGN-GSS, c. 357, f. 166.
45  AJP, 1848, legajo 5, carta del juez Rafael Olivares, 15 de febrero de 1848.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   274 07/01/16   14:07



275

VI. LA GUERRA DE CASTAS EN LA HUASTECA. RAZA, NACIÓN...

res de Ixhuatlán, encabezados por Miguel Fernillos, se rebelaron y desar-
maron a la Guardia Nacional.46 En marzo de 1848, el prefecto de Hue-
jutla, Cristóbal Andrade, informó que los rebeldes, a las órdenes del 
“indio” Pedro Hernández, ocuparon Huautla tras vencer a un contin-
gente de la Guardia Nacional. Huautla se convirtió en un centro de acti-
vidad disidentes contra el prefecto, y amenazó la influencia que disfru-
taban los Andrade en Huejutla.

Con el ejemplo de Huautla, disidentes en Yahualica expresaron su 
descontento. En junio, varios ediles y un sargento de la Guardia Nacio-
nal se levantaron contra el subprefecto, Vicente Violante. Se informó que 
los rebeldes tenían conexiones con el liderazgo rebelde en las llanuras y 
que se declararon en favor de los rebeldes de Huautla.47 Los rebeldes de 
Yahualica establecieron un “ayuntamiento popular” en reemplazo del 
municipio local, pero Violante frustró sus planes, cuando regresó al pue-
blo con un destacamento de soldados estadounidenses, para restablecer 
el orden por la fuerza. A finales de marzo, Andrade derrotó a los insu-
rrectos y ocupó Huautla de manera provisional. Las fuerzas guberna-
mentales descubrieron que los rebeldes estaban bien armados, pues cap-
turaron dos piezas de artillería de los seguidores de Hernández.48

A medida que se extendía la rebelión y adquiría tintes cada vez más 
violentos, los participantes de la élite abandonaron la causa. En febrero, 
los Herrera solicitaron una amnistía a las autoridades. Juan Llorente tam-
bién pactó la paz con el gobierno, y permitió a Díaz de Vivar ocupar de 
nuevo Tantoyuca.49 No queda claro qué concesiones obtuvo Llorente, o si 

46  Gobernador de Puebla, Múgica y Osorio, al secretario de guerra, 15 de enero de 
1848, AGN-G, Legajo 225, exp. 22, f 2. Otros líderes de las revueltas de Chicontepec 
fueron Lucas Vite y Eduardo José de Herrera. Herrera fue uno de quienes firmaron 
el “plan de Amatlán” del 30 de diciembre de 1847.

47  Andrade, 9 de junio de 1848 al secretario de Relaciones Interiores y Exteriores, Hue-
jutla. AGN-GSS, c. 357, f. 158.

48  Andrade, 11 de marzo de 1848 al secretario de gobierno, AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 9.
49  El gobernador de Puebla, Múgica y Osorio, informa sobre una carta de Eduardo José 

de Herrera donde ponía sus fuerzas a la disposición del gobierno superior, 12 de 
febrero de 1848, Zacatlán AGN-GSS, c. 225(2), exp. 27, f. 5. Herrera recibió amnistía del 
gobierno el 12 de febrero de 1848. El teniente Díaz Ruiz se unió a los Herrera en la 
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decidió que el levantamiento campesino se le escapaba de las manos. La 
revuelta fue muy distinta de la revolución olarteña, en la cual el liderazgo 
de niveles inferiores abandonó al caudillo; en este caso, el aspirante a cau-
dillo de la revolución, Juan N. Llorente, dio la espalda a sus supuestos 
partidarios y más tarde contribuyó a reprimir la revuelta.

Pese a las defecciones, la rebelión invadió casi todos los poblados de 
la Huasteca. De acuerdo con Eduardo Fages, en el distrito de Tuxpan, 
sólo los cuarteles bien fortificados de los pueblos de Tuxpan y Temapa-
che resistieron la ocupación rebelde. Los sublevados apabullaron el pue-
blo de Tepetzintla y mataron al comandante de la Guardia Nacional 
local, Ignacio Ordóñez.50 En Huejutla, Cristóbal Andrade declaró que 
“sólo el casco de esta cabecera y la de Yahualica se conserva adicta al 
orden, pues aunque en algunos lugares del distrito no se manifestaron 
anhelos revolucionarios, existían y aún existen sus connatos que sólo 
esperan en mi concepto una ocasión favorable para estallar”.51 Durante 
los meses del verano, Pedro Hernández atacó Ozuluama en varias oca-
siones, mientras otros insurgentes cercaron Tampico. La furia continua 
de la revuelta indica que los campesinos alzados contaban con una 
organización muy independiente de Llorente o los contrabandistas de 
Zacualtipán.

Los amotinados practicaron una forma de guerra que, sin duda, 
experimentaron durante la guerra de Independencia. Solían evitar los 
enfrentamientos directos con las fuerzas gubernamentales, y preferían 

solicitud de amnistía, Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 579; Meade, La Huasteca vera-
cruzana, p. 66; El Noticioso, 9 de agosto de 1848, p. 1. El comandante de una expedi-
ción contra los rebeldes elogió la conducta de Llorente como teniente coronel en la 
campaña, y declaró que pagó a sus tropas de su propio bolsillo, El Siglo XIX, 28 de 
agosto de 1848, p. 2. Esta información contradice la opinión de Reina, quien sostiene 
que Llorente se convirtió en el principal enemigo de las fuerzas militares.

50  Múgica y Osorio transcribe una carta del prefecto de Tuxpan con fecha de 25 de 
julio de 1848, AGN-GSS, c. 341, exp. 7, f. 35. Tanto los soldados como los líderes de los 
rebeldes de Tepetzintla eran indígenas. Temapache permaneció leal al gobierno 
durante la rebelión, e incluso participó en el combate a las comunidades sublevadas, 
Fages, “Noticias estadísticas del departamento de Tuxpan”, p. 264.

51  Moisés González Navarro, “Las Guerras de Castas”, p. 79; Fages, “Noticias estadísti-
cas del departamento de Tuxpan”, p. 264; AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 53.
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atacar al Estado donde fuese más débil. De acuerdo con Anastasio Llo-
rente (quien no se unió a la revuelta de su pariente): “Su sistema es dis-
persarse a la menor resistencia para volver a reunir[se] en otro punto, lo 
que hace muy penosa y difícil la campaña”.52 Anastasio Llorente atri-
buyó a los limitados recursos de la administración local el fracaso de las 
campañas militares. Como no podía dejar siquiera una guarnición 
pequeña en los pueblos que ocupaba –se quejaba Llorente–, las comuni-
dades que se habían rebelado una vez “no harán más que pronunciarse, 
despronunciarse, y volverse a pronunciar, persuadidos de la poca efica-
cia de los medios que hay para combatirlos”.53 Las bandas de insubordi-
nados ocuparon de forma intermitente los pueblos de Huazalingo, Chi-
contepec, Ixhuatlán y Tantima, sólo para retirarse en cuanto llegaban 
las tropas del gobierno para atacarlos. Los insurrectos aparecieron de 
nuevo en Huautla, una vez que Andrade sacó sus fuerzas para enviar a 
otros lugares que reclamaban protección. Los sublevados de San Nico-
lás vencieron a Anastasio Llorente tan sólo por la abrumadora mayoría 
de efectivos. En un suceso que recuerda la rebelión de Papantla de 1836 
a 1838, los rebeldes permitieron que Llorente recuperara Tantima, pero 
después cercaron a las tropas y obligaron a Llorente a rendirse en abril 
de 1848, dejando una cantidad considerable de armas en poder de los 
insurrectos.54

La insurrección adquirió tintes vengativos. Hilario Galván, líder 
de Amatlán que ostentaba el título de “ciudadano General en Jefe de la 
Reunión Libertadora”, quemó el pueblo de Tantima el 19 de mayo, des-
pués de vencer a una guarnición de tropas leales. Galván también 

52  Llorente, 18 de abril de 1848, Temapache, AGN-GSS, c. 357, ff. 118, 120.
53  Ibid., f. 118.
54  Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 580-581. Véase la carta de Arista, ministro de 

Guerra, al gobernador del Estado de México donde transcribe una carta del coman-
dante de Huejutla, coronel Manuel Montero, donde describe el impacto de la rendi-
ción de Llorente por la cantidad de armas que capturaron, 2 de julio de 1849, México, 
AHEM, 91.6/183/8/41v. Para el reporte sobre los rebeldes en Huautla, véase carta de 
Andrade al ministro de Relaciones Interiores y Exteriores, 12 de junio de 1848, Hue-
jutla, AGN-G, c. 357, f. 147.
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ahorcó al desagradable párroco Sáenz de la Mora, supuestamente para 
forzarlo a revelar dónde había enterrado tres cajas fuertes llenas de 
dinero.55 Con éxito sitiaron Tantoyuca y una vez ocupado el pueblo, 
Galván o sus correligionarios mataron a un juez de paz y capturaron a 
un funcionario fiscal, Mariano Zavala, y amenazaron con ahorcarlo. 
Los rebeldes incendiaron haciendas, y las tropas federales tomaron 
represalias. El capitán Manuel Casados, dueño de la hacienda San 
Gerónimo, prendió fuego a las casas de sus aparceros como venganza 
por haber destruido las construcciones en su propiedad. Más tarde, 
Eduardo Fages registró la destrucción de las fincas: “no dejó piedra 
sobre piedra” en el edificio de la hacienda de San Sebastián.56 El coronel 
Juan Manuel Maldonado escribió: “la guerra de exterminio… en el 
periodo de diez meses ha destruido hermosos pueblos, muchas hacien-
das y ranchos, causando la emigración”.57 Los insurrectos quemaron las 
fincas de Chila y Nopal en mayo, y mataron al administrador de la 
hacienda Tanquián. 

Los sublevados –escribió Andrade en una petición de tropas federales- 

que sin intermisión han tenido grandes reuniones, ceminando [sic ¿dise-

minando?] con ellas el luto y la desolación, puede asegurarse que conver-

tirán en cenizas toda la Huasteca, si no se [les] ocurre [venir] prontamente 

con una fuerza armada que los reprima.58

La violencia de la revuelta tenía un propósito. La percepción de que los 
funcionarios locales prosperaban gracias a la explotación de los pueblos 

55  Andrade, 19 de mayo de 1848, AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 58.
56  Fages, “Noticias estadísticas del departamento de Tuxpan”, p. 264. Esta hacienda se 

ubicaba en el municipio de Tamiahua. Fages, escribiendo en 1854, comentaba que 
los pleitos entre arrendatarios indígenas y hacendados seguían en pie.

57  Carta de Juan Manuel Maldonado al comandante militar de Tampico Antonio 
Tenorio anunciando la rendición de los rebeldes de Tantima y San Nicolás, julio 28 
de 1848 reproducido en el periódico El Noticioso, 9 de agosto de 1848, p. 2.

58  Proclamación de Hilario Galván del 5 de junio de 1848 en el cuartel general de San 
Antonio. AGN-GSS, c. 357, f. 161; y AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 28v.
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y rancherías inspiró las acciones rebeldes. El ciudadano Galván escribió 
con orgullo a sus partidarios que había 

. . .  logrado destruir [. . .] las posesiones rústicas y urbanas del más cruel y 

sangriento enemigo que tenía por el rumbo de Tamiahua, cuyos tesoros 

obtuvo justamente de vuestro sudor en una serie de años en que pudo 

lograrse por sí y ante sí la administración de justicia y demás cargos 

públicos.59

Años antes, Velázquez también señaló a Franco como poderoso terrate-
niente-funcionario a quien había que destituir. “Juro –escribió a sus 
clientes en Tancoco– que el señor [Ignacio] Franco, con todo su poder, 
no continuará en lo venidero disponiendo a su antojo de la suerte de los 
pueblos y [de] sus vecinos”. 60

Las tropas gubernamentales efectuaron una “guerra de extermi-
nio” contra ciertas localidades al final de la rebelión. Los pobladores 
de San Nicolás se rindieron ante el comandante de las fuerzas del gobierno, 
y se quejaron de que una partida de tropas a las órdenes del capitán  
Lamadrid, “les había cerrado las puertas a la reconciliación, haciéndo-
les una guerra sin cuartel, aprisionando y llevándose a sus familias; 
quemándoles las pequeñas chozas que habían construido en el monte 
para escapar de la muerte”.61 Tanto los pobladores como otros funcio-
narios gubernamentales acusaron a Lamadrid de usar fuerza excesiva. 

59  AGN-GSS, c. 357, f. 127. Hilario Galván, 5 de junio de 1848. Galván tal vez se refiere al 
alcalde de Tamiahua, quien también era uno de los terratenientes implicados en una 
querella de rentas con sus aparceros.

60  Velázquez a los “señores indígenas principales de Tancoco,” 2 de octubre de 1848, 
AGN-GSS, c. 342, exp. 7, f. 87v. Ignacio Franco poseía una considerable cantidad de 
tierras. Además de las propiedades en la región de Tamiahua involucradas en la 
disputa, también poseía la Hacienda del Capadero, en Chiconamel (después, en 
1869, se convirtió en municipio independiente). AJH, libro de 1852, ff. 5-9, registra  
la venta de las tierras por diecisiete mil pesos a un grupo de veintitrés residentes. La 
finca después se dividió de nuevo en parcelas más pequeñas durante los siguientes 
años; véase AJH, libro de 1869, ff. 75, 78-79.

61  Carta de Maldonado a Tenorio, comandante general del estado de Tamaulipas, con 
fecha de 28 de julio de 1848, y reproducida en El Noticioso, el 9 de agosto de 1848, p. 2.
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Algunos oficiales añadieron que el capitán se benefició de esta cam-
paña contra los sublevados al saquear los pueblos y fincas que ocupa-
ba.62 Otros más llegaron incluso a acusarlo de prolongar de forma 
deliberada la rebelión y tratar de llegar a un acuerdo con los alzados 
para aumentar su propio poder en la región.63 En un centro de activi-
dad rebelde, Rancho Abajo, los residentes acusaron al capitán José 
Manuel Casados de que “[las fuerzas a su mando] atemorizaron a los 
indígenas indefensos tiroteándolos y quemando sus casas, robándo-
los, llevando[se] sus caballos y maltratándolos cuando se presentaban 
a indulto”.64 El mismo Casados, dueño de una finca destruida, tomó 
violentas represalias como método para que sus aparceros mostraran 
obediencia de nuevo.

Poco a poco, el gobierno federal asignó más recursos para sofocar la 
revuelta después de que Estados Unidos firmara un tratado de paz con 
México (2 de febrero) y retirara a sus tropas de territorio mexicano en 
junio y julio de 1848. Al mismo tiempo, las autoridades comenzaron a 
tener más éxito contra los sublevados huastecos. Las tropas gubernamen-
tales derrotaron a Pedro Hernández y lo tomaron prisionero en Santa 
Catarina Chontla el 21 de junio. También a finales de junio, un grupo  
de insurrectos se volvió contra Galván y lo mató en Tampico Alto.65

La rebelión colapsó en el aspecto militar, cuando el ejército nacio-
nal venció a la principal fuerza rebelde en un ataque sorpresivo en las 
cercanías de Tamiahua. Las tropas del ejército nacional capturaron a 

62  Benito Quijano al ministro de Guerra, 17 de octubre de 1848, AGN-GSS, c. 357, f. 134. El 
capitán Lamadrid y Francisco de Paulo Lince fueron acusados de apoderarse de bienes 
sin importar si el propietario era rebelde o había permanecido fiel al gobierno. El coro-
nel Maldonado confirmó en gran medida estas opiniones; véase más adelante.

63  Ibid., f. 134. “Invitaba a los indios a un advenimiento, les aconsejaba que pidieran a 
Lince de prefecto, y a él mismo de comandante para que unidos todos acabaran con 
los propietarios y con las autoridades legítimas”. Afirmó estar en posesión de una 
carta de Lamadrid a uno de los rebeldes, Gregorio del Ángel. También sugirió que 
Lamadrid provocaba problemas a instancias del general Mariano Paredes, el políti-
co-militar nacional conservador.

64  Juan Manuel Maldonado, 21 de julio de 1848, AGN-GSS, c. 357, f. 102.
65  Subprefecto de Chicontepec, 21 de julio de 1848, AGN-GSS, c. 357, f. 110.
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importantes líderes rebeldes y mucho armamento. Una campaña de 
seguimiento ofreció una amnistía generosa a los sublevados, lo que per-
mitió al régimen restablecer el control sobre la Huasteca. El coronel Mal-
donado en especial defendió una política humanitaria hacia los insurrec-
tos vencidos.66 El 14 de julio instó a sus superiores:

. . .  si no se adoptan providencias suaves apoyadas en alguna fuerza, para 

que los indios vuelvan a sus casas y trabajos sin el temor de estar cogidos, 

ahorcados, azotados o robados, como ha sucedido, la confianza no podrá 

restablecerse: que no ha habido por este rumbo de algún tiempo a esta 

parte, más administración de justicia que la que se hace por su mano y a 

su placer.. . 67

Las ideas de Maldonado sobre la pacificación eran sensatas en el con-
texto de un ejército debilitado, incapaz de eliminar a los insurgentes 
por la fuerza. Recordó los flacos resultados de la política del capitán 
Lamadrid de arrasar con todo lo que pudiera serle útil al enemigo, y 
solicitó una estrategia más indulgente.68 El 26 de julio, tras numerosas 
disputas por la jurisdicción, los estados de México, Puebla y Veracruz 
convinieron en enviar una comisión con órdenes de “conseguir el tér-
mino de la sublevación de la raza indígena de la Huasteca, por medio 
de negociaciones hábilmente manejadas por un comisionado […] sin 

66  Los miembros del gobierno no compartían de manera universal la opinión de Mal-
donado. Por ejemplo, cuando se dio al general Perfecto de Cos la comisión de nego-
ciar con los rebeldes en enero de 1848, el gobernador de Puebla al principio se opuso. 
Declaró que De Cos “viene con intención de hacer concesiones a los sublevados […] 
aunque semejante conducta espera […] el pernicioso ejemplo”. Gobernador de Puebla 
al ministro de Guerra, 15 de enero de 1848, AGN-G, c. 225(2), exp. 22, f. 1.

67  Carta de Maldonado a Tenorio, comandante general del estado de Tamaulipas,  14 
de julio de 1848, Tamiahua, reproducido en “Estado de Tamaulipas,” p. 2. La misma 
carta también nota la contribución del coronel Juan Llorente en las operaciones con-
tra los rebeldes. Véase también la correspondencia entre Maldonado y sus oficiales, 
reproducida en El Noticioso, 9 de agosto de 1848, pp. 2-3.

68  Véase Maldonado al prefecto de Tampico de Veracruz, 24 de julio de 1848, Tantima, 
AGN-G, c. 357, f. 129v, donde Maldonado compara su estrategia de pacificación con la 
de Lamadrid.
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intervención de la fuerza”.69 José María Verdiguel, representante del 
congreso del Estado de México, fungió como comisionado de paz con 
órdenes de investigar las quejas contra Cristóbal Andrade y de que 
“procurara […] que los pueblos queden con su fondo legal, y demás tie-
rras comunes con arreglo a las leyes”.70 Aunque las órdenes de Verdi-
guel insistieron en que los líderes de la revuelta quedaran fuera del 
alcance de toda amnistía otorgada a los sublevados, al final los gober-
nadores estatales concedieron el perdón a todos los líderes sobrevivien-
tes de la rebelión.71 Las órdenes reflejaban las ideas de la legislatura 
estatal. El informe de un congreso estatal instaba a la administración a 
moderar sus acciones porque “si hay guerra se ha de hacer a fuego y 
sangre, sin pensar que los que se titulan nuestros enemigos son nues-
tros hermanos, pronto desaparecerá cuatro quintos de la escasa pobla-
ción mexicana”.72

Durante julio y agosto, la mayoría de las fuerzas rebeldes se des-
bandó y aceptó las amnistías que ofrecieron Verdiguel y Maldonado. Si 
bien la represión que desataron hombres como el capitán Lamadrid 
hizo daño a la causa rebelde, no desapareció su organización política. 
Los funcionarios locales informaron que los rebeldes seguían cele-
brando reuniones en las comunidades sujetas del distrito de Tuxpan, y 
el jefe político en Tampico descubrió que los disidentes aún se reunían 
y mantenían sus casos agrarios. Andrade se alarmó con la noticia de 
que unos sublevados amnistiados en el área de Tantoyuca casi lograron 
emboscar un cargamento de rifles en tránsito de Tuxpan a Huejutla en 

69  Gobernador Soto, 26 de julio de 1848, Xalapa, AGN-GSS, c. 357, f. 60.
70  Gobernador Mariano Arizcorreta a Verdiguel, 15 de julio de 1848, Toluca, AGN-GSS, 

c. 357, f. 59. Como sólo contamos con las órdenes escritas por el gobernador del 
Estado de México a Verdiguel, se refieren únicamente a los acontecimientos en el 
distrito de Huejutla.

71  “Lista de causas pendientes [...] en el juzgado de Tuxpan”, 16 de agosto de 1848, ajp, 
1848; y “Lista de causas pendientes [...] en el juzgado de Tuxpan”, 14 de agosto de 
1849, AJP, 1849, legajo 3.

72  “Proposiciones del Señor Jiménez sobre tomar medidas en el distrito de Huejutla 
para pacificarlo”, BCEM, 1848/144/1.
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junio de 1849.73 El ministro de Guerra, general Arista, se preocupó por-
que, aunque los insurrectos capturaron casi 600 rifles, así como artille-
ría ligera y muchas cajas de parque, el ejército sólo recuperó 150 rifles 
tras la rendición.74 Asimismo estaba presente la inquietud de que Llo-
rente, “un revoltoso por herencia”, hubiese acumulado una considerable 
cantidad de armas.75 Los continuos trastornos en los cercanos Sierra 
Gorda y Tancanhuitz en 1849 provocaron que Andrade temiese que el 
resto de la Huasteca se rebelase otra vez y persistieron los actos esporá-
dicos de venganza, como el asesinato de un miembro de la Guardia 
Nacional de Tantima, en 1849.

Pese a la violencia y la destrucción, las rebeliones terminaron 
cuando los estados concedieron amnistías generales a los participan-
tes en las revueltas.76 El presidente Herrera decidió que los participan-
tes en la rebelión “han sido seducidos y arrastrados a la revolución por 
la maldad de algunos inquietos”.77 Si bien al principio el Estado y los 
funcionarios oficiales intentaron distinguir entre los líderes de la 
revuelta y los “indios errados”, en la práctica los estados otorgaron 
amnistía a todos los participantes en los desórdenes. La rebelión no 
terminó con las trayectorias políticas de personas como Llorente, ni 
siquiera con la de los líderes de las clases bajas, como Hernández. Sin 

73  Andrade al secretario del Gobierno del Estado de México, 25 de junio de 1849 y 
Benito Quijano reproduciendo una carta del Comandante de Huejutla con fecha de 
25 de junio de 1849, AHEM, 91.6/183/8/29v, 34. Andrade supuso que el ataque fallido 
era una indicación de que los rebeldes estaban en comunicación con los disidentes 
de Sierra Gorda.

74  De un informe del ministro de Guerra Arista, 2 de julio de 1849, AHEM, 91.6/183/8/41v. 
Cuando 270 indígenas aceptaron la amnistía en Tepetzintla, sólo regresaron cinco 
armas, Mújica y Osorio transcribe un informe del prefecto de Tuxpan desde Tepetzintla 
con fecha de 25 de julio de 1848, AGN-GSS, c. 341, exp. 7, f. 35.

75  Cuando Llorente encabezó después, en 1853, un pronunciamiento en favor de la 
obtención de la calidad de entidad federativa para la Huasteca, los oficiales supusie-
ron que disponía de doscientos fusiles y cuarenta cajones de parque que tenía escon-
didos en sus ranchos desde la rebelión de 1848, Nicolás de García, Tantoyuca, 
noviembre de 1853, AGN-GSS, c. 426, exp. 7, ff. 6-7.

76  Véase la “amnistía general y absoluta” otorgada por el Estado de México, 19 de 
febrero de 1849, AGN-GSS, c. 360, exp. 4, f. 1.

77  Carta del ministro de Guerra Arista, 1 de julio de 1848, AGN-GSS, c. 341, exp. 7, f. 43.
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embargo, continuaron los abusos contra los insurrectos después del 
fin de la revuelta. Los líderes rebeldes publicaron una petición en los 
periódicos de Tampico para denunciar los abusos de la autoridad y 
que muchos campesinos aún vivían en “el monte” para evitar las re-
presalias.78

No deben medirse los resultados de la rebelión tan sólo en términos 
militares. La “revolución de San Nicolás” golpeó a la clase terrateniente 
local. Las élites locales se comportaron de manera cada vez más cauta en 
sus tratos con aparceros y pueblos vecinos. Tras la revuelta, los habitantes 
de Amatlán de nuevo se negaron a pagar renta por las tierras que estuvie-
ron en disputa al principio en 1846; pero ahora los tribunales fallaron en 
su favor.79 En las instrucciones a los comisionados de paz, por ejemplo, el 
gobernador del Estado de México ordenó al prefecto de Huejutla, con la 
supervisión del comisionado, procurar que los pueblos quedaran con sus 
fondos legales y tierras comunes, mientras Juan Soto, gobernador de 
Veracruz, por su parte, ofreció respaldar al comisionado.80 En 1849, el 
estado de Veracruz comisionó a Antonio Alafita a idear un “arreglo defi-
nitivo entre los indígenas y los propietarios”, aunque queda claro que 
buscaba sostener el orden social establecido.81 Después de la revuelta, el 
municipio de Tuxpan, aprovechando los reducidos precios de los predios, 
extendió sus posesiones de tierras a expensas de las fincas, y compró dos 

78  Véase petición “Impreso Suelto, Tampico, Enero 1º de 1850. Representación que los 
vecinos de varios pueblos del Estado de Veracruz dirigen al Exmo. Sr. Presidente”, 
AGN-GSS, c. 383, exp. 13, f. 3. La representación recibió respuestas prometiendo solu-
cionar los problemas de los indígenas huastecos, AGN-GSS, c. 349, exp. 13, ff. 4. Sin 
embargo, el jefe político de Tampico de Veracruz respondió con un informe que 
todos los disgustos tenían origen en los manejos de Luciano Velásquez; Gobierno de 
Veracruz transcribe informe del jefe político de Tampico al ministro de Justicia y 
Negocios Eclesiásticos, 16 de abril de 1850, f. 15

79  González Navarro, “Las Guerras de Castas”, p. 78.
80  Instrucciones que se dan al Sr. Diputado D. José Ma. Verdigual y Fernández, comi-

sionado de paz, Toluca, 15 de julio de 1848, AGN-GSS, c. 357, f. 59, Soto, 26 de julio de 
1848, Xalapa, f. 60.

81  Comentarios del gobernador de Veracruz en respuesta al informe del jefe político de 
Tampico, 16 de abril de 1850, AGN-GSS, c. 383, exp. 13, f. 15v. Alafita se declaró seguro 
de lograr un acuerdo, siempre y cuando se excluyera a Luciano Velásquez de inter-
venir en el asunto por su “maléfica influencia”.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   284 07/01/16   14:07



285

VI. LA GUERRA DE CASTAS EN LA HUASTECA. RAZA, NACIÓN...

haciendas a los herederos de Guadalupe Victoria.82 Como mostré en el 
capítulo IV, el desorden proporcionó el contexto social que permitió a los 
pueblos crecer a expensas de las haciendas privadas circundantes. Tam-
bién en términos políticos, el desorden que provocó la rebelión bien pudo 
beneficiar a los pobladores de las comunidades sujetas. Los estados reem-
plazaron a los prefectos o jefes políticos de los distritos de Tuxpan y Ozu-
luama para mejorar las relaciones entre los pueblos y los estados.

POLÍTICA DE UNA GUERRA DE CASTAS. MUNICIPIOS, RAZA  
Y NACIÓN

Los problemas agrarios no existen en aislamiento, y si a Llorente se le 
ocurrió aprovechar la rebelión armada para remodelar la administra-
ción local en su favor, no debe sorprender que los pobladores tuviesen 
objetivos semejantes. Los sublevados reemplazaron de manera cons-
tante a los miembros de los ayuntamientos con miembros de su elec-
ción.83 La actividad rebelde provenía en gran medida de los barrios y 
rancherías dependientes del distrito, y dirigían su ira contra pueblos 
cabeceras específicos, por ejemplo, al incendiar Tantima y Ozuluama 
mientras el ejército tomaba represalias contra comunidades sujetas 
como San Nicolás, Rancho Abajo y Tlacolula.84 Al reconocer el papel de 
las comunidades sujetas en la rebelión, los comandantes del ejército 
ubicaron sus cuarteles en las rancherías de Rancho Abajo, San Lorenzo 
y San Gerónimo. Fue más visible la división entre pueblos cabeceras y 
poblados del interior, cuando Andrade propuso recompensar a quienes 
permanecieron leales durante los tiempos de crisis mediante una sus-

82  Fages, “Noticias estadísticas del departamento de Tuxpan”, p. 242. Véase asimismo 
ACAM, exp. 619, parte 2.

83  De acuerdo con Cristóbal Andrade, los rebeldes efectuaron “la destitución de las 
autoridades legitimas de cada pueblo sublevado”, Andrade al ministro de Relaciones 
Interiores y Exteriores, 11 de febrero de 1848, Huejutla, AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 1v.

84  Para el caso de Tlacolula, AGN-GSS, c. 357, f. 170; para Rancho Abajo, f. 156; San 
Lorenzo y San Nicolás, véase las cartas de los líderes rebeldes, ff. 126-130. Los rebel-
des se refirieron a la cabecera de Tantima como “pueblo enemigo”, f. 127.
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pensión temporal de los cargos fiscales. El edil de Huejutla pidió un 
alivio fiscal para su localidad, pero sólo la cabecera. “No se extiende a 
pedir la gracia [del gobierno,…] a todos los habitantes de la municipali-
dad, porque aunque todos hayan cooperado al restablecimiento del 
orden y al defender el […] territorio, ninguno lo ha hecho en las épocas 
más calamitosas […] como los vecinos de la cabecera”.85 

El liderazgo que dirigía tanto las demandas legales agrarias de los 
aparceros contra las fincas como la rebelión en sí, provenía de los círcu-
los más bajos del gobierno municipal. Hacia el término de la rebelión, 
las tropas capturaron correspondencia de los insurrectos que indicaba 
que los subregidores y los jueces de paz coordinaban las actividades de 
los sublevados. Aprovechaban sus puestos para solicitar a los pueblos 
sujetos que recaudaran dinero para las demandas legales de Velázquez 
y después para reunir tropas que asolaran a los pueblos.86 El coronel 
Juan Manuel Maldonado declaró que “los cabecillas de primera orden 
Gregorio Salinas y Ricardo Cruz[,] además de todos los alcaldes de las 
rancherías[,] fueron los tiranos que[, por] degrado o por la fuerza[,] 
empeñaron a sus subordinados a tomar las armas”.87 El coronel Maldo-
nado reemplazó a los funcionarios municipales locales en las comuni-
dades de Pastoría, Naranjal, Puerta Vieja, San Gerónimo, Carbajal, La 
Pitalla, Rancho Abajo y San Lorenzo y estableció pequeñas guarnicio-
nes de tropas en estos lugares, en un intento por restaurar el orden. 

85  Antonio Lubian y José S. Lara (secretario), 15 de diciembre de 1848, BCEM, 1849/c. 
405 exp. 181, f. 6. Andrade también observó que “el vecindario de esta cabecera” 
padeció lo peor de las operaciones contra Estados Unidos y la “insurrección de indí-
genas”, Informe del prefecto de Huejutla Andrade sobre la solicitud del ayunta-
miento, 15 de diciembre de 1848, f. 1.

86  La Jefatura política de Tampico de Veracruz remitió copias a sus superiores de 
quince cartas que cayeron en sus manos. Fueron enviadas entre Juan Antonio Fran-
cisco, Juez de paz de San Nicolás y los tenientes de los sujetos de Rancho Abajo, 
Pastoría y colaboradores en Tamiahua en los meses de mayo y junio de 1848, AGN-

GSS, c. 357, ff. 126-128. Véase también el informe de Ramón Núñez de que el juez de 
paz de Ixcatepec y Pedro del Ángel estaban en comunicación con Luciano Velázquez 
en 1846, AGN-G, c. 342, exp. 7, f. 70.

87  Maldonado al jefe político de Tampico de Veracruz, 24 de julio de 1848, Tantima, 
AGN-GSS, c. 357, f. 129v.
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Antes de la rebelión, el jefe político de Tampico de Veracruz atribuyó los 
crecientes desórdenes en la región a un exceso de democracia munici-
pal. En la elección de 1846, los indígenas obtuvieron el control de los 
puestos de regidores y síndicos, quienes invirtieron sus energías en el 
apoyo de las demandas legales de Velázquez. En otras palabras, Maldo-
nado creía que el regreso del federalismo había abierto el camino a indi-
viduos irresponsables hacia puestos de autoridad.

Estos funcionarios de localidades pequeñas fueron los coroneles 
de la política del siglo XIX. Fungieron como líderes de los pueblos para 
los movimientos políticos nacionales, pero los sucesos de 1836 a 1838 y 
de 1845 a 1850 demostraron que no sólo fueron carne de cañón para los 
políticos maquiavélicos. Pedro Hernández, señalado como el “principal 
motor de la insurrección de Huautla”, ejemplificó las habilidades políti-
cas de estos políticos de los barrios.88 Ocupó el puesto de tesorero del 
municipio de Huautla, y más tarde participó en el movimiento de 1853 
en favor de la formación de un nuevo estado de la Huasteca.89 Según 
Andrade, Hernández también aspiraba a la prefectura y contaba con el 
respaldo de los disidentes en Zacualtipán que buscaban sustraerse de la 
autoridad de Huejutla. En uno de los sucesos más extraños de la rebe-
lión, Hernández fue a la Ciudad de México en mayo de 1848 y reclutó a 
varios seguidores para invadir la Huasteca. Supuestamente, Hernández 
contaba con el respaldo de los comerciantes de Zacualtipán, en particu-
lar de Saturnino Ruiz, para reclutar soldados para su causa en la Ciudad 
de México.90 Néstor Aguirre, ranchero y líder rebelde activo en Hue-

88  Andrade al ministro de Relaciones Interiores y Exteriores, 29 de mayo de 1848, Hue-
jutla, AGN-GSS, c. 357, f. 164.

89  En “Noticias Nacionales, Asesinatos en Chicontepec”, ElSiglo XIX, México, 25 de 
julio de 1869, p. 3, se menciona el papel de Hernández en el movimiento liderado por 
Manuel F. Soto a favor de la creación de un estado. El Siglo XIX informó sobre  
el asesinato de Hernández en Ixtle, un rancho localizado en Huejutla, en lo que el 
diario creía fue un acto de venganza que organizaron los conservadores (y eximpe-
rialistas) de Chicontepec.

90  Miguel Escamilla a Andrade, 19 de mayo de 1848, México, AGN-GSS, c. 357, f. 166. De 
acuerdo con una carta de un residente de la Ciudad de México, Hernández prometía 
a sus reclutas que los rebeldes les pagarían con cincuenta mil pesos que tenía el 
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jutla y Chontla, Veracruz, llegó a ser más tarde un importante líder gue-
rrillero liberal contra los franceses, en la década de 1860.

Los jueces de paz, tenientes de justicia y regidores de barrios 
(subregidores) que aparecen como organizadores, a menudo eran indí-
genas, como Pedro Hernández, teniente de justicia Ricardo de la Cruz y 
Juez de paz Juan Antonio Francisco. En algunos casos, los líderes rebel-
des representaron la punta visible de la república de indios colonial que 
continuaba en operaciones al interior de los municipios republicanos.91 
Por ejemplo, los representantes de los rebeldes de Tamazunchale que 
negociaron con el gobierno en 1846 ostentaron títulos de la república 
colonial.92 

Como analicé en el capítulo 4, durante el periodo republicano cre-
ció la dicotomía entre municipios en las cabeceras y las autoridades 
indígenas en los pueblos sujetos. Estos funcionarios de las localidades 
pequeñas organizaron una rebelión regional desde abajo. La organiza-
ción trascendió el ámbito local de los pueblos para constituir un movi-
miento de múltiples poblados en una vasta área. Aunque sus esfuerzos 
no estaban del todo coordinados, estos líderes alcanzaron más unidad 
que, por ejemplo, las élites locales, las cuales una y otra vez fracasaron 
en sus intentos de conformar un movimiento regional en favor de obte-
ner la calidad de entidad federativa para su región de la Huasteca. Los 

párroco de Molango. Aunque Escamilla declaró que Hernández tenía la meta de 
reclutar a doscientos hombres en México, una carta posterior especificó que ochenta 
“bandidos y asesinos” llegaron a Huautla, Andrade al ministro de Relaciones Inte-
riores y Exteriores, 5 de junio de 1848, Huejutla, AGN-GSS, c. 357, f. 147.

91  Por ejemplo, Velázquez dirigía sus comunicados a los “indios principales” de Tan-
coco, 2 de octubre de 1848, México, AGN-GSS, c. 342, exp. 7, ff. 87-87v.

92  Acta de acuerdo, paraje de Saquitipan, Tamazunchale, 8 de septiembre de 1846, 
AGN-G, c. 324, exp. 1, ff. 15-15v, menciona la presencia de funcionarios indígenas 
durante las negociaciones y describe el papel del gobernador del común de indíge-
nas, Tomás Alejandro, en contratar a Luciano Velásquez para buscar los títulos del 
pueblo. En el caso de Tamazunchale los indígenas declararon que “con la ocasión 
del pronunciamiento de la Ciudadela se amotinaron para quitar a las autoridades 
creyendo que éstas se han opuesto a que ellos soliciten las tierras de varias hacien-
das inmediatas que dicen les pertenecen…”. La antigua común se aprovechó de la 
política muy moderna de pronunciamientos para hacer su propio cambio de admi-
nistración local.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   288 07/01/16   14:07



289

VI. LA GUERRA DE CASTAS EN LA HUASTECA. RAZA, NACIÓN...

sublevados exhibieron una capacidad de organización que nunca logra-
ron los anteriores actores coloniales; forjaron lazos sociales más allá de 
los pueblos.

Los rebeldes de las clases bajas en esencia pugnaron por una 
visión federalista radical del Estado para favorecer sus intereses eco-
nómicos. Mientras que Llorente les presentaba una visión comunista, 
estos insurrectos tenían miras más prácticas: buscaron aprovechar 
las elecciones, las movilizaciones de masas para ganar el control de 
los tribunales y prefecturas con el objetivo general de un Estado que 
les conviniera. Los actores políticos, tanto de la élite como populares, 
pretendieron moldear las instituciones políticas para favorecer su 
control territorial, y todos estuvieron más que dispuestos a establecer 
alianzas por conveniencia para alcanzar sus metas. Los actores terra-
tenientes, como Juan Llorente, así como los indígenas Hilario Galván 
o Pedro Hernández, participaban en una lucha por el control de las 
instituciones locales que regían sus intereses inmediatos. La mayoría 
indígena quería que los impuestos y la justicia, aspectos centrales en 
su cotidianidad, quedaran en sus manos. Su gente se encargaría de la 
recaudación fiscal, y los gobiernos estatales y federales crecerían con 
el consentimiento de los pueblos. Como Olarte, buscaron un gobierno 
que fuese de los pueblos. Los historiadores reconocen la gran impor-
tancia de este proyecto para el éxito liberal de mediados del siglo XIX, 
cuando los liberales de Puebla propusieron elevar los municipios a un 
“cuarto poder” del gobierno, igual al Legislativo, el Ejecutivo y el 
Judicial.93

¿Tenían una visión nacional estos políticos orientados a los pue-
blos? Un complejo antecedente político explicó el éxito de los rebeldes 
al extender su movimiento más allá de sus propias fronteras de los 

93  Thomson y LaFrance analizan los orígenes de la idea del cuarto poder en Patriotism, 
Politics, and Popular Liberalism..., cap. 13. Florencia Mallon convierte esto en el 
núcleo de su argumento en Peasant end Nation..., Véase también Hernández Chávez, 
La tradición republicana..., pp. 33-38, 62.
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pueblos inmediatos implicados en querellas legales con las fincas. La 
invasión estadounidense dio al campesinado la oportunidad de rebe-
larse y exacerbó los “abusos” oficiales que motivaron a los sublevados. 
Para empezar, los costos de la guerra aumentaron la carga fiscal del 
campo. Entre sus otras demandas, los sublevados pidieron una reforma 
de los impuestos aplicados para financiar la guerra.94 En una misiva 
anónima de Zacualtipán se leía que los abusos fiscales cometidos por 
las autoridades locales durante la guerra, “confiados de que las supre-
mas y superiores atenciones están envueltas en la guerra del orgulloso 
americano”, provocaron el descontento en toda la Huasteca. El remi-
tente observó, en particular, el efecto negativo de los préstamos forzo-
sos y las demandas de trabajo sin paga para construir instalaciones 
militares.95 La misma carta reclamaba los abusos cometidos por la 
aduana y por los esfuerzos del gobierno de limitar el comercio con las 
zonas ocupadas por las fuerzas norteamericanas, un punto de discor-
dia entre comerciantes y autoridades en aquel pueblo. Los impuestos 
fueron una causa de la rebelión tanto como las disputas agrarias y 
hasta Anastasio Llorente, que no simpatizaba con los sublevados, pidió 
un alivio fiscal: porque no habiéndose cobrado con prudencia la capi-
tación, que era uno de los pretextos que alegaban los sublevados [,] 
ahora alargaban el mismo según estoy informado, con respecto a la 
contribución civil, en la que creen ver la capitación con otro nombre.96 
Para colmo, los funcionarios que recaudaban los impuestos malversa-

94  Véase el programa que publicaron los rebeldes en Ozuluama el 31 de diciembre, 
“Que se les reforme la cuota por contribución de la Guardia Nacional”, Meade, La 
Huasteca veracruzana, 2, p. 64; véase asimismo BCEM, 454/81/1.

95  “Un Verdadero” al presidente, 9 de mayo sin año, Zacualtipán, AGN-SS, c. 335, exp. 
5. Andrade, 25 de mayo de 1846, Huejutla, AHEM, 180.0/22/28, f. 20, respecto de la 
correspondencia de Cristóbal Andrade sobre doscientos indígenas que envió a tra-
bajar en la fortificación de Tampico. En AGN-G, c. 355, f. 5(1), el redactor acusa a 
Andrade de recaudar préstamos forzosos “hasta en los infelices”. Destacó la “con-
tribución particular del Estado de México de 22 de abril” como un impuesto abu-
sivo porque se impuso a la clase menesterosa. Los pueblos sujetos fueron obligados 
a entregar dinero y materiales para sostener la pensión militar de los situados en 
Huejutla.

96  Anastasio Llorente al gobernador de Puebla, 18 de abril de 1848, AGN-GSS, c. 357, f. 118.
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ban los fondos en lugar de enviarlos para ayudar a la guerra contra los 
invasores.97

La invasión estadounidense eliminó al ejército mexicano con el 
que antes se hacían cumplir las decisiones impopulares de los tribuna-
les contra los aparceros de las haciendas. Por ejemplo, en abril de 1846, 
el ejército respondió sin tardanza a la rebelión de indígenas liderada por 
Santiago Esteves en el distrito de Ozuluama. El vacío militar se hizo 
patente cuando la guarnición estadounidense se retiró del puerto de Tam-
pico en 1848 donde, según el cónsul norteamericano, un grupo de alzados 
casi saqueó el puerto antes de la llegada de tropas mexicanas en el último 
momento.98 La desmoralización del ejército permanente en las secuelas 
de la derrota en la guerra se ilustra con el informe del comandante del 
batallón de Tulancingo sobre el fallido intento de marchar de Zacualti-
pán a Huejutla con sus efectivos: “Antes que se supiera que íbamos a 
emprender la marcha se desertaban los soldados […] mas al trascen-
derse que estaba próxima comenzaron a verificarlo hasta los sargentos”. 
Bajo una lluvia torrencial, tan sólo unos setenta hombres se incorpora-
ron a la expedición, y la falta de calzado y mulas favoreció aún más la 
deserción en el camino. Al final, el comandante tuvo que regresar al 
punto de partida cuando sólo quedaban diez hombres.99

97  Por ejemplo, el escritor anónimo citado arriba acusó que, mientras en los periódicos 
las autoridades afirmaban mantener una fuerza de mil doscientos hombres en Hue-
jutla, “no tenía ni cincuenta y menos socorridos ni doce que los que la Guardia 
[nacional] se mantenían de sus propios bastimentos”, AGN-GSS, c. 355, exp. 5, f. 2.

98  National Archives, Microfilm Publications, U.S. State Department, Dispatches: 
U.S. Counsul at Tampico, vol. 4, 15 de agosto de 1848: “Un extenso grupo de indios 
del estado de Veracruz, acompañados por ladrones de todas partes de México, se 
aproxima [...] a este lugar con la intención de saquear la ciudad”. El Siglo XIX, 
reproduciendo una nota de El Noticioso de Tampico del 21 de junio, informa que 
los tampiqueños establecieron una milicia local para protegerse de los rebeldes, 1 
de julio de 1848, p. 2. De acuerdo con Andrade,  “ha llegado a mi noticia que los 
sublevados de la Huasteca sólo asestan la ocasión en que sea evacuada la plaza de 
Tampico de Tamaulipas por las tropas norteamericanas para ocuparla”. Al minis-
tro de Relaciones Interiores y Exteriores, 12 de junio de 1848, Huejutla, AGN-GSS, c. 
357, f. 152.

99  Comandante de Huejutla al secretario de guerra que transcribe una carta del coman-
dante del batallón de Tulancingo, 14 de septiembre de 1849, AHEM, 91.6/183/8/67-68.
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Las constantes peticiones de los oficiales locales de asistencia en 
forma de tropas veteranas generaron poca respuesta del gobierno fede-
ral. La desesperada situación del ejército nacional, en la primavera de 1848, 
quedó expuesta con claridad en las respuestas del ministro de Guerra a 
las solicitudes de ayuda: había pocas tropas, y las que estaban disponi-
bles no contaban con suministros.100 La guerra también exacerbó los 
problemas financieros de los administradores distritales, pues no podían 
recaudar impuestos en las localidades importantes ocupadas por tropas 
estadounidenses. A medida que la rebelión avanzaba, se agotaron las 
fuentes locales de ingresos porque los pobladores dejaron de pagar sus 
impuestos, y se agotaron los fondos que los terratenientes locales esta-
ban dispuestos a facilitar al gobierno. De acuerdo con Anastasio Llo-
rente, hasta los hacendados que al principio apoyaron a sus soldados, lo 
abandonaron porque “no continuaron haciendo este sacrificio por 
impedírselo los prejuicios que les ha causado la sublevación”.101 El 
colapso virtual del Estado nacional durante la guerra hizo la inquietud 
social aún más amenazadora e incontrolable.

La derrota desacreditó al gobierno nacional e intensificó el faccio-
nalismo ya existente entre oficiales del ejército y mientras los soldados 
comunes desertaban, sus líderes militares emitían pronunciamientos 
contra el gobierno.102 El vergonzoso fracaso de la defensa de Tampico 
dañó gravemente el prestigio militar ante la élite local y el ciudadano 
promedio. Las unidades locales de la Guardia Nacional desconfiaban de 
las intenciones del ejército regular aún antes de su huida.103 En enero  

100  Anaya, 2 de marzo de 1848, Querétaro, AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 6; y Anaya, 2 de 
mayo de 1848, f. 44.

101  Anastacio Llorente, 28 de mayo de 1848, Temapache, AGN-GSS, c. 357, f. 120. Fages, “Noti-
cias estadísticas del departamento de Tuxpan”, p. 260, observó que, en 1849, el dis-
trito de Tuxpan sólo recaudó sesenta y tres pesos de la contribución civil en todo el año.

102  Esto fue muy claro sobre todo en el caso de la rebelión de Sierra Gorda, donde los 
desertores desempeñaron un papel indispensable en el liderazgo del movimiento. 
Leticia Reina, “The Sierra Gorda Peasant Rebellion, 1847-1850”, p. 290.

103  Ramón Alcaraz, Alejo Barreiro, José María Castillo, Félix María Escalante, Manuel 
Muñoz, Ramón Ortiz, Manuel Payno, Guillermo Prieto, Ignacio Ramírez, Fran-
cisco Schiafino, Napoleón Salorio, Francisco Segura, Pablo María Torrescano y 
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de 1847, Francisco Herrera y los residentes del pueblo aparecieron en 
Pueblo Viejo en demanda de armas de la Guardia Nacional. Según el 
alcalde, los habitantes “Estaban fuera de sí”; una vez con las armas en su 
poder, “desaparecieron del pueblo”.104 Cuando la guarnición de Tam-
pico se retiró ante la invasión estadounidense, arrojaron sus armas al 
río. Según se informó, los locales pescaron mosquetes del río para 
emplearlos en su propia defensa. Los tampiqueños tenían tan baja opi-
nión de los militares regulares que, en 1849, se amotinaron en contra de 
la presencia del cuartel del ejército regular durante tiempos de paz. La 
Guardia Nacional, con el respaldo de los habitantes del pueblo, quería 
que el ejército saliese del puerto. En un documento revelador, el líder de 
la protesta escribió:

… los pueblos estaban convencidos [de] que el ejército no ha sabido más 

que cobrar impuestos sobre ellos, hacen que la sangre se derrame a 

torrentes en lucha fratricida […] Tampico [fue] la víctima en [1847…] con 

el abandono total de esta playa por el ejército, tan sólo porque se supusie-

ron que el enemigo podría venir.105

Francisco Urquidi, Apuntes para la historia de la guerra entre México y los Estados 
Unidos, reimpresión, México, DF, pp. 81-83, describe la falta de organización y las 
pérdidas que acompañaron la apresurada retirada. Véase también José María Roa 
Bárcena, Recuerdos de la invasión norteamericana (1846-1848); reimpresión, Uni-
versidad Veracruzana, 1986, p. 75. Antes de que se retirasen la tropas mexicanas 
surgieron disputas entre el comandante de las tropas de la Guardia Nacional y la 
guarnición regular. Es evidente que las fuerzas locales estaban más dispuestas a 
defender sus distritos de origen que las regulares, Andrade al secretario del ramo de 
Gobernación y Guerra del Estado de México, 6 de noviembre de 1846, Huejutla, 
AHEM, 180/22/28/ f. 56.

104  Carta de Manuel Ramón, alcalde de Pueblo Viejo, 6 de enero de 1847, AHEM, 
180.0/22/28/ ff.95-96.

105  Pablo Castilla, 29 de septiembre de 1848, Tampico, AHEM, 099.2/199/22/2. Es revela-
dor que la prensa nacional describiese la revuelta en Tampico en contra del ejército 
como un intento de formar una nueva “República de la Sierra Madre” con influencia 
de Estados Unidos, El Federalista, 29 de octubre de 1848, p. 2; una noticia parecida 
circuló en “Carta de Tampico”, El Siglo XIX, 2 de julio de 1848, México, p. 4. Es 
probable que la desinformación provino del tristemente célebre general De Cos, 
comandante en ese momento de Tuxpan, carta de Justo Cruz, subprefecto de Hua-
chinango, 8 de noviembre de 1848, AHEM, 048.42/117/19/1.
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Otra razón para que la Guardia Nacional albergara resquemores res-
pecto del ejército era que, mientras el ejército abandonó la región sin 
oponer resistencia, dejaron rezagados a los miembros de la Guardia 
Nacional para defender sus hogares. Como mencioné ya brevemente, 
los intentos del general Francisco de Garay de improvisar una fuerza 
militar con miembros de la Guardia Nacional parecían demostrar que 
una movilización popular tal vez pudiese presentar una resistencia efi-
caz a los invasores estadounidenses. En contraste con el pésimo desem-
peño del ejército, las milicias locales repelieron el intento de las fuerzas 
estadounidenses de ocupar más territorio en la Huasteca. En 1847, la 
guarnición de Estados Unidos en Tampico trató de extender su influen-
cia más allá del puerto con la toma de Huejutla, donde tenían noticias 
de que los mexicanos mantenían a un grupo de prisioneros de guerra 
estadounidenses. Aunque el general Santa Anna no envió refuerzos a 
De Garay, éste reunió una fuerza a partir de la Guardia Nacional y com-
batió de manera fructífera contra las tropas estadounidenses en el río 
Calabozo el 12 de julio de 1847.106 Los ayuntamientos de muchos pue-
blos de la región reclutaron a hombres para la batalla en poblados como 
Huejutla, Chicontepec, Ozuluama, Tantoyuca, Huautla y Yahualica.107

Los problemas en la Huasteca reflejan, asimismo, la división al 
interior de la sociedad mexicana, sobre la manera de resistir la invasión. 
Los políticos radicales convocaron a continuar la resistencia contra el 
invasor mediante guerra de guerrillas y las tácticas que obligaron a 
España a abandonar la colonia veinticinco años atrás.108 Los locales 

106  Hay una crónica de la batalla en Alcaraz et al., Apuntes..., pp. 381-384.
107  Andrade, 17 de julio de 1848, Huejutla, AHEM, 091.7/186/23/ f. 1. Los reportes mili-

tares también observaron el papel crucial de las “guerrillas” gestadas en las locali-
dades para socavar los esfuerzos estadunidenses. Véase Alcaraz et al., Apuntes..., 
p. 384.

108  Véase, por ejemplo, Guardino, Peasants, Politics..., pp. 169-171. Fowler, Mexico in the 
Age of Proposals..., sostiene que la crisis fue un punto definitorio en la política mexi-
cana, pp. 266-267. El gobernador del Estado de México empleó el lenguaje de la insur-
gencia: “Nuestros padres murieron por darnos la Independencia, por librarnos del 
yugo extranjero y porque ocupase nuestra patria un lugar en el catálogo de Naciones 
[…] y si ellos lucharon diez años sosteniendo combates sangrientos […] lucharemos 
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contaban con un punto de vista de primera mano sobre los conflictos 
entre la Guardia Nacional y el ejército regular: el general Parrodi, 
comandante del ejército regular de Tampico, se negó a cooperar con 
contingentes de la Guardia. La posibilidad de movilizar un ejército 
popular no era inverosímil. La Guardia Nacional, que ya era un ejército 
más “popular” que las fuerzas regulares, creció durante la guerra.109 El 
gobernador de Veracruz, Juan Soto, escribió en 1846 que su administra-
ción había inscrito a casi catorce mil hombres en la Guardia. Las prefectu-
ras y los municipios reclutaban hombres con base en sus listas de contribu-
yentes fiscales, y en la Huasteca los habitantes indígenas conformaban una 
gran porción de la Guardia.110 De hecho, el Estado de México exhortaba a 
los ciudadanos a formar “guerrillas” o “secciones ligeras” de tropas para 
combatir a los invasores estadounidenses. El gobernador del estado, 
Oliguibel, estableció la guerra de guerrillas contra España como modelo 
de acción. 

Los recientes y lamentables sucesos de Cerro Gordo nos impiden esperar 

la salvación de nuestro ejército destruido y obligan a todos los ciudada-

nos a reproducir contra nuestros odiados invasores, las escenas de sacri-

ficio y de gloria que presentamos al mundo, cuando rompimos el yugo de 

la España.111 

otros diez y otros ciento, hasta dejar bien puesto su nombre y el nuestro.” Citado en 
Salinas Sandoval, Política interna, p. 129.

109  Véase por ejemplo AHEM, 180.0/22/28/34-35, donde Andrade describe sus intentos 
de establecer “compañías defensoras”.

110  Juan Soto, “Informe de Gobierno, 1846”, pp. 484-485. AHEM, 180.0/22/28/34-35, 
52-53, señala que los prefectos estaban a cargo de reclutar para la Guardia. Como 
incentivo adicional, el servicio activo en la Guardia Nacional exentaba a los partici-
pantes de los impuestos. Thomson y LaFrance sostienen que dichas exenciones eran 
una herramienta importante para que los pobladores reclutados de la Sierra de 
Puebla combatiesen del lado liberal en las décadas de 1850 y 1860, Patriotism, Poli-
tics, and Popular Liberalism..., pp. 12-16.

111  Olaquibel, 26 de abril de 1847. Propuesta para el “Reglamento de Guerrillas”, BCEM, 
1847/352/164, f.1.
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Oliguibel presentó una iniciativa de ley al congreso estatal que autorizaba 
a los ciudadanos particulares a reclutar seguidores para formar una 
“Guardia Rural Republicana”. La ley confería rangos militares de acuerdo 
con la cantidad de hombres reclutados.112 En tal sistema, los diferentes 
rangos militares no implican una jerarquía donde los comandantes de 
cada destacamento obedecen órdenes de sus superiores, sino abre la puerta 
a que los actores políticos armen a sus seguidores. Aunque la legislatura 
aprobó la iniciativa, los diputados expresaron su inquietud de que las gue-
rrillas “se conviertan en los agentes más destructores de los cuerpos orga-
nizados y de las fortunas de los particulares”.113 Las declaraciones nacio-
nalistas de Llorente tan sólo llevaron un paso más allá las leyes de Oliguibel. 
En efecto, Llorente empleó gran parte de la misma retórica al denominar 
a su rebelión el comienzo de una nueva “Guerra de Independencia”.114

La retórica de la movilización nacionalista de los gobernadores 
partía de la tradición del federalismo radical donde las milicias fueron 
consideradas como una piedra angular de un estado republicano, y la 
idea de que las tropas locales eran la mejor defensa tanto de los enemi-
gos internos como externos. Del mismo modo como Olarte convocó a 
doscientos mil “nacionales”, los federalistas radicales hicieron lo propio 
en 1846. Las movilizaciones de milicias, que describen Mallon y Thom-
son para las décadas de 1850 y 1860, igualmente tienen raíces en esta 
tradición. El liberalismo popular, que vincula la defensa de la nación 
con la del pueblo, tiene una añeja tradición en esta región.115

112  Así, un ciudadano que organizara a veinte seguidores recibiría el grado de subte-
niente; quienes organizaran a cuarenta, el de teniente, y así sucesivamente, hasta 
coronel, con ochocientos hombres.

113  “Informe de la comisión de recursos de guerra de la legislatura estatal”, 19 de mayo 
de 1847, BCEM, 1847/352/164, f. 8. Como resultado, la legislatura añadió varios 
artículos a las normas que regían las guerrillas, y especificaban que todos los oficia-
les de la fuerza deberían ser de “notoria buena conducta y tener los recursos necesa-
rios para sostener la fuerza [armada] que tenga”, con la esperanza de que la organi-
zación de guerrillas se limitara a los propietarios de fincas.

114  Reina, Las rebeliones..., p. 345.
115  Mallon, Peasant and Nation..., pp. 75, 84; Thomson y LaFrance, Patriotism, Politics, 

and Popular Liberalism..., pp. 91, 97.
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Los soldados de Estados Unidos se ganaron la antipatía de la pobla-
ción local con los abusos que perpetraron en muchas de las comunida-
des que ocuparon. El general Francisco de Garay reportó que los invaso-
res asesinaron a un civil en Tantoyuca y confiscaron bienes de particulares 
en Ozuluama.116 El peor caso ocurrió en Zacualtipán, donde un grupo de 
voluntarios texanos se volvió loco y mató a varios “ciudadanos pacíficos”, 
violó a vírgenes, saqueó casas y la parroquia y quemó las oficinas muni-
cipales.117 El nacionalismo y el odio al invasor no fue un concepto inte-
lectual remoto para los habitantes de la Huasteca. Los documentos 
rebeldes, además de los que redactó Llorente, emplearon la retórica 
nacionalista para justificar las acciones de los insurrectos. En una 
misiva, Juan Antonio Francisco, un líder de la revuelta, solicitó a las 
comunidades circunvecinas que le enviasen hombres con armas para 
“defender la patria”.118

Al final, los rebeldes aprovecharon la Guardia Nacional local como 
fuente de armamento y reclutas entrenados. A diferencia de los rebeldes 
del periodo colonial, los sublevados huastecos se hicieron al menos de 
cuatro piezas de artillería y de una buena cantidad de mosquetes.119 A 
menudo, la Guardia Nacional fue más un problema que un beneficio 
para el gobierno dado que en varias ocasiones se negó a combatir a los 
rebeldes, y en otras, los miembros de la Guardia incluso se les unie-

116  Garay, 28 de noviembre de 1847, AHEM, 180.0/22/28/133. Garay informó que 
cuando el ejército estadounidense (“este canalla”) pasó por Altamira, “cometieron 
tantas atrocidades que tan presto como estos vecinos supieron que venían a pasar 
por este rumbo, como ya tenían noticias de ellos se empezaron y se están emigrando 
a toda prisa”, Garay a Gómez Farías, 31 de enero de 1847, Ozuluama, UT-BLAC,  

GF, 2487.
117  Subprefecto Arenas y alcalde primero Joaquín López a la legislatura estatal, Zacual-

tipán, 2 de septiembre de 1848, BCEM, 1848/230, f. 8-10v. El mismo archivo incluye 
una copia de las actas del ayuntamiento en las que se informa que siete civiles fue-
ron asesinados y se halló a una víctima femenina “tan mutilada que no se podía 
reconocer”.

118  Juan Antonio Francisco al teniente de justicia de Rancho Abajo, 16 de Julio de 1847, 
San Nicolás, AGN-GSS, c. 357, f. 126.

119  El Correo Nacional. Diario Oficial del Supremo Gobierno de la República Mexicana, 
26 de julio de 1848 y los documentos ya citados arriba.
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ron.120 Según Manuel Trens, la Guardia Nacional local ayudó a los insu-
rrectos a tomar Ozuluama el 23 de noviembre de 1847.121 En las comu-
nidades sujetas que participaron en la rebelión, esta milicia proporcionó 
la organización para el ejército rebelde.122 La capacidad que tenían los 
insurrectos para subvertir a las Guardias motivó a Anastasio Llorente a 
solicitar soldados regulares para sofocar la rebelión. “[Estoy] persua-
dido que para lograr la participación es indispensable que venga a ope-
rar una fuerza extraña, eso es, que no se componga de habitantes del 
Departamento”.123

En ese momento, la situación en la Huasteca se asemejaba en 
muchos aspectos a la que describe Florencia Mallon para Perú durante 
la Guerra del Pacífico. Los pobladores campesinos identificaron a los 
invasores estadounidenses como el enemigo por razones muy concre-
tas. Como en Perú, donde “los chilenos no eran los enemigos porque 
fuesen chilenos, sino porque invadieron y destruyeron la patria”, en 
México los huastecos también contaron con experiencias de primera 
mano de los trastornos de una invasión extranjera.124 El estudio de 
Mallon señala que los conceptos de clase se entretejieron con la idea  
de nacionalismo. Los campesinos identificaron sus intereses comunita-
rios como nacionales, mientras que los de la élite terrateniente eran 
antinacionales. En la Huasteca, un político local vinculó de forma deli-
berada la huelga de rentas de los aparceros a la defensa de la “patria”.

120  Juan Múgica y Osorio, 20 de mayo de 1848, Puebla; citando un informe de Manuel 
Francisco Herrera, Huachinango, AGN-GSS, c. 357, f. 170; “me puse en marcha para el 
Pueblo de Ixhuatlán, en cuyo punto ocurrí al Sr. Alcalde y al Capitán D. Miguel 
Fresnillos para que reunieran la Guardia Nacional, brindándoles socorrerlos a mis 
expensas diariamente. Me contestaron dichos SS que sería imposible porque esta-
ban muy insolentes los Nacionales y casi adheridos a los sublevados”.

121  Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 558-559.
122  Véase Juan Antonio Francisco al teniente de justicia de Rancho Abajo, 28 de mayo 

de 1847, y del mismo al teniente de Rancho Abajo y el Sr. Alferez D. Diomecio del 26 
de junio de 1847, AGN-GSS, c. 357, f. 126, donde el autor cita a las milicias cívicas a 
reunirse para recibir noticias de Luciano Velásquez.

123  Llorente, 18 de abril de 1848, Temapache, AGN-GSS, c. 357, f. 118.
124  Florencia Mallon, The Defense of Community in Peru's Central Highland: Peasant 

Struggle and Capitalist Transition, 1860-1940, p. 91.
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Antonio Escobar manifiesta serias dudas sobre la naturaleza nacio-
nalista de la Guerra de Castas cuando señala que, en primer lugar, la 
retórica de Juan N. Llorente enmascaraba un interés egoísta de mono-
polizar los puestos políticos locales, y en segundo, que el nacionalismo 
popular fue efímero. Escobar resume su postura al indicar que la lealtad 
de los campesinos indígenas era exclusiva de sus pueblos, mientras la 
nación mexicana era “inexistente o abstracta”. “Los pobladores rurales 
se sentían más identificados con sus pueblos que con un ente abstracto 
(México), ya que sus primeras reivindicaciones reflejaban más un senti-
miento local que nacional”.125 Además de esta falta de nacionalismo, 
observa la disposición de los rebeldes a negociar acuerdos con los inva-
sores estadounidenses.

Los contemporáneos de la revuelta culparon a los estadounidenses 
de fomentar directamente las rebeliones.126 El general De Cos, coman-
dante de Tuxpan, escribió:

. . .  no es aventurado pensar que en la actualidad cuenten con el fuerte 

apoyo de nuestros afortunados invasores, que no desperdiciarán toda 

ocasión que se les presente para asegurar su triunfo, y les habrá ocurrido 

valerse de la inocente credulidad de esos hombres infelices para sacar las 

ventajas que habrán calculado…127

En los informes de los funcionarios locales hay pruebas sólidas de que 
los rebeldes compraron armas en el Tampico ocupado.128 Sin embargo, 
no se ha comprobado la conjetura de De Cos de que Estados Unidos 
aplicaba una política premeditada de fomentar trastornos sociales.

125  Escobar, “La conformación y las luchas...”, p. 26.
126  Moisés González Navarro, Raza y tierra. La Guerra de Castas y el henequén, p. 102.
127  Trens, Historia de Veracruz, 5, pp. 559-560.
128  El 15 de junio se reunieron varios grupos rebeldes en Chontla para distribuir “las 

municiones que mandaron a comprar en Tampico”, según Andrade al ministro 
de Relaciones Interiores y Exteriores, 15 de junio de 1848, Huejutla, AGN-GSS, c. 
357, f. 148.
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Escobar observa también que hubo informes de que los insurrec-
tos buscaron la protección de Estados Unidos. El 20 de abril, Andrade 
envió reportes a la Ciudad de México en los que acusaba a los líderes 
sublevados de ofrecer su alianza al comandante de las tropas estadouni-
denses a cambio de recursos para continuar la rebelión.129 Acusó asi-
mismo a Pedro Hernández de “[ofrecer] una protección al jefe enemigo 
residente en Tampico y la adhesión de más de 29 000 almas en caso de 
una nueva invasión”.130 Sin embargo, cabe notar que formuló estos car-
gos después de que solicitó asistencia militar de los estadounidenses 
para pacificar la región. El presidente de la nación, sin duda sorpren-
dido por la noticia de que Andrade solicitó la intervención del ejército 
de Estados Unidos en asuntos nacionales, exigió explicaciones. Andrade 
respondió repitiendo la descripción de la revuelta como una “guerra a 
muerte y de exterminio que han declarado los sublevados a la clase 
blanca y a los acomodados, la ramificación que la revolución tiene en 
todos los pueblos” para justificar su petición de ayuda al enemigo nacio-
nal.131 Las tropas estadounidenses operaron contra los rebeldes en algu-
nas áreas; por ejemplo, se enfrentaron en una batalla con ellos en el 
Rancho de la Magdalena y en Yahualica.132 Como Estados Unidos ya 
había firmado un tratado de paz el 2 de febrero, su atención se dirigió a 
consolidar lo que había adquirido, y habrían tenido pocos incentivos 
para aceptar una oferta de los insurrectos.

129  Andrade, 20 de abril de 1848, AGN-G, c. 225, exp. 20, f. 48. La historia llegó al prefecto 
de “gente confiable de Tampico”.

130  Andrade, 29 de mayo de 1848, Huejutla, AGN-GSS, c. 357, f. 164. Andrade también 
hizo la acusación de que Hernández había reclutado a miembros de las infames 
“contra-guerrillas”, los mexicanos que trabajaron como guías para el ejército 
estadounidense en Puebla, f. 161.

131  Andrade al ministro de Relaciones Interiores y Exteriores, 26 de abril de 1848, Hue-
jutla, AGN-G c. 225, exp. 20, f. 49v. Andrade citando la “imperiosa ley de la necesi-
dad” justificó asimismo su solicitud a Estados Unidos porque había muy pocas fuer-
zas para sofocar la rebelión. Declaró que los pueblos estaban habitados por indígenas 
“agrestes” y que “pues son pocos los ciudadanos que inspiran confianza a la vez que 
hay pocas armas”.

132  Subprefecto de Chicontepec al prefecto de Tuxpan, 21 de junio de 1848, AGN-GSS, c. 
357, f. 110; y Andrade, 9 de junio de 1848, f. 158.
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Tal vez los sublevados no hayan buscado una alianza con el invasor 
extranjero, pero eso no prueba que tuviesen inclinaciones nacionalistas. 
Sin duda, Llorente aprovechó la retórica nacionalista como justificación 
para sus acciones; asimismo, de forma deliberada la vinculó a la lucha 
agraria local. Llorente rechazó la autoridad nacional por su “estado de 
inacción” en la guerra y convocó a un levantamiento agrario contra los 
estadounidenses.

Artículo 1º. En atención a que el gobierno de los Estados Unidos Ame-
ricanos aspira la conquista de nuestro territorio, se invita a todos los 
mexicanos a la defensa de la patria […] Artículo 3º. Supuesto  
que la guerra que nos hacen los norteamericanos, tiene por objeto 
la dominación y despojo de nuestro territorio, el cual no puede 
recobrarse sin la cooperación de todos los mexicanos, se declara: 
que todas las propiedades territoriales serán comunes a todos los 
ciudadanos de la República. Artículo 4º. En consecuencia de la 
publicación y adopción de este plan […] los propietarios de los 
mencionados terrenos no podrán exigir cantidad alguna […] [De 
renta] Como la guerra que entablaron los estadounidenses contra 
nosotros tiene la finalidad de dominar y usurpar nuestro territorio, 
de lo cual no podemos estar protegidos sin la cooperación de todos 
los mexicanos, declaramos: que todas las propiedades territoriales 
serán comunes a todos los ciudadanos. Como consecuencia de [. . .] 
adoptar este plan, en ningún lugar de la República los susodichos 
terratenientes [. . .] podrán exigir ninguna cantidad [de renta].133

Llorente pescaba en río revuelto, y es imposible creer que deseaba la 
expropiación de sus propias fincas.

¿Por qué formular un plan tan radical, si su objetivo real era el rela-
tivamente modesto de consolidar su dominio político local? Este docu-

133  Reina, Las rebeliones..., p. 345.
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mento fue producto de un terrateniente para ganarse el apoyo de una 
rebelión campesina. Llorente pensó que sería atractivo para los residen-
tes de los pueblos proponer un cambio radical en la tenencia de la tierra 
y una cruzada nacional. No se trata de un documento en el que Llorente 
creyese, sino de uno que, en su opinión, apoyarían los pobladores indí-
genas. Echó mano del lenguaje del agrarismo y del nacionalismo porque 
a todas luces pensaba que atraería la atención de los insurrectos rurales. 
De hecho, quiso buscar adherentes por medio de un nacionalismo popu-
lar local y se dirigía a un público nacional, alineándose con los políticos 
radicales críticos de las negociaciones de paz con Estados Unidos.

¿Es posible discernir una actitud “nacional” en las acciones y pala-
bras de los pobladores? Como en la guerra de Independencia, los pobla-
dores rurales hablaron de nacionalismo, y se repitieron ciertos temas 
donde el patriotismo campesino intercaló la defensa de la patria chica 
con la de la nación.134 Los acontecimientos del periodo dieron a los 
pobladores oportunidades concretas de aplicar su perspectiva a la 
nación. Los gobiernos estatales no tuvieron problemas para reclutar 
miembros para las Guardias nacionales; estas tropas participaron 
incluso en campañas militares exitosas. Trens describe marejadas de 
sentimiento nacionalista en Misantla y Papantla, cuando se vieron 
amenazados por una posible incursión estadounidense en 1847.135 Estas 
acciones demuestran un sentido de fervor nacionalista, pero también 
las limitaciones del nacionalismo de los pueblos donde los habitantes se 
ofrecieron con entusiasmo a participar en la defensa local; pero no apo-
yaron al ejército regular ni los impuestos recaudados para sostenerlo. 
Los residentes del México rural suscribieron la defensa de su patria por-
que la patria era su pueblo.

Los pobladores pudieron dejar de lado sus intereses locales con el 
fin de defenderse de los invasores extranjeros. Durante dos breves 

134  Knight, “Peasants into Patriots...”, habla de este proceso en las páginas pp. 145-146.
135  Trens, Historia de Veracruz, 4, pp. 554-56.
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revueltas, los sublevados en la Huasteca potosina mezclaron la política 
municipal, las disputas nacionales sobre la guerra y el odio a los extran-
jeros. Los participantes en las rebeliones justificaron sus acciones con-
tra los funcionarios locales con sentimientos antiestadounidenses.136 
Los sublevados indígenas acusaron al ayuntamiento de Tamazunchale 
de defraudar al país. Se informó que una multitud de “500 indios” 
estaba a punto de asesinar a los funcionarios del municipio e intentó 
privar de la vida a miembros de las oficinas distritales. Durante el levan-
tamiento lograron ejecutar a dos españoles; sin duda, en ausencia de 
ciudadanos estadounidenses, la turba enfurecida tuvo que conformarse 
con los enemigos extranjeros de siempre: los gachupines. Los motines 
coincidieron con un pronunciamiento conservador contra la adminis-
tración de la época de la guerra de Gómez Farías; los sublevados se 
declararon con cautela en favor del gobierno y en contra de los conserva-
dores. Los amotinados declararon su inconformidad con las autoridades 
de la subprefectura y del municipio por no tomar “providencia alguna en 
preparar la justa defensa de nuestro Territorio vilmente invadido por 
una agresión extranjera” y exigieron su renuncia inmediata.137 Llama la 
atención que la revuelta fue organizada como un pronunciamiento: se 
convocó al pueblo para pronunciar un “plan de Tamazunchale” en el 
contexto de los desórdenes nacionales asociados con el plan de la Ciu-
dadela. Ponciano Arriaga, en su calidad de prefecto, convenció a las 

136  Prefectura de Tancanhuitz, 26 de septiembre de 1846, AGN-G, c. 324, exp. 1, ff. 1-3. 
Los oficiales conservadores organizaron el pronunciamiento de la Ciudadela en la 
Ciudad de México contra el intento del presidente en funciones Gómez Farías de 
apoderarse de los bienes eclesiales para pagar la guerra contra Estados Unidos.

137  “Comandancia de las fuerzas pronunciadas de Tamazunchale, 14 de agosto de 
1846”, AGN-GSC, c. 324, exp. 2, ff. 1-6. Arriaga convocó a los rebeldes a retornar al 
orden, y declaró que aunque “hubo un tiempo en que el público oprimido por man-
darines déspotas y tiranos tenían hasta cierto punto el derecho de insurreccionarse 
pidiendo el goce de sus derechos y libertad”, ya no imperaban tales condiciones. De 
todas maneras el prefecto concedió la demanda principal, advirtiendo contra el 
regreso de los oficiales destituidos porque causarían disturbios. Prefecto de Tancan-
huitz, Ponciano Arriaga a Juan José Ferrasas, Francisco Peña y Pedro Ferrasas, 14 de 
septiembre de 1846, f. 8. Más tarde, en las décadas de 1850 y 1860, Arriaga llegó a ser 
uno de los principales liberales radicales de la época de la reforma.
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comunidades de regresar al orden, pero sólo tras ceder ante sus deman-
das de nuevas elecciones y reemplazar al subprefecto. El nacionalismo 
de los pobladores era el nacionalismo de una guerra de guerrillas: se 
centraba en la defensa local, igualdad de los pueblos y el resentimiento 
hacia los fuereños.

Los opositores de los insurrectos se apresuraron a manifestar que 
el movimiento era una guerra racial, motivado por el odio irracional de 
los indios a la raza blanca. Sin duda, el papel de los indígenas en la rebe-
lión fue tanto de participantes como de líderes; pero la revuelta no fue 
sólo una cuestión “indígena”. El coronel Maldonado expuso que un ter-
cio de los rebeldes amnistiados en la región de Tamiahua y San Nicolás 
era “gente de razón”, no indígena. Otras fuentes observan que mestizos, 
mulatos y blancos invadieron la plaza de Ozuluama en noviembre de 
1847.138 El hecho de que la rebelión atrajese a numerosos arrendatarios 
de las haciendas, en particular en los barrios de Pastoría y Tlacolula y 
no solamente de los pueblos de indios, corresponde al carácter multi-
rracial de la revuelta.

En realidad no existió la guerra de castas indígena que los funcio-
narios locales describieron ante las autoridades de la Ciudad de México. 
En su correspondencia, los funcionarios en ocasiones reconocieron la 
naturaleza heterogénea de la rebelión. Anastasio Llorente escribió:

. . .  aunque la sublevación se ha llamado impropiamente de indígenas, 

éstos son pocos en número y los que causan menos males, componién-

dose la mayor parte [en] las reuniones que hacen los sublevados conoci-

dos por rancheros quienes tienen relaciones y medios de obrar de [los] 

que carecen aquellos.139

138  Cabe observar que Trens describe a los rebeldes como negros y mulatos tanto como 
indios; véase Trens, Historia de Veracruz, 4, p. 554.

139  Llorente al secretario de gobierno del estado de Puebla, 18 de abril de 1848, Temapa-
che, AGN-GSS, c. 357, f. 118. Como se puede notar, a Llorente le gustaba comentar 
sobre cómo se debe llamar la sublevación, véase la nota 3 de este capítulo.
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Los sublevados estaban conscientes de que los funcionarios locales esta-
ban poniendo su causa en la peor luz posible ante el gobierno nacional 
en sus declaraciones oficiales. Hilario Galván escribió para defender su 
causa contra el “falso reporte” de que los insurrectos pretendían una 
guerra de castas.140 Galván buscaba representarse como un movimiento 
político, parecido a los muchos pronunciamientos de la época, organi-
zando mítines en las plazas de sus pequeños pueblos donde se levanta-
ron actas expresando el sentir de la opinión pública. Se presentaban 
como las víctimas de administradores cuya avidez de riqueza a expen-
sas del pueblo había causado la guerra. Galván justificaba sus acciones 
como la defensa de los “pueblos y rancherías” explotados contra las 
represalias de los militares.141 En un manifiesto publicado después de la 
rebelión, los insurgentes declararon que sus enemigos les habían fabri-
cado la acusación de hacer una guerra de castas. “Nos atribuyeron que 
teníamos como principio la extinción de la casta blanca, sin más objeto 
que echar sobre nosotros el odio de las personas, para hacer que contri-
buyesen a nuestro exterminio; pero de tal principio no ha existido en 
nosotros ni la idea”.142 En cambio, los participantes se aferraron al len-
guaje de la libertad municipal y del nacionalismo, terminología aso-
ciada al federalismo radical.

Lo notable sobre este intercambio es que los insurrectos ansiaban 
presentarse en términos no raciales, mientras la prensa nacional y las 
declaraciones oficiales resucitaban categorías raciales coloniales para 
describir la revuelta. Aunque en su correspondencia inédita los funcio-
narios reconocieron la variedad de los grupos sociales involucrados, su 
propaganda tuvo el propósito de describir la postura de los rebeldes 
como una política inaceptable. El término “indígenas” se convirtió en el 
canon para designar a los pueblos nativos durante la década de 1820; 

140  También llamó “mapaches” a Andrade y Lamadrid, “Declaración del Ciudadano 
Hilario Galván, General en Jefe de la Reunión Libertadora a sus subordinados”, 
Cuartel general de San Antonio, 5 de junio de 1848, AGN-GSS, c. 357, f. 127.

141  Ibid.
142  Impreso suelto, 1 de enero de 1850, Tampico, AGN-GSS, c. 383, exp. 13, f. 3.
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durante la rebelión regresó la etiqueta de “indios”. Más interesante aún 
es la aparición de términos raciales como “blancos” para designar a las 
personas sin ascendientes indígenas. Este término no se vio en el 
periodo colonial, y refleja un esfuerzo de hacer de la raza un motivo de 
los sublevados. La élite local quiso sacar a los insurrectos del orden 
nacional mediante la adopción de un nuevo conjunto de términos racis-
tas, uno de los cuales fue la Guerra de Castas, al mismo tiempo que los 
rebeldes mismos defendieron su derecho a formar parte de la nación.

Otro término racial, que permaneció en el discurso de la nación 
independiente, fue “gente de razón” para referirse a las personas no indí-
genas. Este término colonial implicaba que los indígenas no eran racio-
nales y por ende quedaban sujetos a la guía del Estado colonial. El pater-
nalismo colonial se basó en la idea de que los indígenas eran “niños con 
barba”.143 La frecuente acusación, durante las décadas de 1830 y 1840, de 
que los pueblos indígenas eran ingenuos y de fácil manipulación por 
parte de cualquier agitador, partía de la creencia de que eran intelectual 
y moralmente inferiores. Implicaba que era necesario dominar a los indí-
genas y que no disfrutaran de los derechos del ciudadano racional. Los 
rebeldes de la Guerra de Castas denunciaron de manera explícita la lógica 
colonial de sus enemigos. Las demandas de los insurrectos no se articu-
laron con la forma paternalista de las rebeliones del siglo xviii sino con 
el discurso de la política nacional de federalismo, planes y pronuncia-
mientos. Los rebeldes tampoco afirmaron que los fuereños los habían 
guiado mal como excusa para su crimen.144 En todas las palabras y accio-
nes de los disidentes quedaba implícita la comprensión de que tenían el 
derecho de participar en la violenta política del México republicano.

Los comentarios racistas aplicados a la insurrección son tan sólo un 
ejemplo de la prosa de la contrainsurgencia: descartaba la conciencia 

143  Taylor, Drinking..., p. 17.
144  Cuando los rebeldes publicaron su respuesta a la acusación de guerra de castas, se 

quejaron de que el gobierno local no había honrado los términos de la amnistía, pero 
no hay expresión de arrepentimiento, Impreso suelto, Tampico, 1 de enero de 1850.
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política popular, al atribuir impulsos irracionales a un movimiento que 
buscaba cambios políticos locales en el contexto de un ambiente com-
plejo de nacionalismo y federalismo.145 La lógica destructiva de la rebe-
lión al expulsar autoridades, atacar cabeceras e incendiar haciendas 
exhibió una lógica política comprensible de inmediato en términos loca-
les. Los subalternos de los poblados interiores desafiaron a los herederos 
del orden colonial y pidieron la reorganización del poder en su favor.

ConCLusiones

La prensa popular del periodo interpretó la Guerra de Castas de la 
Huasteca en términos de venganza racial, mientras que los historiado-
res modernos Jean Meyer y Leticia Reina la atribuyen al descontento 
agrario. Por último, Escobar, al observar el comportamiento de Llo-
rente, la ubica dentro del contexto de las ambiciones políticas de la éli-
te.146 Sin embargo, si tenemos en cuenta el punto de vista de los partici-
pantes, debemos concluir que las estructuras de la política local y sus 
conexiones con los gobiernos estatales y nacionales ocuparon un lugar 
destacado en sus consideraciones. Los “guerreros de castas” de la Huas-
teca se vieron como participantes políticos que pretendieron reorgani-
zar la política local con el fin de sobrevivir y prosperar. Por otro lado, los 
rebeldes buscaban utilizar los medios de comunicación impresa para 
hacer política muy al estilo moderno y, como ya se mencionó, publica-
ron una proclama para denunciar los intentos de la prensa de adjudicar 
a su movimiento sentimientos de venganza racial e impugnar las activi-
dades de sus enemigos en la administración local.147 

El descontento agrario a menudo se entretejió con asuntos de polí-
tica municipal y regional. Los arrendatarios que se levantaron en armas 

145  Guha, “The Prose of Counter-Insurgency”, pp. 46-50, 79.
146  Escobar, “La conformación y las luchas”, pp. 24-26; Meyer, Problemas campesinos,  

p. 175; Reina, Las rebeliones campesinas..., pp. 341-343.
147  Impreso suelto, Tampico, 1 de enero de 1850, en AGN-GSS, c. 383, exp. 13, f. 3.

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   307 07/01/16   14:07



308

MICHAEL T. DUCEY

en esta premeditada rebelión culparon al gobierno local de su despojo 
porque no resolvió sus quejas. Al mismo tiempo, la invasión estadouni-
dense y los impuestos de guerra recaudados para combatirla, intensifi-
caron la percepción de los aparceros de que eran objeto de un trato 
injusto a manos de los pueblos cabeceras y de los prefectos. El fracaso 
del liderazgo en la defensa del país demostró a los disidentes que el 
Estado era ilegítimo e incompetente. Desde el punto de vista de los 
habitantes sublevados, los funcionarios locales usaban sus puestos sólo 
para enriquecerse, no para defender sus localidades.

Las demandas de cambios políticos atrajeron a la rebelión a algu-
nos miembros de la élite local. El movimiento estalló en un periodo en 
el que la clase privilegiada regional ya se había fragmentado por el con-
trol de puestos y por la política nacional. Algunos miembros de las cla-
ses altas, como Lince, participaron en la revuelta porque habían perdido 
sus puestos tras apoyar rebeliones fallidas, mientras que otros codicia-
ban las prefecturas. Sean cuales fueren las ambiciones individuales de 
los participantes terratenientes en la revuelta, el hecho de que existiesen 
divisiones entre los gobernantes de la nación envió una clara señal a las 
clases bajas. Se había abierto un espacio político para que los campesi-
nos y sus líderes presionaran por sus demandas. Tanto los insurgentes 
de los pueblos como los conspiradores de las élites compartieron la opi-
nión de que su bienestar económico dependía de dominar los puestos 
políticos de la Huasteca, así como compartieron la convicción de que 
los pronunciamientos conformaban un medio razonable de alcanzar 
sus objetivos. Definitivamente, la práctica de la política había cambiado 
profundamente desde los días de los virreyes.

Los contemporáneos siempre supusieron que los participantes de 
las clases bajas en las revueltas se dejaron manipular por conspiradores 
maliciosos. Nunca dejaron de buscar el “motor” intelectual que impul-
saba a los “crédulos indios”. El primer candidato para este papel fue 
Velázquez, y después Llorente recibió este honor, pero, si bien ambos 
pretendieron beneficiarse del descontento campesino, ninguno con-
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troló las acciones de sus “clientes”. La característica sobresaliente de 
estos acontecimientos es que no hubo ningún caudillo. El movimiento 
surgió del escalón más bajo de la política mexicana, el liderazgo de los 
barrios de los municipios rurales que crearon una organización endeble 
para apoderarse de los puestos clave en los municipios y prefecturas. No 
hubo un mando general que dirigiese las acciones bélicas. Cada locali-
dad a menudo contó con su propia dinámica, que no se ajustó a una 
narrativa bélica única.

La rebelión demostró, en su totalidad, la debilidad de la nación de 
pueblos; estaba fragmentada, y las acciones rebeldes carecieron de coor-
dinación. Al mismo tiempo, la naturaleza difusa del movimiento difi-
cultó vencerlo o controlarlo de manera definitiva; de cierta manera, se 
asemeja a la historia nacional durante la guerra con Estados Unidos, en 
la que las fuerzas de ese país lograron vencer al ejército mexicano y 
ocupar la capital, pero les costó mucho más trabajo reprimir la resisten-
cia local que presentaron las guerrillas en toda la provincia. A fin de 
cuentas, el nacionalismo de los pueblos perduró.
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En un artículo provocador, Donald Stevens comentó que, a diferen-
cia de muchas naciones europeas, México dio un giro y logró una tran-
sición total al republicanismo en los años posteriores a 1824.1 Se nota, 
incluso en el discurso popular de los insurrectos del periodo nacional, 
una falta completa de nostalgia por la monarquía; un resultado sorpren-
dente, si se tiene en cuenta el lugar primordial que tuvo en los eventos de 
la guerra de independencia. El cambio al republicanismo fue asimismo 
un golpe a las tradiciones de autoridad heredadas de la era colonial. Los 
fundadores del pacto republicano quizá no esperaron que los campesi-
nos deviniesen actores en el escenario político, pero crearon las institu-
ciones que les permitieron hacerlo. La república mexicana dispersó el 
poder entre los estados y, en última instancia, entre los municipios, para 
poner el Estado al alcance de la mayoría rural.

La Constitución de Cádiz y, en un grado un poco menor, la repú-
blica federal fueron experimentos notables de la política democrática,  
al establecer ayuntamientos en las regiones más remotas de la nación y al 
permitir las condiciones para un sufragio masculino casi universal. Pero 
el giro al régimen constitucional no fue una victoria sencilla para las cla-
ses populares porque la guerra de Independencia terminó en un compro-
miso entre las fuerzas realistas y las guerrillas insurgentes. El gobierno 
constitucional tuvo que frenar los impulsos contradictorios de los exlíde-
res de los insurgentes y de las fuerzas sociales que combatieron.

La práctica política cambió de forma drástica durante y después de 
la Independencia. En primer lugar, la violencia se convirtió en un meca-
nismo aceptable de cambio político y se nota que los rebeldes ya no tuvie-

1  Donald Stevens, “Autonomists, Nativists, Republicans, and Monarchists: Conspiracy 
and Political History in Nineteenth-Century Mexico”, pp. 248-249, 251-252.
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ron que disimular su disposición a levantarse en armas, como lo hicieron 
en el siglo XVIII. El sistema de mediación real-judicial que alguna vez 
existió, se quebrantó de manera irreparable y los grupos populares 
aprendieron rápidamente de las experiencias de los pronunciamientos 
que las disputas políticas se resolvían en la corte de la “opinión pública”. 
En segundo lugar, la guerra creó nuevos cuadros de líderes con experien-
cia militar, conocimientos políticos y lazos más allá de sus patrias chicas. 
Los principales indígenas, como Mariano Olarte, ya no eran meros líde-
res miembros de una comunidad indígena; se acostumbraron a pensar y 
a actuar fuera de los límites de los pueblos. La rebelión de 1836 demostró 
que el viejo insurgente totonaco podía convocar a varios tenientes capa-
ces de movilizar a seguidores armados por la antigua bandera de com-
bate de Coyusquihui, a la vez que se carteaba con figuras de la política 
nacional. De 1845 a 1849, estos políticos de los barrios demostraron que 
podían actuar por sí mismos, manejando las herramientas del pronun-
ciamiento, la prensa y las elecciones. Por todo el México rural, el nuevo 
orden político creó a cientos de líderes de barrios que descubrieron que 
aún si hubiesen deseado frenar la política tan facciosa de principios del 
siglo xix, no habrían podido hacerlo. Por último, las divisiones de la 
política nacional se introdujeron en la vida política de los pueblos con el 
ascenso de un sistema de pronunciamientos que hacía de los municipios 
el lugar indispensable para participar en la política nacional. En cuanto 
los ayuntamientos adquirieron importancia en la lucha por el problema 
constitucional del centralismo, los políticos locales se vieron en posición 
de decidir el destino de la nación.2 En el México decimonónico no pudo 
ser más cierto el aforismo de que “toda política es local”. 

Como señala Guardino, el centralismo intentó cerrar la apertura 
política al restringir la participación y reducir la cantidad de munici-
pios y, en nuestra región de estudio, los pobladores de Papantla, por 

2  Varios historiadores han explorado el papel de los políticos urbanos menores, en 
especial Warren, en Vagrants and Citizens..., pp. 88, 104, 138, y Di Tella, en National 
Popular Politics..., pp. 167-168.
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ejemplo, vivieron el centralismo como un proyecto neocolonial. Un 
legado de la resistencia popular del siglo XIX fue frustrar el intento de 
imponer el orden desde arriba, hasta que Porfirio Díaz lo logró al 
consolidar su dictadura. El desorden fomentado por actores locales 
fue lo que en última instancia salvó a la tradición republicana en el 
siglo XIX.

Siempre es difícil calibrar la ideología campesina dado que sus 
voces suelen ingresar al registro documental a través de intermediarios, 
o se pronuncian en situaciones cargadas de peligro para todo subal-
terno que decida hablar con franqueza. Esto es en especial cierto res-
pecto del periodo colonial, cuando los pobladores moldeaban su dis-
curso para ajustarse a los requerimientos del orden colonial. Los 
residentes de Yahualica y Papantla manifestaron un discurso paterna-
lista para oponerse a las actividades de sus dirigentes españoles, pero 
incluso aquí hay pruebas de una tradición política independiente y 
desafiante. Las acciones de los pobladores fueron en particular revela-
doras: negaron oponerse al monopolio del tabaco, pero trasladaron sus 
campos a los rincones remotos de sus tierras comunales y propinaron 
golpizas a los guardias del tabaco siempre que se les presentó la oportu-
nidad. La tradición disidente se adaptó con rapidez a las nuevas condi-
ciones que surgieron durante la guerra de Independencia.

Cuando comenzó la insurrección, como suele observarse, los 
sublevados declararon su lealtad a Fernando VII y su confianza en que 
él apoyaría sus acciones. El rey incluso caminaba (o viajaba en carroza) 
entre ellos. En esencia, la insurgencia prometía que los gachupines ya no 
mediarían entre el rey y los pueblos. Los insurgentes llevarían la fuente 
original de soberanía, el rey, a donde pertenecía: el pueblo mismo. La fe 
en que los verdaderos patriotas residían en los pueblos fue una cons-
tante en la política local. Conforme avanzaba la guerra se registró un 
giro, ejemplificado en la retórica de Olarte: la nación era el origen de la 
soberanía. Este concepto que surgió de los debates en Cádiz y en los 
congresos de insurgentes se difundió por todo el territorio mexicano 
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para llegar hasta los rincones humildes como Coyusquihui y ofreció 
nuevas posibilidades para exigir el derecho de participar en la política. 
La infructuosa invasión española de 1829 confirmó la transferencia de 
lealtad del rey español a la nación; los pobladores permanecieron leales 
a la república federal a pesar del regreso de los españoles. La insurrec-
ción de Olarte de 1836, se basó en el mismo principio que en 1820: la 
autoridad legítima reside en los municipios protegidos por las milicias 
locales.

La vida política en la Huasteca nunca fue diáfana, y los campesi-
nos indígenas siempre albergaron actitudes ambiguas hacia las nuevas 
instituciones. Adoptaron una estrategia doble hacia los nuevos muni-
cipios: colocaron los municipios constitucionales sobre las tradiciona-
les repúblicas de indios. Como en el incidente de Huazalingo, los indí-
genas invocaron la memoria histórica de la tradición para exigir 
derechos republicanos del nuevo orden. Los municipios fueron insti-
tuciones que les ofrecieron abundantes oportunidades de conflictos 
entre los pueblos cabeceras y los pueblos sujetos, entre no indígenas e 
indígenas. Los pobladores mexicanos resultaron muy inclinados a 
obligar a los reformadores políticos a incluir espacios para sus tradi-
ciones sociales.

Los pobladores indígenas trataron de ser hijos tanto del pueblo 
como de la nación. Es decir, con la insurgencia, se aproximaron a la 
nación desde una perspectiva local, promoviendo la visión de una 
nación descentralizada, en la que las tradiciones locales sobreviviesen 
en desafío a la Ciudad de México. Como observa Knight, esta formula-
ción de identidad tuvo sus defensores a lo largo de todo el siglo xix, y se 
resume en la frase de Ignacio Ramírez: “El municipio es la nación”.3 Sin 
duda, la orientación de los insurgentes era local, característica atávica 
para algunos. Los campesinos tenían conciencia de la nación, y para 

3  Citado en Knight, “Peasants into Patriots”, p. 146; sobre el nacionalismo descentra-
lizado, véase Mallon, Peasant and Nation..., p. 5.
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resolver la contradicción entre pueblo y nación buscaron crear una liga 
de pueblos: una nación sin jerarquías y sin cabeceras.

La organización, que surgió en los pueblos durante la insurrección 
huasteca de 1845 a 1849, fue un modelo para la estructura de la nación. 
Los funcionarios locales siempre buscaban la mente maestra detrás de 
las rebeliones; Luciano Velázquez fue el elegido para cargar con la culpa 
en la Guerra de Castas de la Huasteca, aunque en realidad sabemos que 
no hubo caudillo en dicho movimiento. Para llevar a cabo su rebelión, 
los políticos locales de los barrios crearon una liga informal de pueblos 
en la que los líderes de los pueblos sujetos se correspondían con sus cole-
gas de los barrios de diferentes municipios. Tomaron prestadas sus herra-
mientas de la experiencia nacional con los pronunciamientos para pro-
poner sus propios planes para la región. La política provino directamente 
del lenguaje del federalismo y del nacionalismo con que el gobierno 
movilizó el apoyo a la guerra contra Estados Unidos. Si bien los oposi-
tores de los sublevados se afanaron de manera sistemática en tergiversar 
su ideología, la brecha entre la política de la élite y la popular era mucho 
más angosta de lo que en ocasiones parecía. Tanto el terrateniente Juan 
N. Llorente, como los insurrectos de los pueblos, se esforzaron por con-
trolar el estado y el erario del gobierno local mediante retórica federalista. 
Su primera acción fue aprovechar la reintroducción del federalismo y 
las leyes electorales populares para ganar el control de sus barrios y de 
los municipios. Después pasaron a la fuerza armada, los pronuncia-
mientos populares, para destituir jueces, comandantes militares locales 
y prefectos distritales. La diferencia básica entre el federalismo de la 
élite y el popular fue la cuestión de quién dirigiría los poderosos gobier-
nos locales que prometía el sistema. Los pobladores, en última instan-
cia, confiaban sólo en las instituciones locales sobre las que podían 
influir, y como resultado intentaron mantener el centro de poder en los 
pueblos mismos.

La nación como liga de pueblos no llegó a concretarse, pero existió 
de manera irregular en los barrios remotos del México rural. Esta 
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nación alternativa nunca se hizo realidad, pero sí logró frustrar los 
intentos de restablecer los mecanismos del orden colonial. El proyecto 
alternativo de nación no desapareció en el siglo xix. Resurgió cuando el 
ejército francés pretendió imponer a Maximiliano de Habsburgo como 
emperador de México. Florencia Mallon y Guy Thomson describieron 
el surgimiento de movimientos liberales populares que vincularon el 
poder municipal local a la defensa de la nación durante la crisis nacional 
de 1862 a 1867. 

La utopía campesina se basó en el pueblo, y cuando los campesinos 
imaginaron la nación soñaron con crear una nación de pueblos que, 
después de todo, resultó ser la última y mejor línea de defensa de 
México.
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ción de Olarte, 159-161. Véase tam-

bién ideología; insurgencia

Constitución de 1824,  162, 202, 251; 

suspensión de la, Véase también 

federalismo
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Constitución de Cádiz. Véase Constitu-

ción de 1812

Constitución española. Véase Constitu-

ción de 1812

Contagio: como metáfora de inquietud,  

91, 119, 12 0

Contrabando,  38, 85, 230

Contrainsurgencia,  112, 139, 140, 235, 

236 

Guerra de Castas, 279, 280; divisiones 

entre comandantes realistas, 143,144 

cita 64, 158 cita 94, 162 cita 102, 248 

cita 73; rehenes como herramienta 

de, 157 cita 54; quemar sembradíos,  

143, 245, 279, 281

Córdoba,  50, 65

Cornejo, José,  230, 239

Cornejo, Manuel,  82

Cortés, Antonio,  105, 129

Costeloe, Michael P.,  13

Coyusquihui,  135, 136, 142-145, 148, 

162, 165, 167, 170,  218, 228, 239, 312; 

en la propaganda de Olarte, 133

Criollos,  68, 11, 131

Cuervo, José Antonio,  124

Cultura política, 12, 111-114, 169, 170; 

colonial, 69-73, 80, 81, 107-110; bilin-

güismo político, 177, 229; en la pos-

tindependencia, 172-174, 182-186; y 

violencia, 17, 51, 69, 70,  88, 123, 202, 

210, 214

Curas: en la Guerra de Castas, 268,  

277; y el centralismo, 206-212; en 

Huayacocotla, 53, cita 15; en Hua-

zalingo, 89-93, 95, 98; la indepen-

dencia y los, 124, cita 25, 144, 146; 

y la revuelta de Papantla, 63, 66, 

73, 244; en la administración de los 

pueblos, 29 cota 35; en Yahualica, 

89, 90, 92, 95, 96, 102.

Chalpulhuacán,  203

Chávez, José,  83

Chiatipán,  87, 91, 182

Chicontepec y la guerra de Indepen-

dencia,  120, 123, 126, 270

Chicualoque,  40, 246

Chontla,  161, 168, 264

Danini, José,  230

De Córdoba, Joseph,  65

De Cos, Martín Perfecto,  224, 247

De Croix, Carlos Francisco,  67

De Garay, Francisco,  267, 297, 354

De Guzmán, Nuño,  36

De la Barga, Alonso, se esconde en un 

petate, humillación de, manipula 

testimonio, busca puesto lucrativo,  

67, 354

De la Serna, Alonso,  89, 101

De la Serna, Lucas,  57, 97

De la Vega, Fernando,  51, 120, 175

De Lince, Francisco Paulo,  260, 271
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De Nava, Nicolás,  78

De Olmos, Nicolás,  59, 63

De Paz, Mariano José,  90, 96

De Villanueva, Agustín Mateo,  89

De Vivar, Luis Díaz,  266, 269, 273

Del Rosal, José Rosalino,  185

Del Valle, José Francisco,  124, 247

Demandas Legales,  49, 63, 88, 89, 101, 

180; Guerras de Castas, 264, 265; 

costo de las, 102, cita 120, 103

Descompresión agraria,  186

Di Tella, Torcuato,  13

Díaz de la Concha, José Antonio,  141

Díaz, Rafael,  269 

Díaz, Simón,  246

Diego Martín, don,  180 

Disputas agrarias,  52, 307, 308; y des-

trucción de haciendas,  277, 278; y 

la Guerra de Castas, 284; en 

Coatzintla, 85; en Huayacocotla, 

52; falta de, 52, 187-190,  241

Divisiones de la élites,  211, 212,  214.

Economía moral,  45, 46, 81

Educación,  171, 172, 196; y catolicismo, 

207; maestros,  92, 103, 183 

Ejército, durante la guerra de Indepen-

dencia,  130, 139-142,  143; durante 

la guerra con Estados Unidos, 259,  

266, 267,  291-304

El Cepillo,  148, 149

El Espinal,  65, 72; invasión de tierras 

en, 105, 241

El Tajín,  50, 74

Elecciones: coloniales,  26, 27,  47, 53; 

insurgentes, 154; del periodo nacio-

nal, 175, 179, 217, 218; en Papantla,  59, 

79, 82, 83,  229, 237; sufragio 18, 217, 

218, 287; y recaudación de impuestos, 

56; guerra de Independencia, 154; en 

Yahualica, 94, 99-109. Véase también 

faccionalismo; república de indios

Esclavitud,  96, 158, 182

Escobar  Ohmstede, Antonio,  178, 218

Escuelas. Véase educación,  171, 184

España. Véase también sentimiento 

antiespañol; Tampico, 152, 153

Espinoza de los Monteros, José María 

(negocia con Olarte),  234

Espinoza, Lorenzo,  121, 124

Estados Unidos: Fomentan rebeliones, 

299, 300; Andrade solicita ayuda 

estadounidense, 274, 300; República 

de la Sierra Madre, 293, cita 105; 

atrocidades de, 297;  guerra con, 201, 

241, 258, 260, 261, 266 291, 294-296, 

308, 309, 315. Véase también Guerra 

de Castas; nacionalismo

Esteves, Santiago,  265, 291

Faccionalismo,  48, 53, 57, 107, 108, 214; 

facción de los bajoneros (Serna), 101, 

103; Guerra de Castas y, 286-288; en 
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Huautla, 105; en Huazalingo, 88-93, 

103; rebelión de Papantla de 1836, 

228-231; postindependencia, 194-

298; pronunciamientos, 204-207; 

guerra de Independencia , 114, 132, 

135,136; en Yahualica, 89, 101-105

Fages, Eduardo,  265, 291

Federalismo,  23, 201, 202, 222-244, 260, 

315; Guerra de Castas y, 259, 260; 

conspiraciones federalistas, 221; 

revueltas federalistas, 226; seguido-

res federalistas, 226, 227; Papantla, 

227, 228; proclama, 239; pronuncia-

mientos y, 214, 215, república de 

indios y, 229; invasión de Tampico, 

219-24; Texas, 223, 221, cita 8; Gue-

rra con Estados Unidos, 260, 261

Fernández, Egidio,  68, 69

Fernando VII,  124, 132, 150

Ferral, Pedro,  145, 147

Fondo legal. Véase tenencia de la tie-

rra,  191, 192, 265

Francisco Melchor, don,  90

Franco, Ignacio,  179

Gaceta de México,  50, 147, 155, 159

Galván, Hilario,  277, 278

Gamarra, Agustín,  212

Ganado, (contrabando)  38, 39

García del Corral, Salvador,  166

“Gente de razón”.  Véase también raza  

29, 304

García, Francisco,  80

Gobernador.  Véase república de indios  

100, 102

Golfo de México,  255

Gómez Escalante, José,  158, 182, 234

Gómez Farías, Valentín, Papantla y,  

202, 205, 207

Gómez Pedraza, Manuel,  224

González de Burgos, Juan,  121, 124

González, José,  50, 230, 237

González, Manuel,  63

Guardia Nacional: Guerra de Castas, 

261, 275; hostilidad hacia el ejército 

regular de la, 292, 295; se une a los 

rebeldes, 271, 275, 297, 298. Véase 

también milicias

Guardino, Peter,  19, 112

Guha, Ranajit,  112, cita 2, 119, 124 

Guedea, Virginia,  13, 112, 117, 154

Guerra de Castas,  261-85; orígenes agra-

rios de la, 255, 262-265, 268, 289, 282, 

307, 308; en la Huasteca, 175, 212, 

255-309; y la política municipal, 285-

288; y el nacionalismo, 292-302; y la 

raza, 304, 305; participantes rebeldes 

en la, 277-283, 285, 286; impuestos y 

la, 268, 290, 290, cita 95; participa-

ción estadounidense en, 298-300, 

309; en Yucatán, 255, cita 1

Guerra de guerrillas:  Guerra de Castas, 

276, 277; rebelión de Olarte, 246, 247; 

guerra de Independencia, 134-138
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Guerra de Independencia,  111-170,  

172, 213, 217, 240, 245, 246, 276, 

311; Causas de la , 111, 112, 121, 

122, 133; Véase también contrain-

surgencia, insurgencia

Guerrero (estado),  212

Guerrero, Vicente, y propiedades,  189, 

201

Hacienda de Buenavista, venta de la,  

187, 188

Hacienda de Jamaya,  190

Hacienda de San Benito,  270, 278

Hacienda de San Sebastián,  278

Haciendas, 36-38

Hernández Chávez, Alicia,  18, 178

Hernández, Diego,  120, 124, 126

Hernández, Lucas,  65

Hernández, Pedro, muerte de,  260

Herrera, Eduardo,  271

Herrera, Juan José,  57, 100, 102

Herrera, Manuel,  260, 271

Hidalgo (estado),  118

Hidalgo y Costilla, Miguel,  116

Hijos del pueblos,  25, 26,  46, 105, 122,  

175, 176, 314. Véase también ciuda-

danía; cultura política

Huachinango,  33, 39, 42

Huasteca,  30-32; estado propuesta de 

la,  200, 203, 260; región descrita 

como la, 30- 43

Huautla,  52, 87, 88

Huayacocotla,  31, 51, 121

Huazalingo, disturbios en,  46, 48, 49

Huejutla, conflicto con Metztitlán,  207

Ibáñez, Prudencio,  145, 146

Ideología, 163-164, 206, 207, 112 cita 3; 

de la élite y popular, 112, 113, 163, 

164, 150, 151; Insurgente,  132, 133 

150-153, 155-159; semejanzas entre 

insurgente y realista, 112, 113, 150, 

151, 158, 159; insurgente y Consti-

tución española, 112, 158-160; 

identidad política, 142

Ilamatlán,  210, 246

Impuestos,  47, 49, 52, 53, 139 242, 259,  

289, 290, 293; alcabala, 53, 242, 273; 

capitación, 261, cita 13, 290; impuesto 

al licor de caña, 53, 97; impuesto al 

ganado, 53, cita 15; y la Iglesia, 91, 109, 

182, 243, 244, 273; recaudación de, 26, 

29,  51-54, 63, 97, 99 122, 184, 242; con-

tribución directa, 197, 261, 273, 290; 

contribución de limosna, 90, cita 99; 

origen étnico y, 197; faccionalismo  

y, 97, 101, 103, 107, 124, 196; servicios 

de trabajo, 181, 182, 197; impuesto pre-

dial, 192, 193; real y medio de comuni-

dad, 56, 78; impuesto municipal de 

medio real para educación, 183, 184, 

195; impuestos para la guerra  

con Estados Unidos, 261, 268, 290, 

302, 308. Véase también monopolio 

del tabaco y tributos

UNANACIÓNDEPUEBLO.indd   344 07/01/16   14:07



345

ÍNDICE ANALÍTICO

Indios, “fácilmente manipulables”,   195

Indulto. Véase amnistía,  146, 160

Inquisición,  84, 155

Insurgencia:  en Chicontepec,  120-126; 

faccionalismo, 132, 135, 136; geo-

grafía de la, 130, 131, 135, 136; 

gobierno, 134, 135, 154, 155; ideolo-

gía de la, 132, 133 150, 153, 155-159; 

y nacionalismo, 161-164; fin nego-

ciado de la, 142-150; orígenes de la, 

117-120; lógica política de la, 126, 

132-134; propaganda de la, recluta-

miento para la, 126,127, 132; escla-

vitud e, 156, 157; poblados erigidos 

por la, 137, 138

Iturbide, Agustín,  165

Xalapa,  161, 165

Jáuregui, Andrés,  267

Jáuregui, domingo,  267

Jáuregui, José Manuel,  270

Jefes políticos. Véase prefectos  194, 213

Juárez, José,  69

Knight, Alan,  24, 152

Kouri, Emilio,  189

La Habana (Cuba),  143

Lamadrid, Francisco,  279, 280

Lara, José Antonio,  185

Lara, Pedro,  99

Leonardo, Martín,  180

Licona, José,  204, 206, 208

López Rayón, Ignacio,  134

Lozano, José Antonio,  114, 134

Lubián, José Cayetano,  165

Llanuras del Golfo,  186

Llorente, Anastasio,  233, 277, 290

Llorente, Carlos María, y la recepción 

de la Constitución de 1812,  128

Llorente, Juan Nepomuceno: descrip-

ción de, 260, 270, 273; planes políti-

cos de, 271-273, 274, 289, 299 301-

302; abandona la rebelión, 275, 276 

281, cita 67; posible muerte de, 270, 

cita 36; propiedades de, 270; en 

Tampico, 260

Machín, Manuel,  98

Mahuina (maquín),  58, 59, 62

Maíz,  36, 72, 73

Maíz, escasez de (1786),  83

Maldonado, Juan Manuel,  278

Mallon, Florencia,  25, 296

Manzano, Nasario,  118

Márquez, Miguel,  66, 91

Martinel, José,  230, 231, 233

Martínez de Aragón, Rafael,  205, 206, 

207

Martínez, Ignacio,  156, 203

Masferrer, Elio,  218, 243

Massip, Juan,  63, 64, 66

“Matrias”,  23
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Mejía, José María, encabeza invasión 

federalista de Tampico,  221

Méndez, Miguel,  166, 189

Méndez, Salvador,  137, 144

Meriótegui, Juan María, como segui-

dor de Olarte,  227

Mesa de San Diego,  248

Mesa Grande,  136

Mesa, Félix,  141

Metztitlán, 51, 55, 120, 125; y conflictos 

por tierras e impuestos, 185, 193, 

289; conflicto por el prefecto de, 204-

209, 294; pueblos sujetos de, 193  

México (estado),  171, 176, 186, 194

Meyer, Jean,  11, 186, 354

Mier y Terán, Manuel,  165, 224

Milicias: como ciudadanos armados, 

160, coloniales, 64, 82; federalismo y, 

240; “nacionales”, 160, 161, 240, y la 

guerra con Estados Unidos, 260-261, 

293, 294; y la guerra de Independen-

cia, 120, 126-128, 132, 139. Véase 

también Guardia Nacional

Militares: véase ejército

Militarización,  139, 141

Miramón, Bernardo,  51, 55

Misantla, compras de tierras en,  48, 

127

Moctezuma, Esteban,  203, 272, 276

Molango,  117, 120, 131, 209

Molangueros,  118

Monarquismo,  113, 150, 151

Monopolio del tabaco, 47, 49, 62, 273, 

313; destrucción de tabaco ilegal, 

50, 85, 86; funcionarios del, 81, 82, 

122; rebelión de 1836-1838, 239, 

253; y el resguardo del tabaco 

(policía del tabaco), 50, 51 81, 84; y 

la guerra de Independencia, 122, 

127, 133

Monte: órdenes de Basaraz de talar el, 

76; significado económico y cultu-

ral del, 42, 74, 75, 78, 85; opiniones 

de la élite del, 35, 73, 75; temor del,  

75, 76; ingreso fiscal y el, 71, 73, 76; 

tala de árboles en el, 73

Mora, Manuel,  267

Morales, Gregorio, y los ayuntamien-

tos municipales,  204, 274

Morales, Miguel,  83

Morcillo, José María,  82, 83, 84, 86

Morelos (estado),  37, 37

Moreno, José Santiago,  148

Mujeres: mujeres y rebeliones colo-

niales, 59,  63, 65, 92, 93 en la gue-

rra de Independencia, 137 cita 54, 

142 cita 62

Municipios,  18, 19, 21, 115, 150, 178, 

183, 237; Guerra de Castas y, 272,  

287; de Coyusquihui,  148, 149, 150, 

y el fin del gobierno virreinal,  167, 

168; federalismo y, 194, 195; forma-

ción de, 149, 150, 175, 176, 178, 183, 

244; como cuarto poder, 243, cita 
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59, 289; militares y, 143, 164, 168; 

opinión pública y, 23,  199, 200, 207, 

210; restricciones sobre los forma-

ción de, 198-201; la formación del 

Estado y, 23, 24, 150,  168, 169, 176, 

177, 194, 195, 198, 199. Véase tam-

bién sujetos.

Muñoz, Juan de Dios,  68, 69

Muñoz, Mariano,  230, 245

Nacionalismo,  22-24, 111, 154, 155, 161-

165, 237, 238, 302“nación ameri-

cana”, 121, 122, 161-164; y burguesa, 

23; constitución y, 148-150; nación 

imaginada, 22, 161-164; retórica del,  

157, 158, 210; guerra con Estados 

Unidos y, 289, 2991, 292-303

Nahuas y faccionalismo en la postin-

dependencia,  80, 90, 94

Náhuatl,  35, 42, 123

Nanahuaco, Juan Bautista,  90, 99

Naolinco,  167

Nautla,  32, 127, 134

Nueva Orleáns,  219, 221, 222

Nuevo Santander (Tamaulipas),  128

Núñez, Manuel,  222, 226

Núñez, Ramón,  262, 271

Oaxaca,  61

Olarte, Andrés,  50, 60, 65

Olarte, Mariano,  173, 182, 219, 225, 251-

253, 260, 312; y la Iglesia, 243; lazos 

federalistas de, 222, 226, 227, 296; 

trayectoria militar de, 224; planes 

políticos de, 236, 237, 239-242; 

rebelión de,  231-251, 255, 259, 289, 

314; invasión de Tampico y, 219-

223; y la guerra de Independencia, 

145-250, 156-261, 167, 169-170

Olarte, Serafín,  128, 135

Olmedo, Domingo,  59, 82

Ordaz, José,  206, 208

Ordenanza de Intendentes,  29, 97

Ortega, Agustín, y la invasión de Tam-

pico,  222, 225

Ortiz Escamilla, Juan,  17, 140

Ortiz, José,  73

Osorno, José Francisco,  117, 134

Otomí,  35, 176

Ozuluama, y la invasión estadouni-

dense,  291

Pahuatlán,  120, 126, 134

Palo Blanco,  137, 137

Palo Gordo, cuartel insurgente de,  

137

Pánuco,  33, 37, 42

Papantla,  36, 48, 49, 52, 56; revueltas 

coloniales en,  48, 58-87; descrip-

ción de,  38-40; carácter federalista 

de la revuelta en, 238-247; historio-

grafía de los levantamientos en,  

218, 219, 243; federalistas locales 

de, 227-231; rebelión de 1836-1839 
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en, 231-251; traza urbana de, 78; y 

la guerra de Independencia, 123,  

132, 134, 135, 139,  140

Papel sellado,  273

Parroga, Francisco,  160

Paternalismo, 153, 173, 306

Patria chica,  24, 139, 170, 209

Patrón-cliente,  21, 252

Pérez, Francisco,  61

Pérez, Miguel,  81

Pérez, Plácido,  65, 72

Plan de Cuernavaca,  205, 207, 209

Plan de Iguala, y el colapso de las fuer-

zas realistas,  139

Plan de Veracruz,  202

Planes políticos. Véase Llorente, Juan 

Nepomuceno; Olarte, Mariano

Pochigui,  68, 79

Porfiriato,  187, 190

Pronunciamientos, 174, 199-213, 255, 

256, 277; de 1832, 203-205; y muni-

cipios, 200, 208, 209, 237; y partici-

pación popular, 209, 210, 302; y la 

opinión pública, 23, 199, 200, 210; 

y cambio de bandos, 204

Propaganda: Guerra de Casta y, 301, 

302,  304, 305, 306; insurgente, 119,  

120-122,  152-153, 155-159; pronun-

ciamientos y, 199, 200, 210, 211; pro-

española, 171

Propios. Véase tenencia de la tierra

Puebla (estado),  42, 136, 246

Pueblo cabecera. Véase cabeceras, 27,  

28, 59

Pueblo sujeto. Véase sujetos,  87, 91, 

97

Pueblo Viejo, aspiraciones como puerto 

de, 130, 200

Quihuikolu,  77, 135, 136, 142, 144

Ramírez, Ignacio,  24, 314

Ramírez, José Antonio,  249

Rancherías,  27, 42, 100, 147, 257

Rancheros: en la Guerra de Castas, 266, 

287, 304; en la política republicana, 

211; guerra de Independencia y, 

118, 120, 132, 153

Rancho Abajo,  280, 285

Raza, 171, 304-306; origen étnico y 

municipios, 175, 179, 180, 183, 197, 

199; guerra de razas,  256, 281, 304, 

306

Realistas, 139-142; la Constitución 

crea crisis en los, 160, 161, 164-166, 

168

Rebelión campesina,  302

Rebeliones. Véase Guerra de Castas 

Papantla; revueltas  86

Redes comerciales: e insurgencia, 117; y 

caminos,  33

Reformas borbónicas, resistencia popu-

lar a las, y recaudación de tributos,  

12, 17, 45
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Reina, Leticia,  11, 186, 218, 292

Repartimientos,  86, 98, 109

Republicanismo,  233, 311

Repúblicas de indios,  16, 17, 25-27, 52, 

88, 89, 102, 175; control de los recur-

sos de,  28-29,  89, 99, 186-194; fac-

cionalismo en, 29, 30, 46, 48, gober-

nador de, 26, 53, 90, 91, 106, 180; 

gobernador pasado de, 27, 180; 

nobleza indígena y, 47 cita 5; 

Mahuinas,  58-59 funcionarios de  

las, principales y,  27, 180; supervi-

vencia tras la independencia de las,  

175, 176, 177-184; viejos y, 91, 180; 

guerra de Independencia y, 137, 138; 

Véase también faccionalismo 

Resguardo de tabaco.  Véase monopo-

lio del tabaco, 44, 49, 50, 62,  

64, 81

Respeto,  69, 80, 91

Revolución francesa,  233

Revolución mexicana,  17, 134, 186

Revueltas: coloniales,  48, 60, 63, 81-83, 

87, 88, 92, 93, 96, 100; y reformas 

borbónicas, estrategias discursivas 

en las, 27, 70, 71, 80, 81; inversión 

de estatus durante las, violencia de 

las, 65, 66

Rincón, José,  143

Río Calabozo,  294

Río Pánuco,  32, 130, 222

Rodríguez Barquero, Francisco Xavier,  

91, 93

Rodríguez de Castro, acusaciones con-

tra,  94, 97

Rodríguez O., Jaime E.,  24, 112

Rugeley, Terry,  17, 18, 182, 257

Ruiz de Apodaca, Juan,  142, 148, 149, 

159

Salazar, Miguel,  257

San Juan, Antonio,  57

San Luis Potosí (estado), levantamiento 

en,  30

San Nicolás,  257, 267, 272, 277, 

San Pedro de las Vaquerías,  52

San Sebastián,  278

Sánchez, José Antonio,  96

Sansculotismo,  233

Santa Anna, Antonio López de,  20, 

202

Santa Teresa,  89

Scott, James C.,  46, cita 3, 113, 174

Sentimientos antiespañoles,  121, 132, 

133 , 151, 152; durante la rebelión de 

1836-1839, 237, 238, 240; durante la 

Guerra de Castas, 303; en la guerra 
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turbulentos acontecimientos en las localidades 
rurales mexicanas de 1750 a 1850, durante la difícil 

transición de un sistema monárquico corporativo a un 
orden constitucional basado en la ciudadanía individual. 
El nuevo Estado se mostró incapaz de salvaguardar el 
territorio nacional y, aún más, las libertades que tanta 
sangre costaron en las guerras independentistas. El 
campo experimentó un creciente ciclo de violencia, 
marcado por levantamientos que se volvieron más 
frecuentes, más intensos y de mayor duración, 
culminando en la llamada Guerra de Castas de la 
Huasteca.

Estas rebeliones regionales impactaron la formación 
del Estado nación. Los participantes rebasaron las 
modestas quejas del periodo colonial para integrarse a la 
política violenta del Estado nacional. Este libro pone a los 
pueblos indígenas inconformes de la Huasteca en el 
centro del proceso de la formación nacional, revelando 
que, lejos de estar desinteresados en las luchas políticas de 
la era, éstos estaban plenamente conscientes del carácter 
político y social de sus acciones.

En Una nación de pueblos, Michael Ducey analiza 
con la objetividad del historiador y la lucidez creadora del 
sociólogo y el etnólogo estos acontecimientos que 
tuvieron (y tienen) prominencia en el entramado de la 
historia de nuestro país.
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